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ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 



Acuerdo nombrado jueces suplentes y fiscales ad hoc para 4899 

En Buenos Aires, á veinte y dos de Diciembre de mil ocho- 
cientos noventa y ocho, reunidos en su sala de acuerdos, el 
señor presidente de la Suprema Corte de Justicia Nacional 
doctor don Benjamín Paz, y los señores ministros doctores 
don Luis V. Várela, don Abel Bazan y don Octavio Bunge, coa 
el objeto de formarla lista de abogados que con arreglo á la 
ley de veinte y cuatro de Setiembre de mil ochocientos setenta 
y ocho, deben suplir en el año de mil ochocientos noventa y 
nueve, á los jueces federales de sección, legalmente impedi- 
dos ó recusados, y ejercer las funciones de fiscales ad hoc, 
acordaron la formación de las siguientes listas : 

Para la Capital : doctores don Miguel G. Méndez, don Fran- 
cisco Ayerza, don Bernardino Bilbao, don Raimundo Wilmarl, 
don Ángel E. Casares, don Alejo de Nevares, don Alejandro 
Acevedo, don José M. Ahumada, don Rafael Castillo y don 
Antonio L. Gil. 

Para la Sección de Buenos Aires : doctores don Pedro F. 
Agote, don José N. Matienzo, don Enrique Rivarola, don Emi- 
lio Ocampo, don Manuel A. Pórtela, don José María Gamas, 
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doQ Mariano CaDdioti, don Julio N. Rojas, don Manuel A. 
Carranza y don Ricardo Marcó del Pont. 

Para la Sección de Santa Fe: doctores don P. Nolasco Arias, 
don Joaquin Lejarza, don José Leguizamon, don Nicanor de 
Elia, don José Maria Fierro, don Julio Rodriguez de la Torre, 
don Federico Molina, don Guillermo San Román, don David 
Peña y don Federico B. Valdez. 

Parala Sección de Entre Ríos : doctores don Miguel M. I\uiz, 
don Ramón Calderón, don Carlos M. de Elia, don Yalentin A. 
Mernes^ don José del Barco, don Martin Ruiz Moreno, don 
Andrez G. Gallino, don Ramón Febre, don Martin Meyer y don 
Romeo Carbó. 

Para la Sección de Corrientes : doctores don Fermin E. AI- 
sina, don Rómulo Amadey, don Martin Goitia, don José F. 
Soler, don Ernesto E. Ezquer^ don Pedro R. Fernandez, don 
Martin J. Villordo, don Justino I. Solari, don RicardoOsuna y 
don Eulogio Mendiondo . 

Para la Sección de Córdoba : doctores don Agustín Patino, 
don Teodomiro Paez, don José M. Ruiz, don Rafael García 
Montano, don Julio Deheza, don Pablo Julio Rodriguez, don 
Cipriano Soria, don Tristan Bustos, don José Echenique y don 
Felipe Crespo. 

Para la Sección de Santiago del Estero : doctores don Napo- 
león Taboada, don Manuel Argañarás, don Ramón L Agüero, 
don Ramón Gómez, don Dámaso Giménez Beltrán,don Adolfo 
Sánchez, don José D. Santillan, don Pedro L. Cornet, don José 
N. Arias Moreno y don Mariano Santillan. 

Para la Sección de Tucuman : doctores don Emilio Terán, 
don Juan M. Terán, don José Frías Silva, don Patricio Zavalía , 
don Servando Viaña, don Rufino Cossio, don Alberto E. Pa- 
dilla, don Abraham de la Vega, don Felipe Bravo y don Faus- 
tino Salvato. 

Para la Sección de Salta : doctores don Felipe R. Arias, don 
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Juan T. Frías, don Damián Torino, don Julio Torino, don 
Luís Linares, don José María Sola, don Darío Arias, don Car- 
los Serrey, don Benjamín Diez y don José Saravía. 

Para la Sección de Jujuy : doctores don Pablo Carrillo, don 
Segundo Linares, don Delfín S. de Bustamante, don Aníbal 
Helguera Sánchez, don Pablo Arroyo, don Teófilo S. de Busta- 
mante, don Francisco Acuña, don Octavio Iturbe, don Ernesto 
Claros y don Víctor Vargas. 

Para la Sección de Catamarca : doctores don Guillermo Co- 
rrea, don Santiago Santa Coloma, don Guillermo Leguizamón, 
don Máximo Vera, don Simón Avellaneda, don Estaurófilo 
Nieto, don Federico Espeche, don Emilio Molina, don Pedro 
Robín Navarro y don Ernesto Acuña. 

Para la Sección de la Rioja: doctores don Marcial Catalán, 
don Segundo A. Colina, don Pedro Agost, don J. Vicente de 
la Vega, don Arcadiode la Colina, don Wenceslao Frías, don 
Carlos Díaz Garzón, don Nicolás González, don Pelagio B. 
Luna y don Tomás Vera Barros. 

Para la Sección de San Juan : doctores don Anacleto Gil, 
don Javier M. Garramuño, don Manuel García, don Alejandro. 
Garramuño, don Pedro A. Garro, don Juan M. Contreras, don 
Doroteo Basañez, don Victorino Ortega, don Mario Videla y 
don Aurelíano Gigena. 

Para la Sección de Mendoza : doctores don Manuel Bermejo, 
don José Palma, don José N. Lencinas, don Manuel Laprida, 
don Maximiliano Leiva. don Conrado Céspedes, don Severo G. 
del Castillo, don Agustín S. Videla, don Arturo T. Ruiz y don 
Adolfo Calle. 

Para la Sección de San Luís : doctores don Cristóbal Pe- 
reyra, don Marcelino Ojeda, don Teófilo Saa, don Domingo 
Flores, don Mamerto Gutiérrez, don Juan Daract, don Benigno 
Rodríguez Jurado, don Juan Garro Allende, don Víctor S. Gui- 
ñazú y don Jacinto Videla. 
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Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se regis- 
trase en el libro de acuerdos, se publicase y se comunicase al 
poder ejecutivo. 

BENJAHIN PAZ. -- LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGB. 

José A . Frias^ 
Secretario. 

Acuerdo designando Ministro y Secretario para la feria de 4899 

En la ciudad de Buenos Aires á los veinte y nueve días del 
mes de Diciembre de mil ochocientos noventa y ocho, reuni- 
dos en la sala de acuerdos los señores- presidente y ministros 
de la Suprema Corte Federal doctores don Benjamin Paz, don 
Luis V. Várela, don Abel Bazan y don Octavio Bunge, con ob- 
jeto de nombrar Juez de Feria con arreglo al artículo cuarto 
del reglamento para el orden interno de la Suprema Corte, 
acordaron nombrar al señor ministro doctor don Octavio Bun- 
ge para desempeñar las funciones de tal, actuando como se- 
cretario el doctor don Federico Iba rguren, quien deberá de- 
signar los empleados que durante la feria tengan que con- 
currir á la secretaría para el servicio de ella. 

Así lo dispusieron y mandaron, ordenando que se registrase 
en el libro correspondiente y se publicase. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 

José A . Frias, 
Secretario . 
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Acuerdo designando al doctor Granel para atender 
en la feria de 4899, los juzgados de la Capital 

En la ciudad de Buenos Aires, á los veinte y nueve días del 
mes de Diciembre de mil ochocientos noventa y ocho, reunidos 
en la sala de acuerdos el señor Presidente de la Suprema Corte 
Federal doctor don Benjamín Paz y los señores ministros doc- 
tores don Luis V. Várela, don Abel Bazan y don Octavio Bunge, 
acordaron designar para el servicio de los tres juzgados fede- 
rales de la Capital durante la feria del mes de Enero próximo, 
al juez doctor don Gervasio F. Granel, con el secretario ó se- 
cretarios que él designe. 

Lo firmaron ordenando que se publique y se comunique á 
quien corresponda. 

benjamín PAZ^ — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. - OCTAVIO BUNGE. 

José A. Frias, 
Secretario. 



Acuerdo nombrando conjueces de la Suprema Corte 

para el año 4899 

En la ciudad de Buenos Aires, á los cuatro días del mes de 
Febrero de mil ochocientos noventa y nueve, reunidos en la 
sala de acuerdos los señores ministros de la SupremaCorte de 
Justicia Nacional, doctores don Luis V. Várela, don Abel Bazan 
y don Octavio Bunge, con el objetode nombrar conjueces para 
el corriente año, en cumplimiento del artículo veinte y tres 
de la Ley de Procedimientos, acuerdan nombrar álos señores 
doctores don Ezequiel Pereyra, don Manuel Obarrio, don Juan 
José Montes de Oca, don Honorio Martel, don Enrique Martinez, 
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don Juan F% Fernandez, don Juan M. Terrero, don Rafael Ruiz 
de los Llanos, don Luis Lagos García, don Juan E. Barra, don 
Daniel J. Dónovan, don Luis Saenz Peña, don Manuel Quin- 
tana, don Leopoldo Basavilbaso, don Mariano Castellanos, don 
Baldomero Llerena, don Pascual Beracochea, don Juan J. Ro- 
mero, don Dardo Rocha, don Joaquin M. Cullen, don Julián 
L. Águirre, don Juan A. Areco, don Estanislao S. Zeballos, 
don Francisco Alcobendas y don Mariano Demaria. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se publi- 
case y registrase en el libro correspondiente. 

LUIS V. VÁRELA. — ABEL BASAN. — 
OCTAVIO BUN6E. 

José Á. Fnas, 

Secretario, 
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CAIJliA CCX)i:^Y 



D. Pedro Baffi, por los herederos de D. Teodoro Bustos, contra 
D. Esteban de la Cuadra, por reivindicación; sobre falta de 
personería y defecto en la demanda. 



Sumario. — 1° Fundándose la excepción de falta de* perso- 
nería en la muerte de los mandantes, sucedida antes de comenzar 
el juicio, debe ser recibida la prueba de este hecho, para resolver 
sobre ella. 

%o El no haberse acompañado á la demanda los documentos 
justiñcativos de las pretensiones de los demandantes, no cons- 
tituye defecto en el modo de proponerla. 
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Caso. — En 8 de Jalio de 1895, don Pedro Baffi, con un poder 
que le fué sustituido en 30 de Eneró de 1894, se presentó al Juz- 
gado, en representación de Petrona Sabater de Bustos, Juan, 
Nemesio, Regino y José Bustos, y Lorenza Bustos de Arias, 
demandando á don Esteban de la Cuadra, por reivindicación de 
un campo. Dijo que sus maudantes son herederos de don Teo- 
doro Bustos, á quien perteneció el campo objeto de la demanda. 

Acreditado el fuero, se corrió traslado de la demanda. El de- 
mandado, sin evacuarlo, expuso la excepciones de falta de per- 
sonería en el procurador y defecto legal en el modo de proponer 
la demanda, fundando la primera en que el mandato conferido, 
en lo que respecta á Nemesio y Lorenzo Bustos, caducó mucho 
antes de entablada la demanda, por haber fallecido las personas 
mencionadas ; y la segunda, en no haberse acompañado los jns- 
tilicativos que demuestren que los actores han sido declarados 
herederos de don Teodoro Bustos. 

£1 procurador Baffi, contestó: que no tiene conocimiento 
del fallecimiento de las expresadas personas ; pero qae hará 
averiguaciones al respecto. Que aún siendo cierto ese hecho, él 
puede ejercer el mandato en virtud de lo dispuesto en los artí- 
culos 1964. 1969 y 1890 del Código Civil. Que la excepción de 
defecto legal, no es procedente, porque el hecho en que se funda 
no da lugar á ella. 



Fallo del Juea Federal 



La Plata, Marzo S4 de 1896. 



T vistos : El artículo de previo y especial pronunciamiento, 
deducido por el demándalo don Esteban de la Cuadra, de cuyo 
estudio resulta : 
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1^ Que son dos las eicepoiones opuestas : la 4iQa sobre falta 
de personería y la otra sobre defecto legal en el modo de pro- 
poner la demanda. 

2^ Que la primera excepción se funda en el fallecimiento de 
dos de las personas cuya representación ejerce el apoderado, Ne- 
mesio y Lorenza Bustos^ y cuyo deceso se sostiene ha producido 
la cesación del mandato. 

3^ Que la segunda excepción consiste en que no se presentan 
los documentos que acreditan en los demandantes el carácter de 
sucesores legítimos de don Teodoro Bustos que se atribuyen. 

Y considerando : {^ Que la primera de estas excepciones, la 
falta de personería del mandatario, po es de naturaleza conclo- 
yente, desde que la muerte^el mandante no implica neeesaria- 
mente la cesación del mandato, cuando la prodecucion de las 
cuestiones sea necesaria á los intereses de la sucesión del man- 
dante, ó aún en los casos de que ese fallecimiento no sea cono- 
cido por el mandatario: artículos 1964, 1965 y 1980 del Código 
Civil. 

, ^ Que en el presente caso la personería del mandatario, que 
se prueba por la simple presentación del poder, no ha sido 
objetada por lo que respecta á las demás personas que han con- 
ferido ese mandato, y es indudable que puede ser ejercido por 
derechos que á ellos conoiQrnen. 

S'' Que la segunda excepción se reñere simplemente al fondo 
del asunto ; y el actor probará 6 no probará en el litigio el ca- 
rácter quQ invoda, y con él su derecho á poseer el inmueble que 
pretende reivindicar. 

4^ Que los derechos de sucesores legítimos de don Teodoro 
Bustos, que se atribuyen los demandantes, y en los cuales fun- 
dan la acción deducida, no pueden ser objeto de una excepción 
dilatoria porque ellos forman precisamente el punto controver- 
tido y que ha de dirimirse en la sentencia definitiva. 
Por estas consideraciones y las - concordantes del escrito de 
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foja... no se hace lugar á las excepciones opaestas, con costas, 
y contéstese directamente la demanda. Hágase saber con el ori- 
ginal, regístrese en el libro de sentencias y repóngase la foja. 

M. 5. de Aurrecoechea. 



Fallo de la Suprema Corte 

BaeDos Aires, Setiembre 18 de 1897. 

Vistos : Considerando en cuanto á la excepción de falta de 
personería: Que según lo afirma el demandado, dos de las per- 
sonas en cuyo nombre se ha entablado la demanda habían falle- 
cido con anterioridad á la iniciación del juicio. Quede la verdad 
de esa afirmación, que no ha sido negada por el apoderado de los 
actores, ni reconocida tampoco, depende la solución de la cues- 
tión, desde que es de derecho que la muerte del mandante causa 
la cesación del mandato, ya sea que se aplique en el caso las dis- 
posiciones del Código Civil, ó ya la ley veintitrés, título quinto, 
partida tercera. 

Que manifestando el demandado tener conocimiento de la ce- 
sación del mandato , y pudiendo el procurador demandante sa- 
ber si el hecho se ha producido, concurren los requisitos esta- 
blecidos por el artículo mil novecientos sesenta y cuatro del 
Código Civil para que el mandato deba tenerse por legalmente 
terminado. 

Que habiéndose producido el incidente al iniciarse el juicio, y 
no durante la tramitación de un juicio pendiente, no puede 
decirse que se trate de la continuación de un asunto comen- 
zado. 

Que por tanto la excepción ha debido recibirse á prueba, 
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porque hay hechos cuyo esclarecimiento es necesario para la 
resolución. 

Por esto y de acuerdo con lo dispuesto en la segunda parte 
del articulo doscientos siete de la ley de procedimientos , déjase 
sin efecto el auto apelado de foja veintinueve, en cnanto resuel- 
ve la escepoion sobre personería, y devuélvase para que se pro- 
duzca ante el inferior la correspondiente prueba. 

T considerando en cuanto á la excepción de defecto legal : 
Que la resolución del inferior se ajusta á las prescripciones le- 
gales que reglan la materia . 

Por esto se confirma el mencionado auto de foja veintinueve, 
en cuanto rechaza la excepción de defecto legal en el modo de 
proponer la demanda, declarándose que las costas de ambas ins- 
tancias se pagarán en el orden causado. Bepóngase el papel. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 
TORRENT. 
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A CVLXXlfl 



Don José A . Deville contra la empresa Muelle y Depósitos 
de las Catalinas, por cobro de averias 

Sumario, t La empresa de las Catalinas está regida por las 
Ordenanzas de aduana, y no puede ser responsabilizada por ave- 
rías que no se ha probado hayan sido cansadas por sus emplea- 
dos y peones. 



Caso . —Resalta del 



Fallo del Jíuea Federal 



Buenos Aires, Diciembre de 1895. 

Vistos: Estos autos seguidos por Luis Johany, en representa- 
ción de José A. Deville^ contra la empresa Mnelle y Depósito^ de 
las Catalinas, por cobro de pesos. 

Eesulta: l^Que á foja 1 se presenta Johany, por Deville, 
exponiendo que por el vapor c La Plata >, procedente deBurdeos, 
llegó á consign^acion de su representado un cajón de mercade- 
rías que en buena condición fué descargado en' los depósitos de 
la empresa demandada, en loa cuales sufrió las averías de que 
instruye la pericia que se practicó por la secretaría de Alman- 
dos, la que solicita se mande agregar; que siendo responsable 
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la referida empresa, entabla esta demanda contra ella por la 
cantidad de 240 pesos con 10 centavos oro sellado, que importan 
las averias según los peritos. 

^ Que corrido traslado, la empresa contesta que la avería que 
motiva este asunto tuvo por causa una lluvia torrencial que á 
pesar de la excelente construcción de los depósitos impidió que 
los caños de desagüe funcionaran debidamente, por lo cual, con- 
forme á lo que dispone el artículo 194 de las Ordenanzas de 
aduana que rige para la empresa, según la ley de su concesión, 
ésta no es responsable de dicha avería, en Cuya virtud pide se 
rechaze la demanda, con costas. 

8^ Que abierta la causa á prueba se ha producido por la em- 
presa el certificado de foja 28 vuelta, habiéndose librado, para 
mejor preveer, el oficio corriente á fuja 42. 

Y considerando: 1° Que el artículo 194 de las Ordenanzas de 
aduana rige para las mercaderías pedidas á despacho directo 
que entren en los depósitos de la empresa demandada, según 
resulta del informe de la aduana, corriente á foja 42. 

2^ Qne de la constancia puesta al pié de la nota de foja 26 y 
ratificada á foja 27 vuelta, resulta que el cajón de mercaderías 
que motiva este juicio entró á despacho directo. 

3*^ Que en este caso incumbía al actor probar que la avería se 
produjo por culpa de los empleados de la empresa en el acto y 
por ocasión del despacho, dado el contexto del artículo mencio- 
nado, que exime de responsabilidad á los almacenes fiscales por 
las pérdidas y deterioros de las mercaderías, con la limitación 
que en el mismo se establece. 

Por estas consideraciones y las concordantes de fojas 12 y 30, 
definitivamente juzgando, fallo: absolviendo á la empresa Mue- 
lle y depósitos de las Catalinas de la presente demanda. 
Notifíquese original y repónganse los sellos. 

Juan del Campillo. 

T. LXX 2 
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Fallo de la Suprem» Corte 

Buenos Aires, Setiembre 18 de 1897. 

Vistos y ooDsiderando : Qae el actor no ha probado ni inten- 
tado probar que las averías que reclama han sido causadas por 
colpa de los empleados y peones de la empresa demandada, co- 
mo debió hacerlo para fundar la responsabilidad de dicha em- 
presa, de acuerdo con la terminante disposición del artículo 
ciento noventa y cuatro de las Ordenanzas de aduana, puesto 
que en el caso se trata de mercaderías de despacho directo. 

Que la Empresa de las Catalinas está regida por las Orde- 
nanzas de aduana, según lo tiene establecido la jurisprudencia 
de esta Suprema Corte. 

Fot esto, y por sus fundamentos concordantes, se confirma la 
sentencia de foja cuarenta y cinco, con declaración de que las 
costas del juicio serán pagadas en el orden causado. Repues- 
tos los sellos, devuélvanse. 

BENiAMIN PAZ. — ABEL BAZAN . 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E. TORRENT . 
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CAUSA CCE.XXYII 



Don Ernesto N. Riccio contra don Pedro Zambrano ; 

sobre cobro ejecutivo 



Sumario. ^ No puede ponerse en duda la procedencia de la 
acción ejecutiva, estando comprobadas las relaciones de locador 
y locatario entre ejecutante y ejecutado, y el precio de la loca- 
ción. 



Caso. — Lo explica el 



Fallo del Jíuex Fe4leii»al 



Buenos Aires, Diciembre 5 de 1896. 

Y vistos : estos autos seguidos por don Ernesto N. Biccio 
contra don Pedro Zambrane, por cobro de alquileres, de los 
que resulta : Que alegando Riccio, en su carácter de sublooa- 
dor de Zambrano^ haber dado á éste en locación con contrato, 
el loeal sito calle de las Artes 671, por el alquiler mensual de 
ciento sesenta pesos, pagaderos por cuotas adelantadas el día 
primero de cada mes, y adeudándole dicho señor por tal con- 
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cepto los arrendamientos correspondientes á los meses de No- 
viembre de 1895 á Marzo de 1896, importando la sama de 
850 pesos, solicitó y obtuvo del juzgado acto de solvendo, del 
que fué notificado á foja 10 el deudor ejecutado, j librándose 
en su oportunidad mandamiento de ejecución y embargo, el que 
fué diligenciado á foja 28, dando Zambrano á embargo la suma 
que expresa el recibo de foja 14. Citado el deador de remate, 
opuso las excepciones de inhabilidad de título y pago, excep- 
ciones que sustanciadas en forma, recibiéndolas á prueba y pro- 
duciéndose la qa6 determina el certificado de foja 61, llámase 
autos para definitiva. 

Y considerando: en cuanto ala inhabilidad del título alega- 
da: Que ella es absolutamente insabsistente desde que el título 
con que se ejecuta es perfectamente hábil, como que emana del 
derecho acordado á todo locador y sublocador, por los artículos 
1578 y 1585 del Código Civil, y 278 de la ley de procedimien- 
tos de 14 de Setiembre de 1863. El carácter de sublocador de 
Riccio en relación á Zambrano, cualquiera que puedan ser sus 
vinculaciones de aquél para con terceros, y que desde luego de- 
ben ser ajenas á los derechos y obligaciones que á ambos les li- 
gan por razón de su contrato escrito, lo atestigua el certificado 
de foja 4 vuelta y sa propia confesión absolviendo la primer po- 
sición del pliego de foja 45, donde, sin restricción, confiesa que 
Biccio, en su carácter de inquilino principal, le dio en subarrien- 
do el expresado local, por el precio y condiciones expresadas en 
la demanda. 

La existencia del crédito reclamado ñuye lógicamente de la 
contestación dada á la tercera posición del mismo pliego, no 
siendo exacto, por otra parte, que no haya recibido interpelación 
judicial para el pago de los alquileres que se le reclaman, desde 
que las diligencias de fojas 9 y 10 lo contradicen. Justifica así 
mismo la falta de pago de esos alquileres, el contenido del es- 
crito de foja 15, donde expresamente reconoce tal extremo; 
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aparte de qae la no exhibición (\e los recibos por alquileres, 
que debió conservar y presentar como descargo en el período 
de la prueba, es una demostración indubitable de su falta de 
pago. 

Además, el fundamento que parece desprenderse del escrito 
deduciendo esa eicepcion, consiatepte en la improcedeticia de 
las diligencias del embargo y citación de remate á causa de que 
con anterioridad á la demanda se constituyó el depósito de la 
cantidad reclamada, es igualmente inadmisible, desde que 
ellas son necesarias y propias del juicio ejecutivo y sin cuya ob- 
servancia no podría legalmente prosperar la ejecución, y por- 
que no es cierto que el juzgado haya acordado la retención de 
la consignación hecha. Esa consignación fué hecha con el objeto 
determinado en el escrito de foja 15, y por tanto, nada tiene 
que hacer con la excepción opuesta, desde que esa consignación 
fué impugnada y ella no reviste legalmeote el carácter de pago. 
Luego, no descansando en base legal ni motivo atendible, pro- 
cede ser desestimada de plano. 

Considerando en cnanto al pago alegado : Que importando el 
pago el cumplimiento de la prestación que hace el objeto de la 
obligación y teniendo él fuerza chaiicelatoria de la obligación 
que lo motiva (art. 72i y 7^ del Código Civil), la aniña depo- 
sitada por Zambrano no reviste ni llena las condiciones preci- 
sas de ese artículo, ni surte sus efectos propios, puesto que no 
tuvo por objeto extinguirla definitivamente, sino que el depó- 
sito se hizo con el fin expresado en el escrito de foja 15, y pos- 
teriormente, foja 28, el deudor dio esa suma en calidad de em- 
bargo, acto éste que acusa un propósito visible de hacer que el 
juicio instaurado siguiera todos sus trámites, como en efecto 
así)jucedió y así lo evidencia la oposición del deudor á la entre^ 
ga requerida á foja veinte. Ese depósito por vía de embargo, 
difiere sustancialmente del depósito de los objetos de la con- 
signación en pago, respondiendo el uno al cumplimiento de 
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las formalidades del procedimiento, ó sea, las exigencias de las 
formalidades de la ley de forma (art. 255 y correlativo déla 
ley de la materia) y el otro á la satisfacción de la deuda, 6 sea, 
á las prescripciones de la ley de fondo (art. 256 y siguientes del 
Código Civil ; serie 3% tomo 18, página 588, causa CLXXXIII, 
Fallos de la Snprema Corte). 

Desde luego, no teniendo ese depósito fuerza chancelatoria 
de la obligación, que es el carácter distintivo del pago que se 
reclama á Zambrano, y no habiendo éste en forma alguna jus- 
tificado como era de su deber hacerlo (serie 1', tomo ñ^, pági- 
na 617 y serie 3% tomo 5^ página 409, mismos fallos), con arre- 
glo al artículo 277 de la ley de procedimientos, se impone el 
rechazo de la excepción deducida, por ser elemental, y serprin- 
cipio inconcuso de derecho, que al ejecutado incumbe la tarea 
de la producción de la prueba para comprobar sus defensas. 

Por estas consideraciones legales y las pertinentes del escrito 
de contestación, fallo: rechazando con costas las excepciones 
de inhabilidad de título y pago plegados por el deudor ejecu- 
tado, y en su consecuencia ordeno se lleve adelante la eje- 
cución hasta el pago íntegro de las sumas reclamadas por el 
acreedor ejecutante, sus intereses y costas. Notifíquese con el 

m 

original y repóngase el papel. 

Agustin Urdinarrain. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Setiembre 21 de 1897. 

Tistes : Que las relaciones de locador y locatario entre ejecu- 
tante y ejecutado, con la determinación precisa del precio de la 
locación, están plenamente comprobadas. 
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Que en este caso, la procedencia de la acción ejecutiva, no 
puede ponerse en duda, de conformidad con lo dispuesto por el 
artículo mil quinientos setenta jocho del Código Civily docien- 
tos cuarenta y ocho de la ley de procedimientos. 

Por ésto, y por sus fundamentos : se confirma, con costas, la 
sentencia apelada de foja cincuenta y cuatro. Repuestos los se- 
llos, devuélvanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAl^. 
— OCTAVIO BQNGE. *— iUAN E. 
TORRENT. 



CAUSA CCXX XVIII 



El Banco de Italia y Rio de la Plata contra don Juan Soler, 
por cobro de pesos ; sobre apelación de sentencia de los Tri- 
bunales de la Capital, 

Sumario. — Cuando el fuero federal procede sólo por razón 
de las personas, la excepción de incompetencia no deducida en 
tiempo ante los trihunales locales, importa la prorrogación de 
su jurisdicción. 



Caso. — En el juicio ejecutivo seguido ante los tribunales de 
la Capital, por el Banco de Italia y Blo de La Plata contra don 
Juan Soler, éste opuso después de vencido el término de la cita- 
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cion de remate, la exeopcion de incompetencia, por ser él ex- 
tranjero y el Banco argentino, á los efectos del fuero. 

£1 jaez de comercio rechazó lá excepción por haber sido 
opuesta fuera del término. La Cámara de apelaciones confirmó 
esta resolución, y Soler apeló para ante la Suprema Corte^ sien- 
do negado el recurso. 

Ocurrió de hecho y en su escrito respectivo dijo, después de 
referirlos antecedentes mencionados, que la resolución délos 
jueces de la Capital era errónea, pues la excepción, fundada en 
la ley nacional sobre la materia^ debía tomarse en cuenta aún 
fuera del término, por ser ella de orden público. 

Fallo de la Suprema Corte 

fiuenos Aires, Setiembre 21 de 1897. 

Autos y vistos : Resultando de la propia exposición de la par- 
te, que no ha opuesto en tiempo la excepción de incompetencia, 
aceptando, en consecuencia, por acto voluntario la jurisdicción 
del juez local. 

Que la jurisdicción local es prorrogable por la voluntad de 
las partes, cuando la federal no procede sino por razón de las 
personas. 

Qne radicado un juicio ante los tribunales de provincia ó de 
la Capital, debe ser sentenciado y fenecido en esa jurisdicción 
á no ser que se tratara de alguno de los casos especificados en 
el artículo 14 de la ley de jurisdicción y competencia ; casos 
que no se invocan en el presente recurso. 

Por ésto se declara improcedente el recurso deducido. 

Hágase saber y archívese. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E. TORHENT. 
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USA CtXXXIX 



Benito Villanueva contra don Juan C. Méndez, por escritura- 
ción ; sobre apelación denegada de sentencia de los tribuna' 
les de la Capital. 



Sumario. — No es apelable para ante la Saprema Corte la 
sentencia dictada por los tribunales de la Capital, sin haber se- 
ñalado día para oir el informe invoce solicitado por el recu- 
rrente. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 



AUTO DB LA CÁMARA DE APELACIONES EN LO CIVIL 



Buenos Aires» Judío 26 de 1897. 

Vistos y considerando: Que en la fecha de la presentación del 
escrito precedente se hahía ya dictado sentencia por el Tribu- 
nal, la que corre agregada á foja 72 de estos autos. 

Que si bien es exacto que esa sentencia ha sido expedida sin 
oirse el informe oral solicitado por el recurrente, esta circuns- 
tancia no autoriza el procedimiento que se solicita, ni afecta 
legalmente la validez 6 firmeza del pronunciamiento. 
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Que en efecto el informe in voce no es trámite esencial en la 
sustanciacion de los juicios, mayormente en casos como el sub- 
judice, en el caal, por la forma en que ha sido concedido y trami- 
tado el recurso, las partea han tenido oportunidad de producir 
la mas amplia información en defensa de sus respectivos dere- 
chos, como así lo ha verificado el apelante (escrito de foja 67). 

Que la conclusión anteriormente establecida tiene preceden- 
tes invariables de jurisprudencia en los tribunales de esta Ca- 
pital y en los antiguos tribunales de la provincia. 

Instalada apenas esta Cámara, se produjo un caso análogo al 
actual, declarándose entonces que la omisión del informe in 
voce no daba lugar al recurso de nulidad (serie 1", tomo Vj pá- 
gina 306). 

La Suprema Corte de la provincia de Buenos Aires había, 
con anterioridad, consagrado la misma doctrina, declarándose no 
sólo que dicho trámite no era esencial, en la defensa, sino que 
su omisión no daba lugar al recurso de inconstitucionalidad 
expresamente antorizado en la carta fundamental de aquel 
estado. 

£1 concepto definitivo de aquel alto tribunal de que en tal 
situación no podía sostenerse que se hubiera atentado á la liber- 
tad de la defensa, es perfectamente aplicable á nuestro caso, 
dados los antecedentes que lo instruyen y la forma amplia y 
solemne en que ha sido sustanciado el recurso concedido de foja 
62 vuelta. 

Por estas consideraciones y teniendo presente además lo dis- 
puesto en el artículo 00 de la ley orgánica de los Tribunales de 
la Capital, no ha lugar á lo solicitado en el precedente escrito y 
devuélvanse los autos al juzgado de su procedencia como está 
mandado. Repónganse los sellos. 

González del Solar, — Diaz. 
— Molina A rrotea . 
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El señor Méndez apeló para ante la Corte Suprema, fnndado 
en que se había violado el derecho de defensa y se le negó el 
recurso. 

VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Airea, Agosto 26 de 1897. 
Suprema Corte: 

El artículo 18 de la Constitución Nacional, al que sin duda 
se refiere el recurrente, no obstante citar equivocadamente el 
artículo 9*, declara inviolable la defensa en juicio, de la perso- 
na y de Iqs derechos. 

La Constitución ha consignado el principio, pero no ha de- 
terminado reglas para el ejercicio de aquel derecho inviolable, 
pues corresponden al Código de Procedimientos. 

Ese código, en su articulo 252, prescribe el informe in voce, 
si las partes lo pidieren, pudiendo si no lo verifican, resolver la 
causa sin él. 

El prinoipiode la inviolabilidad de la defensa no ha sido vio- 
lado en esta causa ; los tres cuerpos de autos que forman el 
proceso demuestran lo contrario. 

La emisión ú omisión del informe in voce, siendo del mero 
procedimiento, la interpretación y aplicación de las disposicio- 
nes del Código de Procedimientos que lo establecen, es de juris- 
dicción del juez de la causa. 

La queja traída contra el auto de laEzma. Cámara a quOy de- 
negatoria del recurso instaurado á foja 84, no cae por ello bajo 
ninguno délos incisos del artículo 14 de la ley de competencia 
de 14 de Setiembre de 1863, y por ello pienso que ese recurso 
no procede, con arreglo á derecho, y pido á Y. E. se sirva así de- 
clararlo. 

Sabiniano Kier. 



28 FALLOS DE LA SUPREMA COBTB 



Fallo de la •apFema Ciarte 

Buenos Aires, Setiembre 21 de 1897. 

Autos y vistos : De acuerdo oon lo expuesto y pedido por el 
señor Procurador general, se declara bien denegado el recurso. 
Agregúese estas actuaciones al expediente remitirlo como infor- 
me, y repuestos los sellos, devuélvase al tribunal de su origen. 
Notifíqnese con el original. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE . — JUAN 
E. TOBBENT. 



CAUSA CVJLXXX 



Don Ernesto M. Riccio contra don Pedro Zambrano^ 
por cobro ejecutivo de pesos ; sobre costas 

Sumario. — Si á la intimación de pago, el demandado ha 
depositado el dinero, y por auto consentido se han admitido los 
depósitos como surtiendo los efectos del pago, no precédela 
condenación en costas. 
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Caso» — Intimado á don Pedro Zambrano el pago de una 
sama procedente de alquileres, la depositó en el Banco de la Na- 
ción i la orden del juzgado, y por considerar éste que lo había 
sido en calidad de pago, no hizo lugar á la citación de remate 
pedida por el ejecutante. Este sostuvo después qne las costas 
causadas, debían ser satisfechas por Zambrano, y pidió que se 
practicara una liquidación de ellas. 



Falto del JTueB Pedleral 

Buenos Aires, Diciembre 2 de 1885. 

Y vistos: Considerando que el auto de foja 55 vuelta que se 
, encuentra consentido, ha admitido los diversos depósitos he- 
chos por Zambrano, como surtiendo los efectos del pago, se de- 
clara no haber lugar á lo solicitado en el escrito de foja 58. 

J. V. Lalanne, 



Falto de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 21 de 1887. 

Yistos: Por sus fundamentos, y de conformidad con lo dis- 
puesto en laley veintidós, título veintiuno, libro cuatro, Recopi- 
lación Castellana, y jurisprudencia establecida en su mérito: se 
confirma, con costas, el auto apelado de foja setenta y cinco 
vuelta^ y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. ~- ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — iüAH 
£. TORRENT. 
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CAUSA CCIi.YX^KI 



Don Ernesto N. Riccio contra don Pedro Zambrano, por cobro 
de alquileres ; sobre procedimiento ejecutivo 



Causa. — Comprobadas las relaciones de locador y locatario 
entre demandante y demandado y determinado el precio de la 
locación, procede para el cobro de éste la acción ejeoutiya. 



Caso. — Lo explica el 



Falla del Jíues Federal 



Buenos Aires, Marzo 10 de 1897. 

Y vistos: para resolver sobre la excepción de inhabilidad de 
lítalo opnesta por el demandado, en sn escrito de foja 26. 

Considerando : I"" Que la acción deducida por don Ernesto N. 
Riccio^ se fonda en que habiendo éste dado en subarriendo á 
don Pedro Zambrano, el local de la calle de las Artes número 
671 por el término de treinta y tres meses y medio, contados 
desde el 1° de Junio de 1893, y por el alquiler mensual de cien- 



DE JUSTICIA NACIONAL 31 

to setenta pesos moneda nacional legal, ha dejado el arrendata- 
rio de abonar cinco mensualidades que importan la suma de 
850 pesos moneda nacional, por la cual se le demanda. 

2^ Que el anto de solvendo dictado á foja 11 vuelta, loba 
sido de acuerdo con lo que prescribe el artículo 252 de la ley de 
procedimientos y en virtud del certificado expedido por el se- 
cretario doctor Tedio, que tiene esencialmente el carácter de 
un instrumento público, en el cual se reconoce por el demanda- 
do don Pedro Zambrano, la existencia del contrato de locación y 
al mismo tiempo la confesión judicial que resulta de las posicio- 
nes absueltas por el mismo demandado, que tienen el valor de 
la cosa juzgada (confessus projudicato habetur). 

3^ Qne despachado mandamiento, de acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo 255, y citado de remate el deudor, la excepción 
opuesta se funda : 1® que el contrato del subarriendo que exis- 
te entre Zambrano y el actor ha terminado ; 2® que el citado 
contrato tiene vicios de nulidad y es incapaz para entablar el 
juicio ejecutivo ; 3° en la nulidad del procedimiento. 

4^ Que el primer fundamento carece de eficacia para destruir 
los efectos del contrato de locación, porque la disposición ter- 
minante del artículo 1625 del Código Civil, establece que, si ter- 
minado el contrato, el locatario permanece en el uso y goce de 
la cosa arrendada, no se juzgará que hay tácita reconducción 
sino la continuación de la locación concluida, y bajo sus mis- 
mos términos, hasta que el locador pida la devolución de la cosa, 
etc. Que respecto de la nulidad del referido contrato como asi- 
mismo de los procedimientos observados en el juicio, para de- 
ducir de ello la inhabilidad del título con que se demanda, el 
juzgado considera innecesario recibir el incidente á prueba res- 
pecto del primer punto, puesto que su autenticidad ha sido re- 
conocida por el demandado y de sus términos claros no se des- 
prende absolutamente nada que importe una convención ilícita, 
ni una violación de la ley, siendo por otra parte los documentos 
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presentadt)8 en la demanda, títulos habilitantes para acreditar 
el carácter del actor» qaien se halla amparado ea el ejercicio oe 
sus derechos por el artículo 1578 del pódigo Cítü ; y en cuanto 
á la nulidad de los procedimientos, no existe. 

Por estos fundamentos y los del escrito de foja 32, contes- 
tando el traslado de foja 26, no ha lugar á la excepción opuesta 
7 llévese la ejecución adelante hasta hacer pago al acreedor^ 
del capital, intereses y las costas del juicio. Repónganse las 

fojas. 

Agustín de Urdinarrain. 



Fallo do la Saprema Corto 

Buenos Aires, Setiembre 21 de 1897. 

« 

Vistos: Que las relaciones dellocador y locatario entre eje- 
cutante y ejecutado^ con la determinación precisa del precio de 
la locación, están plenamente comprobadas. 

Que en tal caso, la procedencia de la acción ejecutiva no 
puede ponerse en duda, de conformidad con lo dispuesto por el 
artículo mil quinientos setenta y ocho del Código Civil y do- 
cientos cuarenta y ocho de la ley de procedimientos. 

Que habiendo el locatario Zambrano continuado en el goce 
de la cosa locada, después de vencido el término del contrato, 
sus deberes se reglan, como dice la sentencia del inferior, por 
la prescripción terminante del artículo mil seiscientos veintidós 
del Código. Civil. 

Por esto y sus fundamentos : se confirma, con costas, la sen- 
tencia apelada de foja cincuenta y dos, y repuestos los i^ellos, 
devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. -— ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E» TORRENT. 
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CAVBA CCXXXXIII 



Don Jímn Osilich contra dona Justina Saint Jours de JoUbert, 

por cobro de pesos ; sobre competencia 



Sumario. — La diversa Tecindad no prodaoe fuero federal 
por razón de las personas, cuando éstas son extranjeras. 



Caso. — La Suprema Corte mandó, para mejor proveer, que 
se acredite la nacionalidad de las partes, pues el fuero federal, 
en 1*^ instancia, se dio por admitido con la sola justificación de la 
distinta vecindad de aquéllos. Habiendo el actor manifestado 
que tanto él como el demandado son extranjeros, se dictó el 
siguiente 



Falto de la •aprema Carie 



Buenos Aires, Setiembre 23 de 1897. 



Autos 7 vistos : Atento lo expuesto en el presente escrito, y 
siendo de derecho, consagrado por una jurisprudencia constante 
de esta Suprema Corte, que la diversa vecindad no produce 



T. LZX 
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faero federal por razón de las personas cuando éstas son ex- 
tranjeras, se declara que el conocimiento de esta causa no 
corresponde á la justicia federal, y se deja sin efecto, en conse- 
cnencia^ todo lo obrado en ella. Repuestos los sellos, devuél- 
yanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BÜNGE. 



CAVSA CCIjXXXIII 



Don Francisco Samiñan contra don Carlos W. Blyth ; sobre 

liquidación social 

Sumario. — Para pedir la disolución y liquidación de una 
sociedad no es necesario acompañar á la demanda el instrumen- 
to probatorio de la misma. 



Caso. — Lo explica el fallo de la Suprema Corte y el 



Fallo del jruea Federal 



Rosario, Agosto 5 de 1896. 

Vistos estos autos por demanda entablada por don Francisco 
Samiñan contra don Carlos W. Blyth, sobre disolución y liqui- 
dación de la sociedad que tenía con el demandado. 
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Y considerando : Qae segan el artículo 8^ del Código de Co- 
mercio, la ley declara actos de comercio en general, toda adqui- 
sición á título onerosode una cosa mueble ó de an derecho sobre 
ella para lucrar con su enajenación, bien sea en el mismo estado 
que se adquirió ó después de darle otra forma de mayor 6 menor 
yalor ; y según el artículo 282 se reputa mercantil la sociedad 
por'la cual dos ó más personas se reúnen, poniendo en común sus 
bienes é industrias, ó alguna de estas oosas^ para practicar actos 
de comercio con ánimo de partir el lucro que pueda resultar. 

2^ Que la sociedad formada, según las propias palabras del 
actor en su demanda, c para la explotación del negocio de com- 
pra-venta de haciendas, como también de agricultura >, tiene 
esta sociedad propósitos mercantiles^ quedando sujeta á las 
disposiciones citadas en el considerando anterior, y á las leyes 
y jurisdicciones de comercio, según el artículo 6^ del Código de 
Comercio y fallo de la Suprema Corte Nacional de la serie 2', 
tomo 14, página 357. 

8^ Que según el artículo 296 del citado código y fallo de In 
Suprema Corte de la serie 2", tomo 6^, página 170, ninguna ac- 
ción entre los socios ó de estos contra terceros que funden su 
intención en la existencia de la sociedad, será admitida enjui- 
cio, si no se acompañad instrumento probatorio de la existencia 
de la sociedad y de su registro. La disposición precedente tiene 
por fundamento razonable, según los intérpretes de la legisla- 
ción comercial al respecto: que sólo el contrato social, con sus 
términos claros y precisos, podrá distinguir una sociedad de 
una locación de servicios, ó de un contrato innominado; que es- 
tán sujetas estas dos últimas relaciones de derecho á reglas muy 
diversas, tratándose de sociedad, para la solución de las dificul- 
tades que nacieren de las partes contratantes. 

Por estas consideraciones y por no haber cumplido el actor 
con lo dispuesto en el artículo 10 déla ley de enjuiciamiento 
nacional, fallo definitivamente: absolviendo de la demanda pre- 
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sentada ai señor Blyth; con costas al actor. Repóngase. Notifi- 
quese con el original. 

Daniel Goytia. 



WwM9 de ím Suprema Certe 

Buenos Aires, Setiembre 23 de 1897. 

Yistosy Considerando : Qoe la acción intentada tiene por ob- 
jeto, no la subsistencia* y oontinoacion de una sociedad, cuya 
existencia se añrma por el demandante, sino la liquidación de 
las operaciones ya realizadas y la correspondiente división entre 
los asociados, si lo fueren. 

Que el artículo doscientos noventa y seis del Código de Co» 
meccio, que declara nulas para lo futuro las sociedades que no 
consten por escrito y cuyo instrumento probatorio no se hubie- 
se registrado, admite expresameute sus efectos, respecto al 
pasado^ en cuanto áque los socios se deberán dar respectiva- 
mente cnenta, según las reglas del derecho común, de las ope- 
raciones que hayan.hecho y de las ganancias ó pérdidas que ha- 
yan resoltado, declarando al mismo tiempo la procedencia, á 
ese fin, de la prueba testimonial y de todos los demás medios de 
prueba admitidos en materia comercial. 

Que análogo principio se halla establecido en el artículo mil 
seiscientos sesenta y tres del Código Civil. 

Por estos fundamentos, se revoca el auto apelado de foja 
veintisiete, debiendo, en consecuencia, el inferior tramitar la 
causa con arreglo á derecho y resolver como corresponda. No- . 
tífíqnese con el original y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BBIflAllUI PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BCIIGE. — lUAlf 
E. TORHEKT. 



_ 
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CACHA cci<xx:iiv 



Don Francisco Samiñan contra don Carlos W. Blylhy 
por liquidación social; sobre competencia 



Sumario* — £1 priacipio de qae las oaestiones entre sooios^ 
por raioQ de contrato sooial, la distinta vecindad 6 nacionalidad 
de las partea uo produce el f aero federal, no comprende el caso 
en que se contradiga la existencia de la sociedad, j no haya ha- 
bido razón social qae la caracterice como distinta de su miem- 
bros. 



Caso. — Lo explican el fallo de la Suprema Corte y el 



Fallo del Jíuea Fedtoral 



Rosario, Octubre 24 de 1896. 

Vistos estos autos seguidos por don Francisco Samiñan con- 
tra don Carlos W. Bljth, sobre declaración de existencia de so- 
ciedad tenida con este señor y liquidación de la misina : 

Considerando: 1^ Que según la exposición de los hechos y el 
derecho en que está basada la demanda, la cuestiones entre dos 
socios, los que no tienen otro fuero que el de lamisma sociedad, 
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excluyendo por tanto el fnero federal; porque procediendo en la 
causa jure sociiy es decir como asociados y en virtud de sus dere- 
chos de tales, reclamando las ganancias que ha producido la so- 
ciedad . 

2^ Que es de derecho que las contetítaciones de los socios 
entre sí por razón de hechos ó actos que deriven del contrato 
social, no tienen sino un solo y único fuero, de lo cual se deriva 
que en tales casos no puede surgir el fuero federal por razón 
déla distinta nacionalidad 6 vecindad de las personas, según lo 
tiene abí declarado la Suprema Corte en los fallos de la serie 2* 
tomo 21, página 512; serie 3\ tomo 18, página 143; tomo 14, 
página 313 y tomo 17, página 65. 

3^ Que siendo improrrogable por la ley la jurisdicción en los 
tribunales federales sobre personas ó cosas ajenas áella, debe 
el juez declararse incompetente de oficio cuando aparece clara- 
mente que no es de su jurisdicción. 

Por estas consideraciones, resuelvo en esta sala de audiencia : 
declarando á este juzgado incompetente para conocer en la pre- 
sente causa, y ocurra el actor donde corresponda, á quien se le 
devolverán los documentos acompañados, una vez ejecutoriado 
este auto. Repóngase. 

Daniel Goytia. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOB GENERAL 



Ráenos Aires, Febrero 13 de 1897. 
Suprema Corte : 

Los fundamentos del auto recurrido de foja 48, autorizan la 
confirmación que solicito de Y. £. 

Sabiniano Kier. 
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Falto de la' Saprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 23 de 1897. 

Vistos y considerando : Que aunque el demandante afirma la 
existencia de una sociedad, lo que se niega por el demandado, 
aqnél expresa que esa sociedad ha girado ó hecho sus operacio- 
nes bajo sn administración y nombre iudividnal primero, y bajo 
la administración y nombre individual del demandado después, 
reconociéndose así espUoitamente que no ha habido una razón 
social que caracterizara la sociedad como distinta de sus 
miembros. 

Que por consiguiente, la jurisprudencia de esta Suprema 
Corte, invocada en el anto apelado, no es aplicable al presente 
caso, tanto porque esa jurisdicción se refiere á situaciones jurí- 
dicas sustancialmente diferentes, cuanto porque no se puede dar 
por sentada la existencia de una sociedad para deducir ensegui- 
da la consecuencia que se deriva, cuando esa existencia está 
contradicha y no se halla, ni prima /ade, comprobada por otros 
elementos probatorios. 

Que siendo argentino el demandante y extranjero el demanda- 
do, la jurisdicción federal es procedente con arreglo al artículo 
segundo, inciso segundo, de la ley de jurisdicción y competencia. 

Por estos fundamentos se revoca el auto apelado de foja cin- 
cuenta y dos, declarándose que el conocimiento de esta cansa 
corresponde al juez de sección, á quien se le devolverán los au- 
tos para que, asumiéndola jurisdicción de que se ha desprendido, 
proceda á conocer en ella y resolver con arreglo á derecho. 

Notifíquese con el original y repóngase el papel. 

benjamín paz. ~ ABEL BAZAR. 
— OCTAVIO BUNGE.— JUAN E. 
TORRENT. 



40 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



CAUSA CCJliXXXV 



Don G. Mestrett contra don Pedro Christophersen, 
por cobro de pesos ; sobre pruebas 



Sumario. — Si se ha pedido una diligencia de prueba ea el 
oaráoter de informe, el juez no paede aplioarle las reglas sobre 
la forma en que deben recibirse las declaraciones de testigos. 
Debe mandarlo expedir, reservándose para la sentencia defini- 
tiva la apreciación de su mérito probatorio. 



Caso. — Estando recibida la cansa aprueba, el actor pidió 
qne se libre oficio á los concesionarios del embarcadero de 
animales para qne informen sobre los siguientes puntos : 

i'' Si, según la tarifa oficial vigente en Octubre de i896, 
el precio por día de vacuno era de 0.80 yéldelos lanares 
de 0.15. 

^ En qué día y hora atracó en esa época el vapor c Lesseps > 
al embarcadero 7 á qué hora empezó á cargar animales del señor 
Mestreit. 

3° Si es cierto que según el libro talonario del pesador, se 
cargaron i3i vacunos el día 15 y 58 vacunos y 609 lanares el 
día 10 del mismo mes. 






DE JUSTICIA NACIONAL 41 

4^ En qoé día 7 hora desatracó dicho vapor. 

Por tin otrosí pidió que se agref^fara un certifioado del res- 
guardo^ qae presentaba. 

£1 jaez mandó librar el ofioio pedido 7 agregar dicho certifi- 
cado. 

£1 demandado dedujo los recursos de reposición y apelación 
en subsidio, diciendo que los concesionarios del embarcadero 
no revisten autoridad para que declaren por oficio ; que ellos 
deben considerarse como testigos ofrecidos por el actor, y ha- 
biendo esto sucedido en ei último día de término, esa prueba no 
procede. 



Fulla del Jues Federal 



Buenos Aires, Marzo 31 de 1897. 

Y vistos : el incidente pendiente de resolución judicial sobre 
la revocatoria del decreto de fecha 14 de Setiembre del año pró- 
ximo pasado, foja 12 vuelta. 

Y considerando en cuanto al pedido hecho para la devolución 
del informe presentado áfoja 11 del cuaderno de pruebas : Que 
esa petición es extemporánea, desde que á los jueces no les es 
dado dictar el pronunciamiento requerido, sino al tiempo de su 
sentencia definitiva, época única en la que están habilitados 

1 

para resolver sobre la procedencia y mérito de las pruebas ofre- 
cidas ; por ellOy no ha lugar^ por ley, al desglose pedido, ni á la 
apelación subsidiariamente interpuesta, por no causarle grava- 
men irreparable. 

Considerando respecto del oficio solicitado para los concesio- 
narios del embarcadero de animales, solicitando varios infor- 
mes. Que dichos concesionarios no revisten carácter alguno ofi- 
cial, ni están desde luego comprendidosen los casos de excepción 



4S FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

de las personas que pueden expedir informes escritos con arre- 
glo al artículo 140 de la ley nacional de procedimientos, razón 
por la que sólo han podido ser presentados y oídos como simples 
testigos ; y como al respecto no han sido presentados en forma 
y tiempo hábil, por ello se reboca, por contrario imperio, en esa 
parte el mencionado auto, dejándose sin efecto el oticio allí soli- 
citado. Repóngase la foja. 

Agustin Urdinarrain. 



Fulla de la liupraina €arf e 

Buenos Aires, Setiembre 23 de 1897. 

Yistos : Considerando : Que pedido por la parte de Meistreit, 
que se librara oficio á los concesionarios del embarcadero de 
animales, dentro del término de prueba, el juez debió mandarlo 
librar como lo hizo, debiendo reservarse para la sentencia defi- 
nitiva la apreciación del mérito de la prueba ofrecida. 

Que no es el caso de juzgar el incidente, aplicando las reglas 
sobre la forma en que debe recibirse la declaración de testigos, 
porque no es en ese carácter que se haofrecido el informe de los 
concesionarios expresados. 

Por ésto, se revoca el auto de foja cincuenta y tres, en la parte 
apelada, y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJA&UN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BDNGB. — JUAN E. 
TORRENT. 



DE JUSTICIA NACIONAL 43 



CAUSA CCJLXXXYI 



Luis Asnaghiy C^ contra el Ferrocarril Central Argentino, 
por cobro de pesos ; sobre competencia 



Sumario. — Las cnestíones entre vecinos de ana provinoia j 

■ 

de la Capital corresponden á la jasticia federal; y tratándose 
de transporte por ferrocarril, coyas estaciones de partida y de 
llegada se encuentran dentro de la jurisdicción de una sección, 
el conocimiento de la causa corresponde al jues federal de dicha 
sección. 



Caso. — Lo explícala vista del señor Procurador general. 



Falle del Jíuea Federal 



La Plata, Julio 2 de 1895. 

Y vistos: De conformidad á lo pedido en el precedente escrito, 
no ha lugar á la restitución del término, solicitada en el de foja 
i9y pase por contestado el traslado pendiente, teniéndose por 
parte á don Ernesto T. Martínez, y por constituido su domicilio 
legal si estuviere dentro del radio que marca la ley. 
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Y resolviendo sobre la excepción de incompetencia que se 
opone por el demandado : teniendo en consideración qae se trata 
de una demanda contra an ferrocarril, creado por una ley na- 
cional, y que el contrato de transporte tuvo origen en la esta- 
ción Echevarría, partido de Rojas, con destino á la estación To- 
losa de esta ciudad, ambos puntos del territorio de esta pro- 
vincia ; por lo que resulta que la regla de actor forum rei se- 
quitur, no es aplicable al presente caso, no ha lugat á la excep- 
ción de incompetencia deducida por el Ferrocarril Central Ar- 
gentino, quien deberá contestar derechamente la demanda den- 
tro del término legal. 

Mariano S. de Áurrecoechea. 



VISTA DEL SBftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Junio 10 de 1896. 
Suprema Corte: 

La demanda de foja 4 se deduce por la razón social de Asna- 
ghiy C*, déla ciudad de La Plata, contra el Ferrocarril Central 
Argentino, que tiene su domicilio legal en la capital déla Repú- 
blica, según lo reconocen ambas partes. 

La Constitución nacional, en su artículo 100, ha establecido 
la jurisdicción federal, entre otras causas, cuando la controver- 
sia procede entre vecinos de diferentes provincias. 

Consecuente con el texto constitucional, la ley de 14 de Se- 
tiembre de 1863 atribuye á los jueces nacionales de sección, 
por su artículos^, inciso 2®, el conocimiento de las causas en que 
son partes un vecino de una provincia vecina en que se suscite 
el pleito y un vecino de otra. 
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La ley de i8 de Dioiembre de i884 declaró ese derecho 
comprensivo de los vecinos de la capital de la República. 

De estos antecedentes se deduce que el fuero federal ampara 
al ferrocarril demandado, por prescripción no sólo legal sino 
también constitucional. 

La jurisdicción del señor juez federal de la sección Buenos 
Aires, procede del mismo modo, por rason del contrato cuyas 
condiciones se controvierten en la iostancia« 

Cuando el Código de Comercio, por su artículo 205, defiere el 
coDocimiento de las gestiones sobre cumplimiento de un con- 
trato de transpone por ferrocarril, á la autoridad judicial del 
lugar en que se encuentra la estación de partida ó la de arribo, 
se refiere por ello, á la autoridadjadiciallócal,dentro del orden 
jurisdiccional establecido por la constitución y leyes orgánicas, 
que el código referido no ha podido ni querido revocar. 
' Se comprende que un ferrocarril que recorra toda la exten- 
sión de la República, podría dar origen á diversos conflictos de 
competencia por razón del lugar. El código ha querido estable- 
cer una regla en cuanto ¿ los contratos de transporte, determi- 
nando como procedente para el ejercicio de las acciones emer- 
gentes, lo mismo la jurisdicción del lugar de partida, que la del 
de arribo, pero sin menoscabar lo proscripto respecto de la juris- 
dicción nacional, emanada de la constitución y leyes orgánicas 
de los tribunales. 

Opino, en consecuencia^ que la jurisdicción para conocer de 
las acciones instauradas contra el Ferrocarril Central Argentino 
en el caso, corresponde al juez federal do la provincia de Buenos 
Aires, enqae se encuentran las estaciones de partida y de arri- 
bo» establecidas en el contrato sobre conducción de trigos. Pido 
áy.E.rse sirva así declararlo, confirmando el auto apelado de 
foja 2i vuelta. 

Sabiniano Kier. 
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Falle úm ln Suprema C^rtm 



Buenos Aires, Setiembre 28 del897i 

Yistos: De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor Pro^ 
curador general, se confirma con costas, el auto de foja veínti- 
una vuelta, en la parte apelada. Repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAII. 
— OCTAVIO fiUNGE. — JUAN E. 
TORRENT . 



CAUSA CXX^KXXYII 



Don Daniel Gollan contra don Benito G, Ramayon^ por cobro 
de pesos ; sobre defecto en la demanda 



Sumario. — No puede ser tachada de defectuosa la demanda 
que llena los requisitos exigidos por el artículo 57 de la ley de 
procedimientos. 
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Caso. — Lo explica el 



Fallo del Juex Federal 



Rosario, Mayo 1* de 1897. 

YÍ8tos y coQsiderando : 1^ Que lo analado por el proveyente 
en el decreto de foja 40 vuelta, son las actuaciones seguidas 
ante el jaez incompetente, no extendiéndose la nalidad al con- 
tenido de los escritos 6 documentos. 

2^ Que en el escrito de demanda de foja % que es del que se ha 
corrido traslado al señor Bamayon, se establece claramente 
que la demanda versa sobre el cumplimiento del contrato de foja 
2 y por cuya falta de cumplimiento se debe al actor, por esta 
causa, la diferencia en lo pagado por QoUan y lo recibido por éste 
deSamayon, ó sea la sumado pesos 5098.04 moneda nacional 
que con los intereses de la mora que está obligado á satisfacer, 
conforme á la prescripción del artículo 1432 del Código Civil, 
forma un total de pesos 7001.42 moneda nacional y pide sea 
condenado al cumplimiento de las obligaciones que emanan 
del documento de foja 2, de los intereses legales y costas del 
juicio. 

3^ Que la demanda presente llena los requisitos exigidos por 
el articulo 57 de la ley nacional de enjuiciamiento, no siendo 
susceptible de ser atacada de defectuosa en virtud del inciso 4^ 
del artículo 73, tanto más que en el procedimiento ante la jus- 
ticia federal tiene apropiada aplicación la ley 16, título 17, li- 
bro 4^ de la Becopilacion Castellana. 

4^ Que el caso sobre que versa el fallo de la Siuprema Cor* 
te invocado por la parte demandada, no es aplicable al sub- 
judice, porque en aquel consistía el defecto de la demanda en 
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que no se declaraba la cantidad recibida á cuenta, y en que pe- 
día desdéis iniciación déla demanda, el nombramiento de pe- 
ritos para la determinación del saldo demandado, mientras que 
en el caso actual se reconocen las cantidades recibidas á cuenta, 
y se determina el saldo deudor demandado, expresado en el se- 
gundo considerando de este auto. 

Por estas consideraciones y de .acuerdo con la sentencia de la 
Suprema Corte, serie 4*, tomo 5^ página 71, fallo : desechando 
la excepción propuesta por el demandado, con costas. Be- 
póngase. 

Daniel Goytia . 



Falle úm ln Suprema CfMPte 



Buenos Aires, Setiembre 23 de 1897. 

Vistos : Por sus fundamentos, se confirma, con costas, la sen- 
tencia apelada de foja setenta y seis. Repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

BENJAMUl PAZ. — ABEL BAZAlf. 
— OGTáVIO BUNGE. — JUAN E. 
TOREENT. 



j 
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CAUSA cciA%x\wm 



Criminal contra don Leandro Malavassi y otros, por falsifica^ 
don y circulación de billetes del Banco Nacional 

Sumario. — £1 delito de faisiQcacion y circalaoion de bille- 
tes del Banco Nacional, hace pasible á los culpables de las penas 
sancionadas por los artícnlos 62 y 63 de la ley nacional penal de 
14 de Setiembre de 1863. 



Caso. — Resulta del 



Vulto del Suem Federal 

La Plata, Diciembre 23 de 1895. 

Y vistos : los seguidos contra Ciro Pellacani, Juan Tanqui, 
Juan Sartorio, Santiago Bogetti, Aristodemo Cernlli, Baldo 
Baldi, Leandro Malavassi, Adolfo Adée, Juan Achino, Carlos 
Estrada, Bautista Botti y Cesar Bergonzi,por tentativa de falsi- 
ficación y circulación de billetes de Banco. 

Y resultando : 1® Que la policía de la Capital federal, sa- 
bedora de que venían circulando billetes falsos de 200 pesos, 
inició el correspondiente sumario de prevención con la declara- 
ción de Alfredo Barrete, el cual expuso que en la noche del 10 de 
Febrero de 1805 ^[encontró en un tramway á Juan Sartorio y 
Baldo Baldi, con los cuales fué á beber en una fonda de mujeres 

T. LXX 4 
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de la esqaina de la calle Santa Fé y Libertad, pagando el gasto 
Baldi con un billete de cinco pesos y cuatro de cincuenta centa- 
vos, que en la calle le dijeron que eran billetes míc/io5, anadien- 
do Sartorio que hacía ocho años que Baldi los fabricaba y que 
los dos trabajaban bien^ circulando papeles falsos de cincuenta 
centavos, de dos pesos y de doscientos pesos. 

Que eH6 y el iO del mismo mes, los tres y un Luis Estrada, 
fueron á varias casas de prostitución, pagando el gasto que en 
ellas hicieron, con billetes de cinco pesos falsos; que Sartorio 
le dijo que á una prostituta le habían dado un billete de 200 pe- 
sos, también falso, y en la calle le mostró Baldi^ un rollo de 
billetes de 200 pesos, partiendo en el mismo acto Sartorio el 
vuelto de 160 pesos. 

Que al día siguiente, 20 de Febrero, fueron á casa de una 
prostituta, llamada Blanca, á quien pagó Sartorio con un billete 
de 200 pesos. 

Que al denunciante le habían propuesto que circulara en 
unión de ellos billetes falsos y que habiendo convenido con 
ellos en encontrarse el mismo día en el hotel Bristol venía á po- 
ner á la policía en conocimiento de estos hechos. 

2^ Que con estos datos la policía detuvo en las inmediaciones 
del hotel Bristol á Sartori y á Baldi, secuestrando al primero 
un billete del Banco de la provincia de Buenos Aires, y á Baldi 
quince también de! mismo Banco. Al mismo tiempo halláronse 
en la calle Lavalle varios fragmentos de una libreta con el nom- 
bre de Bert y cix ca. 

3® Que llamada á declarar Blanca Derussi, expuso que habían 
ido á su casa Alfredo Berntti con dos amigos « de buenas costum- 
bres > lo3 cuates hideronun gasto en bebidas de cincuenta pesos, 

dándole en pago un billete de2Q0 pesos. Esta declaración fuá 

* 

confirmada por £ugenio Lassu, sirviente, y Yanda Somer, pros- 
tituta, reconociendo la expresada á Sartorio Baldi y Barretto,, 
que ella creía llamarse Berntti. * 
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4^ Que Berta Rasixka reconoció los fragmentos de la libreta 
hallada en la calle Lavalle, con un saldo á su favor de 9 pesos; 
libreta que le fué sustraída en la noche del i7 de Febrero 
con una horquilla, polvera y cajita chinesca que contenía 200 
pesos . 

Declaró también que en la noche anterior á su declaración, 
un individuo á quien halló en el casino Forlet j que la había 
acompañado hasta su casa, le había dado, para que se cobrara 
cincuenta pesos, un billete falso de 200 pesos. Presentádole 
Baldi, lo reconoció como su acompañante de la noche ante- 
rior. 

5^ Que á foja 29 obra una declaración firmada por Baldi F. 
Baldo, manifestando que los i5 billetes de200 pesos que le fue- 
ron tomados no eran suyos, sino que un carpintero, llamado 
Santiago Bayo, le había propuesto hacer pasar billetes falsos 
de 200 pesos, dándole tres, dos de los cuales puso en circulación 
yendo de aventuras con Barretto y Sartorio, y dándole á éste, 
que se lo había pedido^ el tercero. Que como Barretto le había 
propuesto poner en circulación más, vio á Bayo^ qae le dijo que 
ese mismo día se los llevaría un individuo á quien había 
llamado á sa casa; que fué áésta más tarde, encontrándose con 
Bayo, un individuo grueso, y que Bayo le dio un paquete, di- 
oiéndoleque había 15 billetes; que fueron él y Sartorio al Bris- 
tol á encontrarse con Barretto, siendo detenidos. 

6® Que á foja 37 declara Juan Sartorio, que en las dos casas 
de prostitución pagó Barretto con dos de los tres billetes que 
tenia Baldi y que éste al día siguiente le dio el tercer billete 
para que se lo guardara ; que Baldi tenía muchos más billetes, 
los cuales debía entregar á Barretto por pedido de é^te, siendo 
detenidos antea de efectuarle esta entrega. 

Al final de esta declaración se hace saber al detenido Sartorio 
el derecho que tenía de nombrar defensor. 

7®' Que Santiago Bayo (foju 45) dice que Baldi estuvo en su 
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casa el 10 j fué con el objeto de preguntarle por uq Vicente 
Albíni, cuya mujer dos 6 tres meses atraH había estado á verle 
ofreciéndole billetes falsos. 

Que meses atrás Malavassi le había dicho que Albini iba con 
Tamagno á trabajar billetes de 200 pesos, á cuyo efecto se ha- 
bían establecido en el campo hacia el Sud, pero muy lejos. A 
este detenido también se le hizo saber el derecho que tenía de 
nombrar defensor. 

8° Que á foja 53, que forma el sumario de prevención, hace 
constar que á él y á otro funcionario, Baldi le había manifestado 
que sabía que Malavassi era socio de Bayo y que él había idoá 
casa del primero á comprarle billetes de 5 pesos. 

No aparece que Baldi hubiese ratificado aquella declaración. 

9® Que llamada á declarar Yictoria Pulsoni de Albini, mani- 
festó ignorar el paradero de su esposo, del cual dijo haberse se- 
parado hacía unos diez meses, dejando á sus dos hijos en poder 
de Malavassi, lo cual justificaba sus visitas á éste. 

10^ Que Malavassi, prestando declaración indagatoria, dice: 
haber prestado 600 pesos á Albini, que no se los devolvió ; que 
no ha entregado á Bayo billetes falsos, y que no recuerda ha- 
berle dicho que Tamagno y Albini se dedicaran á fabricar bille- 
tes falsos en el campo . 

11® Que i foja 65 óbrala primera denuncia de Ciro Pellacani 
(a) Tamagno, que manifiesta hacerla espontáneamente y por 
haber leído en los diarios que la policía se ocupaba de esta pes- 
quisa. Manifiesta Tamagno, que tres 6 cuatro meses atrás, vio 
á Aristodemo Cernlli y le propuso una sociedad para falsificar bi- 
lletes de 200 pesos, poniéndose de acuerdo con Tunin, que vio 
al fotógrafo Adée y faltando local fué á ver á Malavassi, que le 
envió á Villanueva, donde Juan Aqnino les facilitó local, al 
cual poco á poco fueron llevando útiles de fototipia, comenzan- 
do por fotografiar un billete bueno del Banco Nacional, que él 
había comprado, del cual sacáronse por secciones, tantos nega- 
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tifos como colores tenía el billete ; que últimamente neoesitan- 
do estampador llevó á un litógrafo, Santiago Bogetto. Que no 
han circulado billetes por ño estar terminados ; que cuando se 
retiró el i8 de Febrero» faltaban algunos detalles para dar por 
terminados los 20 primeros billetes. 

i2^ Que registrado en Bernal el domicilio de Tanqui, con in- 
tervención del comisario de la localidad, cuyo nombre está en 
blanco en la diligencia respectiva, se secuestraron 3 billetes de 
900, 30 billetes de 5, 3 trasportes en gelatina de billetes de 50 
oentavos ; dos pruebas del dorso de billetes de este mismo valor 
7 varios papeles de Malavassi. 

Interrogado Juan Tanqui, manifestó que su compaire Mala- 
vassi le dio un paquete, del cual extrajo más tarde 100 billetes 
de 5 pesos que le dijo serfalsos, quedando 27 ; que 20 días an- 
tes de prestar declaración, Malavassi le entregó un sobre de car* 
tulina, cerrado, para que le guardara, y que el día anterior el 
mismo Malavassi había estado á verle, dándole á guardar los 3 
billetes. 

13^ Que á foja 78 aparece allanada la casa de Malavassi, que 
según los funcionarios policiales, prestó su consentimiento : re- 
sultando del registro el hallazgo de un diseño de varias sec- 
ciones de una prensa, al parecer, de fotografía. Interrogado Ma- 
lavassi, manifestó haber escrito á Tanqui, pidiéndole unos reci- 
bos y que el plano se lo llevó Albiní la vez que estuvo á pedirle 
los 600 pesos. 

i4® Que á foja 87 obra el acta de la expedición hecha á Villa- 
nueva por los funcionarios encargados déla pesquisa policial, 
que siguiendo lo expuesto por Pellacani, detuvieron á Aquino, 
propietario del rancho, que les dijo haberlo alquilado á Tamag- 
no por 20 pesos al mes, para trabajar de fotografía; á Cesar 
Bergonzi, cocinero ; á Bautista Bolti (a) Bachicha, peón de 
Aquino; á Adolfo Adée, fotógrafo, y á Carlos Estrada, peón. Que 
entre las hojas de un libro se hallaron 7 pruebas fototípicas. 
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de sección de an billete de 200 pesos del Banco Nacional ; y que 
de vuelta ya la expedición, se prendió á AristodemoCeruUi^qae 
llegaba á la chacra con un tarro de tinta. 

15^ Que recibida declaración á los presos de Ranchos, Juan 
Achino expresa haber alquilado el rancho para trabajos de una 
gira fotográfica ; Carlos Estrada ignora dónde pueden haber- 
se llevado los bultos, que él sabe se habían llevado á la cha- 
cra ; el otro peón, Bolti ó Bachicha, no se manifestó más ente- 
rado ; Adolfo Adée, en gira fotográfica había llegado á Yilla- 
nueva, donde retrató á Achino, cayendo luego enfermo é igno- 
rando loqué pudiera pasar dentrode los ranchos; César Bergonzi, 
necesitando trabajo, aceptó el de cocinero que le ofreciera 
TamagnO; ignorando lo que se hacía por los que le habían con- 
tratado ; Aristodemo CeruUi, finalmente, necesitaba ir á la 
chacra por un caballo, sabedor de lo cual Tamagno, le encargó 
pasase por la calle Bolívar y recogiera un tarrito para llevarlo á 
Yillanueva, lo cual hizo, ignorando su contenido, y en general 
todo lo referente á la falsificación. 

i&* Que á foja 111 aparece Ciro Pellacani manifestando que 
los elementos de la falsificación debían haber sido ocultados ó 
enterrados en la misma chacra, lo cual determina una segunda 
expedición á Yillanueva, encontrándose efectivamente enterra- 
dos en un maizal, como á cuarenta pasos del rancho, ocho cajones 
con las maquinarias, útiles y reactivos, cuya relación completa 
se hace en el acta de foja 115. 

17® Que el mismo Pellacani comparece nuevamente á decla- 
rar que primeramente se había encargado de la impresión de los 
billetes un Juan Perazzo, que resultó no saber, no llegando á 
estampar ningún billete sino pruebas que no salieron bien, por 
lo cual llevó á Bogetto. 

IS** Que á foja 122, Berta Busixkase presenta pidiendo obje* 
tos que decía haberle sido robados; los cuales le son entregados 
sin más averiguaciones ni más trámites. 
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Id^ QaeCiro PellacaDÍ, en una coarta denancia 6 declaración 
prestada como todas las anteriores, estando en libertad, espon- 
táneamente j en fuerza, según su propia manifestación, del arre- 
pentimiento que le dominaba, además de un pequeño sueldo que 
gozaba como pesquizante secreto, manifestó que el socio capi- 
talista no era Aristodemo Cerulli; sino un señor García 6 Pérez, 
mayor del ejército, que llegó á dar para el negocio tres mil do- 
cientos pesos. Que este sujeto, según ayeríguaciones, vive en 
fuerte Layalle, partido de Lincoln de esta provincia, sin que se 
le llamara á declarat, sin duda por el escaso valorde la referen- 
cia del denunciante. 

20^ Que Santiago Bogetto, prestando declaración indagatoria, 
manifestó que Tamagno lo llevó á la chacra, diciéndole que 
estaban falsificando billetes y que faltaba sólo imprimirlos, para 
lo cual se requerían sus seryicios ; que Tunin hacía los traspor- 
tes 7 él empezó el estampado ; que entre malos y buenos se lle- 
garon á hacer cien billetes, que á mediados de Febrero, Ta- 
magno llevó á Buenos Aires con objeto de comerciarlos. 

21° Que el sumario de prevención á la pesquisa policial se ce- 
rró con el secuestro, en el n omero 1930 de la calle Lavalle de la 
Capital federal, de varias máquinas y tarros de propiedad de 
Malavassi que los depositaron Tevisiam y Pedro Dentxh, ma- 
nifestando haber recibido para componerlos. 

22° Que el juez nacional en turno de la capital al recibir el 
sumario se declaró incompetente, pasando el asunto á conoci- 
miento de este juzgado, que previa vista fiscal, prosiguió las di- 
ligencias sumariales, quedieron por resultado el esclarecimiento 
completo del hecho perseguido y la determinación de sus ver- 
daderas proporciones. 

23° Que Leandro Malavassi y Santiago Bogetto, llamados á 
ratificar las delaracionss prestadas en el sumario de la preven- 
ción, manifiéstanse conformes con ellas en lo sustancial, excep- 
to el último^ que asegura no haber dichoque se hubieran hecho 
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cien billetes, entre buenos y falsos, pues no llegó á concluirse 
ningano. 

24<> Que en cambio, Baldo J. Baldi niega haber prestado la 
declaración indagatoria de fojas 28 á 36, al pié de la cual dice 
figura su firma, porque después de diez dias de incomunicado se 
le presentó un funcionario policial con un papel, diciendo que 
si lo firmaba saldría en libertad. Que lo que sabe en realidad 
es que Sartorio le prestó f 40 pesos y que por tener sus dudas 
cambió un papel delante de Sartorio en una casa 9e prostitu- 
ción ; que más tarde Sartorio le dio un paquete para entregarlo 
al teniente Barretto en el Bristol^ lo cual se disponía á hacer 
cuando fué detenido. 

SS** Que Cerulli amplía su declaración en el sentido de que si 
llevaba un tarro de sepia cuando fué detenido, fué por pedido de 
Tamagno, que le dio un papel para un señor Descangelo, elmis- 
mo que le dio la sepia. 

26'' Que Adolfo Adée y Santiago Bayo, ratificaron sus ante- 
riores declaraciones, y Juan Sartorio declaró que en las dos ca- 
sas de prostitución pagó Barrete en una de ellas con un papel 
de doscientos pesos, al parecer nuevo^ negando todo lo demás 
en la declaración de que se hace mérito en el considerando 6^ . 

27® Que ordenado por el juzgado un careo entre Baldi y Bayo 
primero, sobre lo afirmado por Baldi, de haber ido á casa de 
Bayo para que estele compusiera un escritorio, aquel insistió y 
éste negó ; y segundo sobre lo dicho por Bayo de que Baldi le 
preguntó si conocía á Albini, este hecho fué desconocido por 
Baldi. 

SS** Que el chacarero Achino ratificó la declaración hecha en 
en el sumario de prevención, y Santiago Bogetto, ampliando su 
anterior indagatoria, precisa los términos á que había llegado la 
impresión que no pudo proseguirse por faltarle color sepia ; 
que se probó con la tierra de sombra y sirvió ; que faltaba ade- 
más la numeración y los timbres. 
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29^ Que César Bergonzi, Carlos Estrada, Bautista Bolti y 
Juan Tranqui, ratificaron ante el juzgado las deolaraoiones be- 
chas ante la policía, excepto el último que niega haber declarado 
que Malavassi le dijera que los billetes dádole á guardar eran 
falsos. 

30^ Qae llamado á ampliar sus indagatorias. Bayo manifestó 
quehabía sospechado de Tamagno, porque no se ocupaba en 
nada ; Aristodemo CeruUi negó haber tenido con Tamagno más 
negocio que el de compra de un caballo, y Malavassi declaró ig- 
norar qué objeto contenía el paquete que dio áTranquipara que 
se lo guardase. 

31® Que el juzgado ordenó un careo entre Tranqui yMala?as- 
si, sosteniendo éste que no le dio á guardar tres billetes de 200 
pesos, sino que le hizo un préstamo de 200 pesos, dándole dos 
papeles de á 100; Franqui reconoció la exactitud de esto, pero 
persistió en afirmar que además le dio los tres de á 200 que le 
{ueron secuestrados. 

32® Que Leandro MalaTassi preguntado especialmente si ha- 
bía recibido de Pellacani, cien billetes de 200 pesos, fabricados 
en lachacra, á fin de que los circulara, lo negó rotundamente ; 
y habiendo manifestado que no entendía bien la pregunta, se le 
hizo declarar por medio de intérprete, rectificando algún deta- 
lle de nombre de sus anteriores declaraciones y modificando la 
relatada en el considerando 10, en el sentido de no haber con- 
testado no recordar ála pregunta de si había manifestad o tiem- 
po atrás de si iban á trabajar billetes falsos, cuando lo que 
él dijo fué de que ignoraba completamente el contenido de la 
pregunta. 

33® Que la mayor deficiencia notada por el juzgado en el su- 
mario de prevención era la libertad en que se había dejado á 
Giro Pellacani (a) Tamagno, á pesar de haberse confesado prin- 
cipal organizador de la falsificación que se perseguía, por lo cual 
dictó auto de prisión, que encomendó á la policía de Buenos Ai* 
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defensores de los procesados, que éstas deben clasificarse en dos 
grupos de criminalidad distinta^ objeto también diverso y pe- 
nalidad no menos diferente, la ouestion previa qne se oífrece 
al examen es la de la exactitud de aqnella división. 

2^ Que no apareció ella con entera claridad en el ánimo de 
las funcionarios que empezaron los procedimientos, como es evi- 
dente, pues desde el oficio de foja 1 , cabeza de proceso, fecha- 
do el 19 de Febrero del corriente año, en que se hace notar que 
« desde hace algún tiempo vienen circulando billetes falsos de 200 
pesos 1, hasta la prisión y declaración de Malavassi, la pesqui- 
sa que se hacía y el sumario que se levantaba, tendían al descu- 
brimiento de la falsificación de billetes de cincuenta pesos, 
cinco pesos y doscientos pesos, estos últimos del Banco de la pro- 
vincia de Buenos Aires. 

Pero desde la primera denuncia de Tamagno á foja 65, la 
pesquisa se tuerce y el sumario tiende á descubrir la falsifica- 
ción de Banchos, sin que vuelva la prevención á ocuparse de 
los detenidos por la primera circulación. 

3*^ Que al finalizar el sumario de prevención, el mismo fun- 
cionario que lo organizó reconoce la existencia de dos procesos 
en uno, al remitir á la justicia nacional á Leandro Malavassi, 
acusado de fabricación y circulación de billetes falsos del Ban- 
co de la provincia de Buenos Aires, valor de doscientos pesos 
moneda nacional, Santiago Bayo, Baldo y Sartorio, circulado- 
res de los mismos billetes, Juan Tanqui encubridor en el mis- 
mo hecho, esto por un lado, y por otro á los demás procesados 
acusados de autores, cómplices y encubridores de falsificación 
de billetes de 200 pesos del Banco Nacional (foja 137) . 

4® Qne el juzgado, para cerciorarse del objeto real de los tra- 
bajos que se venían efectuando en Banchos, no bastándole las 
declaraciones, por contestes que fueran, de los procesados, so- 
metió al perito señor Juan Yucetich el examen científico y téc- 
nico de las placas recogidas en un maizal cercano al rancho do 



DE JUSTIGU NACIONAL 61 

Joan Achino. La pericia encargada al señor Yacetich dio por 
resaltado las pruebas que obran á foja 328 y siguientes^ en que 
aparece con toda evidencia que eran billetes del Banco Nacional 
de 200 pesos moneda nacional, serie 001, lo que se estaba falsi* 
ficando en Banchos. 

5^ Que este dato importante convence acabadamente de la 
existencia de dos procesos distintos reunidos en estos autos, de- 
biendo juzgarse ambos con distinto criterio y partiendo de he- 
chos que nada tienen que ver unos con otros. Para esto importa 
agrupar definitivamente á los procesados, notándose desde lue- 
go dos diversos sistemas de agrupación, uno, el del ministerio pú- 
blico ó señor procurador fiscal, que en su vista de foja 405 ads- 
cribe á la circulación de los billetes secuestrados (que no son 
los del Banco de la Provincia) tan sóloá Baldi, Sartorio y Bayo, 
mieutras en el oficio del sumario de prevención defojal37 cita- 
do antes, se agrega á éstos á Leandro Malavassi, acusado como 
primer autor de ia falsificación de billetes del Banco de la Pro- 
vincia. 

6^ Que sin dar á la opinión del funcionario policial que la 
emite más valor del que realmente tiene, es forzoso aceptar un 
punto de vista y desligar á Malavassi de toda responsabilidad en 
lo que pudiera haberse hecho en el rancho, pues el hecho com- 
probado de haber recibido Achino un telegrama de Malavassi, no 
es bastante para considerar á éste cómplice de los trabajos que 
en el rancho de aquél se efectuaban ; el dicho de Estrada, peón de 
la chacra, de haber visto allí á los esposos Malavassi» tampoco 
ha sido confirmado por los demás procesados, ni del hecho pu- 
diera deducirse la participación precisa y exacta que se necesita 
para la imputabilidad penal. 

7^ Que teniendo en el primer grupo á Malavassi, Baldo, Ba- 
yo, Sartorio y Tanquí, hay que apreciar en conjunto y en cada 
uno de ello^ la responsabilidad criminal que resulta de la cons- 
tancia de autos, apareciendo en primer término que ella debe 
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fundarse en laposesion por Baldi de los billetes de 200 pesos (del 
Banco.de laProvincia) fojas I90á 204; tres de 200 (id. id.) fojas 
148 á i60; 27 de 5, fojas 150 á 170, secuestrados á Tanqni ; 
tres gelatinas (foja 178) del mismo origen, y pruebas y sellos de 
foja 179, también asignados á Juan Tanqui. 

8^ Que procediendo por vía de eliminación es de aceptarse el 
sobreseimiento pedido por el procurador fiscal en fayor de Juan 
Tanqui, que no aparece haber conocido el contenido del paquete 
que le dio Malavassi á guardar . 

9® Que concretando la responsabilidad deMalayassi, obran en 
su cuenta el plano de la máquina (foja 81) que se halló en su 
casa, el hecho de haber dejado en los tallares de Plevisani y 
Deutsch una máquina á componer y la misma entrega á Tan- 
qni de los billetes falsos de 5 y de 200 y las gelatinas y 
pruebas. 

Todo ello indica que Malavassi, si no es falsificador ha estado 
en relaciones con falsificadores^ uno de ellos, Vicente Albini, del 
cual proceden el plano y la máquina y verosímilmente los demás 
objetos. Vicente Albini ya una vez condenado por la justicia na- 
cional como falsificador, pudo conservar elementos de aquella 
falsificucion 6 haber acumulado elementos para otra, y de ello 
tener conocimiento Malavassi. Hasta dónde llega la responsabili- 
dad criminal de éste en el caso, es imposible decirlo, como en 
realidad afirmar rotundamente que es de Albini la procedencia. 
La pesquisa que se dirigió primeramente hacia la investigación 
de estos interesantes puntos de vista, los abandonó más tarde 
por seguir exclusivamente la nueva dirección marcada por las 
denuncias de Pellacani . 

m 

10^ Que el juzgado, al empezar el sumario, hubo de tomar 

m 

las cosas donde las dejara el sumario de prevención, siendo inú- 
tiles los esfuerzos que hizo para descubrir la verdad con sólo los 
elementos reunidos, que en su mayoría no tenían atingenfcia con 
las falsificaciones del primer grupo que nos ocupa, como de- 
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b6n haber sido inútiles los esfuerzos de la policía de la capital 
para dar con el paradero de Albini, coya captara le faé reco- 
mendada oportunamente (foja 287). 

11^ Que en tal estado y no siendo punible el hecho escueto de 
la posesión de tales billetes, planos y de la misma máquina, se 
impone la absolución de Malavassi, por no haber resultado que 
haya intentado ei pender aquellos, ni constar que éstos y la má- 
quina hayan sido utilizados en ninguna empresa criminal; la 
sospecha que deja en el ánimo el hecho de tener Malavassi reuni- 
dos tales elementos, no es bastante para discernir los grados de 
su responsabilidad criminal, ni siquiera la existencia de ésta con 
los caracteres de seguridad que exige la imposición do una pena, 
por leve que ella sea. 

12^ Que el caso es distinto para Sartorio y para Baldo Baldi; 
el hecho de ser innobles las personas que contra ellos han de- 
puesto, no quita á sus testigos. el carácter de necesarios, que hace 
atendibles sus dichos, sobre todo constando plenamente que 
ellos han circulado billetes falsos de 200, uno de los cuales 
obra en autos ; de las mutuas inculpaciones que al respecto se 
dirigen los procesados, parece resultar que Sartorio dio á Blan- 
ca Derussi el billete número 3.056.632, serie 002, y que Baldi 
dio á Berta Ruxiska otro billete de doscientos pesos también, el 
mismo que le fué hurtado posteriormente. En cuanto á los de- 
más billetes secuestrados no consta que los hayan expendido ni 
que intentaran expenderlos^ pues el lazo que les tendió la 
policía no llegó á producir los resultados esperados. 

13^ Que la responsabilidad de Bayo es nula, pues los indicios 
que contra él se acumularon, no llegaron á tener la debida con- 
sistencia, debiendo observar el juzgado que con este procesado 
ha tenido la policía de la capital la misma oportunidad, que con 
Málavassij la de ahondar en el sentido de Albini sus relaciones 
y amistades, dirección que pudo haber ofrecido un espléndido 
resultado, que el juzgado por sus escasos medios de acción y 
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por la distinta jurisdíocion territorial que ejeroe, se limita á 
señalar, lamentando las deficiencias déla pesquisa. 

14^ Que resuelta y deparada l¿i responsabilidad criminal de 
los procesados del primer grupo, llega la oportunidad de pro- 
ceder al estudio de la de los demás procesados, acusados de 
falsificación de billetes del Banco Nacional de 20() pesos. 

ib^ Que se han agotado por el juzgado los medios de inves- 
tigación en el sumario ; hecho reconocido no sólo por los defen- 
sores, sino por el señor Procurador fiscal, pudiendo el jasgado 
pronunciarse respecto de la imputabilidad penal de cada uno 
de los procesados, con perfecto conocimiento de causa, al cual 
ha arribado después de una rigurosa inquisición de los móviles 
de los acusados, relaciones de estos entre sí, material de que 
disponían, resultados que alcanzaron y propósitos qne les ani- 
maban. 

16^ Qne se hubiera completado la sumaría judicial si se hu- 
biera hecho efectiva la prisión de García, León, Albíni y Pe- 
rasso, decretada por auto de foja 287 y que á la policía suma- 
riante debió habérsele alcanzado en oportunidad la conveniencisi 
de detener. 

17^ Qne sin que el juzgado acepte in totum las censaras que 
con rara unanimidad los cinco defensores dirigen á la policía de 
la capital, por la forma de proceder que ha tenido, no puede 
menos de deplorar las omisiones expresadas, no compensadas 
con el exceso de facultades que &e atribuyó ftl no dar parte á la 
autoridad judicial del sumario, recien al empezarlo como lo or- 
dena el artículo 183 del Código de Procedimientos, al no reca- 
bar autorización competente para el allanamiento de las mora- 
das de Leandro Malavassi, en la Boca, y de Juan Tanqui, en Ber- 
na! (foja 78 y 71); y al devolver á Berta Buxiska los objetos, 
cuya previa posesión, ésta no había comprobado (foja 122). 
Estoy el hecho de no haber detenido á Barretto, sindicado de 
circulación, y á Albini, qne confesaba ser el organizador de la 
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falsificación de Bauchos, son lanares muy sensibles que los po- 
deres públicos deben conocer, á cuyo efecto el juzgado tomará 
la oportuna resolución. 

En cuanto al error capital, ya indicado, de haber abandonado 
una investigación interesante como era el de las falsificaciones 
del primer grupo, para atender únicamente las declaraciones de 
Pellaoani, queda ya bastante criticado para que el juzgado crea 
deber insistir. 

i8^ Que aparece probado que Pellacani, á mediados del año 
próximo pasado, proyectó una falsificación de billetes de 200 
pesos del Banco Nacional, proveyéndose al efecto de máquinas, 
piedras y demás enseres necesarios. 

19<* Que Perazzo, primero, y Bogóte, luego, fueron los es- 
tampadores ó litógrafos. 

20^ Que Adolfo Adée aportó á la reprobable empresa su 
práctica y conocimientos fotográficos. 

21^ Que Cerulli coadyuvó á la falsificación, quizás aportando 
el primer dinero ó interviniendo en lo que le diera el pintor ó ma- 
yor Pérez, y seguramente llevando á la chacra, por encargo 
de Tamagno, un tarro de sepia marrón que se necesitaba para la 
obra.' 

22° Que Juan Achino alquiló en la chacra de su propiedad 
unas habitaciones á Tamagno, no habiéndose probado que su- 
piera el objeto exacto de loque allí se hacía, ó que tuviera par- 
ticipación determinada en el resultado. 

23*' Que los peones Estrada, Baldiy Bergonsi, alegan con ca- 
racteres de verosimilitud su cabal ignorancia de lo que en la 
chacra se estaba haciendo. 

24^ Que determinado esto, sobre el rol distintoque en la falsi- 
ficación de Ranchos ha tenido cada uno de los procesados de este 
segundo grupo, corresponde señalarles la distinta responsabili- 
dad penal que puede imputárseles. 

25^ Que previamente debe determinarse el precepto Jegal ó 

T. LXX 5 
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coQJantode preceptos quepaeden considerarse violados por los 
reos de este segundo grapo. 

26'^ Que el Procurador fiscal requiere contra ellos la aplica- 
ción déla pena determinada por el artícalo 62 de la ley de 14 
de Setiembre de i863, que impone pena de trabajos forzados y 
multa á los que introdujeren, expendieren y falsificaren bille- 
tes de un Banco erigido con autorización del Gobierno Na- 
cional. 

27° Que corresponde entonces averiguar si es procedente la 
pena referida, en el sentido de si los procesados han expendido 
6 falsificado billetes, descartada la hipótesis, que no se discute, 
de la introducción. Ahora bien, un hecho que salta á la vista 
es el hecho de no haber sido secuestrados ni obrar por tanto en 
los presantes autos, un solo billete falso de 200 pesos del Banco 
Nacional, serie 001, qae es loque se fabricaba en Ranchos, como 
hemos visto. El juzgado tampoco tiene noticiado que en ninguna 
otra jurisdicción se haya iniciado con la base de billetes falsos 
de 200. pesos del Banco Nacional, procedimientos que hubieran 
debido agregarse á los presentes. 

28° Que á este hecho que da una prueba negativa, puede agre- 
garse el otro de haber sido tomado CeruUi en ocasión de llevar 
á Yillanueva, el tarro conteniendo el color sepia marrón, que 
según Bogetto se necesitaba para dar por terminada la estam- 
* paciendo los billetes. 

29^ Que después de la estampación y en el supuesto de que 
el color hubiere resultado apropiado, faltaba siempre, según el 
estampador, los timbres y la numeración, operaciones delicadas 
que requerían tiempo y quizás nuevos aparatos que no figuran 
entre los secuestrados, brotando de todo estola convicción de 
que no se llegó á consumar la falsificación. 

30° Que en contra de esto tenemos ks declaraciones de Bo - 
geto, foja 124, afirmando que Pellacani había regresado á Bue- 
nos Aires con 100 billetes entre buenos y malos, y que, lo dicho 
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por Petlacanien su declaración de foja 309, de que había entre- 
gado en Buenos Aires á Cerulli 100 billetes; pero no es menos 
cierto qne Bogeto ha negado ante el juzgado (fojü 124) la exac- 
titud de la declaración que se le atribuye en el sumario de pre- 
vención; cosa que han hecho la mayor parte de los procesados y 
que sin quitar en absoluto el valor á dicho sumario, lo desvir- 
túa un tantOf sobre todo atendiendo alas deficiencias señaladas 
en los considerandos 16 y 17. Por otra parte, Pellacani, después 
de varias contradicciones (foja 357) ha terminado por asegurar 
que no se llegó á fabricar ningún billete. 

31° Qu^ no es un fenómeno nuevo el de un procesado que se 
jacta de haber ido más allá de lo que realmente ha ido, 6 indu- 
cido por la esperanzado! premio que en este caso pudo ser la 
impunidad, ó en el deseo de arrastrar á todos los encausados en 
sn caída. 

32° Que el juzgado debiendo decidirse entre una declaración 
desconocida por el que la prestó, y la denuncia de Pellaoani ya 
apreciada^ por un lado, y por otro, el conjunto de pruebas po- 
sitivas y negativas enumeradas en los considerandos 27, 28 y 
29, cree estar en lo cierto al no considerar conseguido el pro- 
pósito de los procesados, por no constar que hayan fabricado 
en Ranchos, ni en parte alguna, un solo billete del Banco Na- 
cional. 

33° Que la ley nacional recordada en los considerandos 26, no 
castiga expresamente la tentativa de falsificación, ni el hecho 
frustrado, que son los dos grados que admite la doctrina en la 
responsabilidad penal, en cnanto á la consumación ó prepara- 
ción del delito. 

34° Que los delincuentes son responsables ante la ley de los 
actos que ejercitan al violar sus preceptos. Habría en el caso de 
aatos, delito, apreciando los resultados y efectos de los actos 
ejecutados si estos correspondieran ú la intensidad ó extensión 
del mal producido con arreglo á derecho, pues no debemos per- 
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derde TÍKta que sólo ha}' colpabilidad, cuando las acciones ií 
omisiones ejecutadas por el agente son penadas por la ley. 

35® Que el legislador \iO ha previsto la tentativa, ni el hecho 
frustrado al castigar la falsificación de billetes de Banco ; el 
jaez está impedido de suplir los defectos de la ley penal corres^ 
pendiendo á otros poderes esta tarea. 

36® Qoe el Código de Procedimientos (artículo 12) impide al 
jopz aplicar extensivamente el precepto penal, por lo cual no 
puede, haciendo ana mezcla de distintas leyes, aplicar á la ley 
nacional de 1863, disposiciones sóbrela tentativa y el hecho frus- 
trado registradas en el Código Penal. 

Por estos fundamentos, y no obstante lo pedido por el procu- 
rador fiscal y demás concordantes de autos, fallo: 1® absuelvo á 
los procesados Ciro Pellacani, Joan Tanqui, Santiago Bogetto, 
Aristodemo CeruUi, Leandro Malavassi, Adolfo Adée, Juan 
Aquino, Carlos Estrada, Bautista Baldi, Santiago Bayo y César 
Bergonsi. 

2® Condeno á Juan Sartorio y Baldo Baldi, al pago déla 
multa de 200 pesos moneda nacional cada uno. 

3^ Líbrese oficio al señor Ministro de justicia, con transcrip- 
ción de la presente sentencla/á los efectos apuntados por el ar- 
tículo 194 de la ley de procedimientos en lo criminal. Líbrese 
los oficios del caso parala libertad de los detenidos y de que se 
ocupa el párrafo de la presente resolución. Notifíquese con el 
original, regístrese en el libro de sentencias y repónganse las 
fojas en las partes que les correspondiere á los condenados. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 
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VISTA DEL SEftOR PKOGVHADOH GENERAL 



fiuenos Aires, Abril 22 de 1896. 

Suprema Corte : 

La acQsaoioQ ñscal había pedido á foja 140 vuelta, la impo- 
sición de pena contra Cirio Pellacani, Leandro Malavassi, Adol- 
fo Adée, Santiago Bogetto y Aristodemo Ceralli, por falsifica- 
ción de billetes del Banco Nacional; y contra Baldo Baldi, San- 
tiago Bayo y Jnan Sartorio, por circulación fraudulenta. 

El hecho de la falsificación está manifiesto. Lo comprueban 
los billetes atribuidos al Banco Nacional, agregados de foja 148 
adelante, las planchas y pruebas acompañadasá fojas 178 y 179, 
el informe policial de foja 132 y de la Caja de Conversión, de 
foja 402. 

Con tales antecedentes no puede desconocerse la existencia 
de los hechos de falsificación que constituyen el cuerpo del 
delito. 

¿Se han encontrado sus autores y cómplices? 

Deho prescindir del propietario y demás personas existentes 
en la chacra en que la falsificación se efectuaba, porque elimi- 
nadas de la acusación fiscal y absueltos en la sentencia, han que- 
dado fuera de los móviles del recurso de apelación, y desús 
consecuencias legales. 

Pero Cirio Pellacani reconoce y confiesa á foja 66 que con 
Cerulli proyectaron la falsificación, que se proporcionaron la 
cooperación al efecto, del fotógrafo Adée, quedando así consti- 
tuida la sociedad, que por la intervención de Leandro Malavas- 
si, se proporcionaron local en un sitio apartado de Sanchos, 
donde llevaron prensa, planchas, fotogri;fías y demás elemen- 
tos indispensables, y emprendieron todos los trabajos detallados 
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á foja 68, que como sintieron la necesidad de un litógrafo, lle- 
varon al efecto al llamado Skntiago Bogetto. 

Esa declaración fué ampliada á foja 309 y ratificada con las 
demás prestadas a\ efecto á foja 3t 7. Ha sido también confir- 
mada por el propietario de Ja casa donde se perpetró la falsifica- 
cion, quien ratifica sus declaraciones de fojas 89 á 93, agregando 
á foja 240-, detalles que evidencian la concurrencia de los incul- 
pados con máquiuas y elementos de reproducción de los billetes 
quebanresultadofalsificadcs. Y los mismos fotógrafos é impre^ 
sor de los billestes falsos, Bogetto, á foja 393, y Adolfo Adée, á 
foja 395, han reconocido las máquinas fotográficas y de impre- 
sión y enseres empleados al efecto. Y en el domicilio de Tan* 
qui, en Bernal, se encontraron y secuestraron billetes falsifica- 
dos, trasportes de los mismos en gelatina, pruebas del dorso de 
los mismos, y otros papeles comprometedores. 

Con tales antecedentes y otros, como la sorpresa y aprehen- 
sion de Gerulli con el tarro de tinta sepia marrón, único que fal- 
taba para la coloración del dorso de los billetes, la prueba de 
presunciones resulta incontestable, y esas presunciones, por su 
número, conexión, relación con el cuerpo del delito y significa- 
do inequivoco, constituyen por sí prueba plena, con sujeciou á 
las prescripciones de los artículos 357 y 368 del Código de Pro- 
cedimientos en lo criminal. 

Por otra parte, el hecho de la circulación de billetes de Ban- 
co, aparece demostrado, y demostrada también la culpabilidad 
de los imputados Baldo Baldi y Juan Sartorlu, no sólo en sus 
propiasdeclaraciones, no obstante de ser después contradecidas, 
sino también en el hecho del secuestro en bU poder, de los bille- 
tes falsos que constata la diligencia de foja 13. 

La sentencia no parece desconocer la culpabilidad de los pro- 
cesados, según se desprende de los considerandos de fojas 504 
y 509, pero fundándose á foja 5il, en que no aparece que la fa- 
bricación emprendida se haya terminado, y en que resulta qué 
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ningún billete ha sido concluido, lo declara impasible de pena, por 
cuanto la ley de 1863 salo castiga el hecho consumado y no la 
tentativa, de que sólo resultarían responsables los encausados. 

Considero que esta conclasioa consignada en el considerando 
33 de la sentencia, es agravante de la acción pública y contraria 
al principio dominante en materia criminal. 

Lo mismo nuestro Código Penal, que todos los de su género, 
y la ley especial sobre crímenes contra la nación, de Setiembre 
de 1863, determinan en capítulos expresos^ hechos consumados 
de homicidio, hurto, robo, falsificación, etc. 

Pero si tales delitos perpetrados tienen pena especial y ex- 
presa en cada título de la lev penal, ésto no releva al autor, 
ante una legislación y doctrina universal, de las responsabili- 
dadespor el hecho frustrado, cuando el culpable, según la recta 
expresión del artículo 30 del Código Penal d pesar de haber Ae- 
cho cuanto estaba de su parte para consumarlo, no logra su 
objeto, por causas independientes de su voluntad. 

Objetar que ese artículo no afecta los hechos delictuosos re- 
gidos por la ley nacional, porque en ella no se encuentre la 
misma declaración explícita, sería desconocer el principio uni- 
versal de responsabilidad y graduación de delitos y penas. No 
pudiendo, según ese principio de irresponsabilidad por delitos 
frustrados, aplicarse pena en el orden nacional, el disparo de 
una arma de fuego que accidentalmente no hiere, el fuego apli- 
cado á los archivos y bienes déla nación, el robo sorprendido 
in/ra(;an¿i antes *de sn consumación, serían hechos incalificados, 
por falta de una declaración expresa de la ley en cada caso. 

Pero esa conclusión llevaría á la impunidad del crimen en el 
orden nacional, lo que no puede suponerse intentado por la ley 
especial de 1863, que ha querido, al contrario, agravarla pena- 
lidad de tales hechos, por el mayor y más directo perjuicio cau- 
sado al orden público, en los intereses de la nación. 

Sólo el robo intentado, el homicidio frustrado, la falsificación 
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con propósitos fraudulentos, son delitos del fuero común ante 
todos los códigos 7 doctrina universal. ¿Cómo suponerlos ex- 
cluidos de nuestra ley nacional ? 

La disposición final del artículo 93, dando una importancia ca- 
pital al punto, ha prescrito en acápite separado: € los delitos con- 
tra la nación, no previstos en esta lej, serán penados con arreglo 
á los códigos que forman el derecho común de las provincias. 

La expresión de aquel texto no deja vacilación alguna en el 
espíritu . 

Aquellos hechos que son delitos con arreglo á la legislación 
penal que forma el derecho común de I is provincias, deben ser 
castigados del mismo modo ante la jurisdicción nacional, según 
la explícita disposición del f^rtículo 93 de la ley de 1863 citada. 
El Código Penal, que es la ley común de las provincia^, designa 
la tentativa en su artículo 12, como pasible de pena, prescri- 
biendo en el inciso 2^ qué en los demás casos < la pena que co- 
rresponde al delito consnmado, se disminuirá desde la cuarta 
parte hasta la mitad ». 

Beconociendo entonces, que la pena del artículo 62 de la ley 
nacional, es de4 á 7 años, páralos falsificadores, admitiendo 
que ninguna circunstancia agravante autoriza la imposición del 
máximum y que el término medio de esa pena, disminuida de la 
cuarta parte á una mitad, es lo que corresponde aplicarse á la 
tentativa frustrada. 

Correspondería aplicarse á los acusados como autores princi- 
paleSy al menos tres años de prisión y una multa proporcionada, 
yálos circuladores Baldo y Sartorio, la multa del triple del va« 
lor fraudulentamente circulado, con sujeción á lo dispuesto en 
el artículo 63. 

Pido á Y. E. se sirva así declararlo, revocándose en esta parte 
la sentencia recurrida por el procurador fiscal. 

Sabiniano Kier. 
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Fallo de lii Supremii Carie 



Buenos Aires, Setiembre 25 de 1897. 

Vistos : De acuerdo con loexpnesto y pedido por el señor Pro- 
curador general , se confirma la sentencia de foja cuatrocientas 
ochenta y cinco, en cuanto absuelve á Santiago Bayo y se re- 
voca en cnanto absuelve también álos procesados Ciro Pellaoa- 
ni, Leandro Miilavassi, Adolfo Adée, Santiago Bogetto y Aristo- 
demo Cerulli, á quienes se condena con arreglo al artículo se- 
senta y dos de la ley penal de mil ochocientos sesenta y tres, á 
la pena de cuatro años de trabajos forzados, cada uno, y multa 
de quinientos pesos también cada uno; y se revoca igualmente 
respecto á la pena impuesta á Juan Sartorio y Baldo Baldi, con- 
denando á cada uno de estos, á la pena señalada por el artículo 
sesenta y tres de la citada ley, en.su máximum^ por no poderse 
imponer mayor pona, coa arreglo á la jurisprudencia de esta 
Suprema Corte. Se condena asimismo á los procesados ante- 
riormente expresados al pago de las costas déla causa. 

Hágase saber con el original y devuélvanse, previniéndose al 
inferior que no ha debido acordar la excarcelación bajo fianza, 
en causa de esta naturaleza. Sin perjuicio, líbrese previamente 
oficio al juez de sección, para la captura de los condenados, á los 
que se computará él tiempo de prisión que hayan sufrido, á ra- 
zón de dos dias de ésta por uno de trabajos forzados. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BÜNGB. — JUAN B. 
TOBRENT. 
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CAUSA C4XXXXIX 



I 

Criminal contra Isidoro Klopper^ por delito de corrupción 
cometido en el Brasil ; sobre extradición 



Sumario. — !• En los jaicios de extradición la apelación pro- 
cede sólo en relación. 

2^ No precédela extradición, caando debiendo juzgarse el 
caso con arreglo alas leyes nacionales, por no existir tratado con 
la nación reqnirente, el hecho incntpado no resulta ser de los ca- 
lificados como delitos por dichas leyes. 



Ca^o. — Besulta de las siguientes piezas : 

Pullo del Suem Pederiil 

Buenos Aires, Agosto 25 de 1897. 

Y vistos estos autos seguidos á solicitud de la legación de la 
Bepública de los Estados Unidos del Brasil^ para la extradición 
del sujeto Isidoro Elopper, acusado de lenocinio, oída su decla- 
ración, la defensa presentada por su abogado el doctor Emilio 
E. Picasso y la opinión del procurador fiscal. 

Y considerando : i^ Qiia la solicitud de extradición- ha sido 
introducida por la vía diplomática con los recaudos exigidos 
por el artículo 651 del Código de Procedimientos en lo Cri- 
minal. 
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2° Que \á identidad de Isidoro Elopper está plenamente 
comprobada por ios antecedentes enviados por el gobierno re- 
quirente y por la propia declaración de aqnél. 

3° Qne las obseryaciones que hace la defensa respecto de ios 
documentos con que se instruye el pedido de la extradición, que 
consisten en los defectos de autenticidad de éstos y en la falta 
de la notificación de la sentencia á Elopper, no son atendibles 
respecto de lo primero^ porque á más de revestir las formas ne- 
cesarías para que hagan fó ante este tribunal, han sido intro- 
ducidos por el superior gobierno, previos los trámites diplomá- 
ticos del caso; y respecto de lo segundo, porque es un requisito 
exigido por la ley. 

4^ Que en cuanto á las demás observaciones que contiene el 
escrito de foja 59 en el capítulo 2^ y siguiente, el juzgado con- 

4 

sidora que no debe tomarlas en consideración porque son con- 
trarias á la disposición del artículo 655 del Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal, que prohibe la discusión en un pedido 
de extradición, poner en cuestión la validez intrínseca de los 
documentos producidos por el gobierno requirente. 

5^ Que este juzgado piensa que el delito porque se ha procesa- 
do á Klopper está comprendido en el inciso 2° del artículo 616 de 
la ley especial de 25 de Agosto de 1835, que autoriza el proce- 
dimiento de extradición cuando tiene pena mayor de uñ año de 
prisión, circunstancia que se encuentra cumplida en nuestro 
caso, por estar previsto el hecho por el artículo 132 del Código 
Penal. 

6^ Que la defensa procurando demostrar la improcedencia de 
la extradición sostiene que el delito de lenocinio que provee y 
"castiga el artículo 258 del código brasilero, no es tal delito por 
las leyes argentinas. No es correlativo del artículo 352 de nues- 
tro códigOy porque éste exige que las mujeres que se prostituyen 
sean menores de 18 años para que se repute un delito, mientras 
que en el código brasilero no se hace distinción de edad, lo mis- 
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mo 68 que la inujer tenga i8 años que 60, fundamento que este 
tribunal lo considera de la mayor importancia, por loque man- 
dó abrir el JQÍcio á prueba. 

7^ Que pesando con juicio sereno la prueba producida, ha 
llegado al convencimiento que ella no comprueba la circunstan- 
cia indicada; pues se reduce á la declaración de foja 45, en la 
que depone una persona mayor de veinticinco añoSy que se dice 
haber sido la víctima de Elopper, sin que haya justificado su 
identidad en ninguna forma y sin que concuerde su nombre con 
la víctima del requerido á que se refiere la sentencia de los tri- 
bunales del Brasil; esto y la circunstancia de haberse ausen- 
tado para Europa la testigo, lo previenen al juez sobre la po- 
sible sustitución de una persona por otra. 

8^ Que dada la deficiencia de la prueba rendida, el juzgado 
está en el deber de ajustar su resolución á los antecedentes pro- 
ducidos por el gobierno reqnirente. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo dictaminado por 
el procurador fiscal, fallo acordando la extradición de Isidoro 
Klopper á título de reciprocidad . En consecuencia y en oportu- 
nidad líbrese oficio al señor jefe de policía para la captura de 
Klopper y lo ponga á disposición de este juzgado, debiendo can* 
celarse la fianza prestada y ser el requerido puesto á disposición 
del ministerio de relaciones exteriores, en la forma prevista por 
el artículo 659 del Código de Procedimientos en lo Criminal. 
Notifíquese con el original. 

Gervasio Granel. 



Apelada esta sentencia el juez concedió libremente el re- 
curso. 
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Auto de tm Supremn Corte 

V 

Baenos Aires, Setiembre 2 de 1897. 

Atento lo dispuesto en el artículo seicientos cincuenta y nue- 
ve del Código de Procedimientos en lo criminal, declárase eon- 
oedido en relación el recurso de apelación interpuesto, y vista al 
señorProcurador general, señalándose los días Martes, Jueves 
y Sábados para que los interesados comparezcan á la oficina 
del ugier para ser notificados. 

benjamín paz. — LUIS V . VÁ- 
RELA. — AB¿L BAZAN. — OC- 
TAVIO BUNGE. 



VISTA DEL SEÜlOEl PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Setiembre 17 de 1897. 
Suprema Cor le: 

No existiendo tratado con los Estados Unidos del Brasil, la 
extradición del procesado Isidoro Klopper« pedida por el señor 
ministro plenipotenciario de aquella república, sólo podría ser 
acordada con sujeción á las prescripciones de las leyes nacio- 
nales. 

La ley del congreso de 25 de Agosto de 1885 prescribe que 
sólo se acordará la extradición, cuando se invoque la perpetra- 
ción de nn delito de carácter comnn, que según las leyes de la 
república fuese castigado con pena corporal no menor de un año 
de prisión^ y el Código de procedimientos en su artículo 646, 
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sólo la declara procedente segan el principio de reciprocidad, á 
la práctica aniforme de las naciones. 

Tales disposiciones legislativas, obligan al estadio do la na- 
turaleza del hecho que motiva la extradición, para la apreciación 
de su carácter delictuoso. 

El hecho imputado á Elopper, es un delito previsto y oasti- 
tigado por el artículo 278 del Código Penal brasilero, que no 
hace distinción en cuanto á la edad de la persona inducida á 
la prostitución parala imposición de la pena al promotor. 

Pero el artículo 132 del Código Penal argentino, correlativo 
de aquél, requiere la menor edad de la persona inducida á 
la corrupción, como condición del delito y de su penalidad 
legal. 

Ante esa divergencia de legislaciones, el hecho imputado á 
Elopper es evidentemente punible en los Estados Unidos del 
Brasil, pero no lo es en esta república, caando no afecta el de- 
coro de persona de menor edad. 

El caso de Elopper, en el que no consta referencia alguna á 
menor edad de la persona ofendida, en el que esa menor edad 
no debe suponerse sin datos que autoricen la suposición; y en 
el que tal circunstancia aparece contradicha por la declaración 
misma de la que se dice víctima, según su declaración de foja 
45, en cuyas manifestaciones identifica su persona en laque fué 
causa del proceso en el Brasil, no resulta perpetrado un hecho 
punible con sujeción al artículo 132 del Código Penal Argentino 
ni á ninguna otra ley de laEepúbliisa. 

Y, como según el artículo 1^ del referido código, es delito ó 
falta la acción ú omisión penada por la ley, y según el artículo 
45, cno serán castigados otros actos ú omisiones que los que la 
ley con anterioridad hubiese calificado de delitos >, lo que con- 
signa á la vez el artículo 18 de nuestro código fundamental, 
como una garantía acordada á todos los habitantes de la Nación 
Argentina, pienso que la extradición reclamada no procede en el 
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casO; porque si el hecho imputado no es un delito punible por 
las leyes de la República, no le es aplicable el artículo 2° de la 
ley de 1895, que sólo acuerda la extradición por cansa de un 
delito que, según las leyes de la República^ fuese castigado con 
pena corporal. 

Someto esta cou sideración al ilustrado criterio de Y. £., 
pensando que, con presciudencia de las constancias del sumario, 
sobre cuya legalidad intrínseca no es dado entrar & conocer, da 
mérito bastante para la revocación de la sentencia de foja 405, y 
la declaración de que no procede, en el caso, la extradición so- 
licitada por el señor ministra plenipotenciario del Brasil. 

Sabiniano Kier. 



Pullo úm lA SupremA Corte 

Buenos Aires, Setiembre 28 de 1897. 

Vistos y considerando : Que no hay tratado de extradición 
entre los Estados Unidos del Brasil y la República, correspon- 
diendo, por tanto, apreciar el caso con arreglo á lo establecido 
en las leyes del país (artículo seiscientos cuarenta y ocho del 
Código de Procedimientos en lo Criminal). 

Que según el mérito resultante de los artículos dos de la ley 
de extradición de mil ochocientos ochenta y cinco, y seiscientos 
cuarenta y sois, inciso segundo del citado Código de Procedi- 
mientos, sólo 68 procedente la extradición cuando se invoque la 
perpretacion de un delito, de carácter común, que según las 
leyes de la República fuese castigado con pena corporal. 

Que la extradición, por consiguiente, autorizada por las leyes 
del país, presupone que se trata de un hecho caliQcado de deli- 
to por esas leyes, no bastando que tenga tal carácter por las 
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leyes del país requirente, segan las prescripciones invocadas j 
lo prevenido en el inciso tercero del artículo seiscientos oincaen- 
ta j cinco del recordado Código. 

Que, como lo demuestraelseñorProcurador general, ni el ar- 
tículo doscientos setenta y ocho del Código Pena) brasilero, ni 
las constancias de este expediente, son bastantes á dejar estable- 
cido que el delito que motiva el pedido de extradición sea el de 
corrupción de menores, previsto y castigado por el artículo 
ciento treinta y dos del Código Penal argentino. 

Que intertanto tal antecedente es necesario para que el caso 
deba reputarse comprendido en el artículo segundo ya mencio- 
nado de la ley especial de mil ochocientos ochenta y cinco. 

Por esto, y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, se revoca la sentencia apelada de foja cien- 
to cinco, declarándose no haber lugar á la extradición solicita- 
da. Noiifíquese con el original y devuélvanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE — JCAN E. 
TORRERT. 



tJAVuA ccxe 



Criminal contra Juan Malcorra, por circulación de billetes 

de curso legal falsos 

Sumario. — La circulación fraudulenta de billetes de curso 
legal falsos^ hace pasible al inculpado de la pena sancionada 
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por el artículo 62 de la ley nacional penal de 14 de Setiembre 
de 1863. 



Caso. —Resulta del 



Vallo del Suem Pederal 



La Plata, Marzo 33 de 1897. 

Vistos : la cansa seguida contra Juan Malcorra, por circnla- 
cion de billetes de Banco: 

T coqsiderando: 1^ Que en la declaración del procesado, foja 
26, é:ite manifiesta que en la fecha de la denuncia hecha por An- 
tonio García, foja 11, estnvo en su almacén, y en el café donde 
fué detenido á petición del denunciante, en la forma de qne ins- 
truye el acta de foja 1 1 . 

2^ Que también declara haber estado en el almacén antes ci- 
tado, después de haberse rechazado un billete de 20 pesos, di- 
ciéndosele que era falso; resultando evidenciado el propósito de 
fraude con estas operaciones continuadas, y el conocimiento de 
la falsedad de este billete, todo lo cual se encuentra corrobo- 
rado con las declaraciones de foja 37 y foja 39. 

3^ Que en este supuesto, se encuentran justificados los extre- 
mos del delito cometido, y la responsabilidad legal prescrita por 
el artículo 62 de la ley de 14 de Setiembre de 1863, se impone 
para el detenido, estando además comprobada la falsedad de 
ios billetes secuestrados, como resulta del informe de foja 46. 

4° Que lo invocado por la defensa, respecto á que no existe 
sino un solo testigo en cada caso de los denunciados, y por con- 
siguiente esto no constituye prueba, no es aplicable en el sub' 
judice^ puesto que la reiteración de actos delictuosos, resulta pal- 

T. LXX 6 
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pablemeDtedel samarlo instruido, y debido probablemente á esa 
reanion de testimonios singulares, que forman un todo indivi- 
sible, desde que se trata del mismo delito y de la misma perso- 
na^ es qneeste jazgado los considera concretos, precisos y con- 
cordantes. 

Por esto, fallo : condenando al procesado Juan Malcorra á la 
pena de 4 años de trabajos forzados y multa de quinientos pe- 
sos fuertes, debiendo deducirse de esta pena el tiempo de pri- 
sión sufrida y hacerse el cómputo por secretaría. Notifíqaesé 
con el original y repónganse las fojas. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Setiembre 10 de 1897. 

Suprema Corte : 

Está probado que el procesado Juan Malcorra circulaba á 
sabiendas billetes de la nación falsificados. 

La prutjba resulta de las declaraciones de los diversos testigos 
de fojas 11 ál4, ratificadas en el plenario, de la declaración del 
mismo procesado, á foja 14, que reconoce haber entregado diver- 
sos billetes, presumiendo que eran falsos, y de el hecho bien ex- 
presivo, de haberse secuestrado en su poder los seis billetes faK 
sifícados que corren agregados de fojas 40 á 45. 

Observa la defensa, que deponiendo les testigos sobre hechos 
separados, su testimonio no alcanza á obtener el valor probato- 
rio, que el Código de procedimientos sólo reconoce en favor de 
dos testigos conformes. 

Admitiendo la exactitud de esta observación, no es posible 
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desconocer que las deolaraciooes de diversos testigos, sobre he- 
chos de circulación sucesiva, unidos á la posesión de varios bi- 
lletes falsificados secuestrados en poder del oirculador, y al co- 
nocimiento que tenía de su falsedad, por los antecedentes de su 
declaración manifestados, constituyen una serie de presunciones 
tan caracterizadas, que satisfacen todas las exigencias del ar- 
tículo 858 del Código de Procedimientos en lo Criminal para 
formar una plena prueba de incontestable valor jurídico. 

De esa misma prueba resulta la culpabilidad del procesado, 
sin que fuera dable deducir que fuera íuconsciente, respecto á 
la falsedad de los billetes poseídos y circulados. 

Recibida la causa á prueba á foja 57, el procesado tuvo abier- 
to el camino para establecer la procedencia de los billetea se- 
cuestrados en su poder. Nada hizo al respecto, manteniendo la 
inverosímil manifestación de su declaración, sobre ignorar el 
nombre de las personas de quien los hubiera recibido. 

Las doctrinas jurídicas sobre la presunción de buena fe en el 
ejecutor, invocadas por la defensa, quedan improcedentes ante 
los hechos surgentes de autos, que muestran el conocimiento 
de la falsificación y la circulación con conocimiento de aquella. 

Como, por otra parte, el procedimiento legal se ha cumplido 
rigurosamente en este juicio, la sentencia contiene las enun- 
ciaciones necesarias, y las omitidas según la expresión de agra- 
vios, no son de aquellas que afectan snstancialmente las formas 
extrínsecas requeridas por el Código de Procedimientos: pido á 
V. E. se sirva: 

1^ Que no procede en el caso, el recurso instaurado sobre nu- 
lidad, por inobservancia de las formas legales en la sentencia; 

2<^ Aplicar á los hechos de responsabilidad del procesado, la 
penalidad impuesta en el artículo 62 de la ley de 14 de Setiem- 
bre de 1863, confirmando en consecuencia la resolución recu- 
rrida corriente á foja 60 vuelta. 

Sabiniano Kier. 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Seliembre 28 de 1897. 

Vistos y considerando : Que como lo demuestra el señor Pro- 
curador general, está probado el delito de circulación fraudu- 
lenta de billetes de Banco falsificados, y la persona de su 
autor. 

Que por consiguiente, es de derecho la aplicación de la pena 
establecida por el artículo sesenta y dos de la ley nacional 
penal. 

Que el recurso de nulidad no procede en el caso por no haber 
violado forma alguna sustancial, de aquellas á que se refiere el 
artículo quinientos nueve del Código de Procedimientos en lo 
Criminal. 

Por esto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general y fundamentos concordantes de la senten- 
cia apelada de foja sesenta vuelta, se confirma ésta con costas, 
no haciéndose lugar al recurso de nulidad. Devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN B. 
TORRENT. 
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CAVfilA 



Criminal contra José D. Morillo, Telmo González y Carlos M. 
Pereyra ; sobre extravio de cartas con valor declarado 

Sumario. — No existieado pruebas á cargo de los acusados 
sobre la comisioa del delito impotado, oo puede imponérseles 
la pena correspondiente á dicho delito. 



Caso . — Besulta del 



Pullo del Sw$mm rederal 

Rosario, Octubre 28 de 1896. 

Y vistos : los presentes lleTados por el señor Procurador fis- 
cal contra José Morillo, sin apodo^ de 44 años de edad, soltero, 
jefe de la oficina de certificados de la Administración de correos 
de esta ciudad, argentino, y con domicilio en la calle Paraguay 
número 338; Telmo Qonzalez, sin apodo, de igual nacionalidad, 
de 24 años de edad, soltero, empleado de la misma oficina, con 
domicilio en la calle Comercio número 679, y Carlos Pereyra, 
de igual nacionalidad y también sin apodo, de 17 años de edad, 
soltero, empleado de igual oficina y con domicilio en la calle 3 
de Febrero número 632, por extravío de una mala certificada, 
número 313, dirigida de la ciudad del Paraná á ésta para los se- 
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ñores Pinascoy Castagnino, con Talor declarado por la suma 
de 1000 pesos moneda nacional y llegada al Rosario con fecha 
5 de Agosto de 1891, de lo que resalta : 

1® Que con fecha 3 de Agosto de 1891 se expidió de la oñcina 
de correos del Paraná para la del Rosario, la carta certificada 
numerosos por valor declarado por 1000 pesos moneda nacio- 
nal^ dirigidos á los señores Pinasoo y Castagnino, y la que se 
recibió el día 5 del mismo mes por don Telmo González, qae de- 
sempeñaba el puesto de encargado de turno de la oficina de cer- 
tificados y valures declarados. 

Que por el sumario instruido en la Administración de correos 
de esta ciudad, las declaraciones de los empleados Enrique Be- 
niteZy Juan Piaggio, Telmo González, José D. Morillo, Modesto 
Cavalhosa y Manuel Pena, aparece acusado como sospechoso de 
la desaparición de la mala don Carlos M. Pereyra, siendo los 
antecedentes de don Telmo González irreprochables, según los 
mismos declarantes. 

^ Que traídos á la presencia del Tribunal los presuntos cul- 
pables y los testigos para que se ratiüquen en sus declarado - 
nes, manifestó á foja 17 don Carlos M. Pereyra: que se ratifica- 
ba de su declaración de foja 5 en todo su contenido, agregando 
que la responsabilidad directa de la desaparición de la mala^ 
debe atribuirse á los empleados que tienen el exclusiyo encargo 
de recibirla y guardarla, según las mismas reglas de ordenanza 
de la administración, que prescriben que los empleados deposi- 
ten en una caja de fierro, cuyas llaves se encontrarían en poder 
de aquellos; que la ocupación que su empleo le tenía destinado, 
era la de atender la ventanilla de la oficina que se encuentra dis- 
tante de dicha caja, y que como la mala que se remitió de 
aquí para Buenos Aires y de esa ciudad al Rosario, pudo muy 
bien extraviarse en todo aquel trayecto. 

S"" Que á foja 19 declara Telmo González, que él recibiólas 
balijas consignadas al jefe de la oficina señor Morillo, quien 
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las abrió ; qne ignoraba si la procedente del Paraná contenía el 
▼alor de 1000 pesos que venían destinados á Pinasco y Oastag- 
nino; que no tenía conocimiento que la carta haya llegado á la 
oficina, ni tampoco quién pudiera haberla sustraído en el caso 
que allí estuviese, sospechando solamente de Pereyra, por sus 
antecedentes en la oficina ; que de su declaración de foja 4, 
rectificaba sólo la parte que dice : que la mala le fué sustraída 
á él, debiendo entenderse, por el contrario, que la sustracción 
se hizo á laoficina, desde que entregó al jefe de ésta todas las 
balijas que recibió ; que por el sumario levantado en la Direc- 
ción General de Correos y Telégrafos, con fecha 7 de Mayo de 
1892, y cuyo expediente corre por cuerda separada en este juz- 
gado, se justifica, tanto por las declaraciones del procesado co- 
mo por las demás constancias de autos, que es el resposable di- 
recto del extravío de la carta certificada número 2909 trasmi- 
tida erróneamente á San Martin, como también de otra certifi- 
cada número 2558, reclamada por la administración postal de 
Inglaterra, desde que aparecen en la oficina respectiva los re- 
cibos de ellos suscritos por dicho procesado. 

4® Que por la declaración de foja 2i, prestada por don José 
Morillo, éste asevera que éntrelas balijas que se le entregaron, 
no se encontró el valor declarado de 1000 pesos, de cuyo extra- 
vío no acusa al señor González, de quien tiene buena opinión, 
recayendo sus sospechas en el caso de que hubiera desapareci- 
do, sobre don Carlos Pereyra. Que de foja 26 á foja 29 corren 
las ratificaciones de los testigos M. Carvalhosa, Yictorio A. Pe- 
drana y Juan Piaggio ; que del careo de foja 5i, entre el señor 
González y el señor Morillo, resulta que el primero se ratifica 
de su manifestación relativa al hecho de la apertura verificada 
por el señor Morillo, que éste niega tal acusación, y que el se- 
ñor González explica la razón de su dicho, estableciendo que es 
costumbre en esa oficina que el jefe proceda siempre á la aper- 
tura de las balijas, sobre todo en los dias de combinación; que 
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el señor Morillo opina qae el recibo dado por González, no fué 
el de la carta certificada, sino de la balija donde ella debió exis- 
tir; que el señor González afirma á su vez que era de aso que 
las balijas se guardasen en la caja de fierro, cuyas llaves estu- 
yieron ese día en poder del señor Morillo, lo que fué negado 
por éste, diciendo que si machas veces solicitaba esas llaves al 
señor González, no se las pidió ese día; que el dia 5, dice el se* 
ñor González, se recibieron dos balijas procedentes de Córdoba 
7 Villa Marift y fueron abiertas por el señor Morillo, quien lo 
negó también. 

5^ Que corrida vista al señor Procnrador Fiscal, éste se expi- 
de acusando la responsabilidad solidaria á los empleados Mo- 
rillo, González y Pereyra, qae se encontraban de servicio en la 
oficina y pide que se condené á los dos primeros, en virtud de 
los artículos 52 y 53 de la ley nacional de 14 de Setiembre de 
1863, á reintegrar los iOOOpesos'que contenía la mala dirigida á 
los señores Pinasco y Castagnino, su inhabilitación para ejer- 
cer cargos públicos y la pena de cinco años de trabajos forza- 
dos, y para Pereyra, como partícipe, la de dos meses. 

6^ Que á fojas 40, 51 y 55 se encuentran respectivamente la 
defensa de los procesados Telmo González, José Morillo y 
Carlos M. Pereira: que el defensor del primero impugna la vis- 
ta fiscal, alegando que no se ha comprobado qae exista detención, 
ocultación ó apertura de la carta, ni que el delito haya sido co- 
metido por el señor González; que la doctrina déla solidari- 
dad, ñola concibe como procedente, porque ante todo hay que 
determinar el hecho criminoso de la persona que haya cometido 
el delito; que en los autos no existen ni pruebas ni presunciones 
de que González sea el autor de la desaparición de la mala y que 
sus antecedentes personales, segnn el testimonio de los qae de- 
clararon en el sumario, y los informes del jefe de la repartición 
de correos, abonan en su favor para eximirlo de toda responsa- 
bilidad del hecho en cuestión; que el recibo que otorgó no pue- 
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de indueir presanciones en sa contra, porque él no comprueba 
sino el ingreso á la oficina de la balija que contenía el valor de- 
clarado, que 61 tampoco era el único que daba recibo, lo mismo 
que el que poseía las llaves, desde que éstos se otorgaban 
7 aquellas estaba indistintamente en poder del jefe ó del otro 
empleado de la oficina, don Enrique Benitez; que en el supuesto 
que existiesen presunciones, éstas deben estar revestidas de 
las condiciones que el Código de Procedimientos en lo criminal 
exige para que puedan invocarse como prueba plena para que 
condene lo que la ley reputa un delito. 

7® Que el procesado Morillo, en su defensa, también niega la 
aplicación de la doctrimí del señor fiscal sobre !a responsabili- 
dad solidaria de losempleados de la oficina cuando no se prueba 
quién es el autor, é invocan las constancias del sumario para la 
exención de su responsabilidad; que como lo justifica el recibo 
de foja 35, consta qujB don Telmo González recibió el dia 5 de 
Agosto dos valores declarados, el uno dai Paraná y el otro de 
Santa Fé, y que en el libro correspondiente aparece expresado 
por el empleado González la entrada que en ese dia se dio al 
valor declarado que procedía de Santa Fé, mas no el del Bosa- 
rio, y que debe tenerse en cu&nta la resolución de la Dirección 
General de Correos cuando se abstiene de omitir juicio respecto 
de él y decreta sin embargo la exoneíacion del empleo que de- 
sempeñaban González y Pereyra. 

8® Que de la defensa de don Carlos Pereyra, se desprende : 
que quiere justificarse de que las llaves de la caja donde se 
guardaban los valores, nunca estuvieron en poder de este pro- 
cesado ; que por el destino que éste tiene en la oficina y que 
por el procedimiento que se usa en ella para la recepción y en- 
trega de los valores declarados no tiene ninguna intervención 
en la guarda de dichos valores, siendo, por consiguiente, los 
responsables los que poseían las llaves; que los fundamentos en 
que se apoya la acusación fiscal, no tienen consistencia alguna 
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porque no determinan precisa y claramente si ha sido un deli- 
to ó un extravío, y que si se ha robado la mala, no es posible, 
como el mismo señor fiscal lo afirma, señalar directamente al 
culpable, por cuya razón califica de injusta la participación en 
que se pretende incluirlo, y que las sospechas de los testigos y 
compañeros de oficina en que se apoya aquella acusación, no 
tienen valor alguno y que con ellas se pretende evadir la cnlpa 
de recaer sobre los directamente responsables, como pidiendo 
en definitiva que se le absuelva de toda cnlpa y cargo en el de- 
lito que se le imputa. 

9® Que abierta la causa á prueba, el procesado don Telmo 
González presenta las declaraciones de los testigos, Manuel So- 
drignez, Manuel Pérez y JuanLudueña, estando todos de acuer- 
do en afirmar que era regla general que el señor Morillo fuese 
el encargado de abrir las malas, practicándolo el señor Gonzalos 
también con frecnencia y que en los dias de combinación lo ha- 
cía éste rara vez, siendo esta última manifestación del señor 
Luduena ; que los otros testigos participan de la creencia de ser 
exclusivamente el señor Morillo quien abría las balijas en los 
dias de combinación ; que en la declaración prestada por don 
Domingo Machado, á foja 87, se muestra éste ignorante de las 
preguntas que se le hacen. 

Que á fojas 94, 96, 99 y 198, aparecen las declaracio- 
nes de los testigos presentados por el procesado Morillo, seño- 
res Victorio Pedrana, Manuel Pérez, Juan Piaggio y Enrique 
Benitez; que el primero ignora el contenido de todas las pre* 
guntas ; que el segundo recibió una tarjeta de Telmo González 
pero que su contenido no era el que indica la pregunta, sino re- 
lacionado con el hecho de la apertura de las balijas conteniendo 
valores declarados, no recordando el nombre de las personas 
que tuvieron conocimiento de haber recibido dicha tarjeta ; que 
á la repregunta de la parte de Pereyra, contestó : Que Morillo 
y González eran los encargados de la apertura de las balijas y 
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que los demás empleados podían hacerlo por orden del señor 
jefe, habiéndose modificado este procedimiento en el sentido de 
ser el jefe 6 el encargado del turno del señor González, quie- 
nes podían hacer uso de esa facultad ; que las declaraciones del 
tercero concuerdan con las del testigo anterior negando á la 
primera interrogación que él recibiera carta de don Telmo G-on- 
zalez ; que el último de estos declarantes manifestó que sabe 
(por haberlo oido de Joan Piaggio) que éste recibió una carta 
de Telmo González indicándole que declarase á su favor ; que 
á foja 81 está consignado el informe expedido por el jefe de 
correos de este Directorio, desprendiéndose de él, que de los 
ocho paquetes de valores declarados recibidos el 5 de Agosto de 
1891, sólo se dio entrada á siete, que en el recibo firmado por 
don Telmo González no figura el paquete procedente del Paraná 
número 382, que los empleados de la oficina indistintamente le 
daban entrada, que las llaves de la caja las tenía Morillo como 
jefe de la oficina y según su declaración las cedió el dia indicado, 
que era de combinación, á Telmo González. 

T considerando : 1® Que está comprobado en autos la pérdida 
del valor declarado de 1000 pesos nacionales para los señores 
Finascoy Castagnino. 

2^ Que si bien es verdad no se ha demostrado quién es el 
autor del delito de sustracción, se ha justificado, sin embargo, 
que don José Morillo y don Telmo González son primer y se- 
gundo jefe de la oficina encargada del cuidado de los valores 
declarados. 

3® Que al imputarse recíprocamente la culpabilidad del hecho 
entre los dos empleados mencionados, por no haber tomado las 
precauciones necesarias para que la sustracíon no se llevara á 
oabo, revela que ambos funcionarios no han empleado el celo y 
diligencia que les corresponden en el ejercicio de su cargo para 
evitar que el caso se produzca. 

¥ Que por el artículo 15 del Código Penal, son penadas la 
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colpa ó imprudencia de los funcionarios que por su empleo, com- 
promiso ú otras circunstancias análogas estuviesen obligados á 
mayor diligencia y atención. 

Forestas consideraciones: y de acuerdo con el inciso 2** del 
artículo 18 del Código Penal, condeno á don José D. Morillo á 
la pena de tres meses de arresto y á don Telmo González, á un 
mes de la misma pena, conmutable en multa á razón de 4 pe- 
sos diarios para el primero y 3 pesos diarios para el segundo, 
de acuerdo con la ley de 13 de Octubre de 1890. 

En cuanto al procesado Carlos M. Pereyra, no habiéndose 
comprobado ser el autor del delito, ni tener participación algu- 
na en cuanto á su responsabilidad por culpa 6 itnprodencia, se 
le absuelve de todo cargo por este proceso, declarando respecto 
de este último, de acuerdo con el artículo 437 del Código de Pro- 
cedimientos en materia penal, que la formación de este proceso 
no perjudica su buen nombre y honor* 

Hágase saber con el original y repónganse los sellos, decla- 
rando que las costas son á cargo de los condenados. 

Daniel Goytia. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 22 de 1897. v 
Suprema Corte: 

La sentencia de foja 177 reconoce que no se ha demostrado 
cnál sea el autor del delito de sustracción de una correspon- 
dencia con valores declarados, que motiva este proceso. 

Impone por ello á los procesados don José Morillo y don 
Telmo González, las de arresto por tres y un mes respectiva- 
mente, como responsables de la culpa ó imprudencia, por falta 



Dfi JUSTICIA NAGIOEIAL 93 

de atención en la guarda de los valores confiados á so oficina. 

Esta resolución ha sido recurrida por el Procurador fiscal, 
sin fundamento legal bastante á mi juicio. 

£1 mismo funcionario reconoce en su acosacioo, á foja 37 
yueita, que no es posible señalar directamente al ladrón, dada 
la falta de dato para designarlo claramente. La responsabilidad 
criminal solidaria que invoca, no puede tener efectos en el caso, 
tratándose de hechos que no resaltan comprobados, hayanse 
perpetrado ni aislada ni solidariamente por los procesados. 

Los artículos 52 y 53 de la ley sobre crímenes contra la na- 
ción, se refiere á todo emplead.o que detenga, oculte, destruya 
ó abra una carta, é imponen pena al empleado que resulte de- 
lincnente. 

Si en el caso actual ningún empleado resulta legalmente de- 
lincuente por no haberse probado contra él la criminalidad im- 
putada, ni por pruebas directas ni por indicios vehementes ca- 
paces de suplirlas, según el artículo 557 del Código de Proce- 
dimientos en lo criminal, la inaplicabilidad de los artículos 
52 y 53 citados no parece dudosa. Resulta entonces justa la 
sentencia en la parte recurrida por el Procurador fiscal. 

La culpa ó imprudencia que pudo constituir las faltas pena- 
das en la sentencia, no iia sido materia del recurso por parte 
de los procesados y á su respecto nada tengo que observar en 
representación de la acción fiscal. 

No creyendo, á mérito üe las consideraciones expuestas, po- 
der legalmente sustentar el recurso interpuesto por el Procura- 
dor fiscal contra la sentencia que excluye la responsabilidad 
criminal de los procesados por el hecho de la sustracción de va- 
lores, pido á Y. E. se sirva confirmarla. 

Sabiniano Kier. 
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t AVSA €<;xciii 



El Banco Hipotecario Nacional contra don Tomas R. Sánchez, 

por cobro ejecutivo de pesos 

Sumario. — Cuando la deuda resulta de escritura pública de 
hipoteca, y no se niega que la venta de la cosa hipotecada no ha 
producido lo bastante para cubrirlo, procede la acción ejecuti- 
va para cobrar el saldo. 



Caso . — Lo explica el 



rallo del Jíues Federal 



Autos 7 vistos: la excepción de inhabilidad del título opuesta 
por don Tomas B. Sánchez, en el juicio ejecutivo que le signe 
el Banco Hipotecario Naciounl, de su estudio, resulta : Que el 
mencionado Banco se presentó iniciando juicio ejecutivo contra 
el citado Sánchez, fundado en la liquidación de foja... de la 
obligación ó deuda hipotecaria de Sánchez. 

Que se siguió el juicio hasta que citado de remate opuso Sán- 
chez la excepción que queda expresada, fundándose en que el 
documento que servía de base al juicio, no era délos que traían 
aparejada ejecución, siendo en su concepto un documento pri- 
vado. 



DE JUSTIGU N4G10IIAL 97 

Que abierta la oaasa á prueba se ha producido por el Banco 
la de foja... y foja... 7 por Saachez la de foja... '7 foja... 

Yconsiderando : Que del examen detenido 7 minucioso del do- 
cumento que sirve de base á la ejecución, se desprende, que no 
es en verdad de los que traen aparejada ejecución ; desde que no 
fué reconocido permanente el saldo que arrojaba la liquidación 
de foja, que fué la que sirvió de base á la ejecución. 

Que el carácter ejecutivo del documento, debe desprenderse 
de sí mismo, 7 no de la prueba posterior á U iaiciacioa de la 
ejecución. 

Que así lo han resuelto reiteradas veces las cámaras de ape- 
laciones de la Capital, como puede verse en el repertorio del 
doctor Hall 7 en la obra del doctor Malagarriga; en las que se 
establece que el carácter ejecutivo debe ser inherente al docu- 
mento, 7 no dependiente de una prueba posterior á su presenta- 
ción. 

Que el argumento que aduce el Banco Hipotecario al citar las 
disposiciones de los incisos S*", 5® 7 9® del artículo 979 del Código 
Civil, no es aplicable al GSLSosub-judice, por cuanto se trata en 
esas disposiciones de instrumentos públicos 7 no de las escritu- 
ras públicas^ que son á las que se refiere el inciso 3^ del artí- 
culo 249 del Código de Procedimientos nacionales de 1863, 
enumerándolos documentos que traen aparejada ejecución. 

Por estos fundamentos, otros que se omiten 7 los concordan- 
tes expuestos por la parte de Sánchez, ordeno : que no se lleve 
adelante la ejecución, con costas al Banco. Así lo resuelvo en 
Santiago del Estero, á25 de Noviembre de 1895. 

P. Olaechea y Alcor ta. 



T. LXX 
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Vallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 30 de 1897. 

Vistos 7 considerando : Que la obligación contraída por Sán- 
chez á fayor del Banco Hipotecario Nacional, tiene por objeto el 
pago de una sama de pesos en moneda nacional, y se halla com- 
probada por instrumentos públicos, según todo resultado la es- 
criturado foja primera. 

Que aceptado sin contradicción el hecho de la venta del bien 
hipotecado, por no haber cumplido el deudor con la obligación 
contraída, no cabe duda que se trata de una deuda de plazo ven- 
cido» de acuerdo con las estipulaciones contenidas en la men- 
cionada escritura 7 con las disposiciones de la ley orgánica del 
Banco. 

Que tampoco se contesta por el deudor las afirmaciones del 
ejecutante, relativas al producto de venta del bien hipotecado. 

Que con tales antecedentes, la procedencia de la acción ejecu- 
tiva está autorizada por el artículo doscientos cuarenta 7 ocho 
de la le7 de procedimientos é inciso tres del artículo doscientos 
cuarenta y nueve déla misma. 

Que lejos de haberse probado que el ejecutado hubiese desco- 
nocido la exactitud del saldo, al contrario, resulta acreditado 
que la reconoció enlos documentos de foja cuarenta 7 una 7 cin- 
cuenta 7 nueve, poniéndose sólo en duda, aunque sin hacer de 
ello cuestión, si el Banco conservaba derecho para cobrar el 
saldo, ó si debía considerarse chanceladoel crédito, con la ven- 
ta del inmueble hipotecado, no obstante ser un precio inferior 
á la deuda (véanse documentos citados). 

Que la obligación por el saldo resultante del precio de venta 
del bien hipotecado en relación al crédito, se halla expresamen- 
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te establecido por el artículo caarenta 7 dos de la ley orgánica 
del Banco, que en el presente caso gestiona contra su deudor 
simplemente, lo que vale decir que no hay cuestión de privilegio 
á que pudiera aplicarse las disposiciones legales que invoca el 
deudor. 

Por estos fundamentos : se revoca la sentencia apelada de 
foja ochenta y una, declarándose que la ejecución debe llevarse 
adelante por el capital é intereses, sio especial condenación en 
costas. 

Repuestos los sellos, devuélvanse, pudiendo notificarse con el 
original. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BCNGE. — JUAN E. 
TORRENT. 



CAUSA CCXVIlí 



El Ferrocarril del Sud de la provincia de Buenos Aires contra 
el doctor don J. Caminos Arévalo ; sobre expropiación 

Sumario. — 1^ Los únicos requisitos esenciales en el juicio 
de exprojpiacion son los dictámenes periciales. La recepción de 
la causa á prueba no lo es, y no es posible decretarla en la 
instancia de apelación, que sólo procede en relación. 

2® Debe confirmarse el precio atribuido al terreno expro- 
piado, que resulta ajustado á los antecedentes constantes en 
autos. 
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,3^ El expropiado tiene derecho á su indemnización por la 
depreciación que sufra el terreno que le quedeá cansa del frac- 
cionamiento. 



Caso. — Besulta del 



Vallo del Jíues Federal 



La Piala, Noviembre 25 de 1896. 

T Tistes :los seguidos por la empresa del Ferrocarril delSud 
contra el doctor J. Caminos Arévalo, sobre expropiación de un 
terreno en Lobos. 

Y resultando: 1® Que en 24 de Diciembre de 1895 se pre- 
sentó ante este tribunal la referida empresa, demandando la 
posesión provisoria de un terreno ubicado en el partido de Lo* 
bos, propiedad de don J. Caminos Arévalo (véase foja 3). 

2® Qne al efecto y haciendo uso de la facultad que le acor- 
daba el artículo 7^, inciso 2*', de la ley de 24 de Febrero de 1890, 
demandaba de dicho señor Caminos, la superficie de 103.599,50 
metros cuadrados de terreno, con el objeto de continuar lacons- 
truccion de la línea férrea entre Lobos y 25 de Mayo, y acompa- 
ña la constancia de haber depositado en el Banco de la Nación 
Argentina, á la orden del juzgado, el precio ofrecido por su re- 
presentado, importando la cantidad de 2071 pesos 58 centavos 
moneda nacional (véase foja 1). 

3® Que ana vez en posesión del terreno demandado el señor 
Antonio Ciarás, que lo recibiría por el ferrocarril, se citara al 
señor Caminos Arévalo á comparendo verbal, con el fin de nom- 
brar los peritos que habrían de tasar el valor de la tierra, como 
igualmente el monto de los daños y perjnicios. 
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4^ Acreditada la competenoiadel jazgado (véase foja 7), dada 
la posebion solicitada ynotificada la consignación y la demanda 
se presenta el doctor Ahnmada por el demandado, exponiendo 
que sn mandante no había resistido la expropiación y si sólo no 
aceptado el precio, que por lo bajo era ridícnlo, que la misma 
empresa había pagado por terrenos próximos al anterior, nn 
precio veinte veces mayor que el ofrecido. Que teniendo el man- 
dato la facultad de percibir^ solicitaba se librase oficio al Ban- 
co de la Nación Argentina^ para que se le entreguen los fondos 
depositados, quedando ambos litigantes obligados alas resultas 
del juicio. 

5® Habiendo tenido lugar el comparendo verbal (véase foja 
15) el señor Eduardo T. Fuleston, en representación del expro- 
piante, dijo que reproducía en todas sus partes la demanda, á 
lo cual el doctor Ahumada, por el expropiado, dijo que no acep- 
taba el precio ofrecido, por considerarlo sumamente bajo. Que 
por lo tanto y de acuerdo con la ley de expropiación de 1860^ 
correspondía el nombramiento de peritos, proponiendo contal 
objeto, por su parte, á don Ángel Etcheverry. El señor Puleston, 
conforme con este temperamento, designó á don Juan Bamon 
Silveyra, y ambas partes convinieron acordarles el término de 
30 días, contados desde la última notificación, para expedir sus 
respectivos informes. 

&* A foja 20 se expide el perito nombrado por el expropiado 
y expone : 

a) Que el terreno á tasarse tiene un superficie de 103.579 
metros cuadrados, con 50 centímetros de otro, ubicado en 
el partido de Lobos, provincia de Buenos Aires, siendo te- 
rreno de chacra y lindando calle por medio con las quintas del 
pueblo ; 

6) Que la línea férrea de Merlo á Lobos, divide el total del 
terreno en dos fracciones, y la nueva línea divide á su vez, á 
una de estas dos en otras dos, siendo la primera fracción la más 
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perjudicada, puesto que qaeda completamente rodeada de líneas 
férreas, expuesta á todos los inconvenientes que resultan del 
paso de los trenes, máquinas, etc., en las proximidades de una 
estación, privada de poderse dedicar á la agricultura por el pe- 
ligro de perder las cosechas á causa de los incendios ; 6 sí se 
cultiva, tener queperder una gran superficie, para alejar el cul- 
tivo de las líneas ; 

c) Que estas circunstancias, unidas á la pérdida de parte del 
monte, que ha dividido la línea, á la forma irregular é inade 
cuada que afecta esta parte del terreno, así como el impedimento 
que ha tenido el propietario para poder cultivar un alfar* 
far, eran las causas que ha tenido presentes para estimar el 
valor del metro cuadrado de la tierra á expropiarse, en 50 cen- 
tavos moneda nacional, y la indemnización en un 35 por ciento 
del precio establecido para el metro cuadrado, es decir, 17 cen* 
tavos y medio (0,175 pesos moneda nacional), que debe apli- 
carse á la fracción m, e, k^ m, que tiene una superficie de 
297.233 metros cuadrados; 

d) Que la fracción o, h, /, o, tiene comunicación con la calle 
A B^ y especialmente con el resto de la fracción total, debiendo 
por esta causa ser la indemnización de un 15 por ciento del pre- 
cio unitario, es decir 7 centavos y medio (0,075 moneda nacio- 
nal) que debe aplicarse á la fracción o, 6, /, o, cuya superficie 
es de 1S3.770 metros cuadrados, ascendiendo la presente tasa- 
ción á la cantidad de 113.838 pesos 28 centavos moneda na- 

CÍOUhI. 

7^ A foja 25, expidiéndose el perito nombrado por la empresa, 
expone : 

a) Que la superficie de terreno del doctor Caminos, ocupado 
por el ferrocarril, consta de 103.379 metros cuadrados, según 
lo expresa y determina en el plano que firmado por el inge- 
niero de la empresa tiene ; 

b) Que el trazado de la vía que cruza este campo, empieza en 
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el kilómetro 63.215,55 y termina en el kilómetro 98.614,95, 
siendo el terreno de labranza y por consiguiente no podía sufrir 
los perjuicios que le ocasionan estas obras «i estuviera desti- 
nado á ganadería, por el contrario, ellas, á su juicio, vienen á 
ser un auxiliar poderoso para el desarrollo de la agricultura ; 

c) Que délos informes recogidos para establecer una fijación 
de precio á la tierra expropiada, resulta : que la referida em- 
presa acababa de adquirir de don Pedro Iris, y sin juicio previo 
de expropiación, un terreno para vía, inmediato al del doctor 
Caminos, por el precio de 6 centavos moneda de curso legal el 
metro cuadrado, incluyendo en e^te precio la indemnización 
por perjuicios ; y el mismo doctor Caminos con fecha 14 de 
Mayo de 1894, vendió á la ya citada empresa por medio del es- 
cribano Isla y por el precio de 10 centavos moneda nacional de 
corso legal, originado por el ingeniero don José A. Lagos, que 
fué perito único en el juicio de expropiación entonces promo- 
vido, un terreno para vía del ramal del ferrocarril de Cañuelas 
á Lobos, ubicado donde mismo está el que es materia de esta 
estimación, de tal manera que se encuentran colindantes las 
vías ya expropiadas y las que son materia de este juicio, que* 
dando incluida en la suma referida, la indemnización de per- 
juicios que pudiera ocasionarle el trazado de la vía. 

d) Que teniendo en consideración estos antecedentes y otros 
recogidos, estimaba el valor del terreno que toma la empresa del 
Sud, al referido doctor Caminos, para la vía y obras que prac- 
tica en la prolongación de su ferrocarril de Lobos á 25 de Mayo, 
por el precio de 12 centavos moneda naeional de curso legal el 
metro cuadrado; ó sea el total de la superficie en la suma de 
12.405 pesos con 40 centavos de igual moneda ; incluyendo en 
esta cantidad los intereses y la indemnización por los perjuicios 
que pudiera ocasionarle el trazado de la expresada vía. 

8^ El juzgado, por auto de foja 28, para mejor proveer y te- 
niendo en cuenta la disparidad de precios establecida por los 
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peritos en cuanto al terreno é indemnizaciones, nombró perito 
especial á don Francisco Seguí, el que previa aceptación del 
cargo se expide á foja 36, dando cuenta de haber efectuado la 
inspección ocular en compañía del secretario García Tolosa, j 
expone : 

a) Que la ubicación de la chacra es inmejorable y excepcio- 
nalmente ventajosa, por ser cercana á un centro de población 
importante como Lobos, teniendo en toda su extensión por los 
costados, caminos de primer orden 7 muy transitados, uno de 
ellos obligatoriamente por un gran tranco, por ser general y en- 
contrarse en buen estado ; 

b) Que el terreno estaba ocupado por materiales, vías, desmon- 
tes, terraplenes, edificios en construcción, todo especialmente 
acumulado sobre el ángulo sud oeste del terreno, por el cual án- 
gulo próximamente entró, ocupando éste un polígono mixtilíueo, 
en donde se han empezado las construcciones déla estación, de- 
pósito de agua, colocación de cañerías, etc., pudiendo asegurar 
que se ha elegido la zona más conveniente y valiosa del terreno 
en cuestión, pudiendo verificar que dentro de éste se operará la 
unificación de las nuevas vías que han de reemplazar á las que 
hoy sirven tanto para el acceso de la vía de Temperley á Cañue- 
las, Lobos etc., como de la de Merlo (desde el 11 de Setiembre) 
á Lobos y su terminación en Saladillo. 

c) Que el trazado efectuado sobre el terreno lo demuestra el 
plano que acompaña (véase foja 36), no pudiendo dejar de expre- 
sar su asombro por tal trazado, traducido en curvas violentas, 
contracnrvas, que dan á la ocupación la forma de una herradura 
enorme, tangente sobre la estación, quedando dividido este te* 
rreno én la forma más extraordinaria ; 

d) Que la extensión absolutamente ocupada (en la cual no 
discrepan el propietario y la empresa en un todo conforme á los 
trazados y medidas por él verificados) por las vías, estación y 
demás instalaciones, alcanza á 103.579 metros cuadrados y 60 
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centímetros, pero la extensión afectada alcanza á 430.993 me- 
tros cuadrados ; 

e) Qae aparte de los perjuicios de los terraplenes y demás 
obras, nacen otros inconvenientes para las explotaciones agrí- 
colas qneallí pretendieron hacerse : la viabilidad difícil, el per- 
juicio que originan en los cultivos el tránsito de las locomoto- 
ras, con inutilización de buena parte del terreno que no podría 
entregarse al trabajo; 

/) Que á pesar do tales perjuicios, los propietarios podrían 
tener alguna compensasion divididiendo la tierra ea pequeños 
lotes, respondiendo tal vez á las necesidades que [se presenten de 
los pequeños ranchos de población que se forman en derredor de 
las estaciones del ferrocarril, si bien tendrían la competencia 
de los propietarios de quintas y chacras situadas al otro lado 
del camino y las que forman el ángulo antedicho, de mayor 
ocupación, no resultando por esta causa, compensancion equili- 
brada, de suerte que aprecia la tierra ocupada por la empresa 
en 22 centavos moneda nacional el metro cuadrado y el valor de 
los perjuicios ocasionados en el resto del terreno en i centavos 
moneda nacional, de modo que siendo la superficie ocupada de 
103.579 metros 50 centímetros, á razón de 22 centavos moneda 
nacional, resulta su importe la cantidad de pesos 22.787,49 y 
los perjuicios sobre la superficie de 430.993 metros cuadrados 
á razón de 4 centavos moneda nacional, importan 17.239,72 
pesos lo que suman lambas cantidades, la de 40.027 pesos y 21 
centavos moneda nacional. 

Y considerando: 1» Que según resulta de autos y dictáme- 
nes periciales, la tierra á expropiarse por la empresa del Ferro- 
carril del Sud, no está entregada á uña explotación determi- 
nada, que al propio tiempo de obtenerse una renta, sería el me- 
dio más razonable y equitativo que podría adoptarse en casos 
como éste, con el fin de apreciar el valor de la tierra, estable- 
ciendo la cifra del capital por el interés que se obtuviera. 
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^^ Que al no establecerse datos precisos que determine el va- 
lor de la oosa expropiada, en raxon de la renta qoe produce y 
por consiguiente cuál sea el perjuicio que la expropiación cansa 
al propietario por la privación de su renta, quedando ambas co- 
sas libradas al criterio pericial y esto supuesto debe buscarse en 
éste la solución del caso sub-judice, 

3^ Que dada la disparidad de apreciaciones entre los peritos 
del expropiante y del expropiado, es lógico estar á lo expuesto 
por el tercero en razón al promedio elegido por el mismo y á las 
razones invocadas por éste y teniendo en cuenta el juzgado que 
la superficie ocupada por la empresa es de 103.579 metros cua- 
drados con cincuenta centímetros, fija el precio de éstaá razón 
de 22 centavos moneda nacional el metro cuadrado, lo que im- 
porta la cantidad de 22.787 pesos con 49 centavos y los perjui- 
cios sobre la superficie de 430.993 metros cuadrados á razón de 
4 centavos moneda nacional el metro, lo que importa la canti- 
dad de 17.239 pesos con 72 centavos. 

. Por esto fallo, condenando á la empresa del Ferrocarril del 
Sud al pago de la cantidad de 40.027 pesos con 21 centavos mo- 
neda nacional, suma total de las cantidades referidas en el an- 
terior consi<ierando, debiendo hacerse él pago efectivo dentro de 
lOdias de consentida ó ejecutoriada la presente y deducírselo 
que el expropiado tiene recibido y sus intereses destilo de Ban- 
co y limitarse las costas al pago de honorarios de peritos y 
actuaciones. Kotifíquese, regístrese y repónganse las fojas. 

Mariano 5. de Aurrecoechea. 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 30 de 1897. 

Vistos y considerando : Que el inferior al imprimirá este jui- 
cio, el procedimiento sumario y resolver en definitiva la catisa, 
sin haberla recibido á prueba, pero previos los dictámenes peri- 
ciales que obran en autos, no ha violado ley alguna de forma y 
se ha ajustado, al contrario, á los requisitos sustanciales esta- 
blecidos en el artículo cuarto de la ley de expropiación. 

Que siy según en algún caso lo ha resuelto esta Suprema Cor- 
te, el juez de primera instancia puede abrir á prueba el juicio, 
no obstante su sumariedad, cuando así lo repute conveniente, es 
incontestable que tal procedimiento no es posible en la instan- 
cia de apelación, porque correspondiendo el recurso en relación, 
dicho procedimiento sería contrario á los preceptos claros de la 
ley y á la práctica invariablemente observada. 

Que tan sólo en circunstancias especialísimas esta Suprema 
Corte se ha considerado autorizada para ampliar los elementos 
del juicio^ disponiendo nuevas periciasen causas de expropiación, 
pudiendo observarse que no ha recurrido á otros medios proba- 
torios, á pesar de no contar á menudo para la decisión sino con 
los dictámenes periciales de primera instancia, porque ésta es 
la única prueba sustancialmente necesaria y porque hay peli- 
gro en apartarse de las reglas establecidas para su aplicación 
general, cuando no hay una ineludible necesidad que justificara 
la excepción. 

Que así se explica que la Suprema Corte, en este caso, obran- 
do consecuente con los antecedentes uniformemente establecí- 
dos, no haya considerado procedente la recepción de pruebas, y 
haya reputado de su deber llegar á la resolución definitiva de 
la causa. 
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Que consta de aatos qae el terreno que forma parte del in- 
mueble á qne este juicio se refiere, fué expropiado en Mayo de 
mil ochocientos noventa y cuatro^ para el mismo ferrocarril de- 
mandante, por el precio de diez centavos el metro cuadrado, y 
que otra parte trasmitida por contrato para el ferrocarril del 
Oeste, en Marzo del citado año mil ochocientos noventa y cuatro, 
fué enajenada en venta privada, al precio de treinta y cinco 
centavos también por metro cuadrado. 

Que si puede admitirse que el citado precio de treinta y cinco 
centavos por metro, sea el resultado de un error de apre- 
ciación por parte del representante del ferrocarril adquirente y 
muy superior al verdadero valor de la cosa, no es posible dejar 
de reconocer la valorización natural del terreno por razón de la 
construcción de las dos vías férreas mencionadas en el mismo 
terreno, lo que convence que su precio, cuando se trata, como 
al presente, do expropiar para una tercera vía férrea, es consi- 
derablemente superior al que se asignó con motivo de la prime- 
ra vía, 6 sea, de diez centavos por metro. 

Que con los recordados antecedentes, no puede considerarse 
excesivo el precio de veintidós centavos por metro cuadrado, en 
que ha sido estimado el terreno por el perito tercero y que el 
juez, aceptando, ha mandado pagar, ya que el expropiante no ha 
presentado en la oportunidad legal, pruebas que sirvan á de« 
sautorizar los comprobantes recordados y ya que los precios me- 
dios de la tierra en una extensa lot^alidad no pueden hacerse 
valer con justicia con relación á inmuebles determinados. 

Que el expropiado tiene derecho á ser indemnizado por la de- 
preciación resultante del fraccionamiento del terreno que le 
queda^ especialmente fundado en la forma semicircular en que 
la expropiación le divide (artículo diez y seis de la ley de la ma- 
teria), si bien hay equidad en reducir el monto de la indemni- 
zación acordada por esa causa en la sentencia recurrida. * 

Por estoy sus fundamentos concordantes: se confirma lasen- 
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tencia apelada de foja sesenta y dos, en cnanto fija el precio de 
veintidós centavos por metro cuadrado de terreno á expropiar y 
manda pagar los intereses y costas ; reformándose la misma res- 
pecto al monto de la indemnización de perjuicios, la que deberá 
ser abonada á razón de dos centavos por metro sobre la super- 
ficie que se conserve de propiedad del demandado. 

La suma total que deberá pagar la empresa resultará de la 
extensión de tierra que se ocupe para la obra y de la que quede 
al propietario sobre la base de los precios unitarios establecidos 
en esta sentencia. Notifíquese con el original y repuestos los 
sellos^ devuélvanse. 

benjamín paz. — OCTAVIO BONGE. 
— JUAN E. TORBBNT. — ABEL 

BAZAN (en disidencia). 



DISIDENCIA 



Vistos: Los autos 8obre expropiación seguidos por la empresa 
del Ferrocarril del Sud contra el doctor Jostiniano Caminos Aré - 
valo, de los cuales resulta : 

Qae el terreno que se trata de expropiar^ es una extensión de 
ciento tres mil quinientos setenta y nueve metros cincuenta 
centímetros cuadrados, correspondientes á terrenos de chacra 
de propiedad del doctor Caminos Arévalo, situados en el cami- 
no del pueblo de Lobos, de la provincia de Buenos Aires, terre- 
nos que atraviesa la línea en forma curvilínea, dejando á un 
lado de ella ana superficie de doscientos noventa y siete mil dos- 
cientos treinta y tres metros cuadrados y al otro costado la de 
ciento treinta y tres mil setecientos setenta metros cuadrados. 

Que para hacer la avaluación del importe de la expropiación 
ambas partes nombraron su respectivo perito, el expropiado á 
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don Ángel Etobeverry j la parle de la empresa á don Joan B. 
Silveyra. 

El primero de estos peritos se expide á foja..., diciendo que 
dadas las condiciones inmejorables de la tierra para la agrical- 
tara, su proximidad alas quintas y pueblo de Lobos, estima el 
valor del metro cuadrado á isxpropiar en cincuenta centavos mo- 
neda nacional, y por daños y perjuicios que causan ;i la propio- 
dad la división del terreno y obra de la línea, fija al metro cua- 
drado de la mayor de las fracciones, el precio de diecisiete y 
medio centavos, y al metro cuiídrado de la menor de ellas el de 
siete y medio centavos. Precio total : ciento trece mil ocho- 
cientos treinta y ocho pesos veinte centavos moneda nacional. 

El segundo perito, 6 sea el de la empresa, expidiéndose á 
foja..., estima el valor del terreno á expropiarse eti doce centa- 
vos moneda nacional el metro cuadrado, ó sea el total de la su- 
perficie en la sumada doce mil cuatrocientos cinco pesos cua- 
renta y ocho centavos moneda nacional, incluyendo en esta 
cantidad los intereses y la indemnización de los perjuicios que 
pudiera ocasionar al doctor Caminos el trazado de la vía. 

Como fundamento de esta avaluación, el perito Silveyra invo- 
cando informaciones que ha recogido, hace mención de dos com- 
pras hechas en la misma localidad, por la empresa expropiante 
de terreno para la vía, la una dice ser reciente hecha á don Pe- 
dro Irós^ sin juicio previo de expropiación, de un terreno inme- 
diato al del doctor Caminos, por el precio de seis centavos mo- 
neda nacional el metro cuadrado, incluyendo en este precio la 
indemnización de perjuicios, y la otra hecha al mismo doctor 
Caminos Arévalo, ante el escribano Isla, con fecha catorce de 
Mayo de mil ochocientos noventa y cuatro« y de nn terreno si- 
tuado en el mismo paraje de la chacra á que corresponde el que 
^hora es materia de expropiación, habiendo sido dicho terreno 
adquirido por la vía del ferrocarril de Cañuelas á Lobos, por el 
precio de diez centavos que le asignó el ingeniero don José A. 
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Lagos, como perito único en el jaicio de expropiación promovi- 
do entonces jen cuyo precio quedó incluida la indemnización 
deperjaicios. 

Qne, á vista de la considerable disparidad de los precios esta- 
blecidos por los peritos, el juzgado, para mejor proveer, ordenó 
nna inspección ocular, encomendándola á su secretatio; y nom- 
bró al mismo tiempo perito especial ádon Francisco Seguí, para 
que haciendo constar ambos la realidad de los perjuicios, esti- 
mase esteúltimo su valor y el del terreno. 

Que desde fojas treinta y una á cuarenta se registran el acta 
de la inspección ocular, un plano demostrativo de la forma en 
que la línea atraviesa la chacra del doctor Caminos, y del pun- 
to de ésta donde la empresa construye una estación y el informe 
del perito Segní, en el que, después de describir las muy bue- 
nas condiciones del terreno para la agricultura, fija como precio 
al metro cuadrado de terreno que aquella ocupa, la suma de vein- 
tidós centavos moneda nacional v la de cuatro centavos moneda 
nacional de la misma moneda por metro cuadrado, por los per- 
juicios causados á cuatrocientos treinta mil novecientos noven- 
ta y tres metros cuadrados de terreno restante, ascendiendo el 
importe total de lo que debe abonar la empresa por expropia- 
ción á la suma de cuarenta mil veintisiete pesos veintiún centa- 
vos moneda nacional. 

Que á foja cuarenta y cuatro se registra un escrito de obser- 
vaciones de la parte del doctor Caminos, á las tasaciones de 
los peritos, escrito en que impugna como muy baja la estimación 
hecha por el perito de la empresa, lo mismo que la del perito 
tercero, sosteniendo, que, aun cuando es cierto el antecedente 
que cita el perito Silveyra, de haberse vendido á la empresa de- 
mandante una fracción del mismo terreno en cuestión por el 
precio de diez centavos moneda nacional el metro cuadrado, in- 
cluyendo en esta suma la indemnización de perjuicios, según lo 
resolvió como arbitro y no como perito único el señor José A. 



i 
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Y considerando : Que el precio que en equidad j justicia co- 
rresponde fijar al terreno, |de cuya expropiación se trata, inde- 
pendientemente de la indemnización de perjuicios á que hubie- 
re lugar, es sin duda, el mejor que se haya pagado en el pueblo 
de Lobos, por terrenos de chacras, dada la inmejorable condi- 
ción que se atribuye para la producción agrícola á los de la cha- 
cra del doctor Caminos Arévalo, que toma la línea de la empre- 
sa expropiante. 

Que para fijar ese precio, no hay en autos constancia alguna, 
pero ni mención siquiera se hace en ellos, de un solo caso con- 
creto de venta de terrenos de chacra, adquiridos con destino á 
explotación agrícola, como era indispensable que se hubiera 
acreditado, para tener, por lo menos, alguna idea de su valor, 
desde que son las excelentes condiciones de feracidad de ia cha- 
cra del doctor Caminos, para su explotación agrícola^ las que, 
tanto la parte de éste como su perito Etchererry y el tercero 
Seguí, toman en cuenta para fijar al terreno de ella, el precio 
que respectivamente le atribnyen, lo mismo que para apreciar 
la indemnización de perjuicios por los desperfectosque, á su jui- 
cio, sufre el resto de la propiedad en su capacidad productora, lo 
cual tampoco se hace constar por los rendimientos periódicos 
que dé^ para fijar por ellos el capital que valga. 

Que es de observar, además, con relación á las constancias de 
autos, que son tres los casos de ventas de terrenos de chacra 
que se mencionan en el presente juicio, dos de ellos se refieren á 
ventas de terrenos déla misma chacra del doctor Caminos, rea- 
lizada launa en Marzo ocho de mil oohocien tos noventa y cua- 
tro, á favor del Ferrocarril del Oeste, y la otra en Mayo catorce 
del mismo año, á favor de la empresa demandante, la primera en 
venta fuera de juicio de expropiación á treinta y cinco centavos 
moneda nacional el metro cuadrado, sin pago de indemnización 
de perjuicios, y la segunda en juicio de expropiación, á diez cen- 
tavos también el metro cuadrado, incluyendo en el precio el va- 



ÜE JUSTICIA NACIONAL 



115 



lor de los perjuicios. El otro caso es el de una venta faera de 
juicio, recientemente hecha, por un señor Iros á la misma ern* 
presa demandante, de un terreno inmediato al del doctor Cami- 
nos Arévalo, por el precio de seis centavos el metro cuadrado, 
con destino á la misma vía férrea. 

Que no pudiendo por razón de estas ventas, inferirse cuál sea 
el precio que conmuamente se paga en el pueblo de Lobos, por 
terrenos de chacra adquiridor- condestino á explotación agrícola, 
desde que ni en la escritura de foja cincuentay siete, que acre* 
dita una de ellas, ni en los informes periciales, se hace mención 
alguna al respecto, mal puede tomarse ninguno de los precios 
pagados en dichas ventas como el indicativo del verdadero valor, 
6 mejor precio que se pague en aquella localidad, por hectárea 
de terreno de chacra para el destino mencionado; bastando para 
demostrarlo el tener presente que el terreno de chacra adqui- 
rido en esas ventas, no ha sido para destinarlo á la agricultura, 
sino para construir sobre él un camino de fierro, y que la dife- 
rencia de precio entre las dos venta» que se hallan acreditadas 
en autos por terreno de la mismo chacra, siendo el precio del 
metro cuadrado en la una el de diez centavos, lo que vale decir 
un mil pesos por hectárea, y en la otra el de treinta y cinco 
centavos ó sea también tres mil quinientos pesos también por 
hectárea, no autorízala aceptación del uno ni del otro precio, 
sin otro dato ilustrativo y debidamente justificado, como precio 
equitativo y justo del terreno que se trata de expropiar. 

Que siendo como es una verdad de sentido común, que en una 
misma localidad, cualquiera que ella sea en la provincia de 
Buenos Aires, terrenos de chacras de la misma. situación y cali* 
dad, sin que tengan un accesorio que acreciente su valor, como 
edificios ó fábricas, no pueden venderse por la misma época con 
una diferencia de precio de pesos dos mil quinientos moneda 
nacional por hectárea, como parece haber sucedido en las de 
Marzo y Mayo de mil ochocientos noventa y cuatro, sin que en 
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el uno y en el otro caso pueda dejar de hacerse sospechoso de 
insano criterio, cuando no de otro móvil inconfesahle, ya sea el 
arbitro único que fijó el precio de diez centaTos moneda nacional 
al metro cuadrado en la venta al Ferrocarril del Sud^ si hnbiese 
sido verdadero el de treinta y cinco centavos que se pagó por el 
metro en la venta del Ferrocarril del Oeste, ó ya alguno de los 
contratantes, sino los dos en esta última, si el precio délos diez 
centavos hubiese sido entonces el más aproximado al ver- 
dadero. 

Que en virtud de lo expuesto, no existiendo en autos, para la 
minoría de esta Suprema Corte, datos que la habilitasen sufi- 
cientemente para avaluar el precio de la expropiación, materia 
del presente juicio, propusoá la mayoría de la Suprema Corte 
' la adopción de un auto para mejor proveer, señalando á las par- 
tes un término prudencial, dentro del cual manifestasen las 
ventas de terrenos de chacra, contiguos al pueblo de Lobos, que 
se hubiesen efectuado próximamente á la fecha de la, posesión 
dada á la empresa expropiante de los terrenos del doctor Cami- 
nos, con expresión del nombre de los contratantes, el registro 
de los escribanos por donde se hubiesen celebrado los contratos, 
fecha de éstos, extensión de la tierra vendida, su precio y las 
otras particularidades, si las hubiese, que permitan apreciar su 
importancia. 

Que este temperamento no ha sido aceptado por la mayoría de 
la Corte, por haber considerado que había en autos, elementos 
suficientes para resolver la cuestión, no obstante que la adop- 
ción de dicho auto, que recomendaba, á juicio de la minoría, por 
las circnnstancias del caso, mayormente no habiéndose recibido 
la cansa á prueba en primera instancia, lo que ha podido ha- 
cerse conforme á la jurisprudencia de esta Suprema Corte, esta- 
blecida en el fallo que se registra en el tomo treinta y ocho pá- 
gina doscientas nueve de sus fallos, y porque era, sin duda, el 
medio más seguro de averiguar cuál de las partes estaba en lo 
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cierto, si la del expropiado cnando ha asegarado en so escrito 
de foja cuarenta y caatro que el perito Etcheverry, apreciando 
en cincuenta centavos el metro cuadrado de terreno, se había 
aproximado más ala verdad por la valorización que había to- 
mado la propiedad raíz desde Marzo de mil ochocientos noventa 
y cuatro hasta aquí, ó bien la del expropiante, cuando á su vez 
ha sostenido en su escrito de foja cincuenta y dos, que no se 
encontraría una sola persona que pueda asegurar que el precio 
de la hectárea de tierra en las chacras de Lobos, excede de pe- 
sos trescientos moneda nacional, todo lo que presupone que ha 
debido haber ventas en el uno 6 ea el otro sentido indicado por 
las panes, que convenía conocer. 

Que en tal situación, obligada la minoría á resolver sobre el 
precio del terreno á expropiar, es de opinión que debe modiñ- 
carse la sentencia apelada, fijando como precio total que debe 
abonar al doctor Caminos Arévalo, por su terreno, incluyendo 
intereses é indemnización de perjuicios, la suma que ha desig* 
nado el perito déla empresa, y ello solamente por tener snperi- 
cia la aceptación expresa do parte de este último. 
* Que la minoría entiende que no debe de prestar autoridad á 
ninguna de las pericias producidas en autos, desde que ninguna 
de ellas se justifica por fundarse en el valor venal ó locatorio de 
las chacras déla localidad, al cual ninguno de los peritos alude 
ni menciona siquiera al fijar el precio que respectivamente 
atribuyen á los terrenos del doctor Caminos, siendo que para 
ello debían de partir de alguna de esas bases. 

Que ante la deficiencia de elementos de juicio en cuanto para 
resolver la cuestión sub-judioe, !a minoría ha pensado que debía 
acudir á informes extrajudiciaies que fuesen, según su criterio, 
los más imparciales y verídicos respecto al precio que tienen 
los terrenos de chacra en Lobos, y de esos informes resulta ple- 
namente justificada la aseveración del apoderado de la empresa 
demandante, cuando hadicho^ que no hay terreno de chacra en 
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Lobos, ouyo preoio exceda de pesos trescientos moneda nacional 
la hectárea, aseveración en cuyo apoyo puede citarse la infor- 
mación qne sobre el precio del terreno de chacras suministra un 
libro publicado en mil ochocientos noventa y seis en esta capital 
(Gran Guia descriptiva y de información de la Provincia de 
Buenos Aires, administración Cuyo cuatrocientos cincuenta y 
uno), libro donde en la página quinientos noventa y cinco se 
se dice : que el valor término medio, de una chacra de veinte 
cuadras, en Lobos, es de pesos tres mil. 

Que debe observarse, finalmente, con respecto á la indemni- 
zación de daños y perjuicios que se fija á favor del doctor Ca- 
minos, por fraccionamiento de su chacra, que no es exacto como 
lo aseveran los peritos Etcheverry y Seguí, que se perjudique la 
capacidad productora de los terrenos de la chacra del doctor Ca- 
minos^ por loque toma la línea y la estación que construye la 
empresa en ella, porque es sabido que una línea férrea no influ- 
ye en las condiciones de feracidad de los terrenos contiguos á 
ella, y que, en tal sentido no causa perjuicios, como lo ha reco- 
nocido la misma parte del expropiado con relación á la línea del 
Ferrocarril del Oeste, que, según su propia confesión, parte por 
medio su chacra. 

Que, aparte de lo expuesto, y en rigor de derecho, no proce- 
de^ en el caso, indemnización alguna por fraccionamiento, por 
cuanto el perjuicio resultante de este hecho queda abundante- 
mente compensado por el aumento de población, negocios y 
otras mejoras que trae á la localidad el establecimiento de la 
estación que el Ferrocarril del Sud construye en la chacra del 
doctor Caminos, y que acrecientan considerablemente el valor de 
las tierras contiguas, como lo ha declarado ya esta Suprema 
Corte, confirmando por sus fundamentos la sentencia que se 
registra en el tomo treinta, página cuarenta y siete de sus 
fallos. 

Por estos fundamentos, se modifica la sentencia apelada de 
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foja sesenta y dos, declarándose, que el demandante debe sola- 
mente abonar al demandado» la cantidad ñjada en el dictamen 
del perito Silveyra, j las costas del juicio. Notifíqaese con el 
original y repóngase el papel. 

ABEL BAZAN. 



CAUSA cexcir 



Criminal contratos agentes y cargadores del vapor c Helios », 
por defraudación de derechos fiscales; sobre competencia 

Sumario. — El juez federal en cuya sección se ha cometido 
el delito, y que ha prerenido en la causa, es competente para 
seguir en el conocimiento de ella. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 



VISTA FISCAL 

La Plata, Julio 26 de 1897. 

Señor Jtiez : 

El Receptor de rentas nacionales de San Nicolás remite los 
antecedentes reunidos con motivo de infracciones á las Orde- 
nanzas de aduana descubiertas y cometidas por los agentes 6 
cargadores del vapor c Heüos >, defraudando al fisco en lo¿ de- 
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rechos de exportación y de sellos que debía abonar con arreglo 
al artículo 456 7 correlativos de las disposiciones fiscales cita- 
das. 

Pero antes de hacer la relación de esos antecedente^s, es de ri- 
gor establecer si el caso pertenece al conocimiento y decisión 
de este juzgado. 

Los que apareced responsables de esas informaciones» son los 
señores Wiengreen y C% A. Mottebohnn Maringy C«, de Buenos 
Aires, y los señores Traverso hermanos, de Bamallo, qne se 
encuentran á más corta distancia del asiento del juzgado fede- 
ral de la capital de la Nación que {del de la capital de la Fro- 
Tincia, por más que el delito se haya llevado á cabo dentro de 
la jurisdicción territorial de esta. 

El artículo 3% incisoS^ de la ley de 14 de Setiembre de 1863, 
preceptúa que los crímenes cometidos en los rios, islas y puer- 
tos argentinos serán juzgados por el juez que se halle más in- 
mediato al lugar del hecho, y apareciendo de estas actuaciones 
que las infracciones denunciadas se han realizado por el puerto 
de San Nicolás, es evidente que el conocimiento de la causa no 
es de la competencia de Y. S., sino del juez federal de lo Cri- 
minal de la Capital de la nación. 

Por tanto opina el suscrito que debe Y. S. desprenderse de 
estos antecedentes y remititirlos sin más trámite á aquel ma- 
gistrado. 

G. G. Vieyra. 



Pallo del Jíiies Federal 

La Plata, JuHo26 de 1897. 

Habiendo prevenido este juzgado en el presente caso, se de< 
clara competente con arreglo al inciso segundo in fine del artí- 
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coló 3% ley de 14 de Setiembre de 1863, y vuelva al procarador 
para qae pida lo que corresponda. 

Aurrecoechea. 



VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires> Julio 31 de 1897. 

Suprema Corte : 

El hecho qae motíTa este proceso se ha perpetrado en la pro- 
vincia de Buenos Aires. 

Si el logar de la perpetración es más próximo á la Capital fsr 
deral qoe ála Capital de la provincia en qoe tiene sa asiento el 
jozgado, ello no obsta al ejercicio de su jorisdiccion, segon el 
artículo 3®, inciso 2^, de la ley sobre jurisdicción y competen- 
cia nacional, qoe la declara procedente, cuando I9S procesados 
se encuentren en su sección y haya prevenido en la causa. Pi- 
do á Y. S. la conñrmacion del auto recurf ido de foja 27. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Octubre 2 de 1897. 

Vistos : De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor pro- 
curador general, se confirma el auto apelado de foja veintisiete. 
Devuélvanse. 

benjamín paz. —ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BDRGE. — JUAN 
E. TORRENT. 
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CAII8A CCrXCYI 



Dona Emilia Molina de Castro en la ejecución del Banco Na- 
cional en liquidación, contra don Aurelio Castro; sobre 
tercería de dominio . 



Sumario. — 1® El mandatario qae tiene poder para coatraer 
dendas, no obliga al mandante por la deada qae contraiga en su 
propio nombre, ni paede, sin poder especial al efecto, hipotecar 
los bienes de éste en garantía de la misma. 

2® Si los ha hipotecado y los bienes han sido embargados para 
responder á la ejecución de dicha deuda, procede la tercería de 
dominio que dedazca el mandante. 



Caso. — Lo expresa el 



rallo del Su9m Federal 

Catamarca, Setiembre 28 de 1896. 

Vistos : Los autos sobre tercería de dominio promovidos por 
la señora Emilia Molina de Castro, respecto de la ñnca embar- 
gada en fecha 4 de Diciembre del año 1894 á solicitud del Ban- 
coNacional en liquidación, en el jaicio ejecutiyo entablado con- 
tra el ausente, don Aurelio Castro, á que se reñere el expediente 
número 982, con lo alegado y probado por las partes. 
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Y considerando : 1^ Que laezoepoion de nulidad promovida 
por el señor defensor de menores doctor Estaaróñlo Nieto, apo- 
yándola en qae Aurelio Castro no es el deudor del juicio princi- 
pal, sino la señora tercerista, carece de fundamento, porque la 
nulidad ha de proceder de la yiolacion de las formas ó solemni- 
dades que prescriben las leyes ó en virtud de un procedimiento 
nulo (argumento del art. 233, Código de Procedimientos). 

Que el carácter de deudor del ejecutado Aurelio Castro consta 
de la existencia del pagaré de 25 de Setiembre del 90 y de la 
escritura pública hipotecaria de 4 de Octubre del año 1887, que 
corren en los autos principales ; estando á más comprobado por 
la circunstancia de que ni el defensor señor de la Vega, ni el de 
menores opusieron excepción cuando se citó de remate, dejando 
dictar la sentencia correspondiente de fecha 28 de Mayo del año 
85, pasada ya en autoridad de cosa juzgada. 

Que el mandato especial para ciertos actos de una naturaleza 
determinada, debe limitarse á los actos para los cuales ha sido 
dado, y no puede extenderse á otros actos análogos, aunque es- 
tos pudieran considerarse como consecuencia natural de los que 
el mandante ha encargado hacer (art. 1884, Código Civil). 

Que el poder otorgado por la demandante, señora Molina á 
su hijo Aurelio Castro, de fecha 3 de Octubre del año 87, que 
se copia en la escritura hipotecaria de foja... del expediente 
ejecutivo, autoriza á éste & obligarla personalmente oon su firma 
en el crédito que trata de contraer en el Banco Nacional, pues 
las palabras contenidas en el instrumento mencionado no pue- 
den tener otro alcance. 

Que tanto del documento 6 letra de 25 de Setiembre del 90, 
como del contenido de la misma escritura hipotecaria, consta que 
el crédito de cinco mil pesos en cuenta corriente, no ha sido con- 
traído en nombre y representación de la tercerista, y así se des- 
prende del juicio ejecutivo que ha sido iniciado contra el ausente 
Castro per^ona/men^e y no como apoderado de otra persona. 
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Que el instramento del poder aludido no confiere la faoul- 
tad de hipotecar, como seria necesario para la yalidez de la hi- 
poteca dada por el señor Anrelio Castro sobre la finca de pro- 
piedad de su madre, en garantía de un crédito contraido perso- 
nalmente por aquel, según se deduce de los artículos 1881, in- 
ciso 15, 1883 y 1931 del Código Civil, siendo en consecuencia, 
nula dicha hipoteca é ineficaz (aris. 31 19, 3126 y 3127 del Có- 
digo). 

Que constando de autos que la demandante, señora de Cas- 
tro, no es deudora del Banco Nacional, porque el crédito que se 
cobra no se contrató á su nombre en los términos del poder 
otorgado ; que es dueña de la finca embargada, objeto de la 
tercería, como consta por el reconocimiento que de ello hace el 
ejecutante del contenido de la escritura pública de hipoteca co- 
rriente á foja.. •• del juicio principal: es lógica conclusión la 
acción intentada (art. 301, Código de Procedimientos; serie 2*, 
tomo2^ página 336). 

Que el argumento fundado en la ratificación ó consentimien- 
to tácito de la señora tercerista al no oponerse en el momento de 
trabarse el embargo, carece de importancia jurídica, en pre- 
sencia de las manifestaci ones de los artículos 918, 919, 975, 
976 y 1184, tomo i\ Código Civil. 

Que dada la sencillez del asunto que se ventila y de la clari- 
dad de las disposiciones legales aplicables al caso particular, es 
inútil detenerse au considerar otras cuestiones ó tópicos traí- 
dos al debate, porque no podrían cambiar la solución, que, en 
estricta justicia, corresponde á esta causa. Portante, y los mo- 
tivos concordantes del memo rial de fojas 3 á 8, fallo : declaran- 
do procedente la tercería de dominio entablada, precediéndose 
al desembargo de la finca de la demandante, con costas. Há- 
gase saber original, y si no fuere apelada, archívese. 

Jovino Valdez. 
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Fallo d« la Suprema Corte 



Buenos Aires, Octubre 2 de 1897. 

Vistos 7 considerando : Que segan lo reconocen las partes, 
el documento de obligación que ha seryido de base al juicio 
ejecntiyo, en el que se ha deducido la presente tercería, está 
firmado tan sólo por don Aurelio Castro, á su nombre personal 
y sin invocar la representación de su señora madre, doña Emi^ 
lia Molina de Castro. Que aunque el citado don Aurelio 
Castro, haya tenido mandato para contraer deudas á car- 
go de su señora madre, es evidente que habiendo obrado úni- 
camente en su propio nombre y no en el del mandante, al con- 
traer obligaciones para con el Banco, no ha obligado á aquella 
á favor de éste, según lo previene expresamente el artículo 
mil novecientos veintinueve del Código Civil. 

Que carece de valor la hipoteca que dio el deudor Castro al 
Banco, afectando el bien inmueble de su señora madre á que 
se refiere la tercería, porque no ha tenido poder especial al efec- 
to, como lo requiere el artículo mil ochocientos ochenta y nno, 
inciso 15, del citado Código, invocado en lá sentencia apelada. 

Que en consecuencia, no ha podido legalmente trabarse em- 
bargo sobre dicho bien, desde que la propietaria no es deudora 
del Banco, ni ha autorizado la constitución hipotecaria. 

Por esto, y fundamentos concordantes de la sentencia recu- 
rrida de foja treinta y tres, se confirma ésta, con costas. Be- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN • 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E. TORRENT. 
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CAUSA CVlüDlfll 



Don Julián Molina contra don Antonio Caferatta y don Lázaro 
Multedo; sobre cobro ejecutivo de pesos 

Sumario. — 1^ El vendedor que ha recibido pagarés por cuen- 
ta de precio, no tiene derecho de cobrar su importe, si no ha 
entregado la cosa Tendida. 

2^ Tampoco lo tiene el tenedor de los pagarés, á quien resulta 
que han sido endosados después de sn yenoimiento. 



Caso. — Besulta del 



Fallo ámí Swiem Federal 



Corrientes, Junio 15 de 1896. 

Vistos estos autos y resultando de ellos : 1^ Que don Alejandro 
Sánchez, en representación de don Julián Molina, pidió, con el 
objeto de preparar la vía ejecutiva, que los señores Antonio Ca- 
feratta 7 Lázaro Multedo reconocieran el contenido de los cua- 
tro pagarés de fojas 5 á 9, otorgados por el doctor Juan E. 
Torrent, en virtud del poder especial de foja 8, 7 que igual 
reconocimiento hicieran los señores Desiderio Onieva y Fran- 
cisco Bolla, de los endosos que suscriben en dichos pagarés. 

2® Que ordenadas 7 practicadas las diligencias solicitadas, las 
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precitadas personas reconocieron el contenido j firma de los 
docamentos presentados, con lo que quedó preparada la vía eje- 
cotiva. 

3* Que pasadas en yísta esas diligencias al solicitante, 
inició con ellas y á virtud de los docamentos de obligación, de- 
manda ejecatiya por la sama total que ellos arrojan, de 42.000 
pesos moneda nacional contra los señores Antonio Caferatta y 
Lázaro Maltedo; diotándoseencon se cuenoia el auto de solvendo, 
foja 22, el que no habiendo sido cumplido por los demandados, 
se libró el mandamiento de ejecución y embargo, trabándose 
éste en el inmueble denunciado por el ejecutante, según consta 
desde fojas 22 á 45* 

4® Que citados de remate los demandados por el auto de foja 
49 ynelta, se presentaron á foja 50, deduciendo contra la ejecu- 
ción, la excepción que denominan de espera^ fundándola en que: 
los pagarés que sirven de fundamento á la demanda, forman 
parte del precio del campo que, por intermedio del doctor To- 
rrent, compraron el año 1887, ala sociedad anónima « Primer 
Ingenio Gorrentino », obligándose ésta á garantirles, de un 
modo especial, las consecuencias de la eyicoion, y entre otros 
compromisos expresamente consignados, contraía el de darles 
la posesión del campo, asegurándoles qne estaba libre de toda 
otra posesión y sin contradictor que se opusiera, facultándolos 
al propio tiempo, para qua intertanto, entraran por sí mismos á 
á ejercer en él actos de posesioa ó dominio, facultades que no 
podieron ejercerlas, cuando la intentaron, en atención á una 
oposición decidida y tenaz por parte de la persona qne se decía 
no sólo propietario, sino propietario en posesión pacífica de esa 
finca, oposición que tuvo su resonancia y traducción judicial, en 
virtud de la demanda de interdicto de retener que contra ellos 
interpuso doña Juana Espinosa, en Octubre del año anterior, 
por ante el juzgado de lo civil de Goya, pidiendo amparo en la 
posesión, de que siempre había gozado pacíficamente, y asegu- 
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rando ser propietario del campo en fuerza del título que acom- 
pañaba; que tampoco la sociedad Tendedora les dio la posesión 
del referido campo, cuando se la pidieron y exigieron, pues si 
bien esta circunstancia indujo, en virtud de geátion interesada, 
al señor ministro de gobierno á oficiar al Juez de Paz del Sau- 
ce, lugar de la ubicación del inmueble, ordenándole los hiciera 
respetar en el ejercicio del dominio que inTocaban, también es 
cierto qne esa orden motivó una nota del juzgado de Goya al 
propio funcionario, requiriéndole, de un modo terminante y ca- 
tegórico, se abstuviera de íomar medida alguna en un asunto 
para el cual era manifiestamente incompetente. 

Entre tanto, don Desiderio Onieva, presidente del Directorio 
de la empresa vendedora, endosaba los pagarés á favor de don 
Francisco Bolla, administrador de la misma, á fin de negociar- 
los en Buenos Aires, é invertir su importe en la compra de nue- 
vas máquinas y útiles de labores; que inmediatamente que tu- 
vieron conocimiento del interdicto instaurado contra ellos en 
Goya, trasmitieron la noticia á su apoderado el doctor Torrent, 
para que la comunicara al Directorio de la empresa vendedora, 
quien, en consecuencia, se dirigió por escrito á su presidente, 
dándole aviso de lo ocurrido, lo que lejos de inducir á la socie- 
dad á llenar sus compromisos, á fin de quedar jurídicamente 
habilitada para exigir el pago de la parte del precio garantizado 
con el pagaré, la determinó á endosarlos al actual ejecutante, 
don Julián Molina; que dada la sucinta exposición precedente, 
continúan diciendo, surje de suyo y se revela sin esfuerzo el 
punto capitalde esta cuestión : ¿Deben los compradores, 6 bien, 
están obligados á satisfacer el importe de los pagarés, aun en 
tanto dure el estado de cosas descrito? No, contestan; é invocan 
en favor de la negativa, los artículos 1425 y 1426 del Código 
Civil; el primero, porque en el presente caso no sólo existen mo- 
tivos fundados de ser molestados, sino una demanda judicial- 
mente in^^taurada; y el segundo, porque no han recibido el cam- 
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po comprado, ni se les ha dado la posesión prometida j debida, 
no obstante asegurárseles que estaba libre de toda otra po- 
sesión y sin contradictor qne se opusiera ; resultando, por el 
contrario, qae dicho campo está en poder de otras persooas qoe 
resisten positivamente toda tentativa de oonpacion; y que, por 
consiguiente, no sólo han podido reservar en su poder el im- 
porte de los pagarés, sino también rehusar su pago, hasta que 
los vendedores cumplan el contrato de compra-venta, sin que 
baste ya la fianza de restitución, para exigirles, la que por 
otra parte nunca la han ofrecido ; que la sociedad anónima 
€ Primer Ingenio Correntino >, vendedora del campo, ó sus 
representantes legales, no han podido, ni pueden exigir el pago 
de las obligaciones que forman la presente demanda, en tanto 
y siempre que no entreguen exactamente lo que expresa el con- 
trato, tampoco han podido conferir á otro el poder jurídico de 
hacerlo, porque nadie puede trasmitir á otro sobre un objeto, 
un derecho mejor ó más extenso que el que gozaba; y recíproca- 
mente, nadie pnede adquirir sobre un objeto un derecho mejor 
y más extenso que el qae tenía aquel de quien lo adquiere (ar- 
tículo 3270, Código Civil); qne, por consiguiente, el ejecutante 
Julián Molina se halla en la imposibilidad jurídica de ejecutar 
un derecho que los endosantes no han podido trasmitirle ; qne 
por otra parte, si bien los endosos por francisco Bolla, apare- 
cen otorgados en año de 1887, se puede probar que dichos paga- 
rés no fueron transferidos sino después del mes de Marzo del año 
1888; que por las consideraciones expuestas piden no se haga 
lagar á la ejecución. 

5^ Que corrido trasladp al ejecutante, pidió, en el memorial 
de foja 58, se rechazara, con especial condenación en costas, 
la excepción deducida, fundándose en las siguientes considera- 
ciones: que de conformidad al artículo 017 del Código de Co- 
mercio es de estricta aplicación á los pagarés, cuyo cobro ges- 
tiona, el artículo 853 del mismo Código, según el cual la única 

T. LXX 9 
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espera admitida, para eneryar la acción ejecatÍTa de ana letra 
de cambio, es aquella que^ concedida por el demandante, se 
praeba, al exponerla, por escritora pública, ó por documento 
privado judicialmente reconocido enjuicio, lo que no han pro- 
ducido los demandados, limitando á hacer la historia del origen 
de los pagarés, que aunque exacta, en nada puede modificar la 
virtualidad ejecutiva que traen aparejada, por más que los 
demandados pretendan hacerle aparecer como un endosatario 
de mala fé, lo que no probarán, y acerca de cuya imputación se 
reserva la correspondiente acción criminal, que él, como tene- 
dor y endosatario de los referidos pagarés, nada tiene que ver 
con los efectos del contrato de compra-venta que los ejecuta- 
dos hubiesen celebrado con el Directorio de la sociedad «Pri- 
mer Ingenio Correntino » ; que los pagarés son documentos de 
crédito que se trasmiten de mano en mano por solo la vía de en- 
doso, sin que pueda oponerse al tenedor má^ excepciones que 
las autorizadas por el artículo 852, citado, pues según la ley, 
cualquiera otra excepción, sea de la naturaleza que fuere, no 
obsta al progreso del juicio ejecutivo ; que consecuente con 
la disposición invocada, el artículo 866 del mismo Código es- 
tatuye que el suscritor de una letra. está obligado á pagar su 
importe, aunque haya sido fraudulentamente trasmitida por 
un intermediario cualquiera, si el portador la ha recibido de 
buena fé en el curso de sus operaciones habituales, de persona 
que tenía facultad de trasmitirla ; no pudiéndolos firmantes de 
ella oponerle la excepción de error propio, ni la de dolo ó vio- 
lación de los contratos primitivos ; que á su respecto no es 
de aplicación el artículo 1425 del Código Civil, que los deman- 
dados hacen valer, desde que él no ha sido vendedor del campo 
que ellos compraron. Estas son las alegaciones délos ejecuta- 
dos y ejecutantes. 

6^ Que llamado autos, fué resuelta la excepción por mi ante- 
cesor, doctor Luna, de conformided á las conclusiones del eje- 



DB JUSTICIA NACIONAL i 31 

cútante, como se ve en la sentencia de remate de foja 60 vuelta, 
la quO; habiendo sido apelada por los ejecutados, dejóse sin 
efecto, por la Suprema Corte, en mérito de las consideraciones 
expuestas en su sentencia de foja 84, devolviendo A este Juzga- 
do los presentes autos para que se procediera á recibir las jus- 
tificaciones que fuesen de derecho, así sobre los puntos relativos 
á los defectos opuestos á los endosos de los pagarés, como so- 
bre la inejecución de las obligaciones del contrato de compra- 
venta á que se refiere el escrito de foja 50» j se resolviera en su 
mérito lo que correspondiese. 

7° Que recibidos los autos y abierta la causa á prueba por diez 
dias, produjeron los ejecutados las que corren de fojas 90 á 181 
jad effectum videndi, las diligencias sobre la demanda por la 
citación de eviocion, á que se refiere eV primer panto del escri- 
to de foja 92, lasque fueron puestas en secretaría, por dos dias, 
para que las partes se impusieran de ellas, mandándose traer , 
vencido el término, losantes á la vi»ta, j no habiendo pedido 
las partes 6 sus defensores» se les permitiera informar in voce^ 
quedó, desde entonces para sentencia la presente causa. 

Y considerando : Que los pagarés de fojas 5, 6, 8 y 9, que for- 
man el motivo del presente juicio ejecutivo, fueron otorgados 
en 19 de Setiembret de 1887 á nombre de los demandados, 
Caferatta y Multado, por el doctor Juan E . Torrent, á favor de 
don Desiderio Onieva, 6 á su orden, con vencimiento, los de 
fojas 6 y 9 al mes de Diciembre del propio año de la fecha, y 
los de fojas 5 y 8al mes de Marzo del año subsiguiente, ó sea, 
los dos primeros á 180 dias después de la fecha de su otor- 
gamiento, y los dos últimos á 90 dias después de la misma fe- 
cha ; que las causas y origen de esos documentos está en la ven- 
ta, de cuyo precio forman una parte, hecha por la sociedad anó- 
nima c Primer Ingenio Correntino>,á favor de los demandados 
Caferatta y Multedo, de un campo ubicado en el departamento 
del Sauce, de esta provincia, según las expresiones de los di- 
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cho9 pagarés y las referencias de los demandados, ea ouaato i 
situación del inmueble, que no han sido contradichos. 

Que tanto don Desiderio Onieva, propietario originario de 
esos pagarés, como don Francisco Bolla, á quien se los endosó 
el dia inmediato siguiente al del otorgamiento, intervenían y 
procedían en esa operación en nombre y representación de la 
sociedad anónima expresada, el primero en su carácter de pre* 
Bidente del directorio, y el segundo como administrador de 
la misma, según lo expresan ellos mismos en sos declara- 
ciones de fojas 107 y 149; de donde se sigue que el endoso he- 
cho por Onieva 4 favor de Bolla, y el de éste ¿favor de Julián 
Molina, actual ejecutante, deben considerarse beneficiados por la 
sociedad anónima c Primer Ingenio Argentino »« verdadera 
acreedora de esas obligaciones, en virtud del contrato de com- 
pra-venta del campo celebrado con los demandados, á que ya 
se ha hecho eferencia. 

Que este contrato de compra-venta, de donde derivan las 
obligaciones que se demandan, como una parte del precio esti- 
pulado, está palmariamente demostrado en autos que no se ha 
cumplido por parte de la sociedad anónima vendedora, pues 
según las declaraciones citadas de Onieva y Bolla, las cartas y 
telegramas de fojas 155 á 156, y foja 165, é informe de foja 
177 vuelta, la tradición traslativa de la posesión del campo 
vendido no se ha efectuado á favor délos compradores Caferatta 
y Multedo, lo que importa decir, de acuerdo con el artículo 3265 
del Código Civil, que ellos no han adquirido el dominio del in- 
mueble. 

Que por lo tanto, los compradores estaban y están autoriza- 
dos á rehusar el pago de esas obligaciones, á la sociedad « Pri- 
mer Ingenio Correntino», titular de esos créditos, ó sea, á 
sus representantes, Onieva y Bolla, desde que, como dice la Su- 
prema Corte en su fallo de foja 84, las relaciones primitivas de 
derecho^ del propietario originario de los pagarés con el deu« 
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dor, no dab^a suponerse en manera alguna modificadas por la 
forma, ni por el texto de dichos documentos, y deben enten- 
derse siempre regidos por sus convenciones respeotiyas. 

Que estas consideraciones, aplicables, sin duda ninguna, al 
Tendedor en sus relaciones con los compradores del campo, 
¿ pueden hacerse extensivas al ejecutante^ Julián Molina, te- 
nedor de esos pagarés, en virtud de los endosos verificados á su 
favor por Francisco Bolla, en 25 de Setiembre de 1887, j ajeno 
en un todo á las convenciones del contiato de compra y venta? 

Planteada en estos términos la cuestión, queda negativamen- 
te resuelta, desde que ese contrato es á su respecto, res ínter 
aillos acta, y ya que de las expresiones valor recibido, que apa- 
recen en los endosos, resulta que él entregó el impone de esos 
documentos, cuando le fueron trasmitidos. Pero es el caso, que 
los ejecutados alegan que esos endosos, verificados á favor del 
ejecutante, no son verdaderos, que están antidatados, que esas 
transferencias se hicieron después del mes de Marzo de 1888, 
es decir, después que los plazos estipulados en los pagarés es- 
taban vencidos. Probada la invocdcion que se alega, la solución 
ala cuestión propuesta tiene que ser otra, una dedos, 6 existe 
una simulación, porque las fechas de los endosos referidos no son 
verdaderas, ó existe una cesión en el concepto civil del vocablo, 
porque la trasmisión de los pagarés se hizo después que sus pla- 
zos estuvieron vencidos. En el primer caso las transferencias 
que, por medio de esos endosos se hicieron, son nulas ; osólo 
lo son las fechas, ya que con ellas se trataba de eliminar deí 
terreno de las convenciones recíprocas, en perjuicio de los eje- 
cutados, la excepción que e:íto3 tenían, y que ahora hacen va- 
ler contra el propietario originario de esos documentos : si lo 
son las transferencias, es decir, todo el acto, de conformidad 
á los artículos 055 y 354, del Código Civil, esos endosos no han 
trasmitido la propiedad délos pagarés á favor del ejecutante, 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 806 del Código de Co- 
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mercio ; si lo son únicamente las fechas, entonces, faltan á esos 
endosos uno délos requisitos establecidos en el artículo 803 del 
mismo Código y por consigniente ellos sólo valen como un sim- 
ple mandato, al efecto de autorizar al tenedor á exigir el pago 
ó hacer protestar la letra^ según la disposición del artículo 805 
del mismo Código. Quiere decir, entonces, que la situación del 
ejecutante en el presente juicio, es la de un mero tenedor de 
esos documentos, sin endoso, ni otro título alguno, respecto de 
los cuales sólo puede y debe hacer las diligencias y protestas 
necesarias, y exigir el depósito de sus valores, artículo 845, ó 
la de un simple mandatario, conforme ]a\ citado artículo 805; 
luego, los ejecutados pueden^ desde uno ú otro punto de vista, 
hacer valer contra él las mismas excepciones que pueden hacer 
valer contra el verdadero propietario ó mandante, en cuya re- 
presentación exige el pago. Esto es obvio. En el segundo ciso, 
es decir, en el de que los referidos endosos importen una cesión 
civil por haber sido verificadas después de vencidas las obliga- 
ciones, la solución tiene que ser idéntica á la anterior en fuerza 
del precepto expreso del artículo 1574 del Código Civil, que 
dice: el deodor puede oponer al cesionario todas las excepciones 
que podía hacer valer contra el cedonte....con sólo la excep- 
ción de la compensación. Desde luego, encarada la cuestión 
bajo el ponto de vista (!e la antidata alegada, el caso de la ce- 
sión civil debe desaparecer del terreno de la controversia, por- 
que si de la prueba, que en seguida examinaremos, resulta que 
aquella existe, entonces hay un hecho fraudulento, un acto pro- 
hibido por la ley, artículo 810, Código de Comercio, constitu- 
tivo del delito de falsedad y castigado por la ley penal, artícu- 
lo 281, Código Penal, pero de ningún modo generador del con- 
trato civil de cesión, ni de otro alguno, desde que el acto es 
nulo, con arreglo á las disposiciones citadas del Código Civil 
(art. 954 y 955), importando poco que las fechas de los endo- 
sos hubiesen sido puestas después ó antes de vencidos los pla20s 
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de las obligaciones si es que ellos no son sinceros, pues en am- 
bos casos la falsedad, el hecho fraudulento, la antidata fué come- 
tida con el propósito de perjudicar á terceras personas, 7, por 
consiguiente, debe, necesariamente, llevar aparejada la nuli- . 
dad, sin que pueda decirse que las antidatas verificadas des- 
pués de vencidos los créditos valen como cesión civil, porque lo 
que es nulo no existe como acto jurídico. 

Además, es necesario establecer antes de entrar al examen 
de la prueba, si la antidata en los endosos caúsala nulidad de 
éstos, en toda la amplitud del concepto, 6 si sólo deben conside- 
rarse como inexistentes las fechas, y aquellos como endosos in- 
completos por falta de este requisito. 

Esta separación ó división está autorizada por el artículo 
805 del Código de Comercio, desde que los endosos sin fecha, 
fuera del endoso en 'blanco, valen como simple mandato. 

De todos modos, esta ciiestion poco ó nada interesa á la so- 
lución del presente juicio, porque, ya sean nulos los endosos 
ó únicamente las fechas, siempre resultará, de acuerdo con los 
artículos 805 y 845 citados, que el ejecutante Julián Molina 
procede en representación de la sociedad « Primer Ingenio 
Correntino >, y entonces la excepción propuesta por los ejecuta- 
dos tiene que comprenderle. 

Examinemos la prueba á ver si ese es el carácter que le co- 
rresponde al ejecutante en la presente [contienda, 6 si es el de 
su portador legítimo de esos pagarés, que él se atribuye. 

Como se ve en los documentos, los endosos en cuestión están 
datados en Setiembre 25 de 1885. 

¿Es verdadera esta fecha? £1 dolo no se presume, y la bue- 
na fé, por el contrario se presume siempre: según esto debe 
contestarse afirmativamente átal interrogación; pero de que, en 
la generalidad de los casos, el dolo no se presume, no debe con- 
cluirse que su existencia no puede probarse por medio de pre- 
sunciones, pues lo contrario resulta del artículo 1191 del Códi- 
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go Civil, que actoiiza la prueba por presunciones, oaando, co- 
mo en el presente caso, la cuestión versase, entre otros, sobre 
los vicios de dolo, fraude, simulación ó falsedad de los instru- 
, meatos de donde constare, lo que importa decir, entonces, 
que el dolo no se presume, en el sentido de que no debe supo- 
nérsele sin una existencia de la prueba previa, la que puede 
resultar de las presunciones cuando ellas son bastantes á pro* 
ducirlas. 

¿Existe esa prueba en los presentes autos? Veamos. 

Tenemos que el ejecutante Julián Molina no se mostró acree- 
dor de Caferatta y Multedo, en virtud de las referidos pagarés, 
ni el día de sus respectivos vencimientos, para exigir el pago 
ó protestarlos, ni antes, ni después, hasta que interpuso la pre- 
sente demanda. 

En cambio, Francisco Bolla, su inmediato endosante y ami- 
go, se mueve empeñosa y urgentemente, antes y después de ven- 
cidos los pagarés como se ve en los telegramas de fojas 164 y 
i 65 y la carta de foja 145, para que los abonasen los señores 
Gaferata y Multedo. 

Esto ya nps da una conjetura de que Bolla continuaba 
siendo propietario de los referidos documentos, á pesar de los 
endosos hechos á favor de Molina. 

El precio del campo vendido á Caferatta y Multedo, 6 sea el 
importe de los pagarés en cuestión, que forma una parte de ese 
precio, estaba afectado á la compra de maquinarias para el in- 
genio y para la adquisición de ellas fueron endosados á Bolla 
(Onieva,foja 107, respuesta 4"). Bollaen su declaración de foja, 
149, respuesta 22, corrobora ese aserto, agregando^ respuesta 3* 
que negoció los pagarés porque la empresa necesitaba de re- 
cursos, puesto que, como era público y notorio, se formó sin un 
centavo de capital, á pesar de esto y del compromiso personal, 
por 6000 libras esterlinas que dice Bolla, respuesta 22, haber 
contraído encargando á Europa por su cuenta las referidas 
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máquinas» desoontó los pagarés, para recibir no el importe to- 
tal de ellos, ó sea 42.000 pesos, sinó'lO.OOO pesos fuertes, dan- 
do el resto en chancelación de cuentas propias, adeudadas al 
mismo endosatario Molina, respuesta 25. 

Pues bien^ dada la íntima amistad que ligaba á Bolla y Mo* 
lina, segnn ellos mismos lo declaran (fojas 149 y Í40), éste de- 
bió tener conocimiento no sólo del verdadero carácter y de la 
verdadera posición que Bolla desempeñaba en la negociación de 
los pagarés, asimismo su reciente compromiso por 6000 libras, 
sino también del estado precario y afiigente en que se encon- 
traba la empresa, la que no contaba cor otros recursos que los 
valores representados por esas obligaciones, á estar á la declara- 
ción citada del mismo Bolla, todo lo que hace creer que Molina, 
en sus cálculos sobre la solvencia de los obligados en esos cré- 
ditos, computaría mejor^ y tal vez únicamente, la de los deudo- 
res Caferatta y Multedo, cuando los descontó, y sin embargo, . 
hasta el momento de iniciarse este juicio, asume una actitud 
tranquila, pasiva y silenciosa, rayando en perjuicio de sus pro- 
pios Intereses, renunciando á los réditos que esos pagarés pu- 
dieran ganar, si hubiesen sido protestados á su debido tiempo. 

Estas condescendencias de Molina, estas consecuencias por 
inacción, tendrían su plausible explicación con relaciona Bolla, 
su amigo y consultor, pero no la tienen con respecto á Caferatta 
y Multedo, acerca de quien no existe en estos autos un mo- 
tivo que haga inducir á favor de ellos, esabonhomía proficua de 
Molina, si no es por la ausencia de todo vínculo amistoso y ju- 
rídico. 

Esa actitud silenciosa de Molina^ contasta con la de Bolla : 
apurada, recelosa y exigente por saber si Caferatta y Multedo 
abonarían los pagarés, aun antes de los vencimientos, y tam- 
bién después de vencidos^ como lo demuestran los telegramas 
de fojas 164 á i65, y la carta reconocida de foja 145, y eso & 
pesar de no ser él ya dueño de esos créditos, y de haber recibi- 
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do el importe de ellos, segan lo expresa en sq declaración ci- 
tada. 

¿ Cuál pudo haber sido, entónces.el móvil qae determinara 
esos telegramas? ¿evitar con tiempo que su firma f aera pro- 
testada por falta de pago, dado que dos de las obligaciones se 
vencían á mediados del mes siguiente al de las fechas de sus te- 
legramas? 

No es verosímil que tal temor, ni menos el de ser demandado 
al pa^o en primer término, lo hubiese impulsado á esas averi- 
guaciones, contando, como contaba, con la amistad íntima de 
Molina y con su consulta previa acerca del arbitrio qne debía 
seguir ; y entonces hay que suponer más exactamente, que Bo- 
lla deseaba y esperaba el descuento de esos pagarés, para em- 
plear sus valores en la adquisición de las máquinas para el in- 
genio, con cuyo objeto se encontraba en Buenos Aires, de don- 
de se dirigía esos telegramas, según lo expresa el presidente de 
dicha sociedad, Onieva, en su declaración de foja 107, respuesta 
5^; lo que quiere decir que en las fechas de esos telegramas, 
2i y 23 de Noviembre de 1887, Bolla todavía era dueño de los 
pagarés ; y esta afirmación no es, en manera alguna, antojadiza: 
ella durge, natural y lógicamente de las circunstancias parti- 
culares que hemos apuntado anteriormente, concomitantes con 
esta última, y que, unidas, constituyen presunciones graves, y 
concordantes, que llevan al espíritu, df* modo irresistible, el 
convencimiento de qne esos pagarés no fueron endosados ¿ fa- 
vor de Julián Molina, por ¡lo menos hasta el 23 de Noviembre 
de 1887, y por lo tanto que la fecha de los endosos, 25 de Se- 
tiembre del mismo año, no es sincera, no es verdadera, que esos 
endosos están antidatados. 

Que esa antidata se hubiese cometido antes de vencidos los 
pagarés, poco importa; no poroso es menos prohibido el hecho, 
no por eso el acto es menos nulo y de ningún valor, desde que 
con él se trató de conseguir, en frande de la ley, qne los deudo- 
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resGaferattay Kultedo abonasen los pagarés, sin qae la so- 
diedad aaónima c Primer Ingenio Corrrentino», ó sos repre- 
sentantes Onieva y Bolla, cumpliesen con las estipalacíoaes 
del contrato de compra-venta, entregándoles el campo vendido. 
Bolla pretendía recibir por ese medio^ todo el precio, y que los 
compradores se entendieran, para la entrega de la cosa vendi- 
da, causándoles así un verdadero y efectivo perjaicio. 

Esta pretensión de Bolla está condensadaen un despacho tele- 
gráfico de foja Í65. Del examen de la prueba resulta, pues, 
claramente justificada la simulación ó antidata de las fechas de 
los endosos verificados por don Francisco Bolla á favor del eje- 
cutante don Julián Molina, y por consiguiente, éste no es sino 
un nuevo tenedor sin endoso, ni otro título alguno, de esos do- 
cumentos, de conformidad al artículo 845 del Código de Comer- 
cio, á quien puede oponérsele, por lo tanto, las mismas excep- 
ciones que al titular de esos créditos, que en nuestro caso re- 
sulta ser la sociedad anónima c Primer Ingenio Correntino >. 

Por estos fundamentos^ fallo^ no haciendo lugar á la ejecu- 
ción, con costas al ejecutante, de conformidad al artículo 277 
de la ley nacional de procedimientos. Hágase saber en el ori- 
ginal y repóngase el papel. 

E. A, Luj amblo . 



Fallo de la Suprema Coria 

Buenos Aires, Octubre 2 de 1897. 

Vistos y considerando : Que los endosos contenidos en los do^ 
cnmentos de fojas cinco, seis, ocho y nueve, que no fueron pro* 
testados á su vencimiento, no tienen fecha cierta respecto de 
terceros, en los términos de la ley civil (artículo mil treinta 
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I 

y cinco, Código CítíI) sino desde la de su presentación en jai- 
cío, ósea, desde el treinta de Janio de mil ochocientos ochenta 
7 ocho, cnando habían transcurrido más de tres meses, acontar- 
se desde el expresado yencimiento. 

Que aun admitiendo que ese principio de derecho civil no pue- 
da aplicarse en absoluto ala materia comercial, el mérito de 
autos sirve á convencer que su aplicación en el caso es arregla- 
da á justicia, porque hay elementos probatorios suficientes para 
concluir, como lo hace la sentencia apelada, que los endosos re- 
feridos han sido antidatados. 

Que debiendo aceptarse que los documentos de fojas cinco, 
seis, ocho y nueve no fueron endosados antes de su vencimien- 
to^ su propiedad no ha podido trasmitirse sino en la forma es- 
tablecida en el título de la cesión de créditos no endosables, 
con arreglo al artículo ochocientos doce del Código de Comercio 
que contenía ejse título en la época de los endosos. 

Que según el artículo quinientos setenta y cinco, comprendi- 
do en dicho título, el deudor que no ha consentido la cesión ó 
verificado novacioo, puede oponer al cesionario todas las excep- 
ciones que habría podido oponer al cedente, lo que ya se en- 
cuentra declarado en la resolución de esta Suprema Corte, de 
foja ochenta y cuatro. 

Que en mérito de las precedentes consideraciones y de lo dis- 
puesto en los artículos mil cuatrocientos veinticinco y mil cua- 
trocientos veintiséis del Código Civil, los ejecutados se han 
opuesto con derecho & la ejecución. 

Por estos y fundamentos concordantes de la sentencia apelada 
de foja doscientas diez y ocho, se confirma ésta, con costas. 

Notifíquese con el original y repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

BENIAMIR PAZ. — ABEL BAZAlf . 
— OCTAVIO BÜNGE. 
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CAUSA €€XC¥III 



El Ferrocarril del Sud de la provincia de Buenos Aires 
contra don Ramón F. Lagos, por expropiación ; sobre compe- 
tencia. 



Sumario. — La jastioia federal no es competente en caasas 
entre vecinos de la Capital, que no son regidas por nna ley 
nacional. 



Caso — Lo explica el 



Falto de to Suprema C^rto 

Buenos Aires, Octubre 2 de 1897. 

Vistos 7 considerando : Que según resnita de la escritura de 
poder de foja dieciocho, el interesado don Ramón F. Lagos tiene 
sn domicilio en esta ciudad. 

Que el mérito probatorio de ese antecedente se halla cofírma- 
do por la manifestación que, respondiendo á pregunta dirigida 
por el tribunal, ha hecho el citado Lagos en la audiencia á que 

se refiere el acta precedente, reconociendo el hecho mencionado 

♦ 

del domicilio en esta capital, y agregando que ejerce en ella la 
profesión de escribano. 
Qne en consecuencia y puesto que la contra parte, ó sea el 
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Ferrocarril del Sud, tiene también sa domicilio en esta ciudad, 
donde está instalado sn directorio, debiendo así ser reputado^ 
para los efectos del fuero^ como ciudadano vecino de la capital, 
de conformidad al artículo nueve de la ley de jnrisdicciony 
competencia^ no cabe duda de que no procede en el caso la ju- 
risdicción federal por razón de la distinta vecindad. 

Que no es menos cierto que no procede por razón de la mate- 
ria, porque los derechos en cuestión no nacen sino de leyes pro- 
vinciales, 6 disposiciones del mismo origen, en lasque el ferro- 
carril funda sn demanda. 

Que la jurisdicción federal no es prorrogable sobre personas 6 
cosas ajenas á ella, aunque las partes litigantes convengan en 
la prorrogación (artículo primero, ley de procedimientos). 

Por esto^ y de acuerdo con la jurisprudencia de la Suprema 
Corte, se declara que el conocimiento de esta causa no corres- 
ponde á la justicia federal, de jándosesin efecto todo lo obrado 
en ella. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGB. — JUAN 
E. TORRENT. 
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CAUSA €jex€:ix 



Don Carlos Skotte contra Williams Samson y C* ; 

sobre cobro de pesos 

Sumario» — 1^ Los hechos noevamente alegados despees de 
la demanda y la respuesta no deben tomarse en considera- 
ción. 

2^ Estando reconocido el valor pecuniario de los servicios 
prestados^ no es necesario recurrir á la apreciación pericial para 
la fijación de su importe. 



Caso . — Besalta del 



Fallo del Juem Federal 



Buenos Aires, Mayo 10 de 1897. 

Autos y vistos: la causa comercial seguida entre los señores 
Carlos Skotte y Williams Samson y G^y por cobro de cantidad 
de pesos; de su estudio resulta, que el actor expone en su de- 
manda : que la deduce formalmente contra los señores Samson 
7 C, como agentesy representantes de los armadores del vapor 
cEskdale >, á fin de que se les condene á pagarle la sumado 
457 libras esterlinas, 14 chelines, 9 peniques, más los intereses 
7 las costas del juicio, fundado en que él efectuó la descarga de 
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dicho vapor en este puerto j la carga ea el puerto de Bahía 
Blanca, en los meses de Fehrero y Marzo de 1894. 

Qae el detalle de su trabajo se especifica en las cuentas que, 
en original inglés acompaña, suscritas por el capitán del vapor 
señor C. Honston y con una orden del mismo á los señores Sam- 
son yC*^ para que verificasen el pago. 

Que en distintas ocasiones les ha exigido el pago á los seño- 
res Samson y C% sin que lo hayan verificado, exigiendo modi- 
ficaciones, alo que no les reconoce derecho. 

Que funda su demanda en el artículo 1627 del Código Civil, 
como legislación complementaria de! Código de Comercio. 

Corrido traslado de la demanda, losdemandados contestaron: 
Que no han tenido trato ni contrato con el actor, por el traba- 
jo que reclama, ni en modo alguno se han constituido respon- 
sables por el pago de la suma que se reclama. 

Qué tampoco han sido ni son representantes de los armado- 
res del vapor c Eskdale », sino simplemente encargados de este 
buque para su salida y despacho, de modo que este carácter 
cesaba, una vez que efectuaron las correspondientes diligencias 
de aduana. 

Que el hecho de que el capitán Honston ordenase que paga* 
sen la cuenta en cuestión, no justifica que estuviesen obligados á 
hacerlo, pues noliabían aceptado esa orden. 

Que en cuanto á las modificaciones de la cuenta que el actor 
afirma le exigieron, oculta este último la verdad de lo sucedido, 
pues bien sabía que no solicitaron ni tienen por qué solicitar, en 
su propio nombre, ninguna modificación, desde que Skotte había 
celebrado el contrato de trabajos que reclama, con el represen- 
tante legítimo de los armadores del buque. 

Por todo lo expuesto, piden se rechace, con costas la de- 
manda. 

Que la causa fué abierta á prueba, produciéndose por una y 
otra parte, la de que instruye el certificadodel actuario defojas... 
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Y considerando : Que de la absolacioa de posiciones Terificada 
por los demandados y que corre á foja..., se desprenden los si- 
guientes hechos, reconocidos por ellos: que les constaba que 
Skotte fué estivador del cargamento tomado aquí; que había 
pagado cuentas del mismo en su carácter de corredor del vapor 
cEskdale» ; que han pagado cuentas de estivadores con el in* 
forme de los capitanes, siendo contratados por la casa; que 
dieron órdenes á Skotte para mandar máa gente y apresurar el 
trabajo de estiva, como resulta de la contestación á la novena 
pregunta, en la que reconocen la autenticidad del documento de 
foja 30 y dieron directamente órdenes por las que se reconocen 
obligados (véase documento de foja 30). 

Que por esos hechos reconocidos, se ve claramente que orde- 
naron á Skotte medidas tendentes á acelerar la carga del vapor 
€ Eskdale >, constituyéndose así responsables para el pago de 
sus servicios como estivador , que, además, la confesión de ha- 
ber pagado en otras ocasiones, al mismo Skotte, cuentas por su 
trabajo de estivador, muestra que representaban á los armado- 
res, como á su vez lo revela la compulsa de los libros de los 
mismos demandados, que corre á foja 55, en los que tenían 
una cuenta especialmente abierta al vapor c Eskdale », para 
llevar nota de los gastos y cobranzas hechas por cuenta del 
mismo . 

Que, por otra parte, después de haber desconocido la auten- 
ticidad de la firma del capitán Honston, la reconocen más tarde, 
por el escrito corriente á foja 51. 

Que es de tenerse en cuenta la contradicción en que incu- 
rren los absolventes, cuando niegan, al contestar la quinta 
pregnnta, que sea práctica ó costumbre la de que los encargados 
paguen los gastos de estiva, y en la séptima reconocen que ellos 
habían pagado en otras ocasiones, gastos semejantes, prove- 
nientes de ese trabajo. 

Que, por fin, son de aplicación al caso presente las disposioío- 

T. LIX 10 
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nes de los articnlos 1627 del Códigp Civil y 233 del Código de 
Comercio. 

Por estos fuudameotos, otros que se omiten y los concor- 
dantes del escrito de alegato de bien probado de foja«..« defini- 
tivamente juzgando^ fallo : qne debo condenar, como efectiva- 
mente condeno, á los señores Williams Samson y C* al pago de 
los servicios prestados por don Carlos Skotte; los qne serán apre- 
ciados por arbitros qne nombrarán las partes, con arreglo al 
articulo 1637 del Código Civil, sin especial condenación en las 
costas, por no encontrar mérito para ello. 

£1 pago deberán efectuarlo en el término de 10 días, deter- 
minado qne sea el precio de los servicios. 

A dejar á salvo las acciones y derechos de los demandados 
señores Samson y C% para qne los hagan valer donde, cuando 
y ante quien corresponda eñ derecho. 

Asi lo resuelvo en Buenos Aires, capital de la República, fe- 
cha ut supra . 

P. Olaechea y Alcorta. 



Fallo de Ia Suprem» Corte 

Buenos Aires, Octubre 5 de 1897. 

Vistos y considerando : Que, como lo demuestra la sentencia 
apelada, está suficientemente probado que la sociedad deman- 
dada ha obrado en calidad de agente de los armadores del vapor 
€ Eskdale » en sus relaciones con el demandante, que prestó el 
servicio de estivador, y contraído para con el mismo demandante 
las obligaciones consiguientes. 

Que esa prueba resultado los hechos anteriores, concomitantes 
7 posteriores de las partes que aprecia la sentencia expresada. 

Que debiendo corresponder la sentencia ala demanda y con- 



DB JUSTICIA NACIONAL 147 

testación, que, como lo dice la ley tres, título diez, partida ter- 
cera, € es comenzamiento e raíz sobre qoe debe ser dado juicio», 
el hecho nuevo alegado por el demandado en su expresión de 
agravios no puede modificar la causa, y servir de fundamento 
á procedimientos á que aquella no se presta, con tanta más ra- 
zón cuanto que ni se insinúa siquiera en el convenio qoe se dice 
celebrado entre Skotte y los armadores, se refiere á los dere- 
chos que forman la materia de este litigio. 

Qoe estando reconocido el valor pecuniario del servicio pres- 
tado por el demandante, según se ve en las cuentas de fojas una 
y tres, que llevan el conforme del capitán, y reconocido éste á 
su vez por los agentes demandados, como se comprueba á foja 
cincuenta y una, no hay necesidad de recurrir á la apreciación 
pericial para ta fijación del monto del crédito que se reclama. 

Que la interpelación hecha al deudor para el pago déla deuda 
lo ha constituido en mora y en el deber correlativo de pagar in- 
tereses, con arreglo al artículo seiscientos veintidós del Código 
Civil. 

Por estos fundamentos y concordantes de la sentencia apela- 
da de foja ochenta y dos, se confirma ésta, en cuanto declara la 
responsabilidad de los demandados; y se la revoca, en cuanto 
dispone que el servicio que motiva la demanda, sea apreciado 
por arbitros ; declarándose que la suma que por tal cansa debe 
abonarse al actor, es|la que expresan las caentas de foja una y 
tres, con sus intereses desde el día de la demanda, á estilo de 
los que cobra el Banco de la Nación Argentina, que será pagada 
dentro del término de diez dias: las costas de ambas instancias 
se abonarán en el orden causado, por no haber mérito para im- 
ponerlas á la parte demandada. Notifíquese con el original y re- 
pnestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUN6E. — JUAN 
E. TORRENT. 
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CAUSA CCC 



Don Antonio M. Correa contra don Manuel Aguilar, 
por cobro de honorarios; sobre competencia 

Sumario. — Corresponde al juez ante quien se han cansado 
las costas, el incidente sobre sn cobro, aunque se haya declara- 
do incompetente respecto del fondo de la causa. 



Caso. — Lo explica el 



Fallo del Suem Federal 



Tucumán, Agosto 37 de 1894. 

Vistos y considerando : Que este juicio empezó por la deman- 
da de foja 6, entablada por don Alexis Michal^ extranjero, con- 
tra don Manuel Aguilar, argentino, sobre entrega del terreno 
que el segundo había vendido al primero, según la escritura de 
foja % acompañada á la demanda. 

Que acordada la entrega de común consentimiento de partes, 
se comisionó para que la Terifícara, primero al agrimensor Do- 
mingo J. Bravo, auto de foja 21 vuelta, y después al de igual 
ciase don Antonio M. Correa, acta de foja 83. 

Que ambos agrimensores no han podido verificar la entrega, 
lisa y llana del terreno, por dificultades que se les han presen- 
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tado en la ubicación y delineacion del mismo, por ser confusos 
los límites asignados á dicho terreno en la escritura con que se 
demandó su entrega. 

Que así resulta que la demanda de entrega del terreno expre- 
sado, por resistencias que el demandado oponía á ella, se ha con- 
vertido en un verdadera cuestión de mensura y amojonamiento 
que debe ventilarse ante la justicia provinciaU porque siendo 
excepcional la jurisdicción de los jueces federales, sólo puede 
ejercitarse por disposición expresa, y ninguna ley les atribuye 
el conocimiento de estos casos ó cuestiones. 

Que por otra parte, una mensura no importa un caso conten- 
cioso, como sería necesario para que la justicia federal ponga en 
ejercicio su jurisdicción, con arreglo á lo dispuesto en el artí- 
culo 2 de la ley de 16 de Octubre de 1862. 

Por estos fundamentos y para evitar una resolución inútil, 
sin valor ni efecto legal, este juzgado se declara incompetente 
para proseguir el presente juicio, debiendo las partes ocurrir 
donde corresponde. Hágase saber, reponiéndose los sellos. 

Delfín Oliva. 

El agrimensor Antonio M. Correa pidió al juez se ordene á 
las partes el pago de su honorario por la comisión que desempe- 
ñó, pues fa cuenta respectiva estaba aprobada. 



FaIIo del Jues Federal 



Tucuman, Octubre 19 de 1895. 

Vistos y considerando : Que los honorarios que Correa deman- 
da en estas diligencias fueron devengados con motivo de un 
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trabajo de mensura que el mismo hizo en el jaioioque se siguió 
entre don Alexis Michal y don Manuel Aguilar, sobre entrega 
de un terreno, y que existe archivado. Que aunque Correa po- 
dría cobrar dichos honorarios ante este juzgado, sin probar la 
jurisdicción, considerando el reclamo como un incidente de 
aquel juicio, es evidente que eso sería así, siempre qae el refe- 
rido juicio resultase subsistente y válidas todas sus actua- 
ciones. 

Que es notorio que el mencionado juicio se anuló en todas 
sus partes, por no haber este juzgado tenido jurisdicción para 
entender en él. 

Que resolta entonces que no habiendo habido base legal para 
la instauración y prosecución del juicio principal, no puede ha- 
berla para sus incidentes, desde que éstos sólo tienen razón de 
ser entre personas de cualquier nacionalidad, cuando la cansa 
principal y que de ellos depende es del fuero federa), lo que no 
sucede en el presente caso como se ha visto. 

Por estos fundamentos, declaro que este juzgado carece de 
jurisdicción para conocer en el presente incidente. Hágase saber 
y repóngase los sellos. 

Delfín Oliva. 



VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Abril 28 de 1896. 

Suprema Corte: 

Según losantes de fojas 152 vuelta y 172, el señor juez fe- 
deral se ha declarado incompetente para conocer en lo principal 
y en sus incidentes. Y la declaración de incompetencia ha sido 
aceptada por las partes^ y los antecedentes pasados al juez de lo 
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oítíI proTincial , según resolta de los oficios y diligencias de fojas 
178 y 175. 

Con tales antecedentes considero ajustada á derecho la reso- 
lución de foja 191 Tuelta, denegatoria de la jurisdicción, también 
en el incidente promovido sobre pago de los honorarios del agri- 
mensor y pido por ello á Y. E. se sirva confirmarla por sus fun- 
damentos. 

Sabiniano Kier. 



FallQ de I» Suprema Corto 

Buenos Aires, Octubre 5 de 1897. 

Yistos : Siendo el cobro de las costas un incidente de juris- 
dicción del juez ante quien se han causado, cualquiera que sea 
la competencia en cuanto al fondo del pleito, como lo tiene es- 
tablecido esta Suprema Corte en su jurisprudencia, se revoca el 
auto apelado de foja ciento noventa y dos vuelta, y se declara 
que el juez a quo debe conocer y resolver en lo relativo á la es- 
timación de los honorarios reclamados y su pago. Devuélvanse, 
debiendo reponerse los sellos ante el inferior. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— OGTAYIO BUN6B. — JUAN 
E. TORRENT. 
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CAUSA CCCl 



Recurso, de habeos corpus á favor de Emilio Pairolat, por 
alistamiento indebido en el ejército de linea ; sobre incom- 
petencia. 

Sumario. — £1 juzgado federal es incompetente para ordenar 
la libertad del menor enganchado en el ejército de línea, qae 
se encuentre sajeto á la jurisdicción militar por delito de de- 
serción. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 



fr'allo del Juese Federal 



Autos 7 vistos : Considerando : Que según lo tiene estableci- 
do la jurisprudencia uniforme de la Suprema Corte, en casos 
análogos deben dictarse resoluciones análogas. 

Que dada la jurisprudencia sentada por aquel tribunal en el 
caso de José Bargas, en 26 de Abril de 1896, que corre áfoja... 
del expediente traído ad effectum videndi es procedente la de- 
claración de incompetencia de este tribunal para ordenar la baja 
de Emilio Fairolat, desde que se baila sujeta á la jurisdicción 
militar, según resulta del informe del ministerio de la guerra 
que corre á foja... Que con arreglo al artículo... de la ley de 
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JDTÍsdiccioii 7 competencia de los tribunales federales de 14 de 
Setiembre de 1863, la de éstos no excluye la de aquéllos, en los 
casos de su exclusiva competencia. 

Por tanto, j de acuerdo con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor procurador fiscal en sus dictámenes de foja... y foja... se 
declara este juzgado incompetente para ordenar la baja solici- 
tada, debiéndolos interesados ocurrir donde corresponda. 

P. Olaechea y Álcorta. 



TISTA DEL SEfiOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Agosto 17 de 1897. 
Suprema Corte: 

La ley número 33i8, referente á la organización del ejército 
de la República, prescribe en su artículo 4^ que todos los ciuda- 
danos mayores de 19 años de edad y menores de 45, podrán so- 
licitar su ingreso en el ejército, y esteles será acordado, siem- 
pre que reúnan las condiciones requeridas para el servicio mi- 
litar. 

Los actos y las relaciones de carácter civil, están regidos por 
las disposiciones del derecho común; pero la capacidad para el 
servicio militar, se rige por leyes especiales. 

En este concepto, creo que no obstante la menor edad de Emi- 
lio Pairolat, ha podido legalmente, habiendo cumplido los 19 
años, ingresar en el ejército, sin otra condición que la manifes- 
tación expresa de su voluntad, con sujeción á las disposiciones 
de la ley citada. 

Aun cuando así no fuera, Pairolat era desertor del ejército 
de línea, desde el día siguiente de su incorporación como en- 
ganchado, al 4^ regimiento de infantería. 
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Encuéntrase bajo la jarisdiccion militar, y juzgado por ella 
á causa de ese delito, esencialmente militar. 

Lees aplicable entonces lo resuelto por Y. E., en la causa 
agregada contra Vargas, y nada encuentro que legalmente pue- 
da alegarse contra la resolución recurrida de foja 17, mucho 
más cuando el interesado pu ede oponer sus excepciones ante 
el tribunal militará cuya jurisdicción está sujeto. 

Pido áV • E. por ello, la confirmación, por sus fundamentos, 
del auto recurrido de foja 17. 

Sabiniano Kier. 



FallQ de \m Suprema Carie 

Buenos Aires, Octubre 5 de 1897. 

Vistos: Por sus fundamentos, de conformidad con el articulo 
veintiséis del Código de Procedimientos en lo criminal y de 
acuerdo con lo pedido por el señor Procurador general, se con- 
firma el auto apelado de foja diez y siete. DeTuélvanse. 

BENJAIIIN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA CCCII 



Don Juan C. Massaro, contra Pinchetti hermanos; 
sobre cobro de pesos y embargo preventivo 



Sumario, — 1® Deferida la estimación de honorarios á la 
apreciación de peritos, el jaez puede en discordia de éstos, 
aceptar la hecha por el tercero si la cree JDsta y equitativa. 

2^ Procede el embargo preventivo por la soma en que el de- 
mandado ha sido condenado por la sentencia de primera ins- 
tancia. 



Caso. — Besalta del 



r»llQ del Summ redieral 

Baenos Aires, Mayo 6 de 1897. 

Y vistos : estos autos promovidos por don Juan G. Massaro, 
argentino, contra don Juan Pinchetti y hermano, italianos, 
sobre cobro de pesos. 

Resulta : i^ El demandante deduce su acción por cobro de la 
suma de cinco mil pesos moneda nacional legal, proveniente de 
servicios prestados á los demandados, con motivode unareclama- 
cien administrativa ante la municipalidad de la Capital, para 
obtener el pago de un crédito proveniente de trabajos de pintu- 
ra, carpintería, etc., realizados^para dicha repartición por sns 
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mandantes y avalaados por éstos en noventa y nneve mil ciento 
diez y nueve pesos con siete centavos moneda nacional. 

Qne dichas gestiones fueron practicadas en virtud de un po- 
der amplio que le otorgaron al efecto los demandados, y des- 
pués de una larga y fatigosa tramitación, se reconoció á favor 
de éstos la suma de ochenta y dos mil quinientos treinta y dos 
pesos moneda nacional con veintiún centavos, cuyo expediente 
se encuentra en la tesorería municipal. 

Que si los demandados no estuviesen conformes con satisfacer 
la suma reclamada por comisión convenida, el actor está dis- 
puesto á aceptar la avaluación pericial. 

2® Corrido traslado de la demanda, los señores Pinchetti her- 
manos lo evacuaron á foja 9, manifestando : Que no adeudan 
al demandante los cinco mil pesos que reclama; que no es cier- 
to que los trabajos efectuados por ellos para la municipalidad 
ascendieran á la suma que expresa la demanda; que es incierto 
que el actor haya tenido una larga y penosa tramitación á su 
cargo, siendo la verdad que mientras él descuidaba las gestio- 
nes que se le habían enco mendado, los demandados activaban 
personalmente el asunto ; que no es cierto que después que le 
otorgaron el poder, la municipalidad reconociera á su favor la 
suma de ochenta y dos mil quinientos treinta y dos pesos con 
cincuenta centavos ; que no es cierto que el señor Massaro haya 
pretondirlo de ellos, particularmente, el pago de suma alguna y 
ni siquiera les ha hablado antes de demandarlos; que el traba- 
jo de dicho señor consta en los expedientes y ha sido insigniñ- 
cante, no teniendo inconveniente en pagarle lo que resulte de 
la avaluación pericial. 

3® Recibida la cansa á prueba para la justificación de los he- 
chos alegados por el actor y no reconocidos por los demandados, 
se ha producido la que expresa el certificado del actuario, co- 
rriente á foja 59 vuelta y los respectivos informes periciales de 
fojas 80, 81 y 85. 
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Y considerando : i® Que habiéndose reconocido por los de- 
mandados que don Juan G. Mussaro siguió ante la municipali- 
dad de la Capital un expediente administrativo^ en representa* 
cion deellos, para obtener el pago de un crédito que reclamaban, 
está fuera de discusión la calidad de mandatarios, invocada por 
el actor para gestionar dicho cobro, á favor de los señores Juan 
Pinchetti y hermanos . 

2® Eliminada esta primera cuestión, los puntos á resolver 
quedan reducidos á lo siguiente : 

¿Ha justificado el demandante la importancia de los traba*> 
jos practicados en virtud del mandato que recibió de los señores 
Pinchetti hermanos ? 

Encaso afirmativo ¿ es equitativa la suma que reclama por 
SQS honorarios ó comisión ? 

3^ La prueba rendida por el actor es deficiente. Los testigos 
presentados y examinados al tenor de la única pregunta conte- 
nida en el interrogatorio de foja 24, han contestado afirmati- 
vamente sobre un hecho que ha sido reconocido por los demanda- 
dos. Luego, repreguntados porla parte de Pinchetti, el testigo 
Garlos Gt. Tidblon (foja 25), declara: 

Que los trabajos de Massaro para el cobro á que se refiere la 
demanda ha consistido cen la liquidación del expediente y su 
tramitücion para obtener la orden de pago >. El testigo Ricar- 
do Casas Crespo dice : € que ese trabajo se reducía á pedir infor- 
mes y el pronto despacho del expediente en la oficina á cargo del 
declarante » (foja 27) ; y el testigo José B . Romero: c que Mas- 
saro se presentó en su oficina simplemente para activar el des- 
pacho ». Del informe remitido por la intendencia municipal, co- 
rriente á foja 37, resulta que los créditos pretendidos por los 
señores Pinchetti y hermano ascendían á noventa y nueve mil 
ciento diez y nueve pesos con siete centavos, de los cuales sólo 
se ha reconocido por valor de ochenta y dos mil quinientos 
treinta y dos pesos con veintiún centavos. La absolución de 
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posiciones por los demandados, no arroja elementos que pudie- 
ran justificar los hechos qae se pretende probar por el deman- 
dante, pues las cartas mismas que han sido reconocidas en aquel 
acto, no tienen importancia alguna, por referirse exclusÍTamen- 
te & hechos ó detalles relacionados con las funciones del manda- 
tario, que no eran otros que activar los procedimientos adminis- 
trativos para obtener el pago. 

4*^ Que no habiendo el actor probado satisfactoriamente la 
importancia que en su demanda le atribuye á los trabajos prac- 
ticados en beneficio de sn poderdante, forzoso es recurrir á los 
informes presentados por los peritos que cada parte designó en 
el acto de la audiencia que tuvo lugar en 20 de Noviembre próxi- 
mo pasado. (acta de foja 70). Dichos peritos arriban á conclusio- 
nes diametralmente opuestas sobre el mérito j la compensación 
justa que puede fijarse á esostrabajos, loque obliga al juzgado 
á prescindir de su dictamen, para fijar mayormente la atención 
en los informes del perito tercero señor Lorenzo Fíorini, quien 
se halla más habilitado para producirlo con severa imparcialidad, 
puesto que su nombramiento emana de la autoridad del juzgado. 
Este perito manifiesta que en atención á la importancia de las 
cuentas y el trabajo practicado en esa clase de tramitaciones, 
cuyos datos ha podido comprobar en presencia de los anteceden- 
tes que le han sido facilitados para ese objeto en la intendencia 
municipal, estima los servicios prestados por el señor Massaro 
en la suma de 1200 pesos moneda nacional legal. 

5® Que esta estimación debe ser aceptada por el juzgado, no 
sólo porque la cree justa y arreglada á ios antecedentes de la 
causa, sino porque las rectificaciones hechas por el perito terce- 
ro deben siempre ser judicialmente aceptadas, con arreglo á la 
doctrina establecida en la serien*, tomo 15, página 266 de los 
fallos de la Corte, máxime que esta aprobación consulta la vo- 
luntad de ios partes, manifestada incontrovertiblemente en el 
acta de foja 70. 
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Por estos fondamentos, fallo : condenando á don Jnan Pin- 
chetti 7 hermano al pago de la soma de i200 pesos moneda 
nacional, en que el juzgado estima la comisión del mandatario 
don Joan C. Massaro, dentro de diez dias de ejecutoriada esta 
resolomon, siu especial condf^nacion en costas, por no encontrar 
mérito para imponerlas. Notifíqoese con el original y repón- 
ganse las fojas. 

Agustín Urdinarrain. 



FallQ de la üupreina €)owtm 

Baeoos Aires, Octubre 5 de 18d7. 

Vistos 7 considerando : Que no ha podido el apelante poner en 
cuestionante esta Suprema Corte la obligación de pagar hono- 
rarios por el servicio prestado por el demandante, pues que esa 
obligación está reconocida en la contestación á la demanda, con 
lo que quedó fijada la posición de los litigantes, en mérito de lo 
dispuesto por la ley tres, título diez, partida tercera, y ar- 
tículo trece de la ley de procedimientos, y porque en el acta 
de foja setenta se reconoce nuevamente la misma obliga- 
ción. 

Que tampoco se puede peñeren duda que las personas nombra- 
das para hacer la estimación de honorarios, de acuerdo con lo 
convenido en dicha acta, tienen la calidad de peritos. 

Que la apreciación de honorarios que la sentencia acepta, con- 
sulta las exigencias de la equidad, en atención á la importancia 
del servicio prestado y resultado obtenido. 

Por estos fundamentos y concordantes de la sentencia ape- 
lada de foja ochenta y siete, se confirma ésta con costas. 

Y considerando en cuanto al embargo preventivo : Que su 
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procedencia se justifica por la disposición del artículo coatro- 
oientOB cuarenta y ocho del Código de Procedimientos de la Ca- 
pital, incorporado al procedimiento federal por la ley número 
tres mil trescientos setenta y cinco . 

Que en cuanto al monto déla suma que deba mantenerse en 
embargo^ ella debe resultar de las cantidades á que ascienda lo 
adeudado por el demandado, seguu la resolución recaida sobre 
el fondo del asunto. 

Por esto^ se confirma, con costas , el auto apelado de foja 
ochenta y cuatro vuelta. Repuestos los sellos, devuélvanse, pu- 
diendo notificarse con el original. 

benjamín paz. — ABEL RAZAN . 
— JUAN E. TORRENT. 



CAV8A CCCIII 



Criminal contra Domingo Risso y Fermín Rubira^ por 
circulación de billetes falsos de curso legal 



Sumario. — i^ La circulación á sabiendas de billetes de cur- 
so legal falsos, hace pasible á su autor de la pena de trabajos for- 
zados y multa : artículo 62 de la ley nacional penal. 

2® El expendio de los mismos después de adquiridos de buena 
fé se castiga con la multa del triple de su valor : artículo 63, 
ley citada. 
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C(UO» — Resulta de las sigoientes pieías : 



VISTA DEL PaOCDRADOa FISCAL 

U PlaU, Abril 8 de 1897. 
Señor Juez Federal : 

El fiscal en la causa seguida i Domiago Bisso y Fermio 
Babíra, por circolacioo de billetes de banco falsos, á Y. S» 
dice : 

La Caja de Conversión, por el informe de foja 25, declara que 
los billetes de cincaenta y de veinte pesos agregados de fojas 13 
i 19 son falsos. 

En la declaración indagatoria de foja22 prestada por Domingo 
BissOt confiesa qae connn billete de pesos 50 pagó el conanmo 
de un Taso de Tino ¿ Leopoldo Gómez, dueño del Hotel Argén- 
tico, loque aquél ha confirmado á foja 1, al denunciar que el 
billete recibido en pago era falso, y que el otro billete, de pesos 
50, lo dio i Félix Macero para chancelar una deuda de ocho 
pesos que tenía pendiente, lo que éste ratifica á foja 6, al decía* 
rar que el billete de 50 pesos que recibió en pago del expresado 
crédito era falso. 

Los billetes aludidos son los dos agregados á los autos, reco- 
nocidos por el procesado en el acto de la declaración y califica- 
dos de falsos por la Caja de Conversión. 

Al hacer el primer pago, estaban presentes don Constantino 
Yelez Sarsfield, don Silvio Paglioni, don Mauricio Gelli y don 
José García; y al hacer el segundo pago lo fué en presencia de 
don Tomás Brizuela y de don José Beyes, pero confesado el he- 
cho y constatadas las circunstancias en que se realizó, es innece- 
saria la declaración de dichas personas. 

El procesado manifiesta que ignoraba que los billetes fueran 

T. LZX 11 
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faIso3^ lo que no es posible aceptar, porque en una y otra oca- 
sión habían personas presentes que lo enteraron de la falsa 
calidad de las piezas. 

El otro procesado Martin Bubira, está en análoga situación 
que Domingo Bisso. 

En la indagatoria de foja 23 confiesa haber hecho pagos con 
los billetes de petios 20 que figuran en autos, los qoe ha re- 
conocido. 

El almacén de don Francisco, no es otro que ía casa de ne- 
gocio de Francisco Douza, quien á foja 5 vuelta manifiesta ser 
cierto que el procesado le dio un billete de pesos 20 para que se 
pagara 2 pesos 5 ccntaTos. 

Es uno de los que consta en autos. 

Los otros puntos que no puede precisar, es la casa de nego- 
cio de Alejandro del Prado, qoe á fojas A vuelta y 5^ quien 
declara ser cierto que pagó un gasto de 4 pesos 5 centavos, con 
un billete de 20 pesos. 

T la casa de Eusebio Camino, qué á foja 7 manifiesta que 
el procesado le dio un billete de 20 pesos para el pago de 
comestibles por valor de 6 pesos 85 centavos que había com- 
prado. 

Tampoco es posible admitir respecto de este procesado la ex- 
cepción de ignorancia de la falsedad, cuando después de esa 
larga excursión por las casas de negocio, debía estar persua- 
dido de aquella calidad. 

La historia de la compra-venta del órgano entre los proce- 
sados, no vale la pena de quesea tomada en consideración. 

Fuera de la exposición paladina de los encausados sin discre- 
pancia de fondo y de forma en el hecho de la circulación, el de- 
lito como la responsabilidad de aquéllos está debidamente pro- 
bado, por las declaraciones de los damnificados Alejandro del 
Prado, á fojas 4 y 5, Francisco Douza, fojas 5 vuelta y 6, Félix 
Maceo, á foja 6, y Eusebio Caminos, á foja 7, por el secuestro de 
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lo8 billetes cambiados y últimamente por el informe de la Caja 
de Conversión de foja 25. 

En consecaencia, el suscrito pide para cada uno de los en- 
causados, Domingo Bíhso y Fermín Bubira, la pena de A años 
de trabajos forzados, multa de 500 pesos fuertes, indemnización 
del daño y las costas del proceso. 

Por las constancias de autos y consideraciones expuestas, 
tenga Y. S. á bien resolver en la forma solicitada. 

G. G. Vieyra. 



Falla úmt Jlues W^émwmH 

La Plata, Junio 23 de 1897. 

Vistos y considerando: i° Que se encuentra comprobado el 
hecho déla circulación de billetes falsos, como igualmente la 
identidad de los autores Domingo Bisso y Fermín Bubira (véase 
fojas 22 y 23 respectivamente). 

2^ Que las declaraciones de foja 4 vuelta^ foja 5 y foja 7 y 
las circunstancias precedentes á los distintos cambios efectua- 
dos con los referidos billetes, ponen de manifiesto de una ma- 
nera evidente el conocimiento que los procesados tenían de la 
falsedad de aquellos. 

3^ Que en cuanto á este conocimiento, los procesados se en- 
cuentran en distintas condiciones, pues Bisso explica y prueba 
la adquisición de buena fé de los billetes, por la venta de un ór- 
gano de su propiedad á Bubira y éste así lo confiesa ; Inego Bisso 
ha tenido conocimiento de la falsedad, después de circulados y 
no al adquirirlos y así consta de autos (foja 2). 

4^ Que respecto á Bubira^ si bien invoca deber su adquisi- 
ción á un hallazgo, esto, además de no haberse probado, no es 
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pn hecho presomible, máxime aún, caando el procesado no ha 
cumplido con la prescripción del artíoalo2534 del Código CítíI, 
loque hace qae su posesión sea considerada como de mala fé, 
según disposición del artículo 2532, código citado, siendo ine- 
xacto lo alegado por el defensor á este respecto. 

5® Que de no haberse probado la buena fé en la adquisición, 
pues esta última causal de propiedad, según se demuestra en el 
considerando anterior, no está justificada, el procesado Babira 
ha incurrido en la pena prescrita por el artículo 62 de la ley de 
14 de Setiembre de 1863. 

Por estas consideraciones, fallo: condenando áFerminRubira 
á la pena de cuatro años de trabajos forzados, multa de 500 pesos 
fuertes, indemnización del daño y las costas; y al procesado 
Domingo Bisso á la pena del triple del valor de lo circulado, ó 
sea 300 pesos moneda nacional, de acuerdo con el artículo 53 de 
la citada ley, indemnización del daño y costas. Notifíqnese 
con el original, regístrese en el libro de sentencias y repóngan- 
se las fojas. 

Mariano 5. de Áurrecoechea. 



VISTA DEL SBflOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Setiembre 23 de 18d7. 
Suprema Corte: 

Se ha constatado que los billetes falsos^ agregados de fojas 13 
á 19, fueron secuestrados, parte en poder del procesado Fermin 
Bubira, parte en el de otras personas, á quienes aquél los había 
entregado. 

El procesado confiesa además aquellos hechos, excepcionán- 
dose con que ignoraba fueran falsificados los billetes por haber- 
los encontrado en la calle. 



DE JUSTICIA NAaONAL 165 

Para qaeaqaella excapcion f oera aceptable en todas sus par- 
tes, requiere el artículo 18 del Código Penal, que no sea con- 
tradicha por presunciones grayes en contra del procesado. 

Esas presunciones existen con evidencia en el caso sub- 
judice. 

La posesión y circulación de los billetes falsos, está demos- 
trada no sólo por la confesión del procesado, sino también por 
el hecho del secuestro de los billetes y las declaraciones de las 
diversas personas á quien los entregó. Por otra parte no es vero- 
símil siquiera, que el circulador ignorase la condición de false- 
dad de los billetes, cuando no da razón satisfactoria de su ad- 
quisición, y su húmero crecido, la repetición de los actos y ten- 
tativas, y la inutilidad de los gastos hechos para obtener su 
cambio, muestran una intención preconcebida de deshacerse de 
ellos . 

Por ello, pido á Y. E. se sirva confirmar por sus fundamentos 
la sentencia recurrida de foja 45. 

Sabiniano Kier. 



Falla de te Suprema Corte 



Buenos Aires, Octubre 5 de 1897. 

Vistos y considerando : Que está fuera de cuestión por el mé- 
rito de la prueba producida y por el reconocimiento del procesa- 
do Bubira, que se han circulado los billetes falsos que corren de 
fojas trece á diez y nueve. 

Que no cabe duda que el citado Bubira es autor de esa circu- 
lación, lo que se demuestra por declaraciones de testigos y por 
su propia confesión. 

Qne las circunstancias del hecho no permiten presumir que 
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el procesado haya recibido de buena fé los mencionados bi- 
lletes. 

Por esto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
procurador general y fundamentos concordantes déla sentencia, 
de foja cuarenta y cinco, se confirma ésta en la parte apelada, 
con costas. Devuélvanse. 

BENIAMIA PAZ. — ABEL BAZAN. 
— lUAR E. TORRENT. 



CAVHA C€CIV 



Criminal contra Luis Bornet, Fermin BonnemOrí y otros ; 

sobre contrabando 



Sumario. — Los reos de delito de contrabando son pasibles 
de la pena de arresto. 



Caso. — Lo explica el 



Fallo del JTaes Federal 

Buenos Aires, Diciembre 12 de 1896. 

Y vistos: estos autos seguidos con motivo de un contrabando 
de tabaco á que se refiere el parte de foja, 1 de los que resulta : 
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Que coa fecha 27 de Febrero del año 1894 fueron de- 
tenidos por el guarda don Severo Salas 32 bultos desembar- 
cados en el mismo día de la barca cOlinda», los que conte- 
nían otros tantos fardos de tabaco que se pretendían introducir 
á plaza sin pagar los correspondientes derechos de aduana. 

Que á objeto de efectuar esta operación se había solicitado 
un permiso para embarcar con destino á c San Fernando > , unos 
40 cajones vacíos de los cuales sólo se cumplió por 32; los 
mismos que fueron llevados abordo de la c Olinda > para colo- 
car en ellos los 32 fardos detenidos y que motivan el sumario. 

Que llamadas á declarar las personas que habían intervenido, 
entre otros los carreros que se encargaron de la descarga, están 
contestes en afirmar que fueron vistos en la plaza Victoria 
por dos desconocidos, para que fueran á la Boca del Riachuelo 
á cargar 32 bultos de una balandra, los mismos que tomaron al 
lado de la casilla del guarda Soto y que luego detuvo el de igual 
clase señor Salas. 

Que tanto los expresados carreros como el patrón ú ocupante 
de la c Olinda >, declaran y afirman que los dueños de los 32 
bultos detenidos, que fueron trasbordados desde la ballenera 
€ República > fueron cargados por orden de Luis Bornet y Julio 
Noel, sin haber intervenido directamente en las operaciones 
consiguientes. 

Que llamados á declarar ante el Juzgado (fojas 34 y 35) 
Bornet y Bonnemort, sindicados como autores del contraban- 
do y dueños de las mercaderías, desde que personalmente in- 
tervinieron en todas las diligencias, niegan haber tenido co- 
nocimiento ni participación alguna en el hecho indicado. 

Que cerrado el sumario y pasado en vista al señor procurador 
fiscal, este funcionario se expide á foja 93, solicitando se apli- 
que á Bornet y Bonnemort, calificados de autores del contra- 
bando, la pena impuesta por el artículo 29 de la ley de Aduana 
vigente en aquel año ; á Manuel Soto la cuarta parte de la pena 
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impuesta por el articalo 34 del iaoiso 6^ del Código Penal, sin 
perjuicio de aplicarle la inhabilitación contenida en el artículo 
30 de la citada lejr; para el patrón de la c01inda»,la pena 
impuesta por el artículo 927 de las Ordenanzas, y finalmente el 
comiso jde la mercadería. 

Corrido el traslado correspondiente lo contesta á fojss 103 y 
114 el defensor de Bornet y Bonnemort, pidiendo que sus de- 
fendidos sean absueltos de culpa y cargo por no haberse compro- 
bado que ellos fueran los autores del delito que se les imputa. 

A foja 126 la contesta el defensor de Manuel Soto, solicitan- 
do igualmente la obsolucion de culpa y cargo para su defendido, 
por no serle aplicable la disposición penal contenida en el artí- 
culo 29 de la ley de aduana vigente á la época invocada por el 
señor procurador fiscal, por cuanto su patrocinado no es autor, 
ni cómplice, ni agente en grado alguno del contrabando en el 
que se le atribuye participación. 

En igual sentido se expresa, á foja 140, José Beboa al con- 
testarla, diciendo que él no es ni ha sido el 'dueño de la embar- 
cación, y por consiguiente lio ha tomado ni podido tomar parti. 
cipacion alguna en el hecho motivo del sumario. 

Abierta la causa á prueba ninguna de las partes la produce, 
llamándose autos para definitiva á foja 140. 

Y considerando : Que el hecho denunciado & foja 1 y que ha 
motivado estas actuaciones, ha quedado perfectamente consta- 
tado en autos con las declaraciones de los mismos carreros que 
fueron á la Boca del Riachuelo á cargar los bultos secuestrados 
por el guarda aprehensor don Severo Salas, en momentos que se 
retiraban de la ribera, como también por los dueños ó tripulan- 
tes de la barca en que aquellos fueron embarcados. 

Que tanto esos testimonios como los mismos tripulantes de la 
€ Olinda », Reboa y Eaggioni, justifican que esos bultos se pre- 
tendían introducir á plaza sin pagar los correspondientes de- 
rechos de aduana. 
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En efecto, los preparativos que con anticipación se hacían, sa- 
cando el permiso para cargar 40 cajones vacíos con destino á 
San Fernando ; los tratos sigilosos con los dueños de la embar- 
cación ; el hecho de sólo cumplir por 82 el permiso de los 40 ; 
el trasborde á la barca c Olinda » desde la ballenera c Repúbli- 
ca» de 82 fardos de tabaco secuestrado, y hasta la falsa anota- 
cion puesta en las papeletas de foja 4 á foja 9, haciendo figu- 
rar en ellas el nombre de un buque que no había formalizado 
entrada, son hechos que demuestran eTÍdentemeiite que dichas 
mercaderías debían introducirse clandestinamente, que burlan- 
do las vigilancias y violando las disposiciones aduaneras, pues 
de otra manera no se concibe la reserva y preparación con que 
se procedía para efectuar un acto que, bajo todos conceptos y en 
cualquier circunstancia sería perfectamente lícito. 

Que concurren igualmente á afianzar este hecho, á más de 
las afirmaciones antes citadas, el haberse procedido á colocarse 
en los cajones vacíos llevados al efecto los 32 fardos de tabaco 
secuestrados . 

Esta sola ocultación de una mercadería que ha tenido y tiene 
siempre una forma determinada de acondicionamiento, sería su- 
ficiente para creer que con ella se ha tratado de defraudar la 
renta pública, introduciéndolos como una otra cualquiera no su- 
jeta al pago de derecho. 

Que ano haber sido la oportuna intervención del guarda, que 
impidió aquella aperacion es indudable que el fisco se hubiera 
visto defraudado en una suma considerable, y por lo tanto es de 
estricta justicia aplicar á las dichas las disposiciones contenidas 
en los artículos 930, 1025 y 1026 de las Ordenanzas de Aduana. 

Por estos fundamentos, y de conformidad con lo pedido por 
el procurador fiscal, fallo : declarando caldos en comiso los 82 
cajones de tabaco secuestrados, el que será vendido en la forma 
de práctica, distribuyéndose el producido de esa venta como se 
indica en los artículos 1029 y 1030 de las Ordenanzas. 
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Y considerando : Para resolver respecto á la responsabilidad 
que por cansa de estos hechos corresponde á los sindicados co- 
mo autores del contrabando Luis Bornety Fermin Bonnemort : 
Que ellos deben ser tenidos como tales autoros desde el mo* 
mentó que, no sólo por el testimonio de los carreres que ellos 
mismos ocuparon, sino también por el de los que se encontraban 
á bordo de la barca c Olínda », se atestigua de una manera con- 
clnjenteque fueron ellos en compañíade Julio Noel, quienes die- 
ron los pasos necesarios para el embarque de los 40 caj ones^ para 
el trasborde de los 32 fardos de la ballenera c República » y has- 
ta en el desembarque y operaciones de carga de los mismos en 
la Boca del Riachuelo (declaraciones y careos de fojas 61 465, 
67 á 69, y 74 á 80 vuelta.) 

En presencia de estos hechos, ¿puede suponerse, como se pre- 
tende, que Bornet y Bonnemort ignorasen la operación en la 
que ellos personalmente tomaron una participación tan activa? 

La contestación se impone de por sí al respecto dada su in- 



tervencion en aqnel acto, como se impone la suposición de que 
no podían dejar de ser ellos, los únicos interesados ó dueños de 
la mercadería desde el momento que no han tratado de demos- 
trar lo contrario, ni que procedían como mandatarios al trasla- 
darse á bordo de la c Olinda > para presenciar y aun ordenar las 
operaciones tendentes á la ocultación é introducción clandes- 
tina de los fardos de tabaco ; y ante la afirmación de los que los 
han reconocido como tales dueflos ó desempeñando funciones á 
ellos inherentes, no puede caber la más mínima duda de que en 
realidad lo eran, y siéndolo han incurrido en las penas que para 
los autores del contrabando estatuye el artículo 29 de la ley de 
aduana. 

Por esto, y de acnerdo con lo solicitado por el Ministerio fis- 
cal, fallo : condenando á Lnis Bornet y Fermin Bonnemort co- 
mo autores principales del contrabando de los 32 fardos de 
tabaco que se mencionan á foja 1^, á la pena de seis meses de 
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arresto, con arreglo al artícalo 52 del Código Penal, y teniendo 
presente la circunstancia de haber sido restituida la mercade- 
ría ala aduana, debiendo descontárseles el tiempo de prisión 
preventiva que hayan sufrido en la forma indicada por el arti- 
culo 49 del mismo Código. 

Y considerando, finalmente, respecto al ex guarda Manuel 
Soto y José Reboa : Que la operación de cargar los bultos que 
se pretendían introducir se efectuó al lado mismo de la casilla 
de dicho exguarda estando él presente (declaraciones de fojas 
65 vuelta, 66, y 69 á 70). 

Que en tal concepto, no puede dudarse que el referido era 
conocedor del contrabando, y sí en él no tenía participación, se 
contaba por lo menos con su consentimiento para llevarlo á 
cabo. 

Que á esa circunstancia puede agregarse la falsa anotación 
puesta por Soto eo las boletas que obran en autos y que ha 
reconocido haber hecho él, haciendo aparecer el estacionamien- 
to de un buque que no había formalizad o entrada, y en el que 
por lo tanto era imposible s^ cargaran los bultos de la referen- 
cia como se pretende. 

Que por lo tanto, Soto debe ser condenado como cómplice ó 
encubridor del contrabando y aplicarle la pena que á tales co- 
rresponda, sin que le sea pertinente la inhabilitación áque se 
refiere el artículo 30 de la ley de aduana, desde que no se ha 
comprobado que fuese él el autor directo de ese delito, como lo 
requiere expresamente el mencionado artículo. 

Por ello, fallo : condenando al exguarda Manuel Soto, con 
arreglo al inciso 6^ del artículo 34 del Código Penal, como cóm- 
plice del contrabando, á 45 días de arresto, de los que le será 
descontado el tiempo de prisión preventiva que haya sufrido ; 
y á José Reboa, por haberse const itado ser él quien se encargó 
de hacer sacar el permiso para los 40 cajones y haber interve- 
nido como dueño de la barca cOlinda >, á sabiendas de lo que 
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86 trataba, en el trasborde de los fardos de tabaco, en su acon- 
dicionamiento, 7 en su descarga en la Boca, fallo: condenán- 
dole á pagar la multa indicada en el artículo 927 de las Orde- 
nanzas de aduana, de las que deberá responder la ya expresada 
barca. 

En su consecuencia, encontrándose en libertad provisoria Bor- 
net 7 Bonnemort bajo fianza personal de don Domingo Bonne- • 
mort el segundo, 7 de don Pascual Podestá el primero, 7 bajo 
fianza pecuniaria Manuel Soto, íntíme3e á los fiadores de los dos 
primeros presenten á sus fiados al juzgado dentro de tercero día, 
bajo apercibimiento, 7 líbrese oficio al jefe de Policía para la 
detención del condenado Soto. Notifíquese original 7 en opor- 
tunidad remítanse estas actuaciones á la aduana á los efectos 
consiguientes, siendo las costas á cargo de los condenados. Be- 
póngase el papel. 

Agustín Urdinarrain. 



VISTA DEL SESoR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Junio 4 de 1896. 
Suprema Corte : 

La sentencia de foja 154 condena á los procesardos Bornet 7 
Bonnemort, Manuel Soto 7 José Reboa, por el contrabando de 
tabacos referido en el parte de foja i, de que los procesados re- 
sultan autores 7 cómplices . 

Habiendo sido aceptada la sentencia por Beboa 7 Soto, la ape- 
lación para ante Y. E. sólo procede de los dos procesados Bornet 
7 Bonnemort. Su defensor no ha expresado agravios ; 7 decaído 
el derecho según el auto de Y. E. de foja 179, han quedado sub- 
sistentes 7 sin impugnación, los sólidos fundamentos de la sen- 
tencia recurrida de foja 1 54. 
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Nada tendría por ello qae agregar, habiendo sido por otra 
parte consentida por el Procurador fiscal. £n tal concepto, y 
parae?itat repeticiones, creo deber limitar mi exposición como 
lo hago, á pedir á Y. E. la confirmación^ por snsf andamentos, 
de la sentencia recurrida. 

Sabiniano Kier . 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Octabre 7 de 1897. 

Vistos : Estando probado por las constancias de autos, que 
los procesados Bornet y Bonnemort, son autores del delito de 
contrabando, previsto y penado por el artículo veintidós de la 
ley de aduana vigente en mil ochocientos noventa y seis, y de 
acuerdo con lo pedido por el señor Procurador general, se con- 
firma^ con costas, la sentencia de foja ciento cincuenta y cuatro 
en la parte recurrida ; debiendo tenerse presente para la distri*- 
bucion del producido del comiso, lo dispuesto en la citada [ey 
de aduana. Devuélvanse. 

BENIAMIN PAZ. — ABBL BAZAN. 
— JUAN E. TORRBNT. 
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CAUSA CCCV 



Criminal contra Ignacio Fernandez^ por circulación de billetes 

de curso legal falsos 

4 

Sumario. — La circalacion de billetes de curso legal falsos, 
que 86 presumen adquiridos de buena fé, se castiga con la multa 
del triple de su valor. 



Caso. — Besulta del 



Fallo del JttCB Federal 



Buenos Aires, Febrero 19 de 1897. 

T vistos: esta causa criminal seguida de oficio á Ignacio Fer- 
nandez, sin sobrenombre ni apodo, español, de 29años de edad, 
casado^ dependiente^ domiciliado calle de Ombú número 771, 
procesado por circular un billete de Banco, falso, y de cuyos 
antecedentes, resulta: 

Que con fecha 9 del mes de Diciembre de 1895, don Pedro Le- 
bandi se presentó ante la comisaría 1*^ de policía, manifestando: 
que debiendo tener que tomar el tren que va á Bragado á las 
8 de la mañana de la expresada fecha y habiendo llegado á la 
estación con alguna anticipación, en el deseo de surtirse de ta- 
baco fué á comprarlo al despacho Paseo de Julio número 126, 
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donde compró dos paquetes de medio kilo cada uno, qne se los 
despachó un snjeto que allí habíajpara pagarle su importe le 
dio un billete de 20 pesos moneda nacional de la nueva emisión, 
el que tomó aquél, pasándomelo al hoy procesado Fernandez, 
quien examinándolo prolijamente, dijo era bueno el billete, y 
fué aun escritorio donde se quedó como un cuarto de hora; que 
en vista de ello y aproximada la hora del tren, le pidió lo des- 
pachara pronto, diciendo Fernandez haberse olvidado y saliendo 
á la calle en busca de cambio, regresando después de veinte mi- 
nutos, diciéndole qne no encontraba cambio, y le entregó el bi- 
llete falso de foja i, y que en el acto de verlo reconoció que era 
&lso, rehusándose á recibirlo por no ser el suyo que entregó, 
razón por la que lo acusa de defraudación y circulación de bi- 
lletes falsos. 

Que ordenada la detención preventiva de Fernandez, é ins- 
truido el sumario respectivo, prestaron declaración Rafael Le- 
quetto, á foja 5 vuelta, Vicente Yallentti, á foja 7 vuelta, Rufi- 
no B. Gasataglia^ á foja 9^ y José Luco^ á foja i4, haciéndolo á 
la vez áfojaii, el procesado, y la ratifica á foja 18, negando 
absolutamente la incriminación de la acción que le imputa el 
dei^nnciantey sosteniendo que fué éste quien le entregó el bi- 
llete falso que se le exhibe en pago del tabaco que compró. 

Que elevada la causa al estado de plenario, se produjo la 
acusación fiscal de foja 26, en la que se pide para Fernandez la 
aplicación déla segunda parte del artículo285del Código Penal. 
La defensa, ofreciendo la comprobación de las afirmaciones he- 
chas por su defendido, pide que en su oportunidad así se decla- 
re y se le absuelva de culpa y cargo si es que logra su justifica- 
ción, caso contrario, le sería aplicable la pena requerida por el 
ministerio público. 

Que abierta la causa á prueba, después déla producción délas 
declaraciones de foja 38 y foja 40, se renunció por la acusación 
y por la defensa á todos los trámites del procedimiento, habién- 
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dose llamado autos para definitiva, coo lo qae este expediente 
quedó en estado de dictarse este pronunciamiento. 

Y considerando: i° Que el cuerpo del delito lo justifica las de- 
claraciones uniformes y contestes de los testigos que han de- 
puesto en el sumario y especialmente la existencia del billete 
de Banco agregado á foja 1, que lleva impreso el sello de falso 
puesto por la Caja de Conversión. 

2° Que la delincuencia atribuida al procesado, á juicio y cri- 
terio del juzgado, se encuentra suficientemente justificada por 
la denuncia y perlas declaraciones contestes de foja 5 vuelta y 
foja 7 vuelta y aun por la de foja 9 vuelta, siendo de resultado 
contraproducente los testimonios ofrecidos á foja 38 y á foja 40, 
desde que esos testigos manifiestan que nada saben ó nada pue- 
den precisar sobre que el billete secuestrado por la autori- 
dad policial, sea el mismo que Libiandi entregó á Fernandez. 

3° Que aquellas declaraciones, como testigos de cargo, cons- 
tituyen verdadera prueba legal, con arreglo á los principios san- 
cionados por el artículo 305 y 306 del Código de Instrucción 
Criminal, y desde luego apreciando su mérito con arreglo á las 
reglas de la sana crítica, el suscrito les atribuye valor proba- 
torio para constatar el delito porque se procesa á Fernandez. 

4^ Que no resulta de la causa antecedente legal suficiente á 
establecer que el procesado sea autor de la falsificación del bi- 
llete falso secuestrado, 6 cómplice encargado de su circulación, 
y por tal concepto debe considerarse el delito ejecutado como 
encuadrado en la prescripción del artículo 68 de la ley penal na- 
cional de i4 de Setiembre de i863, con sujeción á la ley de Ban- 
cos garantidos. 

Por estas consideraciones y de conformidad fiscal, definitiva- 
mente juzgando, fallo : declarando á Ignacio Fernandez reo de 
circular billetes falsos de Banco, erigido con autorización del 
gobierno de la nación, con conocimiento de su falsedad, y en su 
consecuencia lo condeno al pago de una multa de 60 pesos, equi- 
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Tálente al triple del billete de foja 1 que trató de circular, con 
especial condenación en costas, debiendo descontarse de la pena 
pecuniaria impuesta una suma equivalente al tiempo de prisión 
preventiva sufrida, con arreglo alo preceptuado por el artículo 
49 del Código Penal. 

T atentos los términos de la nota de foja 6 del incidente sobre 
excarcelación y de la que corre á foja 30 de los autos principa- 
les, del señor juez correccional de la capital doctor Larroque, 
contéstesele llevando á su conocimiento este pronunciamiento, y 
haciéndosele saber que en la fecha se comunica al director de 
la cárcel penitenciaria, para que ponga á Fernandez á su orden 
á fin de ser juzgado por el delito de estafa, porque allí se le 
procesa. Notifíquese con el original, repónganse los sellos y 
archívese. 

Agustín ürdinarrain. 



VISTA DEL SEltOR PHOCURADOB GENERAL 



Buenos Aires, Setiembre 23 de 1897. 

Suprema Corte : 

No se ha comprobado de un modo evidente, que el billete fal- 
so devuelto por el dependiente Ignacio Fernandez, al comprador 
de tabacos don Pedro Libiandi, hubiera sido sustituido por el 
procesado. Los testigos que afirman haber visto entregar al de- 
pendiente un billete nuevo de veinte pesos, se refieren á un he- 
cho pasado es verdad en su presencia, pero que por su vulgaridad 
poca importancia y especiales condiciones, puede escapar fácil- 
mente á la penetración de personas, que ningún interés tenían 
en la percepción de las condiciones del billete entregado en pago. 
Por otra parte, contra esas declaraciones aparecen las de foja 

T. LXX 12 
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38, quemásyerosímiles qae las anteriores, afirman que el billete 
en caestion no pasó por sus manos, 7 s61o pueden manifestar 
que el que seles pone de manifiesto, tiene un parecido con el 
billete que fué entregado á Fernandez. 
Si á ello se agrega todavía lo declarado á foja 14 por el dueño 

* 

de la agencia de cambios, de haber ido Fernandez á pedirle cam- 
bio del billete de 20 pesos, preguntándole á la vez sí era bueno, 
resultando según su juicio 7 el de otra persona allí presente 
que era falso, la duda adquiere proporciones que hacen difícil el 
juicio sobre la identidad del billete entregado por Libiandi. En 
tal situación, la duda debe resolverse en favor del procesado, se- 
gún la prescripción expresa del artículo 13 del Código de Pro- 
cedimientos en lo criminal. 

Pido por ello á Y. £• se sirva revocar la sentencia recurrida « 
de foja 42, absolviendo al procesado. 

Sabiniano Kier. 



Fallo úm la Supremn Corte 

Buenos Aires, Octubre 7 de J897* 

Vistos y considerando : Que está probada la sustitución del 
billete legítimo entregado por Libiandi, por el falso corriente 
á foja primera^ así como que el autor de esa sustitución es el 
procesado Fernandez. 

Que esa prueba resulta de la declaración de suficiente número 
de testigos presenciales, que afirman el hecho con pleno conoci- 
miento de su verdad; que no han sido tachados, 7 cuyas decla- 
raciones no han sido desautorizadas por las de los testigos déla 
defensa, de fojas treinta 7 ocho 7 treinta 7 nueve, ni por nin- 
guna otra prueba. 
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Por estoy sus fundamentos, se confirma, con costas, la sen- 
tencia apelada de foja cuarenta 7 dos. Deynélyanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— iUANE. TORRENT. 



CAUSA € 



«^<#i 



Don Salvador Botey contra don Florentino Loza, por 
liquidación y cobro de beneficios ; sobre competencia 

Sumario. — Procede el fuero federal en cuestión de un ex- 
tranjero contra un argentino, entre quienes no resulta que haya 

» 

existido contrato de sociedad. 



Caso. — Lo explica el fallo de la Suprema Corte y el 



Fallo del Juex Federal 

Rosario, Octubre 23 de 1896. 

Vista la presente demanda iniciada por don Salvador Botey 
contra don Florentino Loza, reclamando á éste la participación 
que le corresponde en los beneficios de la sociedad habida con los 
demandados. 



/ 

/ 
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Y considerando : 1° Que el actor no ha camplido con el artí- 
culo 2° de la ley nacional de enjaiciaoiiento, poes no ha presen- 
tado documentos 6 informaciones que justifiquen que el caso 
presente corresponde al juez federal. 

2*^ Que según la exposición de los hechos y el derecho en que 
está basada la demanda, la cuestión es entre dos socios los que 
no tienen otro fuero que el de la misma sociedad, excluyendo 
por lo tanto el fuero federal^ porque procediendo en la causa 
jure socii, es decir como asociados y en yirtud de sus derechos 
de tales, reclamando las ganancias que ha producido la so- 
ciedad. 

3° Que es de derecho que las contestaciones de los socios 
entre sí, por razón de hechos ó actos que deriven del contrato 
social, no tienen sino un sólo y único fuero, de lo cual se deriva 
que en tales casos no puede surgir el fuero federal por razón de 
la distinta nacionalidad ó vecindad de las personas, según lo 
tiene declarado la Suprema Corte en los fallos de la serie 2^, 
tomo21, página 512; serie 3% tomo 1®, página 143; tomo 14, 
página 313 y tomo 17, página 65. 

4^ Que siendo improrrogable por la ley la jurisdicción en los 
tribunales federales sobre personas ó cosas ajenas á ella, debe 
el juez declararse incompetente de oficio, cuando aparece clara- 
mente que no es de su j urisdiccion . 

Por estas consideraciones, resuelvo en esta sala de audiencias 
declarando á este juzgado federal incompetente para conocer en 
la presente causa, y ocurra el presentante donde corresponda, á 
quien se le devolverán los documentos acompañados una vez eje- 
cutoriado este auto. Repónganse. 

Daniel Goytia . 
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VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Diciembre 31 de 1896. 
Suprema Corte: 

En las referencias de los demandantes no está claramente de- 
terminada la acción instaurada, ni ella se deduce de los docu- 
mentos acompañados. 

£1 demandante pretende á foja veintiocho vuelta, ser pro- 
pietario de la mitad de las tierras escrituradas á favor del 
demandado^ y esto no en viriud de una sociedad propiamen- 
te dicha, sino á consecuencia del pago de la comisión ofre- 
cida por un tercero, al apoderado que obtuviera del gobierno 
de Santa Fé, ubicación ventajosa del campo e» cuestión. La ac* 
clon será caracterizada en oportunidad. Pero ya sea de sociedad 
6 de división de intereses comunes, ó de cumplimiento de obli- 
gaciones remuneratorias de un mandato civil, siempre resulta 
que en el caso no existe la razón, en la ley que impone el. fuero 
de la sociedad para todos los asociados. 

Las diligencias, en el caso, no proceden de un contrato de so- 
ciedad, por consiguiente ni lugar determinado para que las obli- 
gaciones sociales tengan cumplimiento, ni un interés tal, que 
equilibre la influencia de los contendientes, ante la jurisdicción 
común. 

Cualesquiera que sean las relaciones jurídicas entre el de- 
mandante Botey y el demandado Loza, ellas no son bastante de- 
finidas para romper el principio sobre competencia de la juris- 
dicción nacional, que ampara al vecino de una provincia en de- 
manda contra ei de otra. 

Pienso por ello, que la resolución del juez a quOy corriente á 
foja 33, debiera ser revocada y recibirse la información ofrecida 



} 
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para establecer la distinta Teoíndad de los causantes. Pido á 
V, E. se sirva así declararlo. 

Sabiniano Kier. 



Pallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Octubre 7 de 1897. 

Vistos j considerando : Que aunque el demandante insinúa 
la existencia de una sociedad, afirmando hechos de que pudiera 
desprenderse, para basar en ellos la acción que deduce» recono- 
ce al mismo tiempo que no ha habido una razón social que 
caracterizara la sociedad como distinta de sus miembros. 

Que, por consiguiente, la jurisprudencia de esta Suprema 
Corte, invocada en el auto apelado, no es aplicable en el presente 
caso, tanto porque esa jurisprudencia se refiere á situaciones 
jurídicas sustancialmente diferentes, cuanto porque no se pue- 
de dar por sentada la existencia de una sociedad, para deducir 
en seguida las consecuencias que deriva, cuando esa existencia 
no se halla comprobada, niprima /acic, por elementos probato- 
rios suficientes. 

Que resultando de las informaciones producidas ante esta Su- 
prema Corte, que el demandante es extranjero j el demandado 
argentino, la jurisdicción federal es procedente, con arreglo al 
artículo segundo de la ley de jurisdicción y competencia. 

Que en la mencionada información ha quedado subsanada la 
deficiencia respecto á la prueba de que el caso entra en la juris- 
dicción nacional, deficiencia que con justicia se hace notar por 
el inferior. 

Por estos fundamentos y concordantes de la vista del señor 
Procurador general, se revoca el auto apelado de foja treinta y 
tres, declarándose que el conocimiento de esta causa correspon- 
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de al jaez de sección, á quien se le deyolveráa los autos, para 
que, reasumiendo la jurisdicción de que se ha desprendido, 
proceda á conocer en ella j resolver con arreglo á derecho. Be- 
pón ase el papel. 

BBIMAHIN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— JUAN E. TORRENT. 



CACHA VCVWll 



Contra Párelo é Idiartborde^ sobre infracción i las Ordenanzas 

de Aduana 



Sumario. — La expresión de 590 litros manifestados al pedir 
el depósito de 10 cascos devino con 598 litros cada uno, 6 debe 
entenderse que se ha referido á cada casco, 6 importa un error 
imposible de pasar desapercibido al practicarse el despacho. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas: 



RESOLUCIÓN DE LA ADUANA 



Rosario, Febrero !• de 1896. 

Visto el presente expediente y resultando : Que á los señores 
Paretoé Idiartborde, les vino por el vapor francés c Piotarra > 
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entrado á este puerto el 21 de Octubre del próximo pasado, 
diez cascos tído, los que fueron depositados del modo si- 
guiente. 

P 1 1/10, 10 cascos Tino tinto común italiano hasta 17 gra- 
dos, con 590 litros^ hasta 60 por mil de extracto seco. 

Que en Noviembre 15 del mismo uño, el escribiente del depó- 
sitOy don Pedro Harispe, denuncia un exceso de 5310 litros Tino, 
manifestando que los 500 litros con que estaban depositados 
los 10 cascos, deberían contener ese litrajecada uno de los 10, 
pues por sus dimensiones lo cree así, por cuyo motlTO pasa el 
parte . 

Que con fecha 16 del mismo mes 6 sea al siguiente día de de- 
nunciado el exceso por el empleado señor Harispe, se presentan 
los consignatarios de dicho Tino, solicitando se les permita re- 
hacer la copia de depósito, pnes que Terifícado el litraje resul- 
tó que cada uno de los cascos contenía 590 litros, y que al ha- 
cer la declaración omitieron la palabra cada uno\ y que como 
justifícatiTo del error cometido declaraban que en el depósito 
número 2 de nacionales, tenían otros 10 bocoys de igual capa- 
cidad, más 6 menos, á los denunciados. 

Que los consignatarios, en su declaración de fojas 3 Tuelta á 4, 
dicen que el error ha sido cometido por un dependiente y que 
apercibidos ellos, de dicho error, presentaron la solicitud 
de foja 1» en la cual pedían rehacer la copia del depósito. 

Que pedido informe al denunciante sobre la clase de euTase j 
litraje de dichos cascos, éste informa á foja 4 Tuelta, que elen- 
Tase es el que comunmente se llama bocoys y que el litraje es 
de 598 litros cada uno. 

Y considerando : Que, con la declaración de los interesados 
queda comprobado que el litraje de los 10 cascos no es de 590 
entre todos como se manifiesta en la copia de despacho presen- 
tada por ellos. 

Que el guarda almacén denunció el exceso nn día antes al 
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que se presentaron los señores Pareto é Idíartborde pidiendo 
reotiñcar la copia de depósito. 

Por estas consideraciones y en sustitncion del señor adminis- 
trador, conforme á las facaitades que me confiere el reglamento 
general de aduana, resuelvo : Declarar caído en comiso el exceso 
denunciado por el empleado Harispe^ de conformidad con lo que 
prescriben los artículos 311, 120 y 930 de las Ordenanzas de 
aduana. 

Notifíquese á los interesados y fecho, saqúese á remate por 
el martiliero señor Laureano Noceda. 

José López . 



Fallo del Jues Federal 



Rosario, Octubre 12 de 1896. 

Vistos y considerando: Que la denuncia del error en el mani- 
fiesto ha precedido á la rectificación solicitada por el ape- 
lante. 

Que la fecha puesta en la denuncia y en todos sus trámites se 
presume que sea cierta, hasta que se pruebe su falsedad ó anti- 
data. 

Que él ha reconocido el error cometido en el manifiesto, ale- 
gando tan sólo en su favor que es un error manifiesto, impo- 
sible de pasar desapercibido, que, como lo dice el fiscal no es el 
error á que se refiere el artículo 1057, para que pueda elcomer- 
cianteimplorar el perdón ó conmutación de la pena, hinf> un 
error ú omisión muy fácil de pasar desapercibido, con grave 
perjuicio para la renta fiscal, porque en el manifiesto no se ha 
expresado la especie de envase del vino, sino que se ha usado 
la palabra genérica de casco, que j)uede referirse á un envase 
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que contenga 59 litros como también 590 litros j desapercibido 
al despacho. 

Por estas oon sideración es, de acuerdo con lo pedido por el se- 
ñor fiscal, se confirma por sus fundamentos la resolución admi- 
nistrativa de fojas 5 y 6, con costas. Repóngase. 

Daniel Goytia. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



Suprema Corte : 



Buenos Aires, Abril 9 de 1897. 



Los señores Paretoéidiartborde, pidieron á depósito, lOcas- 
cos vino tinto común, con 590 litros. Esos diez cascos eran bo- 
coys, cuyo litraje es de 598 litros cada uno, según el informe 
de foja 4 vuelta/y tenían de peso 68i 6 kilogramos, según el 
conocimiento á qne se refiere el informe de la contaduría de 
foja 2. 

Según el artículo 278de las ordenanzas de Aduana, las copias 
de factura para depósito, deben expresar la clase, calidad y can- 
tidad délos efectos que contiene cada bulto, siendo entonces 
exacto, que el encargado del depósito cayó en falta grave, al 
admitir la copia de factura para depósito, sin esa espeoifi- 
cacion. 

Los depositantes enmendaron el error cometido en la petición 
para depósito, cuando á foja \ expresaron que los quinientos 
noventa litros manifestador, eran el contenido d'e cada uno de 
los cascos. 

Evidenciado el error y reconocido y explicado por .el deposi* 
tante, surge la duda sobre la oportunidad legal de la ampliación, 
de foja 1 y sobre la condición de si pudo ó no pasar de- 
sapercibido. 



DE JUSTICIA RACIONAL 187 

Respecto de lo primero, observo que el manifiesto para 
el despacho de depósito, es diferente de la petición para el 
depósito. 

En efecto, verificado el depóaito, el artículo 347 de las orde- 
nanzas requiere para el despacho muchos requisitos, y entre 
ellos la expresión, según el inciso 5^ de la especie, calidad y 
cantidad de los artículos contenidos en cada bulto . 

Sí en el caso actual no se había pedido el despacho cuando se 
presentó á la administración de aduana la ampliación de foja 1, 
pienso que esa diligencia se produjo en tiempo oportuno, ya que 
ninguna reclamación se había producido sobre el depósito, ni se 
había producido tampoco la oportunidad de hacer efectivas para 
el despacho, las prescripciones expresamente requeridas del 347 
de las Ordenanzas. 

En segundo término, el error en la copia de depósito era tan 
manifiesto, que no podía dar lugar á la defraudación de la 
renta. 

La presencia sólo de los 10 cascos, cuyo litraje según el in- 
forme del mismo denunciante á foja 4 vuelta, es de 598 litros, 
basta para desvanecer el error, y si á ello se agrega que según 
expresión del manifiesto, el peso asignado á los 10 cascos es de 
681 6 kilogramos, la manifestación de ese error, es de tal evi- 
dencia, que no pudo permitir pasase desapercibido en ningún 
caso. 

Creo por ello, y los fundamentos concordantes de la expresión 
de agravios, que el error de la factura para depósito ha podido 
rectificarse hasta ia oportunidad del manifiesto para despacho, 
y que no siendo susceptibles de pasar desapercibidos, sobre todo 
cuando el empleado de aduana hubiera cumplido los deberes im- 
puestos por el artículo 278 de las ordenanzas, Y. E. con suje- 
ción á lo establecido en la causa que se registra en la página 
235, tomo &*, serie 3' de sus fallos, debiera revocar la sentencia 
recorrida de foja 28, declarando á los recurrentes exentos de 
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pena, por los hechos que han dado lugar á esta causa. Así lo 
solicito de V. E. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Octubre 9 de 1897. 

Vistos y considerando : Que al expresarse en el pedido de 
depósito, á que se refiera el parte de foja tres, el número de li- 
tros, el solicitante ha entendido sin duda referirse al número de 
cada casco, y si no hubiera de entenderse asi, resultaría que se 
había incurrido en un error imposible de pasar desepercibido, 
aun cuando no fuera sino teniendo en cuenta la designación de 
peso contenida en el conocimiento. 

Por esto, y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
procurador general, se revoca la sentencia apelada de foja 
veintiocho, declarándose ¿ los recurrentes exentos de pena por 
los hechos que han dado lugar á esta causa. Hágase saber con el 
original y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. 
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CAUSA CCCYllI 



La empresa del Ferrocarril al Pacifico, contra don Alberto Os- 

tendorp y otros; sobre expropiación 

Sumario. — El precio y la indemnización por la expropiación 
debe fijarse segan el mérito que arrojen los antas. 



Caso. — Besnlta del 



Fallo del Suem Federal 



Baenos Aires, Setiembre 25 de 1896. 



r vistos: estos autos promovidos por la empresa del Ferroca- 
rril al Pacífico contra don Alberto Ostendorp y otros sobre ex- 
propiación de una área de terreno. 

Resulta : i^ Don Antonio N. Buiz, en representación de la 
empresa delFerrocarril de Buenos Aires al Pacífico expone : 
Que según consta de la ley número 3210 dictada con fecha 7 
de Enero del año próximo pasado, el Congreso ha declarado de 
ntilidad pública la ocupación de los terrenos de propiedad particu- 
lar que sean necesarios para la construcción del ramal de empal- 
me y estaciones correspondientes con el Ferrocarril del Oeste ala 
altura del Caballito acordado por el poder ejecutivo al Fe- 
rrocarril al Pacífico por decreto de fecha 13 de Setiembre 
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de 1893, y ha aatorizado ígaalmente á la empresa para gestio- 
nar por so cuenta la expropiación de esos terrenos, de acuerdo 
con la ley de expropiación de 1866. Que entre los terrenos atra- 
vesados por el ramal del Ferrocarril existe uno de gran fondo 
que pertenece á los señores Alberto Ostendorp, Benadit, Adolfo 
Mantels y Casimiro de Bruyn, con quienes no ha sido posible 
ponerse de acuerdo privadamente sobre la venta, á pesar de las 
proposiciones ventajosas que les han sido hechas. Que la em- 
presa del Ferrocarril les ha ofrecido el precio de tres pesos por 
metro cuadrado, que es el triple cuando menos de su valor, aun 
incluyendo el importe de los perjuicios que son ningunos, y 
ante la resistencia de sus propietarios viene á promover el co- 
rrespondiente juicio de expropiación del área á que se refiere el 
plano acompañado, manteniendo su eferta de tres pesos mone- 
da nacional por metro cuadrado, y pidiendo se resuelva por el 
juzgado la referida expropiación mediante el pago de 8883 pe- 
sos,* incluidos los perjuicios, cuya suma ha sido consignada 
según resulta del recibo acompañado y en virtud de lo cual se 
les debe acordar la inmediata posesión del terreno. 

2^ Convocadas las partes á juicio verbal, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 6*^ de la ley respectiva, se verificó la 
audiencia en los términos que expresa el acta de foja 27, pro- 
cediendo las partes á la designación de los peritos cuyos nom- 
bramientos recayeron en el ingeniero don Ángel Silva y don Car- 
los Nordman por los expropiados. 

3^ Que el primero de dichos peritos se expidió á foja 30, ma- 
nifestando no haber podido ponerse de acuerdo con el de la par- 
te contraria en las distintas conferencias celebradas al efecto, 
por lo que se veía en la necesidad de presentar su dictamen por 
separado. 

4® Que el terreno expropiado se halla situado en el antiguo 
partido de San José de Flores, inmediato al Cementerio de la 
Chacarita, con uno de sus frentes, el más corto, sobreel camino 
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conocido por el de Moreao, j con sn fondo que es próximamente 
de 80 metros con rombo hacia el Sod, que ese terreno está to- 
tolmente sembrado de alfalfa y cercado de alambre y que, por 
las condiciones en que se encuentra y las consideraciones que 
desarrolla en su expresado informe, le asigna el precio de dos 
pesos moneda nacional por metro cuadrado, de la fracción ex- 
propiada y estima en 4000 pesos la indemnización por cansa 
de los perjuicios causados á sus propietarios. Que el perito nom- 
brado por éstosestima en cinco pesos el metro cuadrado y luego, 
entrando en otro orden de consideraciones sobre los resaltados 
inmediatos que derivan de la expropiación, estima los perjuicios 
causados en 54.900 pesos con 50 centavos moneda nacional. 

5^ Queá foja 45, el juzgado, en vista de la enorme disconfor* 
midad qne resultaba de los informes periciales y con el propó* 
sito de ilustrar mejor su opinión recibió el juicio á prueba para 
lajustiñcacion del verdadero valor del terreno expropiado, ha- 
biéndose producido la que resulta de autos. 

T considerando : 1** Que la expropiación aunque sea necesa- 
ria para el bien público es odiosa, y en materia de avalúos, co- 
mo de perjuicios, la autoridad encargada de su justiprecio está 
en el deber de inquirir y recoger de las mejores fuentes de in- 
formación los antecedentes ilustrativos para reparar con equi- 
dad el sacrificio exigido al propietario. 

%^ Que el artículo 15 de la ley respectiva determina que debe 
fijarse el precio del terreno por el valor qne la propiedad tuviere 
en la época inmediatamente anterior á la ley que declaró la ex- 
propiación; y el 16, que deberá comprender los perjuicios que 
sean una consecuencia forzosa ó directa de la expropiación, de- 
biendo tenerse en cuenta, para la indemízacion, la depreciación 
que á cansa del fraccionamiento puedan sufrir las fracciones no 
expropiadas y también el mayor valor que éstas puedan obte- 
ner á causa de las obras que se veriñquen en la parte expro- 
piada. 
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3^ Qao segan los certificados de los escribanos Bepetto, Sua- 
rez y González Cañé, qne corren á fojas 49 vuelta, 59 vuelta, y 
82 y demás pruebas qne obran en autos y los datos que priva* 
damente ba recogido el juzgado para apreciar con un criterio 
independiente y justiciero el valor de la propiedad en equidad, 
debe fijarse y se fija en 3 pesos y 50 centavos moneda nacional 
el metro cuadrado de la fracción expropiada, J^ue según el plano 
aceptado por las partes, se compone de 4374 metros que al pre- 
cio asignado, representa la suma de 5309 pesos. 

4^ Que en cnanto al monto de los daños y perjuicios, tenien* 
do en cuenta la ubicación del terreno, su destino al cultivo de 
alfalfa, regabilidad y fertilidad, si bien es cierto que la linea 
férrea fracciona el terreno irregularmente, no lo es menos que 
los perjuicios que pueden resultar de este hecho, serán amplia- 
mente compensados por los beneficios qne trae aparejada una 
línea férrea, todo lo cual ha podido apreciarse en la vista ocu- 
lar practicada por el juzgado el día 18 del corriente. 

Por estos fundamentos, fallo: declarando que la empresa del 
Ferrocarril al Pacifico debe abonar á los propietarios del te- 
rreno expropiado, dentro del término de diez días de consentida 
esta resolución, la suma fijada, y además 15.000 pesos moneda 
nacional por indemnización de los daños y perjuicios cansados, 
lo qne forma un total de 30.309 pesos, con sus intereses á estilo 
de Banco sobre el excedente de la cantidad ofrecida y consig- 
nada desde la fecha de la ocupación y las costas del juicio, .de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 18 de la ley de expropia- 
ción, hecho locuil se procederá á extenier la respectiva escri- 
tura por el escribano que se designe. Notifíquese original y 
repónganse las fojas, A.sí lo resuelvo ea Buenos Aires á 25 de 
Setiembre de 1896. 

P. Olaechea y Alcor ia. 
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Falle de la Suprema Certe 

Buenos Aires Octubre 9 de 1897. 

Vistos : Atento el mérito que arrojan los autos, se fija en cin- 
co pesos cincuenta centavos moneda nacional el precio de cada 
metro cuadrado de tierra á expropiar, quedando incluido en ese 
precio la indemnización de los daños j perjuicios. La suma que 
deberá abonar la empresa resultará del námero de metros qug 
ocnpe j del precio unitario establecido en esta sentencia, con 
más los intereses á que se refiere la apelada de foja ciento diez, 
la que se confirma á este respecto j en cnanto á las costas, que- 
dando modificada en lo demás, en el sentido expresado. Re- 
puestos los sellos, dcTuélvase. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BCNGB. — JUAN 
' E. TORBENT. 



CAUSA €€:€IX 



Don Pedro J, Agrelo, por información sobre su condición de 
hijo único de madre viuda ; sobre incompetencia 

Sumario. — No corresponde á la justicia nacional recibir in- 
formaciones sobre el estado de las personas. 

T. LXl 13 
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Caso. — Don Pedro Agrelo se presentó al jazgado pidiendo se 
reciba la ioformaoion que ofrecía para acreditar ser hijo único 
de madre viada, á fin de presentarse con ella á la jnnta de ex- 
cepciones del servicio militar solicitando sa excencion de aqaéi. 



VISTA FISCAL 



Baenos Aires, Agosto de 1897. 
Señor Jiiez : 

No correspondiendo la información qae solicita á la jurisdic- 
ción de Y. S. por las leyes que la rigen, V. S. debe declinar 
SQ intervención en el asunto, mandando que el recurrente ocu- 
rra donde corresponda. 

J. Botet. 



Falle del Su<eu Federal 



Buenos Aires, Agosto 20 de 1897. 

Autosy vistos: Siéndola jurisdicción federal privativa y de 
verdadera excepción, no pndiendo sus jueces por tal concepto, 
conocer de otras causas civiles que las que determina el articulo 
2^ de la ley nacional de 14 de Setiembre de 1863^ y no encon- 
trándose la que motiva esta resolución en ellas comprendida : 
por ello y lo aconsejado por el ministerio público, el Juzgado 
se declara incompetente para conocer en esta petición, man- 
dando en su consecuencia que el interesado ocurra ante quien 
corresponda. Bepóngase el papel. 

Agustín Vrdinarrain. 



OB JU8T1GU NACIONAL 195 



VISTA DEL SBflOR PROCURADOR GENERAL 



BaeDOs Aires, Agosto 27 de 1897. 

Suprema Corte: 

Segon los términos de la ley sobre competeacia de la justi- 
cia nacional, citadaen el auto reoarrido, las declaraciones sobre 
el estado civil no corresponde i la jurisdicción federal ; por lo 
que pido á Y. £. se sirva confirmar, por sus fundamentos, el au- 
to recurrido de foja 5 vuelta. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corto 



Buenos Aires» Octubre 9 de 1897. 

Vistos : De acuerdo con lo expuesto j pedido por el señor 
Procurador general y conforme á lo dispuesto en el artículo se- 
gundo de la ley de diez y seis de Octubre de mil ochocientos 
sesenta y dos, se confirma, con costas, el auto apelado de foja 
cinco vuelta. Devuélvanse, debiendo reponerse los sellos ante 
el inferior. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— JUAN B. TORRENT. 
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CAUSA €jecx 



Contra don Pedro Christophersen, agente del vapor « Vittorta », 
por infracción á las Ordenanzas de aduana ; sobre nulidad de 
sentencia. 



Sumario. — Es nula la sentencia que no se ajusta al caso 
propuesto á su resolución. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 



RESOLUCIÓN DE LA ADUANA 



Buenos Aires, Noviembre 37 de 1895. 

Hallándose comprobado el exceso de tres fardos lana, de que 
seda cuenta en el parte de foja..., de acuerdo con el articulo 
1002 de las ordenanzas de Aduana, pagúese por el agente una 
multa igual á su valor. Repónganse los sellos por el mismo. 

José Martinez Castro. 
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Y18TA FISCAL 



Buenos Aires, Marzo de 1896. 
Señor Juez : 

Habiéndose constatado por la declaración misma de los ape- 
lantes, así como por el informe de la Contad ariia de la adnana 
de foja... qne hnbo nn exceso de tres fardos de lana entre la de- 
claración de la carga del vapor € y ittoria » y la documentación 
de embarque, considero que, con arreglo al articulo 1002 de las 
ordenanzas de aduana^ es perfectamente procedente la pena que 
á los recurrentes impnso la resolución de aduana de foja 5. 

El descargo de los recurrentes, que consiste en afirmar que pa- 
garon derechos por más de los fardos declarados, no sólo no ha 
sido justificado, sino que ni aún tal circunstancia disculparía la 
diferencia observada en el parte de foja 1 y confesada á foja 2 
entre la relación de la carga y los documentos aduaneros. 

Por estas razones pienso que Y. S. debe confirmar la resolu- 
ción aduanera de fojas 5 y 10. 

J. Boiet. 



Falla del Jíve» Vederal 



Buenos Aires, Agosto 11 de 1896. 

Vistos : este expediente traído al conocimiento del juzgado en 
grado de apelación, deducido por don Pedro Christophersen, de 
la resolución aduanera de foja 9 Tnelta, por la que se con- 
dena á una multa de 20 pesos por cada uno de los bultos que 
faltan. 



i08 
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T considerando : Que segon el parte corriente á foja i , de la 
confrontación hecha con el índice de descarga j planillas de en- 
trada del vapor € Yittoria », paquete número 556, entrado al 
puerto el i4 de Marzo de 1894, faltan 14 bultos de los consig- 
nados á los depósitos de Catalinas norte. 

Que llamado el interesado á dar explicaciones y no habiéndo- 
lo hecho satisfactoriamente, el caso encuadra en la disposición 
del artículo 905 de las Ordenanzas de aduana, y por tanto la 
sanción penal allí indicada es la que por derecho corresponde. 

Qne ajustándose la resolución apelada á esas circunstancias 
y habiéndose aplicado en la misma la pena de multa determi- 
nada, no hay motivo atendible ni legal que pueda inducir al juz- 
gado á modificar esa resolución . 

Por estas consideraciones y lo aconsejado por el señor fiscal, 
definitivamente juzgando, fallo : confirmando con costas la re- 
solución apelada del administrador de la aduana, de foja 9 vuelta. 
Notifíquese con el original y ejecutoriada esta sentencia devuél- 
vase el expediente á la aduana. Repónganse las fojas. 

Agustín Urdinarrain 



VISTA DEL SEfiOR PROCURADOR GENERAL 



Suprema Corte : 



Buenos Aires, Noviembre 25 de 1896. 



La denuncia de foja 1, se refiere á tres fardos de lana suje- 
tos á derecho de exportación, que no fueron incluidos en la re- 
lación jurada de la carga y permiso de exportación del vapor 
italiano € Yittoria >. 

Las diligencias subsiguientes y la resolución administrativa 



DE JUSTICU NACIONAL 199 

de foja 3, 86 refiere á esos tres fardo8 de lana, por las qne se 
impone al agente nna malta igual & so valor. 

Entre tanto, por un error que resulta evidente, la sentencia 
recurrida de foja22, estudiando los datos de otro expediente se 
refiere á ii bultos sobre los que se impone pena con sujeción á 
lo dispuesto en el artículo 905 de las Ordenanzas y á otras cir- 
cunstancias qne no constan en este proceso. 

Ante un error tan manifiesto corresponde declarar sin efecto 
una resolución que no se ajusta á las constancias de autos, y 
mandarlos devolver al juez a quo, para que proceda á sentenciar 
con arreglo á derecho. 

Sabiniano Kier. 



WmUm de ím Suprema Carta 



Buenos Aires, Octubre 9 de 1897. 

Vistos : No correspondiendo la sentencia de foja veinte y dos 
al caso fallado por la resolución administrativa de foja cinco, y 
de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor Procurador ge- 
neral, devuélvase para que el inferior proceda con arreglo á de- 
recho. Bepóngase el papel . 

BENIAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— JOAN B. TORRENT. 
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CAUSA €«;cxi 



Contra Joseph Soltó y hermanos^ sobre defraudación 

de derechos fiscales 

Sumario. — 1^ Las defraadaciones al fisco cometidas por 
medio de sustitución de mercaderías, someten á pena no sola- 
mente las mercaderías sustituidas, sino también las que sirvie- 
ron para sustituirlas. 

^ El error que no es evidente y puede pasar desapercibido, 
no exime de pena. 



Caso. — Besulta de las siguientes piezas : 



Buenos Aires, Setiembre 14 de 1895* 

Eoícelentisimo señor Ministro de ^Hacienda : 

En cumplimiento del artículo 23 de la ley de aduana y para 
la resolución que corresponda, elevo á V. E. las adjuntas actua- 
ciones en 19 fojas, impresas en el taller de esta aduana, y que 
son copia del sumario original que se refiere en seguida. 

En 23 de Agosto próximo pasado, el señor alcaide de esta 
aduana comunicó al que suscribe, que uno de sus ordenanzas le 
había manifestado haber recibido propuesta de un empleado de 
contaduría para sustraer un documento incorporado á la carpeta 
de un buque. En previsión de que el hecho pudiera tener rami- 
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fioaciones de importancia, el que suscribe adoptó las resolucio- 
nes que en síntesis constan en la primera de las actuacioires 
acompañadas y que han sido el origen de un sumario que se pro- 
sigue activamente, y cuya elaboración se prolongará por 
mucho tiempo, pues se trata de pesquizas prolijas, á través de 
los innumerables y complicados documentos de Aduana, que 
diariamente nos descubren y comprueban una serie de fraudes 
que, bajo varias formas y distintos autores, se han venido co^ 
metiendo en esta aduana desde tiempo atrás. 

La administración se ha propuesto perseguirlos activamente 
y castigarlos y ha obtenido ya los primeros resultados, en lo 
que expresa el acta final del sumario adjunto, y con arreglo á la 
cual una de las casas comerciales más comprometidas ha reinte- 
grado á la aduana sin más trámite, el valor de las mercaderías 
sustraídas ó sustituidas con más los correspondientes derechos 
de importación, de acuerdo con la planilla agregada. El importe 
de las mercaderías, que asciende á pesos 35.00Ü, constituye la 
pena que corresponde á las infracciones referidas, y que debe 
distribuirse según el artículo 1.030 de las Ordenanzas de aduana, 
entre los que han concurrido á su descubrimiento y repre- 
sión. 

£1 funcionario que suscribe, que ha iniciado y dirijido el su- 
mario y aceptado su solución en cuanto respecta á la responsa- 
bilidad civil delacasa^ se considera, sino legal, moralmente in- 
hibido para participar de esos beneficios de la ley. En cnanto á 
los demás empleados, cuya acción inteligente y activa se permi- 
te encomiar, Y. E. resolverá lo que estime más conveniente. 
Lasinfrac«nones áque se refiere las actas número» 3, 4, 5^ 6 y 7, 
continúan esclareciéndose, y son por tanto, independientes de 
las que han dado origen á la liquidación final, que elevo á la 
aprobación de Y. E. Respecto de esta misma, esta administra- 
ción ha exonerado á la casa sumariada del cargo que contra ella 
arrojan los 11 cajones referidos en el acta número 8, no sólo 
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porque se trata de un hecho probable pero no seguro, sino por- 
que « los efectos de la represión, consideró que por ahora basta- 
ba la suma de pesos moneda nacional 36.000; próximamente, 
que ha desembolsado. Con arreglo al articulo 23 ya referido, 
Y. E. juzgará el proceder de esta administración. 
Dios guarde á V, E. 

J. Martínez Castro, 



Buenos Aires, Setiembre 26 de 1895. 

Resultando délo informado por la Dirección general de rentas 
y dictaminado por el señor Procurador del tesoro, que puede 
aprobarse el convenio celebrado entre el administrador de ren- 
tas de la capital y los señores Joseph Sotto y C^, mediante el 
cual éstos oblan no sólo los derechos que el fisco ha dejado de 
percibir por la extracción indebida de los depósitos fiscales de 
seis cajones conteniendo pañuelos de seda, sino también el va- 
lor total de las mercaderías, que vs lo que en rigor corresponde, 
dentro de l^s penas, que para el caso prescriben las ordenanzas 
de aduana en vigencia y sin que ello importe en lo mínimo excep- 
tuarlos de la acción criminal que pudiera traer aparejada el he- 
cho, si en las averiguaciones que se adelantan resultara un de- 
lito cuyo juzgamiento correspondiese á la justicia federal 6 si 
se comprobase la extracción de otras mercaderías. 

Se resuelve : Apruébese dicho convenio y pase á la aduana de 
la Capital, por intermedio de la dirección general de rentas, para 
que proceda en la forma prescripta por el artículo i030 de las 
ordenanzas de aduana en vigencia. 

La aduana de la Capital llevará adelante con toda actividad 
las investigaciones que tiene iniciadas, á fin de conseguir un 
esclarecimiento completo de las defraudaciones que se han lle- 
vado á cabo, para obtener el inmediato castigo de los que resul- 



DB JUSTICIA NACIOMAL 



203 



taren culpables. Háganse las anotaciones del caso en la sección 

respectiva. 

ArehÍTese. 

J. J. Romero. 



RESOLUCIÓN DE LA ADUANA 



Buenos Aires, Junio 3 de 1896. 

Vistos : Las denuncias de los señores Bidano y Segni, la vista 
evacuada por ios señores Joseph Sotto y hermanos, el informe 
precedente y los comprobantes que se han agregado. 

X considerando : i^ Que las infracciones denunciadas están 
suficientemente comprobadas y algunas de ellas confesadas por 
los citados señores en el expediente número i322. 

2^ Que con respecto á los cajones R. A. 4732 y 3264, son los 
señores Sotto los únicos responsables ante la aduana de las 
infracciones que se han practicado en dichos bultos, pues son 
ellos los dueños de las mercaderías, como ñrmantes de los do- 
cumentos de despacho^ con conocimiento en forma. 

3^ Que en cuanto al cajón JSA, número 7432, los interesa- 
dos alegan que las mercaderías deben existir en depósito con 
toda su integridad y lo que si bien podría tomarse en considera- 
ción en tesis general, no puede admitirse en el presente caso, 
pues es notorio el procedimiento observado por los interesados 
en las operaciones de que se trata; y además las circunstancias 
que mencionan los denunciantes á foja 27, robustecen la pre- 
sunción de que se hace mérito, si no estuviese ya suficiente- 
mente probada la infracción por los comprobantes que corren 
agregados. 

4° Que con respecto ú los cajones JCS^ número 6521 al 
24, lo declarado por ios señores Sotto no destruye la denuncia. 
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En efecto, no es sólo la aduana sino también el comerciante el 
que responde por lo declarado en la copia, segnn expresamente 
lo establecen los artícnlos 289 y 355 ; y aún sin tales prescrip- 
ciones expresas, es principio aceptado y reconocido que la ma- 
nifestación^ base de toda nuestra legislación aduanera, es la 
que determina la responsabilidad del comerciante que la ha 
hecho en un documento aduanero. 

5^ Que estas actuaciones no son un sumario recientemente 
iniciado contra los señores Sotto, sino una continuación del 
procedimiento que se viene siguiendo sobre defraudaciones del 
mismo género, que ha venido practicando la casa^ según clara- 
mente lo establece la diligencia de foja 30 de este expediente, 
lo cual se ha dictado en cumplimiento de lo resuelto por el señor 
administrador en el acta de 23 de Agosto próximo pasado del 
sumario ja citado. 

6^ Que la confesión expresa de que se ha hecho mérito ante- 
riormente está igualmente contenida en el citado sumario, acta 
del 5 de Setiembre de 1895 ; en ella declara el señor Manuel 
Sotto que € ante la evidencia de que las irregularidades aduci- 
das se han cometido, se anticipa á reintegrar ala aduana los 
valores defraudados, etc.. > 

Por estos fundamentos y los que se contienen en la presente 
vista de los denunciantes : fallo condenando álos señores Joseph 
Sotto y hermanos, al importe del pago de la planilla de foja 
26, perlas infracciones denunciadas, aprobándose la citada li- 
quidación en todas sus partes. Hágase saber y repónganse los 
sellos por la casa. 

J. C. Rodriguez. 
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VISTA FISCAL 



Buenos Aires, Julio de 1896. 

Señor Juez : 

La casa de Joseph Sotto y hermanos fué acusada á mediados 
delafio próximo pasado, de haber efectuado algunas defrauda- 
ciones á la aduana déla Capital, con cuyo motivóse instruyó el 
respectivo sumario administrativo, que dio por resultado, 
que las dichas defraudaciones fueran constatadas en todas sus 
partes. 

La casa de Joseph Sotto y hermanos, representada por su so- 
cio Manuel Sotto, quien tiene como tal, registrada su firma en 
la aduana, concluyó un arreglo con esa administración, en el 
cual reconocía que las irregularidades que habían dado lugar á 
las defraudaciones que se le imputaban, eran efectivas y en 
consecuencia j para evitar mayores tramitaciones consintió pa- 
gar y pagó la suma de 35.605 pesos con 15 centavos, que era lo 
que con arreglo á las ordenanzas de aduana debía pagar por ta- 
les hechos. 

Tomando conocimiento el ministerio de hacienda del arreglo 
concluido, lo aprobó en todas sus partes, previa vista del señor 
Procurador del tesoro, dando en consecuencia un decreto apro- 
batorio de lo convenido en Setiembre 6 de 1895. 

En ese decreto, como su teito lo expresa, al propio tiempo 
que se aprobaba lo expresado, se ordenaba al administrador de 
aduana que continuase las investigaciones tendente á las ave- 
riguaciones de las defraudaciones que se hubiesen cometido, 
para obtener (dice el decreto) el inmediato castigo de los que 
resultaren culpables. El administrador de aduana en cumpli- 
miento de lo ordenado, continuó esas investigaciones por medio 
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de sus empleados y de ahí ha nacido el presente expediente, 
generado por el parte de foja 1. 

Los cargos que en ^se parte se hacen á la casa de Joseph 
Sotto y hermanos, consiste en sastitacion de mercaderías en los 
depósitos de adnana y alterapion de lo depositado al pedirse sa 
despacho, en el sentido de pagar menos derechos que los qae 
correspondían, en detrimento naturalmente de los intereses 
del fisco. 

Esos cargos, qae no necesito enamorar, por cuanto bien ex- 
presos se hallan en el parte de foja i, que los fórmala, han sido 
plenamente justificados por las diligencias y docomentos qae 
corren de autos. 

La primera irregularidad á que se refiere el mencionado parte 
(comprobante número 1) y consistente en la sustitución de unos 
bultos por otros que en él se expresan^ fué reconocida por la 
casa acusada en el convenio de 5 de Setiembre de 1895, cuando 
se convino que se trataba de evidentes irregularidades, pagan- 
do en consecuencia lo que se debía por la mercadería sustituida 
en ese caso (véase la liquidación que se registra al final del fo- 
lleto acompañado). Pero si bien por ese arreglo se pagó lo co- 
rrespondiente á la mercadería sustituida, no se pagó nada por 
lo que sirvió para sustituirla. Y esto es lo que ahora se exige 
por la aduana, con sobrada razón, dado el texto claro del ar- 
tículo 960 de las Ordenanzas de aduana. Aún cuando la casa 
proclama su inocencia en tal hecho, basta qae ella haya reco- 
nocido que la irregularidad ó defraudación es evidente, así 
como que la mercadería es de su propiedad, para que con arre- 
glo á los artículos 1027 y 1028 de las Ordenanzas de aduana, 
sea responsable de la dimínncion de la renta del fisco con mo- 
tivo de tal irregularidad. 

La segunda defraudación á que &e refiere el mismo parte de 
foja i , está plenamente evidenciada en la documentación que co- 
rre de foja 9 á foja 20. Este cargo que consiste en la sustitución 
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(le ana mercadería de valor por una de valur insignificante, lo 
que está plenamente probado, ha importado la defraudación de 
lo que expresa la planilla de foja 8. 

La casa acnsada, no pudiendo argumentar contra aa eTidenciay 
se limita á manifestar, que ni el bulto de que se trata era suyo^ 
ni el despacho le pertenecía, pues había dado su firma al despa- 
chante Olavarry para que efectuara á su nombre ese despacho. 

Esta especie de descargo es inadmisible, como lo hace notar 
la aduana, no sólo porque no es presumible semejante cosa^ 
dado que OlaTarry, con su propia firma registrada, lo que le po- 
nía en condiciones de hacer cualquier despacho en su propio 
nombre, sino también porque no es factible que una casa de la 
importancia de la que se trata, diera su nombre para ser usado 
en operaciones de muy dudosa legitimidad. Pero aún dejando 
de lado estos indicios, la improcedencia de este descargo, se 
hace más notable cuando se ve que todo lo dicho nace sólo de las 
afirmaciones de los señores Sotto y hermanos, sin que ellos ha- 
yan intentado probar lo que dicen; quedando siempre responsa. 
bles del hecho á su nombre, sin que puedan eximirle de tal res- 
ponsabilidad las consideraciones inocentes ó culpables que la 
casa pndiera haber tenido, para con terceras personas. Las mis- 
mas indicaciones de la casa acusada, respecto de la segunda 
parte de este cargo, justifican claramente lo que se ha estable-» 
cido respecto del cajón JSC, número 7432, lo que no ha po- 
dido ser neutralizado por los acusados. 

La tercera irregularidad ó defraudación del parte de foja 1, 
tiene una base inconmovible en que se han estrellado los acu- 
sados : ellos documentaron un cajón, en copia de depósito foja 
25, declarando como contenido 670 kilos tejido de lana mezcla, 
que tiene un aforo de tres por ciento el kilo y luego lo despacha- 
ron como tejido de lana con trama de algodón que tiene sólo 
i. 60 pesos el kilo, defraudando á la aduana en la mitad de lo que 
debían pagar (foja 20 á foja 26). 
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El desoargo de la oasa consiste en decir qae en esto no habo 
sino un error, error que Tino á cansar la diminución de la renta 
fiscal y que pasó desapercibido, lo qne es punible de acuerdo 
con el artículo i057 de las Ordenanzas, que sólo declara no pu- 
nibles los errores qae fueran evidentes 6 no pudieran pasar de- 
sapercibidos, en lo que concuerda la jurisprudencia establecida 
por la Suprema Corte (fallos, serie 2*, tomo i% página 605; 
serie 2*, tomo 13, página 203, y serie i*, tomo 2<*, página 72). 
Constatados los hechos de que se trata en la manera que lo dejo 
expuesto, la aduana pronunció la sentencia de foja 39, conde- 
nando á la casa acusada, á pagar lo expresado por la planilla 
foja 26, y traída la apelación ante Y. S. poco ó nada ha agre- 
gado la casa á lo que tiene dicho. 

En la expresión de agravios que formuló ante Y. S; y que 
corre á foja... se extendió en largas consideraciones para pro- 
clamar su inocencia en el anterior sumario, que como lo he di- 
cho generó el presente, pero no negó las irregularidades come- 
tidas, ni la legitimidad de los reclamos que hoy se le formulan, 
ni trató de neutralizar la base inconmovible de la resolución 
aduanera de foja 36. 

Después de emplear seis sellos para proclamar su inocencia, 
se limita á reproducir, sin consignar los descargos que preten- 
dió hacer valer ante la aduana, descargos qne ya he examinado 
en esta vista y cuya inconsistencia he puesto de manifiesto. Es- 
tas consideraciones, concordantes con la resolución de foja 30, 
me inducen á pedir á Y. S. la confirmación de tal resolución en 
todas sus partes, y con la respectiva condenación en costas, co« 
mo corresponde en estos casos. 

J. Botet. 
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Vulla del Jínes Federal 

Baenos Aires, Febrero 35 de 1897. 

Autos y Tístos : por los fundamentos de la resalucion de 
adoana de foja 39 y los concordantes de la vista fiscal de foja 
58, se confirma, con costas, la referida resolución de foja 39, 
Bepónganse los sellos. 

P. Olaechea y Alcor la. 



VISTA DBL SBftOR PROCURADOR GENBR4L 

Buenos Aires, Janío 19 de 1897. 

Suprema Corte : 

La sentencia de foja 69 confirma, por sus fundamentos y los 
concordantes de la vista fiscal de foja 58, la resolución de adua- 
na de foja 39. 

Esta resolución declara confesadas en el expediente citado, 
algunas de las infracciones denunciadas á foja 1. No encuen- 
tro esa confesión en lo actuado. El acta de foja i6 del folleto 
titulado Sumario por defraudaciones en los depósitos, que en- 
cabeza ese expediente, se refiere á otras infracciones, rechaza 
categóricamente toda culpabilidad á su respecto, y sólo acepta 
el pago en obsequio del buen nombre de la casa, y con el pro- 
pósito de hacer cesar ipso fado, el rigorismo legal de que es 
objeto. 

Las infracciones que motivan el expediente corriente proce- 
den, según la denuncia de foja i*, de actos fraudulentos en el 
despacho de mercaderías, en virtud de la sustitución para 

T. LXX 14 
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ese despacho, de los cajones depositados, por otros de menor 
valor. 

Si se considera que esos despachos se verificaron en los años 
9i y 95, segnn los docomentos de fojas 5, 6 y 9 ; y qne los de- 
rechos aforados fneron pagados segnn los mismos documentos, 
y que en consecuencia las mercaderías así despachadas salieron 
del poder de la aduana, la jurisdicción de esta repartición pú- 
blica terminó su mandato administrativo, y toda reclamación 
ulterior al respecto, si procediera, sería sólo para ante la juris- 
dicción de los jueces federales. 

No ha podido entonces proceder la administración de aduana 
á resolver los derechos controvertidos por careper en absoluto 
de jurisdicción, una vez que las mercaderías habían salido de 
su poder y jurisdicción. El artículo 1034 de las ordenanzas es 
esplícito al respecto, c Las aduanas, prescribe, no podrán im- 
poner penas por infracciones á sus reglamentos^ cuando estos 
hayan pasado desapercibidos al tiempo del despacho, siempre 
que las mercaderías hayan salido de su jurisdicción, debiendo 
recurrir á los tribunales nacionales, á quien corresponde en este 
caso el conocimiento de la causa. » Y. E. ha aplicado constan- 
temente la doctrina derivada de esa prescripción legal, recono- 
ciendo entre otras, en las causas de la serie ^'^^ tomo 8*, página 
276; tomo 9% página 32 y tomo 17 página 440: < Que cuando 
las mercaderías han salido de la jurisdicción de la aduana, la 
imposición de pena corresponde á los tribunales de justicia». Si 
la aduana ha carecido de jurisdicción para resolver la apelación 
concedida, no sustituye las exigencias de la ley» ni la resolución 
de foja 69, confirmatoria de un fallo dado sin atribución ju- 
risdiccional, puede habilitar á éste, de la legalidad de que 
carecía. 

Pienso por ello, qne procede la revocación de la sentencia 
de foja 69 y la devolución de los antecedentes al juez nacional, 
á cuya jurisdicción corresponde en 1' instancia el eonooimien- 
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to de las ezcepciunes y la recepción de las pruebas ofrecidas, y 
pido á y. E. se sirva así declararlo. 

Sabiniano Kier. 



Auto de la Suprem» Corte 

Buenos Aires, Agosto 31 de 1897. 

Para mejor proveer, pídase informe á la administración de 
la aduana, sobre si los cajones de mercaderías de que en estos 
autos se trata, se encuentran en ella, y en caso negativo ma- 
nifiéstese cuándo salieron. Repóngase el papel. 

paz: 



INFORME 



Buenos Aires, Setiembre 17 de 1897. 
EoDcelentisimo señor : 

Tengo el honor de contestar el oficio de Y. E. fecha 14 del 
corriente, motivado en los autos en que los señores Joseph Sotto 
y hermanos recurren de la resolución de esta aduana. 

Los bultos á que se refiere la defraudación de que se trata, 
existían en la mayor parte en esta aduana cuando se inició el 
proceso, el que empieza por una resolución de la administra- 
ción para que < se practique una revisacion en los bultos ems- 
tentes en la aduana^ de propiedad de la casa de Joseph Sotto y 
G* » (véase foja 3 del folleto impreso). 

En las actas siguientes del mismo proceso se constata que 
el administrador^ personalmente, acompañado de algunos su- 
balternos, practicó esa revisacion, en los aludidos bultos. Com- 
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probadas las defraudaeiones, y reconocidas explícitamente por 
la casa, qae ante la evidencia de que se han cometido, se anti- 
cipa á reintegrar á la aduana los valores defraudados con aboso 
de su nombre (véase foja 16 del citado folleto). 

La permanencia de esos bultos en depósito, no tenía razón 
de ser, y por el contrario era repugnante á los artículos 191 al 
193 de las Ordenanzas, especialmente á estoa bultos que ya es- 
taban violados y alterados en sus formas y que podrían por lo 
tanto servir para nuevas defraudaciones. 

Por estas razones, y sin perjuicio de continuar, de acuerdo 
con lo decretado por el ministerio (foja...) los esclarecimientos 
iniciados contra la casa de Sotto, ordené á la misma en la perso- 
na del señor Bloch, miembro de ella, y su representante ante 
la aduana entonces, que retirase esos bultos. Sin embargo y to- 
davía existen en los depósitos de la aduana, los cuatros que lle- 
van la marca J. ^ C y los números 7432, 7182, 7188,7184, que 

no han sido retirados por la casa, á pesar de la intimación que 
dejo referida y que por tanto serán vendidos en subasta pública 
una vez que vuelva á esta administración el expediente que 
pende de la resolución de Y. E. 

J. Martínez Castro. 



Fallo de ím Suprem» Corte 

Buenos Aires, Octubre 9 de 1897. 

Vistos : Resultando del oficio de foja noventa y ocho^ que la 
infracción á que se refiere esta causa, se ha realizado no ha- 
biendo las mercaderías salido todavía de la jurisdicción de la 
aduana, y estando probada la mencionada infracción; por 
esto y fundamentos concordantes de la sentencia apelada de 
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foja sesenta y nueve, se confirma ésta con costas, declarándose 
qoe en la distribución 6 aplicación de la multa, se ha de obser- 
var lo dispuesto en el artículo mil veinte y nueve de las orde- 
nanzas de aduana, ó sea, sacándose del importe de ella lo nece- 
sario para satisfacer los derechos debidos al tesoro y los gastos 
ocasionados por el embargo de las mercaderías penadas, si los 
hay, y distribuyéndose lo sobrante según lo previene el citado 
artículo y el mil treinta de las mismas ordenanzas. Repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 
TORRENT. 



CAUSA cc>€:xxii 



Recurso de habeos corpus d favor de Ernesto Joly 

Sumario. — Los individuos matriculados en la tripulación 
de un buque que no hayan cumplido su contrato no pueden 
reclamar contra la prisión pedida por el capitán para obligarlos 
á su cumplimiento. 



Caso . — Besulta del 
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PaIIo Ú9á Jue» Federal 



La Plata, Setiembre 18 de 1897 . 

Autos y vistos : El reoarso de habeos corpus interpuesto por 
don Blaise Yast á favor del ciudadano francés Ernesto Joly. 

T considerando : Que este individuo detenido ha firmado con- 
trato como cocinero del vapor inglés < Magdalena » en el puerto 
de Southamptont de ida y vuelta, según resulta.de los informes 
prestados por el sub-prefecto de este puerto á fojas 3 y 6 
y esto supuesto, es de exacta aplicación el artículo 990 del Có- 
digo de Comercio que autoriza el apremio con prisión para el 
cumplimiento de esta clase de contratos, los cuales no pueden 
ser considerados bajo la faz civil que el poder fiscal conceptúa 
en su vista de foja 4, atento lo proscripto en el artículo 8^, có- 
digo citado, en su inciso 9^. Por esto, se declara no hacer lugar 
al recurso interpuesto. Notifíquese y hágase saber al sub- 
prefecto. 

Mariano 5. de Áurrecoechea. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Setiembre 26 de 1897. 
Suprema Corte : 

El informe de la Prefectura Maritina de foja 6 expresa : que 
el cocinero Ernesto Joly pertenece á la tripulación del vapor in- 
glés « Magdalena » , según su propia declaración y el contrato 
presentado por su capitán, y que también figura en el rol de 
navegación • 
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y. E. en la caasa registrada en la serie 1% tomo 2^, página 
143y ha establecido que el rol del equipaje de un buque, haoe 
plena prueba del contrato de ajuste de los marineros. 

Por ello, 7 fundamentos del auto recurrido de foja 7, pido 
á y. E. su confirmación. 

Sabiniano Kier. 



Fall9 de I» Suprema Corte 



Buenos Aires, Octubre 12 de 1897. 

yistos : De acuerdo oon lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general y por sus fundamentos, se confirma el auto 
apelado de foja siete. Devuélranse. 

benjamín paz. — ABBL BAZAN. 
— JUAN B. TORRBNT. 



CAUSA CCCXIII 



Don Tomás Brown Petters contra don Migml Vaccaro, por 
levantamiento de embargo preventivo ; sobre costas 

Sumario. — Si el embargo preventiTo se decretó con arreglo 
á derecho, el juez que lo manda levantar por haber sido decía- 
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rado inoompetente en la causa, no paede condenar en costas á la 
parte que lo solicitó. 



Caso. — Lo explica el 



FaIIo del JueB Federal (1) 

Rosario, Abril 26 de 1897. 

T vistos. Connsiderando : V Que la Suprema Corte, en su 
resolución de foja 53 ha declarado que la presente causa no es 
de la competencia de este juzgado, sino de la del juzgado de sec- 
ción de la proTincia de Buenos Aires. 

2^ Que por consiguiente, habiendo carecido de jurisdicion 
pata conocer del fondo del asunto, ha carecido igualmente para 
decretar medidas precautorias, como fué la de interdicción de 
salida del puerto de la Capital del vapor < Litoral ». 

3^ Que la circunstancia de provenir la incompetencia del 
juzgado racione loci j no r alione materice y no modifica el punto, 
teniendo su origen la postestad jurisdiccional ó jurisdicción en 
la competencia y estando ésta foimada de un conjunto de cir- 
cunstancias ó requisitos que la constituyen, la falta de cualquie- 
ra de éstas, la hace desaparecer; así, no obstante tratarse 
de un asunto marítimo, de exclusiva competencia de la justicia 
federal, la potestad jurisdiccional de este juzgado es nula en el 
presente caso, por faltarle á su competencia el requisito de caer 
el asunto dentro de su territorio 6 límites jurisdiccionales. 

4^ Que el hecho de haberse sustituido la fianza pecuniaria 

(1) Como antecedentes de esta causa puede verse el tomo 66, página 34. 
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por medio de an depósito en an Banco, á la interdicción de sali- 
da, no cambia el aspecto de la cuestión^ por cnanto ese cambio 
en la clase de medida precautoria, no altera, en primer lugar, 
la naturaleza de ésta, y en segundo lugar, fué adoptado con mi- 
ras de eritar mayores perjuicios, sin disminuir la garantía. 

6* Que para poder apreciar el valor é importancia del argu- 
mento que se hace de la desigualdad defavorable en que se le 
oolooaria al actor si el depósito fuera devuelto, sería menes- 
ter entrar á considerar la justicia 6 injusticia de la medida 
precautoria decretada, y por consiguiente, la justicia ó injus- 
ticia que habría en dejarla sin efecto, para lo que, como resulta- 
do de la resolución de la Suprema Corte, el juagado carece de 
competencia. 

6^ Que, por lo tanto, lo arreglado á derecho es colocar las co- 
sas en el estado en que se hallaban al iniciarse el juicio, como 
si el juzgado declarándose incompetente, no hubiese hecho lu- 
gar á la interdicción de salida del vapor. 

Por estas consideraciones y las pertinentes del escrito de fo- 
ja 05 y atento lo mandado por la Suprema Corte, en su resolu- 
ción de foja 86, consentido que sea este auto, líbrese oficio al 
Banco de Italia y Bio de la Plata, para que, con intervención del 
actuario, se entregue á don Miguel Yaccaro la sumado 5040 pe- 
sos oro sellado que existe depositada en ese establecijmiento á 
la orden del juzgado y como perteneciente á este juicio. Hágase 
saber y repónganse las fojas. 

P, Olaechea y Alearía. 

Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Octubre 12 de 1897 . 

Vistos. Considerando: Que el embargo preventivo diotado por 
el juez, era conforme á la disposición del artículo cuatrocientos 
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euarenta y seis del Código de Procedimientos de la Capital fe- 
deral. 

Qoe por consigoiente, en virtud de lo dispuesto por el arti- 
cnlo onatrocientos sesenta y tres del mismo Código, al diotarse 
resolocion levantando ese embargo, no ha podido condenarse en 
costas á la parte qne lo solicitó. 

Por estOy 7 teniéndose presente la manifestación hecha en el 
informe in voce desistiendo del recurso de apelación inter- 
puesto por la parte de Brown Petters : se conñrma el auto de 
foja ciento dos, en cuanto no contiene condenación especial en 
costas. Bepuestos los sellos, devuélvanse. 

RENJAMIN PAZ. — ABEL BAEAR. 
— JUAN B. TORRENT . 



CAUSA CCCXIY 



Don Torñds Brown Petters y contra don Miguel Vaccaro^ por cobro 
depesos; sobre arraigo j defecto legal en la demanda y em- 
bargo preventivo. 

Sumario. — 1^ Cuando se reclama el pago de servicios de 
asistencia á un buque, y los servicios constan de escritura pú- 
blica, procede el embargo preventivo sobre la suma que resulta 
haber sido depositada anteriormente para sustituir el buqne 
asistido á los efectos de la redamación. 

2^ Apareciendo claro el pedido de la demanda, y estando ga- 
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rantidas las costas del jaicio, deben rechazarse la ezcepoion de 
defecto legal, fandada en la osoaridad de la petioionj y la de 
arraigo de jaioio. 



Caso, — Don JoséB. García, por el capitán Brown Petters, 
del vapor < Blookheath » , se presentó demandando á don Miguel 
Yaccaro, daeño del vapor c Litoral i, por cobro del salario de 
asistencia qoe prestó á este último, el qne estimaba en la sama 
de 1000 libras esterlinas. 

Por un otrosí, solicitó embargo preventivo, fundado en que 
se trata de un crédito privilegiado, en que aquel fué ya acorda- 
do por el juei federal de la Capital, y en que el caso está com- 
prendido en los artículos 443, inciso 2^, y 446 del Código de Pro- 
cedimientos de los tribunales de la Capital , incorporado al pro- 
cedimiento federal (1). 

Auto dol Jines Vedeiml 

La Plata, Junio 9 de 1897. 

Por presentado en cuanto ha lugar, téngasele por parte y por 
constituido su domicilio legal; de la demanda traslado, señalan-^ 
dose para el emplazamiento el término de dos dias; al otrosí, bajo 
la responsabilidad del solicitante, trábese el embargo que se 
pide. Líbrese por una y otra cosa el exhorto necesario. 

Aurrecoechea. 

£1 demandado dedujo los recursos de revocatoria y de apela- 
ción en subsidio, en cuanto al embargo decretado, diciendo que 

(1) Como antecedente de esta causa, puede verse también la inmediata 
anterior y la que allí se cita. 



220 FALtO$ DB LA SUPREMA CORTE 

éste DO procede, porque no está reconocida la asistencia cnyo 
salario se demanda, ni se han presentado documentos fehacien- 
tes para acreditar la prestación de los serTÍcios; al mismo tiem- 
po opúsolas excepciones dilatorias de arraigo del juicio y de- 
fecto legal en el modo de proponer la demanda. 

Fundó la primera en que el demandante no tenía domicilió, 
ni bienes, ni garantía alguna en el país, y ann cuando asi no 
fuera, no hay tratados internacionales entre la Argentina é In- 
glaterra que asegure la ejecución de las sentencias. Fundó la 
segunda, en que el demandante no presenta documento alguno 
que justifique los servicios cuyo pago demanda; en que sise 
reclama el pago de salario de asistencia, no es al juez slnó á los 
peritos á quienes corresponde fijar el quantum, y al juez sólo 
compete averiguar si debe ó no ; que no se expresa claramente 
en la demanda si sólo se exige el reconocimiento del salario de 
asistencia, ó también su pago. 

£1 apoderado del actor, contestando el traslado conferido, pi- 
dió el rechazo, con costas, de la revocatoria y délas excepciones. 

Befcpecto del embargo dijo: que la prestación del servicio 
consta en la escritnra pública cnyo testimonio acompañó con la 
demanda* en la cual el capitán del c Litoral » no desconoce 
aquella ; que acreditado el servicio, no importa que su monto 
esté determinado, pues á los efectos del embargo, que no pro- 
cede, de acuerdo con la jurisprudencia de la Suprema Corte es- 
tablecida en sus fallos, tomo 19, página 330, y tomo 62, pági- 
na 11; y respecto del defecto en la demanda, que ésta se halla 
concebida en términos claros y precisos ; que la suma en que él 
aprecia el salario, no es sino como un antecedente para los arbi- 
tros, quienes, en definitiva, fijarán su monto, como lo pidió an- 
te el juez de la capital, habiendo presentado testimonio de la de- 
manda que produjo ante él, y la que ha reproducido ante el 
jnez de Buenos Aires. 
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Fallo del Jines Vcderal 



La Plata, Agosto 2 de 1897. 

T vistos : De conformidad con lo expuesto en el escrito de foja 
37, y délo resuelto por la Suprema Corte de justicia nacional 
en la causa CCXG VI (serie 4\ tomóla, página lli), nohalugar 
á ninguna de las excepciones deducidas por el demandado en el 
escrito de foja 24 7 contéstese derechamente la demanda. T aten- 
ta la apelación que en subsidio se interpone en este último, se 
concede en relación, y elévense los autos al superior en la for- 
ma de estilo, con costas. Repónganse las fojas. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



Pallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Octubre 12 de 1897. 

Yistos: Por sus fundamentos en cuanto á las excepciones de 
arraigo y de defecto legal en el modo de proponer la demanda, y 
considerando en cuanto al embargo preventivo. 

Que la escritura pública que en testimonio corre á foja doce, 
contiene explícito reconocimiento de haber el vapor < Litoral i 
sido remolcado por el < Blackheath », contestándose y protestán- 
dose, no sobre el deber de pagar el servicio, sino sobre el quan- 
tum que se exigió por el capitán del vapor remolcador. 

Que con tales antecedentes, el embargo preventivo se halla 
autorizado por el artículo cuatrocientos cuarenta y seis del Có- 
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digo de procedimientos de la Capital, incorporado á la ley de 
procedimientos en lo federal y disposiciones correlativas del Có^ 
digo de Comercio segan el expediente seguido entre las mismas 
partes antes el jnez federal de la Gapitalqoe se tiene á la vista; 
la snma de dinero cuyo embargo se ha ordenado por el auto ape- 
lado quedó depositada én el Banco de Italia y Rio de la Plata, 
para sustituir al vapor < Litoral», á los objetos de la recla- 
mación que el demandante deduce contra el demandado. 

Por esto, se confirman, con costas, los autos apelados de foja 
veinte y tres vuelta, y cuarenta y cinco, y repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

BERJAMlIf PAZ. — ABEL RAZAN . 
—JUAN E. TORRENT. 



CAUSA CCIX'XT 



Don Luper P. Dupuy contra el comisionado municipal de La 
Plata, por cobro de pesos; sobre competencia 

Sumario. — El decreto del Poder Ejecutivo de provincia asu- 
miendo la administración municipal por estar la municipalidad 
en acefalía, no puede alterar las reglas jurisdiccionales de la 
justicia federal y producir el fuero originario de la Suprema 
Corte, en los asuntos que corresponden al conocimiento del juei 
de sección. 

Caso. — Besulta del fallo de la Suprema Corte y de la 
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VISTA DEL SEllOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Agosto 31 de 1897. 

Suprema Corte : 

De los antecedentes acompañados resulta: que no existe cons- 
tituida, en la ciudad de La Plata, municipalidad creada por ley 
de la provincia, más aún, que no existe la ley orgánica del ré- 
gimen municipal, pues la dictada por la legislatura local ba 
sido declarada insubsistente por inconstitucional, por senten- 
cia de la Suprema Corte, testimoniada de fojas 12 á 30. 

La comunicación de aquellas sentencias determinó el decre- 
to del gobierno de la provincia de Buenos Aires, de 14 de Di- 
ciembre de 1806, en testimonio acompañado á foja 31, del que 
resulta < que invalidados la ley orgánica de la municipalidad 
y el decreto reglamentario de la misma, en lo que se refiere á 
la organización total del gobierno municipal de la Capital, éste 
desaparece legalmente... y en consecuencia, el Poder Ejecutivo 
asume la^ administración municipal, por medio de un comisiona- 
do encargado de los servicios indispensables, urgentes, y de la 
atención de los intereses comunales. 

El Poder Ejecutivo de la provincia, comunicando los antece- 
dentes relacionados al señor juez federal de La Plata, declinaba 
su jurisdicción respecto á la ejecución instaurada, pues en nota 
de foja 33 le pedía la suspensión de todo procedimiento, en mé- 
rito de significar en realidad la acción instaurada por el señor 
Dupuy, un juicio contra el Poder Ejecutivo de la provincia, 
depositario actual de la autoridad municipal, y que, como re- 
presentante de la soberanía del Estado, no podía ser enjuiciado 
ante aquel. 

Como el señor juez federal hiciera caso omiso de esta decía- 
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ratoria de jurisdiocion» llevando adelante los prooedímientos 
para la ejecaoioa de sus mandatos, con el aaxilio de la fuerza 
pública, el Poder EjecutiTo de la provincia ocarrió ¿ Y. E. 
invocando contra la jarisdiccion impuesta por el juez inferior, 
la jurisdiocion superior de Y. E., que prescribe en el caso el ar- 
tículo 101 de la Constitución Nacional y el artículo I'', inciso 
1"", de la ley sobre competencia nacional de 14 de Setiembre de 
1863. 

Considero procedente la actitud asumida por el gobierno de la 
provincia. 

Desaparecida la municipalidad organizada y la ley eficaz para 
su reorganización, el poder general asume toda la jurisdiocion 
en el orden administrativo, como lo ha declarado por su decreto 
de 14 de Diciembre de 1896. 

El comisionado nombrado por el Poder Ejecutivo* sólo ejerce 
una delegación limitada á la atención de los servicios indispen- 
sables, y á la conservación de los intereses comunales. 

La acción contra esos intereses ha debido dirigirse contra el 
Poder Ejecutivo, ante la jurisdicción que designa la Constitu- 
ción y la ley, invocadas en defensa de sus prerrogativas, como 
poder administrador en un estado federal. 

El señor juez de sección ha debido pronunciarse ante omnia 
sobre la competencia, pues sin ella, toda otra resolución es ine- 
ficaz y nula. 

No haciéndolo y llevando adelante los procedimientos, impe- 
día todo recurso, y el Poder Ejecutivo de la provincia, ante la 
omisión invocada, procedía legalmente ocurriendo á solicitar el 
amparo de la jurisdicción de Y. E. como único constitucional y 
legal. 

Pienso, por ello, que la competencia, tratándose de una acción 
del carácter de la ejercida, corresponde á la autoridad de Y. E., 
y que Y. E. puede así declararlo, en virtud de la queja elevada 
por el Poder Ejecutivo de la provincia, ya que el señor juez de 
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la sección de Baenos. Aires no ha creído deber pronunciarse al 
respecto, no obstante haber sido requerido, según aparece á foja 3. 

Sabiniano Kier. 



Wmlto de la Suprema CNirte 

Buenos Aires, Octubre 14 de 1897. 

Autos y vistos : Considerando : Que según resulta de los an- 
tecedentes traidos, las acciones que se tramitan ante el juez 
Federal de la provincia de Buenos Aires, se han deducido contra 
la Municipalidad de la Capital de esa provincia constando ade- 
más que el juicio que signe don Luper P. Dupuy, consiste en 
pedir ejecución de un laudo pronunciado en causa de que antes 
del sometimiento, conocía esta Suprema Corte por apelación del 
jaez de sección. 

Que sobre dicho juicio la jurisdicción del juez federal de La 
Plata estuvo radicada y bien determinado el carácter legal con 
que las partes intervenían en el juicio. 

Que el decreto del Poder Ejecutivo de la provincia, de fecha 
catorce de Diciembre próximo pasado, no ha podido desnatura- 
lizar, al considerar en acefalía la municipalidad, el asunto de 
que se trata, alterando las reglas jurisdiccionales qae lo rigen, 
y que por afectar intereses comunales puramente fundaron la 
jurisdicción del juez de sección. 

Que aunque en el citado decreto se dice que ol Poder Ejecutivo 
asume la administración municipal, no puede concluirse que esa 
administración se ejerza por aquél como función propia, sin6 
que, como lo dice el mismo decreto, sn ejercicio se ha de hacer 
por un comisionado de nombramiento provisorio, encargado de 

T. LXX 15 
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los servicios indispensables argentes y de la atención de los in- 
tereses comunales, lo que revela bien ólaramente qne ha habido 
la intención de mantener j qne se ha mantenido la separación 
constitucional, entre la administración de carácter municipal j 
la general, respectivamente confiada por precepto constitucional 
á la mpnicipalidad j al poder ejecutivo. 

Que la circunstancia de que el Poder Ejecutivo representase 
los intereses de la municipalidad de La Plata, no es bastante 
para declarar que el caso cae bajo la jurisdicción originaria de 
esta Suprema Corte, porque el artículo ciento uno de la Consti- 
tución, al establecerla, cuando una provincia sea parte, se refiere 
á los asuntos en que estuviesen comprometidos los intereses pro* 
pies de la provincia, requiriéndose su intervención en el juicio 
en ese mismo carácter. 

Que así lo tiene establecido esta Suprema Corteen diferentes 
casos, entre otros en el que se registra en el tomo cuarenta y 
nueve, página setenta y cuatro de sus fallos. 

Por estos fundamentos : se declara que el caso no es de la 
competencia originaria de esta Suprema Corte. Avísese al go- 
bierno de la provincia y archívese. Notifíquese con el original. 

benjamín paz. — ABEL BAZAR. 
— OCTAVIO BÜNGB . — JUAN B . 
TORRENT. 
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CAUSA CCCXVl 



Don Félix V. Ballesíer contra don Agustín Latham; sobre 

rendición de cuentas 



Sumario. — 1° El mandato conferido para vender ana can- 
tidad dada de terrenos, aún conferido con la calidad de irrevo- 
cable, no exime al mandatario de la obligación de rendir cuen- 
ta cuando el mandante lo pida, y no le autoriza á hacerlo ac- 
lámente después de finalizado su cometido. 

2^ Deben ser declaradas á cargo del mandatario las costas 
del juicio áque ha dado lugar su resistencia al pedido de rendi- 
ción de cuentas. 



Caso. — Resulta del 



PaIIo del ^uea Federal 



Buenos Aires, Abril 1^ de 1897. 

Vistos estos autos para senten'cia, de cuyo estudio resulta : 
Que don Félix Y. Ballester, se presentó ante este juzgado con 
fecháis de Octubre de 1896 manifestando que en su carácter 
de propietario de los terrenos que forman la Villa Ballester, 
situados en el partido General San Martin, provincia de Bue- 
nos Aires^ confirió poder amplio & don Agustín J. Latham, en 
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29 de NoYietnbre de 1893, para administrar, vender y percibir 
el precio de los lotes de terreno qne forman dicha villa, ya sea 
al contado, ó por mensualidades, etc., conviniendo privadamente 
con sa mandatario, de acuerdo corx los socios doctores Pedro 
Ballester y Guillermo Lacroze, en que gozaría de una retribu- 
ción de quinientos pesos moneda nacional mensuales mientras 
prestara sus servicios como venía haciéndolo desde la funda- 
ción de la villa en 1889. 

Que en ese carácter de mandatario y con el titulo de gerente, 
Latham ha llevado la contabilidad del negocio de tierras, ha 
vendido numerosos lotes de terrenos y percibido fondos de con- 
sideración. 

Que los malos procederes del empleado Pedro Forbes, que 
aquél introdujo en la administración motivaron las primeras 
desinteligencias con Latham, desacatándola orden qne le die- 
ran para separar á ese mal empleado, y que habiendo tenido 
oportunidad de observar el estado de los libros y de la caja de la 
Villa Ballester, advirtieron que Latham lejos de hacer una ad- 
ministración honesta, venía defraudándolos y distrayendo para 
usos propios gruesas cantidades de dinero y otros valores, mo- 
tivo por el que se le revocó el poder que se Te tenía conferido y se 
le retiró las llaves del escritorio establecido en la calle 25 de 
M^yo número 140, escritorio número 6. 

Que en la madrugada del 26 de Setiembre de 1896, Latham 
violentó el escritorio, rompiendo un vidrio de la puerta, y sus- 
trajo los libros de contabilidad de la villa, hecho éste, que puso 
en conocimiento de la autoridad respectiva. 

Que en vista de estos antecedentes y amparado por los artí- 
culos 1909, 1911 y 1913 del Código civil, entablaba contra su 
m:indatario Agustín J. Latham formal demanda por rendición 
de cuentas, entrega de las cantidades y otros valores que haya 
percibido, con sus intereses, libros, documentos y papeles, y 
costas del juicio. 
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Que acreditado el faero federal, taparte demandada se pre- 
sentó á foja 6 contestando el traslado, negando la generalidad 
de los hechos y pidiendo se le absuelva de la demanda con cos- 
tas á la paite actora, sosteniendo no estar obligado á la rendición 
de cuentas que se le sigue : 1® porque esta obligación, aunque 
propia de todo mandatario, no es exigible sino después de la ce- 
sación del mandato, 6 luego de terminado su objeto; y 2^ por- 
que el mandato que ejerce, ni está cumplido íntegramente, ni 
tiene tiempo determinado, ni ha podido cesar sin su voluntad, 
ni ha cesado en efecto, porque el poder que le fué conferido re- 
viste la calidad de irrevocable, y áeste respecto no son de apli- 
cación las disposiciones especiales que autorizan al mandante 
para efectuarlo, por caer dentro de las prescripciones comunes 
de los contratos, los que no pueden rescindirse sino de acuerdo 
departes ó con justa causa, declarada por sentencia consentida 
ó pasada en autoridad de cosa juzgada. 

Que trabada en tal forma la litis contestación fué recibida 
la causa á prueba, produciéndose laque expresa el certificado 
do foja 29, presentándose los respectivos alegatos, y llamándose 
autos para sentencia. 

Y considerando : 1® Que es un hecho reconocido enjuicio, y 
que debe desde luego servir de punto de partida para esta reso- 
lución, la existencia del mandato y su aceptación por parte de 
Latham para administrar la Villa Ballester, vender sus tierras, 
percibir su precio, etc., extremo que^ por otra parte, se encuentra 
justificado con los documentos ^de foja 25 y foja 17, que son los 
testimonios del poder por él conferido y su aceptación, escritura 
que determina la extensión de atribuciones conferidas al man- 
datario. 

Que por consiguiente la única cuestiona resolver es laque 
versa sobre la procedencia de la rendición de cuentas solicitada, 
y desde luego si los principios que rigen el caso sub-judice son 
tos contenidos en el artículo 1909 del Código Civil. 
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2^ La obligación de rendir cuentas es inherente al contrato, 
es, como dice Marcadé, algo inseparable de la idea del mandato, 
en el sentido de que quien lo acepta se obliga independientemente 
de toda estipulación á rendir cuenta de las gestiones 6 negocios 
que se le encomendó. 

Pero, ¿debe aplicarse estos principios generales tratándose 
de un mandato de la naturaleza que confirió Ballester á Latham? 
£1 Tribunal se inclina por la afirmativa. 

La cláusula de irrevocable que él contiene no puede produ- 
cir los efectos que la defensa le atribuye. 

La libre facultad que tiene el mandante de revocar el man- 
dato que ha otorgado, es una condición !egal que reconoce la 
mayor parte de las legislaciones y expresamente es sancionado 
por nuestro Código Civil en su artículo 1970, y si bien ella es 
contraria á los principios que rigen los contratos en general, ella 
está fundada en la naturaleza propia de dicho contrato. £1 man- 
dato se confiere basado en la confianza que inspira la persona 
del mandatario, y como ella es un sentimiento susceptible de al- 
teración y cambio, una vez que esa confianza desaparece, como 
lo dice Troplong, el mandante puede revocar el poder dado, 
desde que se trata de un contrato unilateral. 

3° £sta amplitud de facultades por parte del mandante, de 
hacer cesar los poderes conferidos, tiene su limitación y ello su- 
cede cuando el mandato se da en el interés del mandatario ó de 
un tercero, pues en este caso viene á participar de los caracte- 
res de un contrato sinalagmático que produce obligaciones recí- 
procas; de lo que resulta que cada uno de los contratantes es 
deudor y acreedor del mismo, y por lo tanto, la disolución de 
dicho contrato sólo puede resultar del acuerdo de ambos contra- 
tantes, ó justa causa declarada por sentencia consentida (Mar- 
cado, sobre el artículo 2004 del Código Francés). 

£1 Código Civil en su artículo 1977 dispone que el mandato 
es irrevocable en los casos que allí menciona, lo que legalmente 
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significa que son éstas las únicas excepciones que sufren limi- 
tación en las facultades amplias del mandante de revocar á su 
voluntad los poderes conferidos. 

\^ El poder otorgado por don Félix Y. Ballester á don Agus- 
tín J. Latham, es simple mandato de administraoion con facul- 
tades amplias, y no reúne, por lo tanto, las condiciones ó re- 
quisitos de un contrato bilateral, pues en él no existe cláusula 
alguna por la cual haya sido constituido dicho mandato en el 
interés del mandatario, ni tampoco en beneficio de un tercero. 
Es, por lo tanto, un mandato común ú ordinario, sujeto á la le* 
gislacion general de que el mandante puede revocarlo cuando lo 
crea conveniente 6 necesario ; y este derecho dé revocación existe^ 
como lo dice Marcadé« comentando los artículos 2004, 2005 y 
2006 del Código Francés, aun cuando el mandato haya sido 
conferido perpetuamente, 6 dado con un límite de tiempo. 

Las constancias de autos no demuestran 6 acreditan, por otra 
parte, que el mandato dado á Latham reúna ninguno de los re- 
quisitos del artículo 1977 del Código Civil, es decir, que sea el 
resultado de un contrato sinalagmático, por más que así se afir- 
me al contestar la demanda. 

5^ Siendo el mandato conferido por Ballester á Latham, un 
simple mandato de administración, sujeto á las reglas del dere- 
cho comun« y por lo tanto, revocable de acuerdo con el artículo 
i970 del citado código, el juzgado conceptúa excusado entrar 
á estudiar la cuestión planteada por el demandado, de que el 
mandatario sólo está obligado á rendir cuentas una vez termi- 
nado el mandato, pues que ya el poder que éste tenía le fué 
revocado; hecho ó extremo reconocido en la contestación del 
pleito. 

Por estos fundamentos y demás concordantes aducidos en el 
esorito de alegato de foja 31, definitivamente juzgando, fallo : 
declarando que don Agustin J. Latham está obligado á rendir 
cuentas á don Félix Y. Ballester del mandato que le confirió. 
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en ja rendición de cuentas deberá efectuarla en el término de 
diez diaSf á contar desde la notificación de esta sentencia, sin 
especial condenación en costas, por no existir mérito para su 
imposición. Notifíquese con el original y repónganse los sellos. 



•V ■• 



Agustín Urdinarrain. 



1^- V' 



FaIIo de lA Suprema Corte 
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Buenos Aires, Octubre 14 de 1897. 

Vistos : Resulta : Que ambas partes reconocen la existencia 
del mandato conferido por don Félix Y. Ballester á don Agustin 
J. Latham, á los fines y en los términos del poder qne corre á 
foja veinticinco, otorgado el primero de Diciembre de mil ocho- 
cientos noventa y tres. 

Que el mandato consiste en el encargo de enajenar los lotes 
de terreno de la Villa Ballester, de propiedad del mandante, 
en las condiciones que en el expresado poder se establecen. 

Que el mandatario efectuó, en ejercicio de su mandato, diver- 
sas enajenaciones de lotes de terreno, sin expresar el número, 
ni el precio de éstos, reconociendo^ae las ventas han sido nu- 
merosas, y que ha percibido sumas de consideración, como pro- 
ducto de ellas. 

Que la demanda entablada en Octubre de mil ochocientos no- 
venta y seis consiste en exigir del mandatario la rendición de 
cuentas de su administración, según los términos precisos del 
pelitum del escrito de foja primera. 

Que el demandado, evacuando el traslado que le fué conferido 
de la expresada demanda, pide el rechazo de ella, alegando : 
que reconoce su obligación de rendir cuentas como administra- 
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dor, pero que no puede hacerse efectiva sino después dé fínuli- 
zado el mandato por su total cumplimiento, negándose en abso- 
luto á rendirlas antes de ese incierto plazo. 

Y considerando : Primero : Que es de la naturaleza de todo 
mandato para la administración de negocios ajenos, el deber 
del mandatario de rendir cuentas de ella al mandante, hallán- 
dose así expresamente dispuesto por el artículo mil novecientos 
nueve del Código Civil. 

Segundo : Que esta obligación no puede quedar modificada 
ni limitada á tiempo preciso por el mero carácter de irrevocable 
atribuido por el mandante al poder conferido para la adminis^ 
tracion de bienes de su propiedad, pues ni la ley ni la doctrina 
lo establecen. 

Tercero: Que la necesidad y el derecho de ejercer una pru- 
dente vigilancia sobre el desempeño de una administración de 
operaciones valiosas, sucesivas y de larga duración, informán- 
dose de su marcha por medios adecuados, incluso la rendición 
de cuentas, no pueden considerarse renunciados por la cláusula 
del. poder dado á Latham, ni implícitamente, pues en principio 
es^ derecho, inherente al mandato, es tuitivo de los objetos de 
éste y de las conveniencias más elementales del mandante. 

Cuarto: Que en confirmación de estos principios que reglan 
la materia, se halla establecido en nuestra jurisprudencia que 
las facultades conferidas al mandatario no pueden entenderse 
en sentido contrario al interés y los derechos del mandante, 
como lo tiene declarado esta Suprema Corte -.serie segunda, tomo 
primero, página trescientas sesenta de sus fallos. 

Quinto: Que esa obligación del administrador, de rendir las 
cuentas exigidas por su comitente, se hace más imperiosa, cuan- 
do^ como en el caso, el mandatario confiesa haber realizado una 
serie de operaciones valiosas, haber percibido dineros pertene- 
cientes al mandante, y aplicándolos, á lo menos en parte, á 
usos propios. 



»• 



234 



FALLOS DB LK SUPREMA CORTE 






i • 






Sexto: Que lo expuesto hasta aquí, basta para justificar la 
sentencia apelada en cuantose limita á deoIarar,que Lathatn está 
obligado á rendir cuentas del mandato que se le ha conferido, y 
que debe rendirlas en el término que se le ha señalado al efecto, 
razón por la cual, esta Suprema Corte considera innecesario 
apreciar, como se abstiene de hacerlo, la cuestión de si ha ter- 
minado 6 no dicho mandato, por el hecho de haberlo revocado 
el mandante. 

Séptimo : Que, finalmente, la rendición de cuentas por el ad- 
ministrador, á que sin duda alguna se hallaba y se halla obliga- 
do, hubiera evitado la presente contienda ; por lo que es impu- 
table á éste la promoción del litigio, debiendo por lo mismo, 
ser de cargo suyo el pago de las costas, de conforniidad á la ju- 
risprudencia constante de esta Corte en casos análogos. 

Por estos fundamentos : se confirma la sentencia apelada, co- 
rriente á foja (cuarenta y una, declarándose que las costas del 
juicio son á cargo del demandado. Repuestos los sellos, devuél- 
vanse, pudiendo notificarse con el original. 



ABEL BAZAN. — OCTAVIO BDNGE. 
— JUAN E. TORRENT. 
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D. Luis Benedetti contra D, Francisco Rauchs, por desalojo ; 

sobre competencia 

Sumarió. — No corresponden á la justicia federal los casos 
de jurisdicción concurrente en que el valor disputado no excede 
de 500 pesos, y su conocimiento corresponde á la justicia de 
paz. 



Caso. — Don Luis Benedetti, por la Cofradía de Nuestra Se- 
ñora del Carmen, demandó ante el Juez de Paz, á don Francisco 
Bauohs, por desalojo de una casa de propiedad de aquella, di- 
ciendo que adeuda alquiler y no tiene contrato. El demandado 
opuso la excepción de incompetencia fundado en que es extran- 
jero. 



RBSOLUGION DEL JÜBZ DE PAZ 



Buenos Aires, Setiembre 9 de 1897. 

Autos y vistos: Considerando, en cuanto á la excepción de 
incompetencia de jurisdicción : Que si bien la ley de 14 de Se- 
tiembre de 1863 invocada^ saca de la jurisdicción de los tribu- 
nales ordinarios las causas en que son partes un ciudadano ar- 
gentino y otro extranjero^ la ley adicional de 3 de Setiembre de 
1878 limitó los alcances de aquella en la parte recordada, esta- 
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bleciendo que quedan excluidas de la competencia de los juzga- 
dos de sección, las causas de jurisdicción concurrente en que el 
Talor del objeto que dé origen al pleito, no exceda de quinientos 
pesos, cuando el conocimiento del caso caiga bajo la jurisdicción 
de la justicia de paz. Que del acta de foja 6, j por manifestación 
de la parte actora, está comprobado que el alquiler que devenga 
el predio materia de este juicio, es menor del que el artículo 
13^ inciso 3% de la ley de Jasticía de Paz, establece como 
mínimum para determinar la jurisdicción de la misma, aun en 
los casos de locación en que medie contrato escrito, y desde 
luego este juzgado es competente para conocer en el presente 
juicio y así lo declaro. En su consecuencia, y considerando: 
respecto á las excepciones de falta de personería en el actor y su 
apoderado, que el demandado ha reconocido ser locatario de la 
Cofradía actora, y ésta propietaria del predio arrendado (foja 5), 
y por lo tanto es improcedente la excepción opuesta. 

Que también el demandado ha reconocido que el representante 
de la parte aciora lo ha sido siempre el hermano mayor de la 
Cofradía, y que la persona que al presente desempeña ese cargo 
ha justificado estar en el ejercicio de él, con el documento de 
foja 1*^, que no ha sido impugnado, y por lo tanto hace fé, dejan- 
do siu fundamento legal la excepción opuesta con respecto á él. 

Por estos fundamentos, fallo : no haciendo lugar á Ta excep- 
clon opuesta, y mandando que el demandado conteste derecha- 
mente la demanda en la audiencia del 14 del actual, á las 8 p. 
m., bajo apercibimiento de dársela por contestada en rebeldía. 



J. Williams. 
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yiSTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Agosto 13 de 1897. 
Suprema Corte: 

Siendo exactos los hechos establecidos en la resolacion del 
Juez de Faz de la sección 16 de la Capital, corriente á foja 6, 
le son aplicables las disposiciones de la ley de 3 de Setiembre 
de 1878. Considero por ello improcedente el recurso deducido 
ante elJuigado de Paz, y mas aún, el directamente tr&ido ante 
V. E. por denegación de aquel, y pido á V. E. se sirva así de- 
clararlo. 

Sabiniano Kier, 



FaIIo de Ia Suprema Corte 

Buenos Aires, Octubre 16 de 1897. 



Autos y vistos : Atenta la cuantía del asunto, de acuerdo con 
lo dispuesto en el artículo primero de la ley de Setiembre de 
mil ochocientos setenta y ocho, y con lo pedido por el señor 
Procurador General, se declara improcedente el recurso dedu- 
cido. Repóngase el papel, y agregúense estas actuaciones al ex- 
pediente remitido como informe, devolviéndose al juzgado de su 
origen. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUN6E. — JUAN 
£. TORRENT. 
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CAUi^lA CCCXYIII 



D. Eustaquio Diaz Velez contra D. José Abasólo, por reivindi- 
cación ; sobre emplazamiento y copias 



Sumario. — 1® El término para contestar la demanda corre á 
contar desde el ñjado para el emplazamiento. 

2^ No es obligatorio dar copia de los documentos que por no 
obrar en poder del actor, se individualizan con arreglo al artí- 
culo 10 de la ley de procedimientos. 



|v ' 



Caso, — D. José Abasólo, sin contestar la demanda que le 
promovió el señor Diaz Yelez, se presentó diciendo de nalidad 
de la notificación del emplazamiento, porque el término de éste 
había sido fijado en dos dias, lo que reducía el que corresponde 
por la ley. Que ese término debe ser el de nueve dias, según el 
artículo 72 de la ley de procedimientos. Dijo también que no se 
le había dado copia de un plano y de dos títulos de que se hacen 
mención en la demanda. 



WtMo del iluea Federal 



La Plata, Junio 9 de 1897. 

Y vistos : 1^ Que en cuanto á la nulidad pedida, de la notifica- 
ción de foja 24, resultando de la misma diligencia que se han 
llenado, por el secretario autorizante déla misma, todas las exi- 
gencias de la ley. Y, por otra parte, no es exacto que se haya II- 
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mitado el término legal para contestar la demanda, paes, por el 
contrario, el plazo qoe se ha señalado para el emplazamiento es 
independiente de aqnel, y en virtud de lo dispuesto en el final 
del artlonlo 66 de la ley de procedimientos : No ha lugar á la 
nulidad solicitada de la notificación practicada á foja 24. 

^ Que en cuanto & la falta de copias y demás, alegado por 
Abasólo, el artículo diez de la misma ley establece que cuando 
el actor no pueda presentar los escritos y documentos que jus- 
tifiquen el derecho que alegue, hará mención con la individua- 
lidad posible sobre los que de ellos resulte y del archivo, oficina 
pública 6 lugar donde se encuentren los originales ; y resaltando 
del escrito de demanda que el actor ha llenado la exigencia de 
este artículo, y por lo tanto, no está obligado á dar al deman- 
dado las copias que él pretende. Por esto, también no ha lugar 
á la entrega de las copias pretendidas por el demandante. Todo 
con costas y contéstese directamente la demanda, bajo aperci- 
bimiento de lo que haya lugar. Notifíquese con el original, re- 
gístrese y repónganse las fojas. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



Fallo úm la Saprema C^rte 

Buenos Aires, Octubre 16 de 1897. 

Vistos : Por sus fundamentos y atenta la doctrina que surje 
del párrafo final del artículo doscientos once de la ley de pro- 
cedimientos, se confirma con costas, el auto apelado de foja 
cuarenta y ocho. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN B. 
TORRENT. 
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CAUIIA CCCXIX 



"■'•*. 

■.'V 






El Ferrocarril Gran Sud de Santa Fé y Córdoba contra Don 

Carlos Casado ; sobre expropiación 



Sumario. — El precio é indemnización déla expropiación debe 
fijarse según el mérito que arrojan los autos. 



Caso. — Resulta del 



FaIIo del ^uea Federal 



Rosario, Diciembre 17 de 1896. 

Vistos : estos autos sobre expropiación de un terreno perte- 
neciente al señor Carlos Casado, para beneficio del Ferrocarril 
Gran Sud de Santa Fé y Córdoba^ y teniendo en consideración: 

1° Que el terreno que atraviesa el ferrocarril expropiante está 
destinado para pueblo, según el articulo ti de la ley provincial 
de Octubre 17 de 1881, y no para agricultura como clasifica el 
perito de la parte expropiante. Aun cuando en realidad no está 
edificado el pueblo, sino que existen algunos edificios, según 
declaración del acta de foja 55, no por esa circunstancia deja de 
tener mayor importancia un terreno destinado para población 
que si f aera destinado para agricultura. 
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2^ Qae los terrenos del t Pueblo nuevo de Melincué >, que 
quedan al sud del ferrocarril expropiante, resultan perjudicados 
por quedar separados con la línea férrea del resto del pueblo ; 
teniendo en consideración, finalmente, la extensión expropiada, 
el precio pagado en otros casos por terrenos análogos, como 
consta á foja S3, y fallo de la Suprema Corte en la serie 2% tomo 
6"^, página 254, resuelvo en definitiva : ordenando á la Empresa 
del Ferrocarril Gran Snd de Santa Fé y Córdoba, abone á don 
Carlos Casado, por el terreno expropiado y por danos y perjui- 
cios consiguientes, la suma de 15.000 pesos moneda nacional 
de curso legal^ con más los intereses corridos; á estilo del Banco 
di' la Nación, sobre la diferencia entre la suma consignada y la 
presente avaluación, cargando con las costas necesarias para 
el juicio de expropiación. Repóngase. 

Daniel Goylia. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Octubre 16 de 1897. 

Vistos : Atento el mérito que arrojan los autos y teniendo en 
consideración lo resuelto en casos análogos por esta Suprema 
Corte, se fija en diez y seis centavos moneda nacional el precio 
del metro cuadrado del terreno á expropiar, en cuyo precio queda 
comprendida la indemnización de daños y perjuicios, reformán- 
dose en este sentido la sentencia apelada de foja sesenta y ocho, 
la que se confirma en cnanto á intereses y costas. Repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

BBMJAMIA PAZ . — OCTAVIO BUN- 
GE. — JUAN B. TORRENT. 

T« LXX 16 
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CAIJ8A c«;cxj[ 



El Doctor Don Ramón González contra el Banco Nacional; sobre 

daños y perjuicios 

Suma/rio. — £1 encargo dado á on abogado para la defensa de 
nno 6 más pleitos; es, por su naturaleza, revooable. 



Caso. — Resolta del 



l*allo del iVuem Federal 



Autos y vistos : El juicio civil, seguido entre el abogado doc- 
tor Bamon Gómez y el Banco Nacional en liquidación, por cobro 
de una suma de pesos, proveniente de daños y perjuicios, de su 
estudio, resolta: Que el referido abogado Gómez fué nombrado 
por el Directorio del citado banco, en 10 de Octubre de i893, 
para que prestara sus servicios profesionales á esta sucursal, 
en las condiciones especificadas en el acuerdo del banco, de 4 
de Mayo de 4892, que corre impreso á foja... 

Que haciéndose cargo de esas funciones, el abogado Gomes 
prestó sus servicios profesionales al banco durante tres meses, 
durante los cuales, los procuradores del banco le llevaban asun- 
tos del mismo para que los patrocinara, como que en efecto les 
dictaba escritos á los procuradores Cabanillas y Feijóo, y daba 
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consaltas al gerente cuando se las requería, y que más tarde 
por orden del gerente don Agustín B. Sierra dejaron de llevarle 
asuntos. Que interrogado por el abogado Gómez, el gerente Sie- 
rra, le expuso que por considerarle muy recargado de trabajo, 
no se le daban más asuntos; pero que se le llevarían otros más 
tarde, lo que nunca sucedió, según lo asevera el señor doctor 
Gómez, de tal modo que de hQcho quedó suspenso en el ejercicio 
de sus funciones de abogado del banco, con lo que se le irroga- 
ron graves perjuicios, que estima en )a suma de diez mil pesos, 
como consecuencia de que no podía ejercer su profesión en con- 
tra del banco, ni cobrar sus honorarios en los juicios en que 
había intervenido, con arreglo á la resolución del Directorio 
de 4 de Marzo de 1892, desde que suspendido de hecho, en su 
patrocinio, no pudo terminar los juicios respectivos, para co- 
brar las costas. 

El Banco, contestando la demanda, reconoció ser cierto el 
nombramiento del ductor Gómez como abogado del mismo, que 
en tal carácter prestó servicios á la institución, que esos servi- 
cios no fueron remunerados, que si el gerente le suspendió la 
remisión de nuevos juicios, fué porque había patrocinado á par- 
ticulares contra el banco, como sucedió en el concurso de don 
Máximo Santillan, en el que el abogado Gómez, patrocinó al 
síndico del concurso don Pedro García, quien se opuso á que se 
levantara el concurso, como lo aceptaban todos los acreedores de 
Santillan, con quienes se había arreglado. Que si entre el abo- 
gado Gómez, y el Banco existía un contrato de mandato, como 
lo sostenía el primero, era facultad del mandante retirar el 
mandato, tan luego como el mandatario dejara de poseer la con- 
fianza del mandante (artículo 1970 del Código Civil), como ha- 
bía sucedido en este caso, en el que, debido al patrocinio que 
prestó el abogado Gómez al sindico del concurso Máximo San- 
tillan, el consejo del Banco autorizó al gerente para no confiable 
más asuntos al referido abogado. Que así, el Banco no descono- 
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cía el derecho á cobrar honorarios del abogado Gómez, pero que 
habiendo éste incarrido en la plus petitio, debía condenársele 
en las costas. La causa fué abierta á prueba rindiéndose por 
ambas partes las que corren de foja.;, á foja..., la de Gómez, 
la de foja... á foja..., consiste en las declaraciones de foja..., 
informes de foja..., j confesión de foja..., y la del Banco en la 
de foja... á foja... 

Y considerando : 1^ Que en concepto del infrascripto las cues- 
tiones fundamentales á resoWerse en el caso sub-judice, son las 
siguientes: 1* ¿Ha prestado el abogado Gómez sus servicios pro- 
fesionales al Banco? 2* ¿Han sido estos remunerados? 3* No ha- 
biéndolo sido aún ¿en qué forma deben apreciárselos ? 4*^ ¿Debe 
el Banco indemnizaciones de daños y perjuicios al abogado Gó- 
mez? 5*^ En caso afirmativo ¿cuál debe ser su monto? 

2° Que para resolver estas distintas cuestiones, existen en 
autos los antecedentes necesarios, como ser las afirmaciones del 
actor, reconocidas por el Banco en cuanto á que prestó sus ser- 
vicios profesionales, por nombramiento del Directorio, de fecha 
10 de Octubre de 1893, y á que esos servicios no fueron aún re- 
munerados ; de modo que las dos primeras cuestiones, quedan 
desde luego resueltas afirmativamente la primera y negativa- 
mente la segunda. 

3° Que por lo que respecta á la tercera cuestión, relativa á la 
forma en que deben compensarse los trabajos prestados por el 
abogado Gómez, debe ella resolverse en la forma prevenida por 
la ley de 31 de Agosto de 1894, y con arreglo á la resolución del 
Directorio del Banco Nacional, de 4 de Mayo de 1892, para cuyo 
efecto, el interesado usará de su derecho con arreglo á las pres- 
cripciones legales citadas. 

4^ Que en orden á la cuarta cuestión, sobre si debe el Banco 
al doctor Gómez indemnización de daños y perjuicios, para darle 
solución es necesario tener presente: I'' ¿cuál es la naturaleza 
del contrato existente entre el banco y el abogado Gómez?; 2^ en 
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qué forma podía el BaDCo desligarse de sus obligaciones para con 
Gómez ; 3® circunstancias especíaleH ocurrentes en el caso sub* 
judice sobre el particnlar. Respecto del primer punto, aceptando 
la tesis jnridica sustentada por el actor, segan la caal, el con- 
trato existente entre el Banco y él mismo, es el mandato, no 
pu(^de negarse, siempre en la hipótesis de la verdad de esa tesis, 
que el mandante se reserva siempre la facultad de revocar ó re- 
tirar el mandato cuando lo creyera así conveniente á sus dere- 
chos, lo qne se comprende sin dificultad, desde que ese con- 
trato está fnndado en la confianza que se presume deposita el 
mandante en su mandatario, desapareciendo la cual, deja de te- 
ner razón el mandato ; pero es igualmente cierto que el cesar 
de ese derecho, el mandante tiene la obligación de hacérselo sa- 
ber á su mandatario para desligarlo de su compromiso para con 
él, y dejarlo en la plena libertad de sus acciones. Así, pues, si 
el banco usaba del derecho que le acuerda el artícelo 1970 del 
Código Civil^ como lo sostiene en su contestación ála demanda, 
debió ponerlo en conocimiento del abogado Gómez, para qne éste 
pudiera así ejercer libremente su profesión sin las trabas y res- 
tricciones qne le creaba la existencia del vínculo jurídico que le 
ligaba al Banco, por su nombramiento de 10 de Octubre de 1803. 
De las constancias de autos resulta improbado este hecho, pues 
si bien el Banco ha pretendido probarlo por las declaraciones de 
los testigos Figneroa, Feijóo, Cabanillas y Breschia, que co- 
rren respectivamente á foja... y á foja... no lo ha probado, 
pues esas declaraciones no hacen constar el hecho de que el 
Banco hiciera saber al abogado Gómez, que había cesado de ser 
su patrocinante. Así, el testigo Breschia, dice que llevó una 
nota para el doctor Gómez, pero que ignoraba su contenido. 
El testigo Cabanillas dice, que él, á pesar de su relación con el 
abogado Gómez, nunca le dijo que sabía que no era ya abogado 
del Banco, y el abogado Gómez asevera que él no recibió comu- 
nicación alguna del Banco, por la qne se le hiciera saber su ce- 
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santia en el ejeroioio de sos fanoiones de abogado de esta sucar- 
sal. Que el gerente Sierra alguna vez que le reclamó sobre la 
razón por qué no le mandaba asuntos á su estudio, le manifestó 
que era porque lo consideraba muy recargado^ de trabajo y que 
lo haría más tarde. Así, pues, si como rosulta de la nota del 
Directorio del Banco Nacional en liquidacion/que corre á foja.... 
éste aceptó la renuncia del abogado Oomez, éste no recibió el 
aviso de su aceptación que vino bajo cubierta de notas para la 
sucursal del Banco. 

Dt$ la confesión del gerente, de foja..., resolta también que 
en la sucursal no se recibió comunicación alguna al respecto. 
De todo lo dicho, pues, sobre este particular, se desprende que 
el Banco ño hizo saber al abogado Gómez su cesantía y que, 
por tanto, éste último se consideraba siempre trabado en el li- 
bre ejercicio de su profesión de abogado, por los vínculos que le 
creaba su nombramiento de abogado. Pero el Banco arguye y 
dice, que el doctor Gómez patrocinó al síndico del concurso de 
don Máximo Santillan, cuando se trató de levantar el juicio de 
concurso, oponiéndose á lo que pedía el Banco. A esto responde 
el abogado Gómez en su confesión de foja..., que es verdad que 
patrocinó al síndico del concurso referido, en esa gestión, y que 
procedió así, porque según su ciencia y conciencia era lo que 
correspondía en verdad, consultando los verdaderos intereses 
de todos los acreedores, entre los cuales estaba el Banco. 

Que en consecuencia, él, lejos de creer que perjudicaba al 
Banco con su actitud, entendía beneficiarlo. 

Y como hay que respetar el principio de la indivisibilidad de 
la confesión, es deber tomar en cuenta la respuesta del abogado 
Gómez en toda su extensión. 

Dedacimos, pues, de lo expuesto, que la suspensión de hechos 
que le impuso el gerente de esta sucursal al abogado Gómez, 
sin notificación alguna formal del hecho, le irrogaba perjuicios, 
pues le privaba del libre ejercicio de su profesión. 
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5^ Que para apreciar esos servieios deben tomarse en consi- 
deración las condiciones especiales de nuestro foro, el trabajo 
que regularmente tienen ios abogados, y dentro de esas bases, 
según mi legal entender, pienso que deben apreciarse á rason 
de trescientos pesos mensuales, que en los cuatro meses que no 
ejerció su profesión el abogado Gomes, hacen la suma de un 
mil y doscientos pesos nacionales de ley. 

6® Que en cuanto & que el abogado Gómez interyino en el jui- 
cio de la sucesión de don Pedro San Gormes, del informe de 
foja..,, del juzgado de 1* instancia en lo civil, se desprende que 
lo hizo antes y después de ser abogado del Banco, y no mientras 
lo fué. 

7^ Considerando en cuanto á que si con el patrocinio del abo- 
gado Gómez el Banco obtuyo ó no buen éxito en sus gestiones, 
no corresponde al infrascripto pronunciarse sobre el particular, 
bastando s6Io la constancia de la existencia de esos servicios 
profesionales. 

8° Que las partes deben sujetarse á sus convenciones, como 
i una regla que tiene la misma fuerza de la ley, según el artí- 
culo... del C&digo Civil. 

0^ Que no corresponde tampoco tomarse en consideración y 
pronunciarse sobre los cargos de carácter personal que el abo- 
gado Gómez hace al ez-gerente señor Sierra, dejándose sobre 
este punto á salvo las acciones que el abogado Gómez creyere 
corresponderle contra el referido señor Sierra. Por estas consi- 
deraciones y las concordantes de los escritos de foja... áfoja..., 
y de foja... á foja... del actor, definitivamente juzgando, fallo, 
que debo declarar como en efecto declaro : 1^ que el abogado 
Gómez ha prestado sus servicios profesionales al Banco Nacio- 
nal en liquidación ; 3^ que esos servicios no han sido aún re<- 
munerados ; 3^ que deben serlo en la forma prevenida por la 
ley de 31 de Agosto de 1894^ y con arreglo á la resolución del 
Banco, de 4 de Mayo de i892 ; 4® que el Banco debe abonar al 
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abogado doctor Gómez la suma de unmü y doscientos ipesos na- 
cionales de corso legal, como indemnización de los danos y per- 
juicios que le ha causado con su proceder ; 5® que las costas se 
paguen en el orden que se hayan causado, por no encontrar méri- 
tos para imponerlas especialmente; 6^ que se devuelvan los ex- 
pedientes traidos ad effectum videtidi con la nota de estilo. 

Así lo resuelvo en Santiago del Estero, á veintiocho dias del 
mes de Diciembre de mil ochocientos noventa y cinco. 

P. Olaecheay Ákoría. 



Fallo de la Supreiiiá Corte 



Buenos Aires, Octubre 19 de 1897. 

Vistos y considerando: Que atento los términos déla deman- 
da y de la contestación, y de conformidad á lo dispuesto en la 
ley tres, título diez, partida tercera, y en el artículo trece de la 
ley de procedimientos, la sentencia debe concretarse á resolver 
la cuestión sobre daños y perjuicios, pedidos por el actor y ne- 
gados por el demandado. 

Que el actor funda su derecho en las relaciones de abogado 
encargado de los intereses del Banco que ejercía, y en la cir- 
cunstancia de haberlo hecho cesar el citado Banco, en la pres- 
tación de sus servicios profesionales. 

Que el encargo dado á un abogado para la defensa de uno ó 
más pleitos, es, por su naturaleza, revocable, en consideración 
á los diversos motivos que pueden determinarlo. 

Que no hay en el caso circunstancias especiales que puedan 
hacerse valer para modificar aquella regla. 

Que á esto se agrega que el demandante no ha probado que 
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haya sufrido perjuicios provenientes de la cesación de sus ser- 
vicios profesionales que prestaba al Banco. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de foja 
ciento noventa y dos, y se absuelve al demandado de la deman- 
da de foja cinco. Bepuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BüNGE. — JUAN E. 
TORRBNT. 



CAUSA CtXXXI 



El Banco Hipotecario Nacional ¡sobre competencia de un juicio 

de mensura 



Sumario. — El juicio de mensura, al cual haya sido citado 
el Banco Hipotecario Nacional, no corresponde al fuero federal, 
Éiientras no se produzca el caso contencioso. 



Caso, — £1 presidente del Banco Hipotecario Nacional se di- 
rigió al juez federal de la Capital, pidiendo se libre oficio al 
juez de i' instancia de la Capital, doctor Méndez Paz, á fin de 
que se inhiba de conocer en un juicio promovido por don Juan 
N. Fernandez, en el cual se le ha mandado evacuar un traslado, 
según resulta de la cédula que acompaña. 
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Fallo del Jíuea Federal 



Buenos Aires, Agosto 10 de 1897. 

Y vistos : 1^ Qne de la cédala de foja i^, acompañada por el 
recurrente, se desprende que la citación hecha al Banco Hipote- 
cario Nacional, por orden del señor joez de 1* instancia de la 
Capital, no es para que concurra como parte en juicio conten- 
cioso á contestar demanda alguna, sino simplemente, á que 
emita opinión en un juicio sobre su naturaleza, de carácter vo- 
luntario como son los de mensura. 

2^ Que el conocimiento de esta clase de juicios, corresponde 
á la justicia ordinaria, siendo necesario para que surta el fuero 
federal, que cambien previamente su carácter voluntario en con- 
tencioso, según jurisprudencia de la Suprema Corte : serie 2*, 
tomo 16, página 165, y tomu 21, página 389 de la misma serie. 

3^ Que la circunstancia de que más tarde pnede dar lugar á 
un juicio contencioso, no es bastante para hacer surgir desde ya 
la competencia del juzgado, pues que por ahora, el Banco no 
tiene intervención de parte propiamente dicha, y por consi- 
guiente, sus intereses no están comprometidos en manera algu- 
na, que justifique el conocimiento del juicio voluntario por el 
juzgado. 

Por estas consideraciones, y no obstante lo dictaminado por 
el procurador fiscal, no se hace lugar á la inhibitoria solicitada 
por el Banco Hipotecario Nacional, en su escrito de foja 3. Be- 
pónganse las fojas. 

P. Olaechea y Alcorta. 
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VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Setiembre 24 de 1897. 

Suprema Corte : 

Como lo expresa el auto de foja 5, no existe el juicio oonten- 
ciosoque puede autorizar el amparo de la jarisdiocion nacional^ 
para los derechos controvertibles del Banco Hipotecario de la 
Nación. 

Lo único que procede por el momento, según lo expresa la 
cédula de foja 1*^, es que el Banco tome conocimiento de la men- 
sura 7 adopte la actitud que cuadre á sus derechos é intereses. 

Considero aplicables á estos antecedentes los principios y 

jurisprudencia citados en el auto de foja S; y pido á Y. £. se 

sírya confirmarlo. 

Sabiniano Kier. 



WmUm de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Octubre 19 de 1897 . 

Vistos : De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, por sus fundamentos y con arreglo á lo dis- 
puesto en el artículo dos de la ley de diez de Octubre de mil 
ochocientos sesenta y dos, se confirma, con costas, el auto ape- 
lado de foja cinco. Bepuestos los sellos, devuélTanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE» — JUAN 
E. TORRENT. 
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CAUSA €:rcxxii 



Cadrel y Pasíorini contra D. Pedro Barneiche, por embargos; 
sobre cumplimiento de exhortos de distintos jueces 

Sumario. — No procede la jnrisdiccion de la Suprema Corte 
para decidir sobre el cumplimiento de exhortos de distintos jue- 
ces, mientras no haya contienda trabada que le corresponda re- 
solver, ó no se ocurra á ella por medio de alguno de los recursos 
autorizados por la ley. 



Caso. — Eesulta de las siguientes piezas : 



Auto det Jues de t* Inataneia 



Uruguay, Junio 25 de 1897. 

Vistos : los varios exhortos dirigidos respectivamente al in- 
frascripto por sus señorías los jueces doctor Ángel Oaray, de la 
Capital de la Bepública, y doctor Manuel de T. Pinto, de la 
sección federal de Entre Rios, con asiento en el Paraná. 

Eesnltando : 1® Esos despachos se han ocasionado con motivo 
de ejecución que ante el juez doctor Garay, siguen centra don 
Pedro Barnetche, los señores Cadret y Fa&torini, y de igual 
acción que ante el juez federal doctor T. Pinto, sigue la admi- 
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nistracion de impuestos internos contra el mismo Barnetohe, 
7 también á pedidos ante el juzgado de dichos magistrados, 
interpuestos por los patrocinantes de Barnctche. 

2^ Se reñeren á diversos secuestros trabados á requerimientos 
respectivos de ambos jueces, en la destilería tLa Uruguaya >, 
radicada en esta ciudad, perteneciente á don Pedro Barnetche, 
y al nombramiento de distintos depositarios y administradores 
de la dicha fábrica. 

Y considerando : 1** El proveyente, conocedor de la ley que le 
obliga á prestar á la justicia nacional el concurso qne sus re- 
presentantes le soliciten, y en el deseo de llenar ese deber como 
siempre lo hizo, con el mayor agrado y del modo más cumplido 
empezó practicando las diligencias que uno y otro de los dos 
señores jueces qne deja nombrados, le fueron requiriendo con 
relación al asunto referido. 

2^ Pero los requerimientos respectivos de ambos magistrados, 
sobre embargos, reembargos, depositarios, administradores y 
diversas medidas referentes á la destilería de Barnetche, han 
llegado á hacerse impracticables. 

Sucede que las medidas dictadas por el nno son opuestas 6 
van á destruir 6 á dejar sin efecto las dictadas por el otro ; y 
sin embargo, cada cual de éstos pretende que el infrascripto dé 
cumplimiento á sus resoluciones, 

3"" Tal estado de cosas ha determinado entre uno y otro de 
los dichos magistrados, un conflicto de atribuciones 6 de juris- 
dicción que está palpitante, pues que han llegado á desconocerse 
recíprocamente, primero por medio de observaciones en exhor- 
tes, y después fundando resoluciones, las facultades que cada 
uno pretende ejercitar relativas á las medidas sobre la fábrica 
aludida. 

4^ Tal emergencia ha originado también, y mny lógicamente, 
una situación de conflicto para el proveyente, quien con el pleno 
conocimiento y acatamiento de las leyes y cuidando del más 
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perfecto propósito de secundar la acción de lajnsticia nacional, 
se encuentra cohibido de ejeoutarlo, desde que se le requiere la 
prácticadediligenciascontradictoTÍa8,8obrecnya compatibilidad 
no pueden entenderse los mismos foncionarios que las dictan. 

5** Si bien uno j otro de los aludidos magistrados se han man- 
tenido dentro de la actitud que observan los funcionarios que 
conocen las leyes y lo que se debe al decoro y respeto de la jus- 
ticia y de juez representantes en cualquier fuero, y tratado al 
infrascripto con la debida consideración, no puede decirse lo 
mismo de los interesados en este asunto. 

Estos, contrariados en sus respectivas creencias 6 pretensio- 
nes, han tratado al juez que suscribe con una inconsideración 
que debe rechazar y rechaza. 

En efecto, el procurador fiscal de la sBCcion federal de Entre 
Bios, rebelándose contra la verdad palpitante de los hechos so- 
bre que estaba expidiendo su vista, de fecha li de Mayo úl- 
timo, le dice á S. S., el juez federal doctor Pinto, que no existe 
tal conflicto entre él y S. S. el juez doctor Garay, y que el juez 
provincial del partido judicial del Uruguay, debe cumplir las 
resoluciones dictadas en el asunto por el señor juez doctor Pinto, 
bajo los apercibimientos á que diere lugar su negativa. 

De suerte que ese procurador fiscal se anticipa con la amenaza 
ó comminacion de apercibimientos, que aún producida la nega- 
tiva no podría recibir el juez sino de su superior jerárquico, 
tratando así al magistrado como si fuera un subalterno del mis- 
mo procurador fiscal. 

A su vez, la dirección letrada de Cadret y Pastorini, impug- 
nando la actitud observada por el proveyente, pretende hasta 
hacer mofa de expresiones que son perfectamente correctas, al 
mismo tiempo que se sirve de frases intemperantes, y de voca- 
blos como el / sic ! que, sobre no corresponder al lenguaje jurí- 
dico ni al idioma castellano siquiera en el caso de que se trata, 
es un higar común usado vulgarmente en el estilo irónico tam- 
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bien vulgar, y por tanto, exjtraño á la corrección y severidad de 
lenguaje que debe emplearse cuando se habla ante un magis- 
trado, para apreciar ó disentir el procedimiento de otro magis- 
trado, en asuntos que deben tomarse en serio y no en tono de 
crónicas burlescas. 

A este temperamento, reflejado en un escrito que con el im- 
pasible propósito de arrojar mayor ridículo sobre el juez de este 
partido se ha publicado en la prensa periódica, ha recurrido la 
dirección letrada de Cadret y Pastorini, que una sola buena ni 
mala razón no ha apuntado que funde la prelacion que los man- 
datos de un juez nacional deben tener sobre los de otro de aná- 
logo fuero y jerarquía. 

De modo que hasta el propio decoro de este juzgado, en el 
que pretenden hacer presa los entusiasmos contrariados de las 
partes interesadas, exige que se ponga término á semejante es- 
tado de cosas. 

6° El medio no puede ser otro que el provisto y solicitado por 
su señoría el juez doctor Garay, en su exhorto de 20 de Mayo, 
en que se está proveyendo. 

Allí sepide, que si el infrascripto no ha de ejecutar !as pro- 
videncias requeridas por aquel magistrado en el asunto de la 
referencia, se remitan los antecedentes á la Suprema Corte de 
Justicia Nacional, para la resolución del conflicto entre ambos 
jueces del fnero nacional. 

7^ Como, por los motivos anotados, el proveyente está impo- 
sibilitado para acordar la prelacion entre uno y otro funciona- 
rio, el expediente solicitado subsidiariamente por su señoría el 
juez doctor Garay, es el que corresponde. 

Y así corresponde hacerse, según lo preceptuado por la ley 
de jurisdicción y (competencia de los tribunales de la Nación, de 
14 de Setiembre de 1863, artículo 17, confirmado por las dispo- 
siciones del título 6'', De las cuestiones de competencia, ley de 
procedimiento de igual fecha. 
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Es evidente que los llamados á solacionar el conflictp, no son 
los jaeces de igual jerarquía entre los que se ha producido, ni el 
proveyente, ni menos los interesados particulares sino el más 
alto tribunal del país. 

8^ Los despachos relativos al asunto referido, que se hallan 
pendientes de providencia en este juzgado, y que deben elevarse 
á la superioridad, son : 



De S. S. el juez doctor Garay 

V Exhorto de Abril 24 del corriente año, pidiendo se notifi- 
que al depositario Sinonpietri, que se abstenga de hacer fun- 
cionar la fábrica, y se impida que él y cualquier otro disponga 
de la misma, ni de sus accesorios, materias primas, etc. 

En la misma consta haberse dirigido con igual propósito, 
á S. S. el juez federal doctor Tezanos Pinto, é impugnando el 
nombramiento del depositario y administrador Sinonpietri, 
nombrado por este señor juez. 

2^ Exhorto telegráfico pidiendo al proveyente el pronto dili- 
genciamiento del de 24 de Abril. La fecha del segundo, es la de 
6 de Mayo próximo pasado. 

3^ Exhorto de 20 de Mayo último, con escrito inserto del re- 
presentante de Cadret y Fastorini y con el auto recaído en el 
mismo, el i 5 del mes de Mayo citado. Allí se impugna en ex- 
tenso por los interesados, con la dirección del doctor Zapiola, el 
procedimiento observado por el infrascripto ; se desconoce en 
S. S. el juez federal la facultad de nombrar depositario de la 
fábrica y, en general, de adoptar las medidas decretadas por el 
mismo magistrado. 
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Despachos de S, S. el juez doctor T. Pinto 

V ExhortodeMayoIlúltimOy desconociendo en S. S. el juez 
Garay, mediante resolocion de fecha 12 de ese mes, la facultad 
de embargar ^directamente la fábrica. 

2^ Nota de 14 de Mayo último, acompañando una resolución 
para que sea remitido á S. S. el juez doctor Garay, el exhorto 
de 24 de Abril que dirigió este magistrado al proveyente, y que 
se remitió al señor juez federal doctor Pinto, por vía de infor- 
mación, procurando así que buscara el medio de zanjar el con- 
flicto. 

En sa resolución, el juez doctor Pinto desconoce categórica- 
mente la jurisdicción del juez doctor Garay, para adoptar las 
providencias dictadas respecto de la fábrica Barnetohe, é in- 
siste en que el infrascripto dé preferencia á sus mandatos. 

3^ Otro de Mayo 20, solicitando se notifique al depositario 
Echart, nombrado por el señor juez doctor Garay, que se le pro- 
roga por 15 dias el término para que desaloje la fábrica. 

4° Otro de Mayo 21, para que se notifique haber autorizado 
á don Pedro Barnetche á que haga trabajar la fábrica y para 
vender en remate público los productos de la elaboración, las 
existencias elaboradas y el maiz y cebada. 

5*^ Otro de 3 del corriente, acompañando 4 planillas declara- 
tivas del alcohol elaborado en la fábrica, en los meses de Di- 
ciembre del 95, y Enero, Febrero y Marzo del 96, á efecto de 
que el depositario Sinonpietri, manifieste si reconoce su firma 
puesta al pié de las planillas, y si tiene poder de Barnetche 
para firmarlas. 

9^ Todos los relacionados despachos se retenían aquí sin dili- 
genciarse por los motivos ya anotados, y contando con que de 
parte de S. S. el juez federal doctor Pinto, se produjera igual 

T. LXX 17 
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pedido que el de S. S. el jaez doctor Garay, para su remisión á 
la Saprema Corte Nacional ; lo que no ha sucedido, y por el con- 
trario, aqnel magistrado insiste en que prevalezcan y se ejecuten 
sus resoluciones sobre la fábrica Barnetche. 

Por lo expuesto, resuelvo que todos los despachos enumerados 
en el 8^ considerando se eleven á la Suprema Corte de Justicia 
Nacional para lo que corresponda, absteniéndome en consecuen- 
cia, de practicar diligencias, que respecto de la fábrica aludida 
procedan de cualquiera de los dos jueces que están en conflicto 
en tanto que éste no se resuelva « 

Hágase la remisión bajo sobre cortiñcado, á S. S. el presi- 
dente de la Suprema Corte. 

Dése conocimiento de esta resolución, á los señores jueces 
doctor O&ray y doctor T. Pinto, remitiéndoselas en copia con 
oñoio. 

Begístrese en el libro de autos y sentencias. 

' Benito G. Cook. 

Ante mí : 

Miguel E, Moreno. 
Secretario. 



VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 

« 

Buenos Aires, Setiembre 9 de 1897. 
Suprema Corte: 

Los antecedentes acompañados por el señor Juez de 1' Ins- 
tancia del partido judicial de la Concepción del Uruguay, no 
demuestran la existencia de una contienda de competencia, en- 
tre el señor juez de lo civil en la Capital federal, y el juzgado 
de sección de Entre Bíos. 



t- I 
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Cada uno de esos juzgados ejerce su jarisdiccion sobre asunto 
de su competencia, al menos esa competencia no ha sida desco- 
nocida por ninguna de las partes interesadas. No corresponde 
entonces la solución del conflicto de competencia, á que se re- 
fiere el artículo 6*^ de la ley de procedimientos en la Justicia 
Nacional, 7 la de 3 de Setiembre do 1878, ni son aplicables al 
caso la jurisdicción y los procedimientos proscriptos en aquellas 
leyes, para la resolución de tales conflictos. 

Los mandatos de embargo decretados por los respectivos jue- 
ces^ aunque contradictorios, no creo constituyan la contienda 
de competencia sobre jurisdicción, que V. E. es legalmente lla- 
mada á resolver. 

En tal oaso, el juez exhortado cumple haciendo saber al juez 
exhortante las decisiones opuestas á su mandato ; y á los jueces 
mismos incumbe resolver respectivamente las divergencias, ó 
elevar los autos al superior, sea por el recurso de queja, ó por el 
de apelación que incumbe á los interesados. 

Por ello, pienso que no viniendo preparada la contienda de 
competencia en la forma que legalmente correspondci para que 
pueda ser materia de la resolución de Y. E., el pronunciamiento 
pedido en la nota de foja 44, no procede, con arreglo á las dis- 
posiciones citadas, y pido á V. E. se sirva así declararlo. 

Sabiniano Kier. 



VmUm de la Auprema Corte 



Buenos Aires, Octubre 19 de 1897. 



Vistos y considerando: Que como lo demuestra el señor Pro- 
curador general, no hay contienda trabada entre jueces, en el 
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estado de la cansa, que deba ser resuelta por esta Suprema Corte. 

Que tampoco ha venido el caso por medio de ninguno de los 
recursos autorizados. 

Por esto, j^de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
general, se declara que no procede, en la forma traída, la juris- 
dicción de esta Suprema Corte. Devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BCNGE. — JUAN E. 
TORRENT. 



CAUSA CCCXXIIl 



D. A Ifredo de Arteaga, después la provincia de Córdoba, contra 
D. Juan Gódeken, después la provincia de Santa Fé, por ret- 
vindicacion; sobre ampliación dé sentencia. 

Sumario. — La ampliación de costas y daños y perjuicios, 
pedida fuera del término señalado por la ley 3*^, título 22, par- 
tida 3**, debe ser rechazada, máxime cuando esas condenaciones 
no han sido solicitadas oportunamente por la parte. 



Caso. — El señor Arteaga demandó al señor Gódeken por rei- 
vindicación de un campo. Citadas de eviccion las provincias de 
Córdoba y Santa Fé respectivamente, éstas se hicieron parteen 
el juicio. Después de practicada una mensura, la primera reco- 
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noció los derechos de la segunda sobre el terreno en cuestión, 
7 manifestó á la Suprema Corte que, en su virtud, había in- 
demnizado al señor Arteaga. 

La Supreipa Corte, en vista de esta manifestación, dio por 
terminado el juicio y mandó archivar los autos. 

El apoderado de Qódeken, citante de eviccion de la provincia 
de Santa Fé, pidió que se condenara á la de Córdoba, en las 
costas 7 daños j perjuicios que le había ocasionado el pleito. 



Fallo úm ím Suprema Corte 

Buenos Aires, Octubre 19 de 1897. 

Autos y vistos : Considerando : Que el auto de foja doscientas 
ochenta y seis vuelta, que da por terminado e^ juicio y se halla 
consentido por las partes, tiene fuerza de definitivo, lo que no 
se contesta en el presente escrito. 

Que notificado el solicitante de ese acto, en nueve del corrien- 
te, pide que sea ampliado con la condenación en costas y daños 
y perjuicios, recien el quince del mismo. 

Qne conforme á la ley tres, título veintidós, partida tercera, 
dicha ampliación ha sido solicitada fuera del término hábil para 
hacerla. 

Qne además la provincia de Santa Fé, que se ha hecho parte 
en el juicio á pedido del solicitante, y en defensa y en repre- 
sentación de sus derechos, no ha pedido que se impusiera á la de 
Córdoba las mencionadas condenaciones. 

Por estos fundamentos, no se hace lugar á la petición conte- 
nida en el escrito precedente. Hágase saber con el original y 
repóngase el papel. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— JUAN E. TOBBENT. 



* ' 
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CAUSA CCCXIV 



Union Azucarera Argentina contra la sociedad < Union Marina >, 
por abandono ; sobre jurisdicción arbitral 

Sumario. — 8i no se niega la celebración del convenio^ por el 
cual se somete á la jurisdicción arbitral toda cuestión que so- 
brevenga, 7 si, basándose en dicho convenio, las partes afirman 
7 niegan respectivamente la existencia de obligaciones á su 
cargo, es justa 7 no importa pre juzgamiento la resolución que 
manda someter eSta cuestión también á la jurisdicción arbitral. 



Caso. — Don Avelino Bolón, por la TJnion Azucarera Argen- 
tina, entabló demanda contra la Compañía de Seguros c Union 
Marina», representada por los señores Musson 7 compañía, 
domiciliados en la calle de Maipú n^ 144, para que se le condene 
al pago de los veinte 7 cinco mil pesos oro, que aseguró del car- 
gamento de la c Danon », según la póliza que presentó con sus 
intereses, costas 7 costos ; 7 agregó que como en virtud del ar- 
tículo 17 de la póliza acompañada, la presente cuestión debe 
someterse al fallo arbitral^ á S. S. pide se sirva sin más trámite 
citar á las partes para constituir el tribunal arbitral, 7 ñrmar 
el compromiso. 
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Fallo del Jnea Federal 

Bueoos Aires, Diciembre 1* de 1896. 

Por entablada la demanda, en cnanto ha Ingar por derecho, 
de acuerdo con lo manifestado al final del precedente escrito, 
conróease á las partes á juicio verbal para la audiencia del 7 del 
corriente á las 2 de la tarde, á efecto de constituir el tribunal 
arbitral, establecido por la cláusula 17 de la póliza acompañada. 

P. Olaecheay Alcorta. 

La compañía demandada dedujo los recursos de reposición y 
apelación en subsidio, diciendo que no procedía la constitución 
del tribunal arbitral porque había caducado la póliza ; que pre- 
viamente debía el jues resolver este punto, por lo que debe co- 
rrérsele traslado de la demanda. 

El juez no hizo lugar á la revocatoria y concedió la apelación. 



FalVo de la Auprensa Oorte 

Buenos Aires, Octubre 21 de 1897. 

Vistos y considerando : Que la celebración del convenio á que 
se refiere la póliza de foja doce, está fuera de cuestión, porque 
se halla reconocida por ambas partes. 

Que el actor funda su acción en derechos que pretende deriva- 
dos del mencionado convenio, basándose el demandado en las 
cláusulas del mismo, para afirmar y sostener la inexistencia de 
obligaciones á su cargo. 
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Que, en consecuencia, la cuestión sobrevenida entre el ase- 
gurado 7 el asegurador se refiere directamente á la póliza y su 
contenido. 

Que con arreglo al artículo 17 de la enunciada póliza, se ha 
convenido expresamente entre el asegurado y el asegurador, que 
toda cuestión que sobrevenga respecto de la póliza, su contenido 
ú otros asuntos cualesquiera, será forzosamente sometido ajui- 
cio de arbitros arbitradores amigables componedores. 

Que las convenciones hechas en los contratos forman para' las 
partes una regla á la cual deben someterse como á la ley misma 
(artículo 1197, Código Civil); lo que vale decir que los interesa- 
dos en esta causa se hallan en el deber de entregar á la resolu- 
ción de los jueces designados por su estipulación, las diferencias 
que han surgido sobre la inteligencia y alcance de los derechos 
y obligaciones que asumieran en el contrato. 

Que al resolverse en estos términos la cuestión suscitada en- 
tre las partes, nadase prejuzga sobre los derechos y deberes que 
respectivamente sustentan, pues que dicha cuestión será tam- 
bién materia de la decisión del tribunal arbibral. 

Por estos fundamentos, se confirma con costas, el auto ape- 
lado de foja diez y siete vuelta. Repuestos los sellos, devuélvan- 
se, pudiendo notificarse con el original. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. •— 
JUAN £. TORRENT. — OCTAVIO 

BUNGE (en disidencia). 



DISIDENCIA 



Vistos: Considerando: Que en vista de la excepción opuesta 
por el demandado, desconociendo la existencia del contrato, co- 
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rresponde su resolacion previa, paraqne puedan hacerse efecti- 
vas las cláosalas de la póliza, se revoca el aato apelado de foja 
diez 7 siete. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

OCTAVIO BUNGE. 



cACfi^A €)eexxw 



Criminal contra Pablo Chimieleroski y otros, por tentativa 
de falsificación de billetes de banco de curso legal 

Sumario. — La prisión preventiva debe computarse en la 
penaimpnesta á razón de dos dias por ano de trabajos forzados: 
artículos 62 y 92, ley nacional penal. 



Caso. — Resulta del 



Vallo del Jue» Federal 



Paraná, Agosto 4 de 1896. 

Y vistos : la causa seguida por tentativa de falsificación de 
billetea del Banco Nacional y de la Nación Argentina, contra 
Pablo Chimieleroski, rnso, de 27 años de edad (hoy), soltero, 
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dibujante arquitecto; Francisco Loncini, italiano, de 36 años 
de edad, casado, empleado de tramwajs ; Pedro Yioi, italiano, 
casado, comerciante, domiciliado en la ciudad de Santa Fe ; 
Andrés Scarabichi, italiano, peluquero de Golastiné, provincia 
de Santa Fe; Ricardo Bocedi, italiano, casado, tenedor de 
libros, domiciliado en esta ciudad ; Juan Puggi, italiano, casado, 
de 53 años de edad, dependiente, domiciliado en Golastiné, y 
José Prendoné, español, de 34 años, casado, domiciliado en el 
Rincón, provincia de Santa Fé, resulta : 

Que oon fecha 2 de Agosto de 1895, la policía de esta ciudad, 
por denuncia verbal de don Manuel M. Banegas y José C. Ca- 
bra!, comisarios de policía de Santa Fe, inició los procedimientos 
necesarios para descubrir el delito de falsificación de billetes de 
banco que se atribuía á Francisco Loncini, Chimieleroski y 
otros. 

Habiendo descubierto, por confesión de Ricardo Bocedi, que 
existían en poder de su esposa Dominga Santi, una piedra lito- 
gráfica y una chapa metálica, ambas con grabados para billetes, 
y otras herramientas que le dio su inquilino Pablo Chimiele- 
roski para t*ntregar á F. Loncini y que mientras tanto los dio á 
guardar á su señora; se trasladó al domicilio de ésta, requi- 
riendo á la esposa de Bocedi para que entregare dichos objetos ; 
y resultando que ellos habían sido ocultados por un hermano 
de ésta, en el arroyo, se trasladaron al lugar, encontrándolos 
allí. 

Ricardo Bocedi á foja 29, declara : que Pablo Chimieleroski 
le fué recomendado por F. Loncini para que lo recibiese como 
pensionista en su casa : que lo vio varias veces trabajar en su 
cuarto en dibujo, y decía ser arquitecto : que no sabe si traba- 
jaba de acuerdo ó con conocimiento de Loncini, pero si vio que 
un dia fué éste justamente con José Loncini y tuvieron una 
conferencia con Pablo Chimieleroski en sn cuarto ; que dias 
después éste le entregó al declarante un envoltorio conteniendo 
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ana lámina de acero j una piedra litográfioa, grabadas, para que 
se las entregase á Francisoo Lonoini ; j él cuando descubrió lo 
que contenía el lío, lo entregó á sa esposa Dominga Santi; que 
no habiendo ido Loncini en todo el dia ni en el siguiente, hasta 
que se presentó la policía en su casa, su esposa no queriendo 
tenerlas, las entregó á su hermano Juan Santi, para que las 
lleTase fuera. Reconoce la plancha y piedra litográfioa con gra* 
bados para billetes de cinco pesos de la nación y del Banco Na- 
cional que se le exhibieron y declara ser las mismas que le en- 
tregó Pablo. Que él no tenía ningún antecedente sobre el objeto 
de esos grabados. 

Francisco Loncini, italiano, á foja 18, dice que no conocía a^ 
individuo llamado Pablo que vivía en casa de Bocedi. A foja 22 
vuelta confiesa conocer á Pablo Ghimieleroski y dice que se lo 
presentó un toscano de Santa Fe llamado Pedro, para que le 
buscase un alojamiento, pues venía á ocuparse de un negocio, 
siendo éste la falsificación de billetes de banco ; que hacía 
pocos dias el mismo toscano Pedro le mandó á él un cajoncito 
para entregar á Bocedi, que se lo entregó el mismo capitán del 
vapor cCeres», JoséLucini ; que tanto José Lucini, como Chi- 
mieleroski, el toscano Pedro, un peluquero Andrés, de Golastiné, 
y Bocedi, eran conocedores del negocio de falsificación. 

Que sabía por Pedro y Andrés, que debía venir de Buenos 
Aires un empleado de la Sociedad Sud- Americana, que se ocupa 
en dar las tintas á los billetes : que las primeras pruebas de la 
falsificación se hicieron en Golastiné en casa de Andrés. A foja 
81 vuelta, Loncini dice que Pedro el toscano al que se ha refe- 
rido es Pedro Yici, de Santa Fé, y es con éste que vino Ghimie- 
leroski aquí al Paraná. Recuerda que él fué quien recomendó á 
Ghimieleroski para que viviese en lo de Bocedi ; que el cajon- 
cito que dijo haberle traido Lucini de Santa Fé, remitido por 
Andrés el peluquero y por Vici y que él dijo haber entregado á 
Pablo, contenía la piedra litográfioa, y más tarde vino el mismo 
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Yici trayéndole la plancha de acero que reconoce ser la misma 
que se le exhibió con grabado para billetes de 5 pesos. 

Pablo Chimieleroski, á foja 20, reconoce ser él el autor de 
los grabados que se contienen en la piedra litogr&fíca y plancha 
de acero que se le presenta. El mismo, á foja 19, declara ser 
dibujante arquitecto, haber trabajo en Buenos Aires, primero 
al servicio de Pedro Ferreira, después con Francisco Tuchi y 
José Torredi, domiciliados Talcahuano 35 ; que vino á Santa 
Fé á buscar trabajo y se alojó en la fonda calle Comercio 172, 
en doncje estuvo dos meses haciendo algunos trabajos de pintura, 
y pasó á esta ciudad el 7 de Julio del 95, recomendado por el 
toscano, en cuya fonda vivía Francisco Loncini, quien lo re- 
comendó á Bocedi, en donde se alojó. En seguida, á foja 20 
vuelta confiesa estar al servicio de una empresa de falsificación 
de billetes y dice que los interesadoe en este negocio de billetes, 
que él conoce, son un toscano Pedro de Santa Fé y so cuñado, 
Ricardo Bocedi y Francisco Loncini, de esta ciudad, siendo 
este último con quien él se' entendió ; que el grabado de las 
planchas no había terminado y esperaba un tirador que de- 
bía venir de Buenos Aires para perfeccionar el trabajo, A foja 
47 vuelta amplía su declaración diciendo que Andrés Scara- 
bichi lo conoció á él en Buenos Aires en casa de su cuñado 
Torredi y con este motivo aquél y Pedro Vici le propusieron 
traerlo á Santa Fé, para hacer trabajos de pintura, sin de- 
cirle cuáles eran ; que encontrándose ya en Santa Fé, él hizo 
un dibujo á ploma de un billete de 20 pesos y viéndolo Yici y 
Scaralichi le propusieron que les grabase en piedra litográfica 
billetes nacionales de 5 pesos de la antigua emisión, ofreciendo 
pagarle por el trabajo, una vez terminado el grabado, 1000 pesos 
y además un interés en la emisión, según como ello resultase; 
que en seguida lo hicieron trasladarse á Golastiné, á casa de 
Scaralichi, á donde le llevó Vici la piedra litográfica, princi- 
piando él á hacer el grabado allí para continuarlo más tarde 
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en Santa Fé en casa de Yici, de donde toItíó otra vez á la de Soa- 
ralichi hasta conclair el grabado ; que como las prnebas hechas 
no dieron resaltado por ser mny granosa la piedra en que se 
hizo el grabado, los mismos le propusieron hacer otro en acero* 
de viñetas de la nuera emisión ; que José Prendoné debió tener 
algún interés en este negocio puesto que Scaralíchi le intro- 
ducía para hacerle ver el estado del grabado ; que ese dia los 
dos individuos, V^ici y Scaralíchi, le manifestaron temores de 
ser descubiertos, haciéndolo trasladarse á esta ciudad del Pa- 
raná, recomendado á Francisco Loncini y aquí le mandaron la 
plancha de acero para grabarla; qne después vinieron, Yici una 
vez y Scaralichi dos, á ver el estado del grabado de la plancha; 
Juan Puggi, dependiente de su cuñado Pedro- Vici, á foja 36, 
declara que un dia Francisco Loncini fué con José Lucini á~ 
casa de su cuñado Yici y allí trataron los tres del negocio de la 
falsificación de billetes, ocupándose principalmente de los gastos, 
á que debía contribuir Lucini' y un tal Prendoné, de Golastiné. 
Pedro Vici, á foja 38, declara que en el mes de Junio, encon- 
trándose en Buenos Aires con Andrés Scaralichi, conoció á 
Pablo Ghimieleroski, ruso, y como éste se quejase de falta de 
trabajo, le aconsejaron ir á las provincras y él aceptó, á con- 
dición de qne le pagaran el pasaje. Se resolvió entonces que 
Scaralichi le costease el viaje y una vez en Santa Fe, él lo 
tuvo en una casa, proporcionándole el alimento; que allí Pablo 
dibujó un billete de 20 pesos del Banco de la Nación con notable 
perfección y que después de esto, su socio Scaralichi lo llevó 
como dependiente para despachar la copa á una casa de negocio 
de Colastiné y pocos dias después Ghimieleroski era un borra- 
cho, lo que lúotivó que le ordenase á Scaralichi que lo despidiese 
de la casa; éste le repuso entonces que Pablo iba á ganar dinero 
porque se había entendido con Prendoné (José) para hacer bi* 
lletes falsos, pero él insistió en qne lo despidiese; qne efecti- 
vamente Prendoné compró la piedra litográfica y se la llevó á 
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casa del declarante para hacer el trabajo* Poco tiempo después, 
Pablo volvió á lo de Scaralichi ; que en esta situación, Fran- 
cisco Loncini encontrándose an dia en su casa vio el dibujo del 
billete de 20 pesos y se interesó en saber quién lo había hecho, 
manifestando que deseaba traer á su autor á esta ciudad para 
hacer billetes falsos y fué con este motivo que él le dijo á Sca- 
ralichi que lo trajese al Paraná, y así se hizo después de con- 
sultar éste con Prendoné. 

Entonces recien vio el grabado de la piedra, le pareció un 
mamarracho. Pocos dias después tuvo él que venir al Paraná y 
encontrándose con Loncini, le preguntó cómo iba el trabajo, 
contestándole él que lo hacía ; que después de esto recibió carta 
de Loncini en que le recomendaba le dijese á Andrés Scaralichi 
que le mandara una plancha de acero que le había pedido; él 
trasmitió el mensaje, recibiendo de Prendoné una orden para 
el litógrafo Benaprés, para que le entregase la lámina de acero, 
carta que él no entregó, pero después fué Prendoné, compró la 
plancha y se la entregó á un hijo del declarante para que se 
la llevase al capitán del vapor c Cores». Dice que Puggi tuvo co- 
nocimiento de estos manejos, porque llegaron á ser públicos, 
pero que ninguna participación tenía en ellos. 

A esta altura del sumario remite el jefe de policía la demanda 
hecha por Francisco Locini, capitán del vapor «Geres», que dio 
margen á la pesquisa» foja 51, en la que se ratifica judicial- 
mente á foja 56; según ella, en el mes de junio del 95, como 
notase cierto misterio en la correspondencia que le entregaba 
Loncini para Santa Fé, lo interrogó al respecto. Entonces éste 
le propuso que tomase parte en una falsificación de billetes de 
banco en que estaba ; y él como se encontrase ligad)D en negocios 
con éste, se limitó á dar cuenta del hecho al señor gobernador, 
comprometiéndose á continuar para ponerse en posesión de 
todos los detalles del negocio hasta que se consumara. Que 
después de esto, en un viaje que hizo en Santa Fe, Loncini lo 
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llevó á oasa de Pedro Yici. Atlí trataron del asanto con Vici^ 
diciéndole éstos que esperaban la llegada del grabador, que era 
un ruso llamado Pablo» para principiar el grabado de la piedra. 
Que por desacuerdo entre los socios de Santa Fe decidieron 
trasladar los trabajos á ésta, encargándose Loncini del aloja- 
miento de Pablo, 7 fué entonces que complicó á Bocedi en el 
asunto, llevándolo á su casa al grabador, quien trajo consigo 
la piedra litográfica y útiles, viniendo acompañado de Andrés 
el peluquero. Que el i8 ó 20 de Julio se embarcó Yici en Santa 
Fé en el vapor c Geres i, de su mando, y él le contó que traía una 
plancha de ac^ro para el grabador de los billetes, la que fué 
entregada á Loncini por el exponente, es decir por Lucini, exi- 
giéndole aquel al dia siguiente que le entregase á Yici cien 
pesos, quien tenía necesidad de remitir dinero á Buenos Aires 
para traer varios útiles que faltaban para la operación. Que 
cinco días después lo invitó Lucini para ir á casa de Bocedi y 
allí entraron al cuarto del grabador y le mostraron la chapa 
con un principio de grabado^ Más tarde, encontrándose él en 
Santa Fé le dijo Yici que era necesario hacer un telegrama á 
Torelli, de Buenos Aires, pretendiendo que lo fírmase el decla- 
rante. El telegrama era cuestos términos más ó menos: cDiga 
si recibió carta, conteste el propósito », y la contestación de 
Buenos Aires fué esta : c Manden cuarenta pesos, tan pronto 
lleguen irá el individuo ». El dia 2 de Agosto Yici le presentó 
un individuo al que no dio otro nombre que c el calabrés 9, que 
se embarcaba con Pnggi para venir á ésta, diciéndole que ese 
era el individuo traído de Buenos Aires para hacer el tiraje de los 
billetes y había estado empleado en la Compañía de billetes Sud 
Americana. Que este individuo regresó al día siguiente áSanta Fé, 
y supone que fué porque sospechaban que los habían sentido. Que 
á fines de Julio, Yici y Puggi le entregaron en Santa Fé un en- 
voltorio con útiles para la falsificación, para que lo entregara á 
Loncini, todo lo cual puso en conocimiento del señor Gobernador. 
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Careados Francisco Loncini y Pedro Yici, á foja 43, para que 
armoi;iizasen sos declaraciones, Loncini dijo : que las anteriores 
qne había prestado no eran verdaderas, ni él había procurado 
el grabador en Santa Fé; que lo conoció cuando Vici lo trajo á 
esta ciudad ; que depués lo volvió á traer Andrés Scaralichi y 
entonces él le dio alojamiento en lo de Bocedi ; que unos dias 
después vino Vici trayendo la plancha de acero y se la entregó 
él mismo á Pablo. Confiesa qne Yici le propuso repetidas oca- 
siones hacer billetes falsos, hasta que á la tercera él le procuró 
alojamiento á Pablo, el ruso, sin aceptar la participación en el 
negocio. Vici dice que él no trajo la plancha de acero y pasa 
por lo que declara el capitán del cCeres», Lucini. Replicó Lon- 
cini que Yici vino en el mismo vapor en que vino la plancha. 

Careados á foja 69, Andrés Scaralichi y Pablo Chimieleroskí, 
Scaralichi dice: que él le pagó el pasaje á Pablo, porque su socio 
Yici ya lo había contralado para venir á Santa Fe, y como el 
capitán del cNeptuno» le debiese dinero á él, tomó á cuenta de 
esa deuda los pasajes para los tres. Insiste en qué Yici sólo con- 
trató con Chimieleroski el grabado de la piedra litográfíca, y que 
á titulo de socio suyo lo mandó á su casa de Colastiné para que 
allí hiciera el grabado. Chimieleroski insiste en afirmar que lo 
contrataron los dos. Confiesa, sin embargo, Scaralichi que él y 
su socio Yici contrataron el grabado en la plancha de acero. 

Careados Yici y Chimieleroski, á foja 61, el primero se afir* 
ma en que Prendoné y Scaralichi, se entendieron con el segun- 
do para el grabado, siendo Prendoné quien compró la piedra li- 
tográfica á un empleado de Benaprés, que la robó á su patrón. 
Chimieleroski insiste en que no fué Prendoné sino Yici y Scara- 
lichi que se entendieron con él. Que la piedra se la entregó el 
mismo Yici y no sabe como la hubo, y á Prendoné lo conoció 
recien ocho dias después de principiar el grabado cuando entró 
con Scaralichi á ver el estado en que éste se encontraba. 

José Prendoné, á foja 69, interrogado sobre si él había visto 
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otra vez la piedra litográfica que se le poso de manifiesto con el 
grabado ))ara billetes de 5 pesos, y en qué parte j con qué mo- 
tivo, contestó: que esa piedra la compró él á Benaprés, por 15 
pesos, á pedido de Andrés, el peluquero de Golastiné, quien le 
dijo que era para grabar unas etiquetas ; que más tarde lo llamó 
el mismo Andrés y le mostró la piedra ya grabada como está, y 
le pidió 500 pesos para continuar los trabajos de falsificación ; 
que antes de esto y de que comprase la piedra, el mismo pelu- 
quero Andrés le había propuesto hacer un negocio de contra- 
bando con Pelaez, y de falsificación de cupones que se grabarían 
en la misma piedra, y en ese entonces él le dio parte de lo que 
ocurría al comisario don Manuel Reyna, conviniendo con éste 
en que él seguiría en acecho de lo que hacían los falsificadores, 
Y no sabe porqué la autoridad policial no tomó medidas ; que él 
aceptóla comisión de comprar la piedra para pagar al peluque- 
ro con alguna ventaja 70 pesos que le debía; que él también 
compró la chapa de acero á Benaprés, por encargo del peluquero 
Andrés Scaralichi, habiendo abonado por ella 9 pesos y cobrán- 
dole 14 á Scaralichi ; que después de esto no volvió á hablar 
con Andrés hasta que desaparecieron, Pablo, Pelaez y otros de 
Golastiné ; y entonces creyéndose quizas descubiertos, Andrés le 
dijo : € que pronto los cinco hijos del comisario Reyna quedarían 
sin padre, porque si á ellos los ponían presos, habría un puñal 
vengador ». Que la traslación de la falsificación al Paraná, la 
hicieron cuando el declarante se negó á contribuir con dinero 
para esos trabajos, y cuando él había dado cuenta ya de la com- 
pra de la plancha al comisario Beyna. 

Careados Scaralichi con Pren<loné, á fojas 78 y 79, el primero 
insiste en sus afirmaciones anteriores, negando las de Pren- 
doné. 

£1 excomisario don Manuel Beyna, interrogado sobre las de- 
nuncias que dice Prendoné haberle hecho del plan de falsifica- 
ción^ á foja 88 declara ser cierto, y agrega que él las trasmitió 
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al jefe de policía coronel Falcon, quien confirma lo expuesto por 
Rey na, foja 02 vuelta. 

El procurador Qscal, después de hacer el resumen del sumario, 
dice : que de él resulta probado el delito de tentativa de falsifi- 
cación de billetes del Banco de la Nación Argentina, estando 
asimismo constatado el cuerpo del delito, siendo sus autores 
principales Pablo Chimíeleroski, Pedro Yici, Andrés Scaralichi 
y José Prendoné, todos vecinos de Santa Fé, y cómplices auxi* 
liadores en segundo grado, José Lucini y Francisco Loncini, ve- 
cinos de esta ciudad, y ocultadores, BicardoBoceli y Juan Puggí. 

Hace distinción entre los preparativos hechos en Santa Fé y 
los que posteriormente hicieron en esta ciudad, calificando de 
tentativa próxima los primeros, consistentes en el grabado en 
piedra litográfíca, y de remota, al grabado en la chapa de acero 
que se hizo en ésta y que aún no había terminado. 

De esto deduce, que si á los autores principales de la tenta- 
tiva remota debiera aplicárseles el mínimum de la pena estable- 
cida por el artículo 12, inciso 2^, Código Penal, á los cómplices de 
ella en segundo grado, sólo debe aplicárseles la del artículo 37, 
inciso 3^ del mismo, esto es, la sexta parte de la pena, de modo 
que, siendo de 4 á 7 años de trabajos forzados ó presidio la pena 
del delito de falsiücacion consumado, la de tentativa debe ser ia 
misma, disminuida desde la cuarta parte hasta la mitad, y así, 
á los autores principales Pedro Yici, Andrés Scaralichi, Pablo 
Chimíeleroski y José Prendoné, debe castigárseles con trabajos 
forzados 6 presidio por 4 &ños y 55 dias, y á Francisco Lonoini 
y José Lucini con la de un año de prisión. 

£1 desistimiento de Lucini, dice, no le exime de pena por tra- 
tarse de un complot entre varios para la comisión del delito, á 
quienes él prestó auxilios pecuniarios, pues la ley sólo exime de 
pena al que desiste del delito cuando él solo es el que ha inten* 
tado cometerlo, y lo mismo debe decirse de José Prendoné ; 
advirtiendo respecto de éste que la revelación que dice haber he- 
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cho á la autoridad, tuvo logar en Setiembre del 94, antes que 
Chimieleroski fuese á Santa Fé; respecto de Fuggí y Bocedi dice 
que les correspondería la pena de arresto por dos meses, según 
el artículo 43 del Código Penal. 

Concluyó por pedir se dé por formulada la acusación oontra 
las personas ya nombradas y se les aplique á Yici, Scaralichi, 
Prendoné y Chimieleroski, la pena de cuatro años y cincuenta 
y cinco dias de presidio y una multa de dos mil pesos á cada 
uno ; á los cómplices Loncini y Lucini, la de un año de prisión 
y quinientos pesos de multa ; á Puggí y Bocedi, dos meses de 
arresto y cien pesos de multa con destino al fisco nacional y al 
pago de las costas del juicio, debiendo reducirse á prisión al 
excarcelado José Prendoné. 

El defensor de Pablo Chimieleroski contesta la acusación di- 
ciendo: Que según resulta de las distintas declaraciones, su de- 
fendido era dependiente de Vici y Scaralichi, para el solo ob- 
jeto de ejecutar un hecho preparatorio del delito y no el delito 
mismo, pues el solo grabado de planchas, que fué á lo que él 
se comprometió, aún terminado, no importaba la consumación 
del delito de falsificación de billetes, siendo de advertir que éste 
mismo grabado era tan imperfecto, que con él no se habría fal- 
sificado nunca billetes. 

Rechaza el cargo de reincidencia que hace la acusación, por 
cuanto el grabado en piedra no fué más que un ensayo de la mis- 
ma falsificación que se proyectaba y no un delito distinto. 

Que en tal concepto y haciendo mérito de las disposiciones 
del Código Penal, respecto de la gradación de las penas, sostiene 
que Chimieleroski, en su condición de cómplice de una tentativa 
remota^ sólo debe sufrir la pena de arresto por un año como má- 
ximo, debiendo darse por oompurgada con la prisión preventiva 
que ha sufrido. 

El defensor de Pedro Yici sostiene que no está probado que 
éste haya tomado ninguna participación en la tentativa de falsi- 
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ficacion, si es que hubo tal tentativa, pues en su opinión, ni 
ésta ha existido, porque los medios empleados no eran eficaces 
para llegar á la falsificación. 

Para demostrar lo primero, expone todos los detalles que cons- 
tan en el sumario y de su análisis resulta, según él, que Yici 
no intervino para decidir á Ghimieleroski á que fuera á Santa 
Fé, que entonces no se pensó en falsificación alguna, sino en 
que el grabador tuviese trabajo para vi\ir honestamente. Que 
no existe prueba directa ni conjetural de que Yici interviniese 
ni en la compra de la piedra 6 chapa metálica, ni en la conduc- 
ción de estos objetos, ni en la traslación de Ghimieleroski á esta 
ciudad. Concluye pidiendo la absolución de culpa y cargo. 

£1 defensor de Andrés Scaralichi dice: que el pensamiento de 
falsificar billetes de banco^ nació recien cuando en Santa Fé 
Ghimieleroski imitó caligráficamente uno de á veinte pesos, para 
excitar su codicia, por lo que no debe tenerse en cuenta para for- 
mular cargos la conducción del grabador desde Buenos Aires. 
A diferencia del defensor de Yici, el de Scaralichi acepta la 
opinión del fiscal, de que los procedimientos seguidos en SantaFé 
para falsificar, son completamenie diferente^ y constituyen un 
hecho inseparable de lus seguidos aquí, pues Scaralichi sólo 
tuvo alguna intervención en los primeros, mas no está probado 
que tuviese parte en los últimos ; pero como los medios emplea- 
dos en Santa Fé fueron ineficaces para la comisión del delito, 
y por esto fué abandonado el propósito, no puede decirse que 
hubiere tentativa; que aun asi, Scaralichi sólo intervino en 
los actos preparativos y no puede decirse^ como lo afirma el 
fiscal, que haya intervenido en la tentativa: por todo lo cual 
sólo debe ser considerado como cómplice de la tentativa, 
cuya pena está suficientemente compurgada con la prisión su- 
frida. 

El defensor de Prendoné, dice que éste se limitó á intervenir 
en los procedimientos seguidos por los inculpados en la provin- 
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oia de Santa Fé, y los siguió hasta que trasladaron los trabajos 
á esta provincia, y todo á invitación de los iniciadores del plan, 
habiendo aceptado esta participación en el plan con el exclusivo 
objeto de ayudar á la justicia, poniendo en su noticia todo lo 
que entre ellos se proyectase y ejecutase, lo que ha quedado ple- 
namente justificado por el testimonio del excomisario Reyna y 
jefe de policía de Santa Fé. Extraña que el fiscal lo considere 
como autor principal del delito de tentativa próxima. Que aún 
en este supuesto', siempre el desistimiento voluntario lo eximía 
de pena, según el artículo 9 del Código Penal. 

£1 defensor de Francisco Loncini acepta las conclusiones de 
la acusación, en cuanto considera á éste como cómplice en se- 
gundo grado de la tentativa de falsificación de billetes de banco, 
pero combate la aplicación de la ley penal de 14 de Setiembre 
de 1863. Dice á este propósito que la ley de bancos garantidos, 
al disponer que los que falsifiquen y adulteren los billetes de los 
bancos garantidos por la Nación, sufrirán las penas establecidas 
por el artículo 10 de la ley de 14 de Setiembre de 1863* no ha 
fijado pena especial para estos delitos, porque ninguna de las 
leyes nacionales de esa fecha establecen penas en el artículo 10, 
debiendo desde luego estarse á las que ha establecido el Código 
Penal para tales delitos. £1 caso en que se encuentra Loncini, 
cuya única cooperación consistió en procurarle la casa para que 
viviese en ésta el grabador Chimieleroski, no está tampoco, se- 
gún él, sujeto á la penalidad establecida por el artículo 285 del 
Código Penal, porque éste castiga á los que fabrican, introducen 
6 circulan billetes, y no es ese el delito de Loncini ; pues es evi- 
dente, según las constancias de autos, que no se fabricó ningún 
billete. La disposición aplicable, según él, es la del artículo 294, 
que castiga el acto de fabricar ó introducir útiles ó instrumentos 
conocidamente destinados á falsificar billetes de banco, de modo 
que, siguiendo la teoría del procurador fiscal, que es ajustada á 
derecho, la pena de la tentativa sería de seis meses de arresto 
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y quinientos pesos de multa, y la del cómplice, como lo es Lon- 
oini, la cuarta parte de ésta, esto es, arresto por cuarenta y 
cinco dias y ciento veinticinco pesos de multa, debiendo en con* 
secuencia, ponérsele en libertad. 

Ei defensor de José Locini hace notar la contradicción en que 
incurre el fiscal al reconocer queLucini desistió voluntariamen- 
te del delito, y pedir sin embargo se le aplique la pena de un 
año de prisión y quinientos pesos de multa. La doctrina en que 
el fiscal apoya la acusación contra Lucini, de qiie el desistimien- 
to sólo exime de pena cuando no hay más que uno solo- que haya 
estado en el delito y este desiste, mas no cuando hay complot, 
no se encuentra autorizado por la ley. Ella no hace distinción 
al respecto, y el artículo 10 establece la presunción de que todo 
desistimiento es voluntario, por todo lo cual, y en conformidad 
con lo que dispone el artículo 9 del Código Penal, debe sobre- 
seerse en esta causa. 

Cierra la defensa el abogado de Bucedi, recordando que, según 
las constancias del sumario, éste no hizo otra cosa que dar hos- 
pedaje á Chimieleroski, á pedido de Loncini, mediante un alqui- 
ler mensual que éste se obligó á pagar, sin tener noticia de lo 
que Chimieleroski se proponía hacer, ni la tuvo hasta el mo- 
mento en que sentidos por la policía, su huésped le entregó la 
piedra y plancha grabadas en un envoltorio para entregar á 
Loncini, y que él, llevado de la curiosidad, abrió y entregó á su 
esposa. De estos hechos, dice, no resulta responsabilidad cri- 
minal para Bocedi y debe ser absuelto. 

La prueba rendida dentro del término señalado al efecto, co- 
rre de fojas 339 á 373, y el juzgado también la ha tenido en 
cuenta, así como la exposición del defensor de Loncini, presen- 
tada después de llamarse autos. 

T considerando : 1° Que el cuerpo del delito está comprobado 
con la piedra litográfíca en que se encuentra grabada la viñeta 
del reverso de los billetes de cinco pesos de la antigua emisión 
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del Banco Nacional, la chapa de zinc ó acero grabada con las de 
las dos fases de los billetes del mismo valor de la naeva emisión 
de la Nación, buriles y otros instrumentos para grabar qnefne- 
ron entregados á la policía por la familia de Pedro Bocedi, y 
reconocidos por éste y por Pablo Chimieleroski, como qae fneron 
los mismos con que grabó el último y dio al primero para en- 
tregar á Francisco Loncini. 

2^ Que no existe en el proceso prueba alguna ni indicio de 
que con esos grabados llegaron á imprimirse billetes hábiles 
para la circulación, y por el contrario, es seguro que no llegó 
á fabricarse ninguno, por no haberse grabado más que una faz 
de los billetes de la antigua emisión, y no estar terminados los 
de la nueva, como lo demuestra la simple inspección, sin mayor 
examen. 

3^ Que estos grabados tienen una relación directa con la fa- 

■ 

bricacion de billete^ falsos, del Banco Nacional y de la Nación, 
y por lo tanto, caracterizan una tentativa de este delito, según 
el artículo 8 del Código Pena). 

4® Que está probado que Pedro Víci y Andrés Scaralichi, 
fueron los primeros que concibieron el plan de fabricar bille- 
tes falsos de banco y los que contrataron é indujeron á Pedro 
Chimieleroski para que hiciese los grabados con ese objeto, pro* 
porcionándole los medios de ejecutarlos, pues así lo afirmáoste 
en su declaración de foja 20, ampliada á foja 47, y lo confirma: 
primero, la denuncia deLncini, capitán del vapor cCeres», foja 
51 , en que refiere que en un viaje que hizo á Santa Fé con Fran- 
cisco Loncini, éste lo llevó á casa de Pedro Yici, con quien trata- 
ron el negocio de la falsificación de billetes, diciéndole éste que 
esperaban la llegada del grabador, que era un ruso de nombre 
Pablo, para principiar el grabado de la piedra, conferencia 
qne efectivamente tuvo lugar, según la exposición de Pnggi, 
cuñado de Vioi, foja 36 ; y segundo, por la declaración de José 
Preodoné, foja 60, quien afirma qne á pedido de Andrés Sea- 
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ralichi compró de la litografía de Benaprés, la piedra litográfica 
en que está el grabado para billetes de cinco pesos, habiéndosela 
mostrado éste después de grabada, para pedirle quinientos pesos 
con el objeto de continuar los trabajos de falsificación, versión 
que se armoniza con la de Chimieleroski, de foja 61, y compró 
también la chapa de acero ó zinc, á pedido del mismo Scaralicbi, 
de acuerdo con la autoridad policial á quien había dado aviso de lo 
que pasaba y de otros planes de contrabando del mismo Scaralichi, 
demostración que se vigoriza con los hechos confesados por Yioi 
y Scaralichi, de haber traido el grabador Chimieleroski de Bne- 
nós Aires á Santa Fé, conteándole el viaje y alojándolo primero 
en la casa de Yici, y después en la de Scaralichi, en donde grabó 
la piedra (Scaralichi, foja 59), grabado que confiesa Yici ha- 
berlo visto (foja 38 y siguientes). 

5^ Que cuando Yici y Scaralichi resolvieron trasladar al gra- 
bador, de Colastiné á esta ciudad, para continuar los trabajos de 
falsificación, por creerse sospechados en Santa Fé ó por no en- 
contrar la cooperación que buscaban de Prendoné, haciendo los 
nuevos grabados en acero, Francisco Loncini se asoció á la em- 
presa criminal tomando en ella una parte principal ; resultando 
esto plenamente demostrado de la conferencia previa que tuvie- 
ron con Lucini y Yici en Santa Fé, en casa de este último, en 
que concertaron el negocio de que se ha hecho mérito, de la 
confesión del mismo Loncini, de haber procurado al grabador 
alojamiento en casa de Bocedi, en donde se hizo el grabado en 

I 

la chapa metálica, y haber recibido un cajón conteniendo la pie- 
dra grabada, remitida por Yici ; déla denunciado José Lucini, 
foja 51 , según la cual' Loncini le propuso, en el mes de Junio 
de 1895, que tomase parte en nna falsificación de billetes de 
banco en que él estaba^ y él le entregó más tarde al mismo Lon- 
cini la chapa de acero que le dio Yici en Santa Fé para el gra- 
bado, habiéndole pedido aquel entregase cien pesos á Yici para 
remitir á Buenos Aires, con el objeto de comprar útiles para la 
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falsificación; de la exposición del mismo grabador Pablo, que 
dice haberse entendido con Francisco Loncini en esta ciudad, 
cuando se trasladó aquí el trabajo del grabado. 

6^ Que ya se consideren los trabajos preparatorios de la falsi- 
cacion de billetes^ ejecntados en esta ciudad, como el desenvol- 
vimiento y continuación del mismo pian concertado en Santa Fé 
y principiado á ejecutar allí, ó como hechos conipletamente dis- 
tintos y separables, siempre resulta probado que Pedro Yici, 
Andrés Scaralichi y Pablo Chimieleroski^ autores principales 
de los de Santa Fé, persistieron en su propósito de falsificación, 
resolviendo continuarla en esta ciudad en una forma más eficaz, 
asociado de Francisco Loncini, hasta ser descubierto por la po* 
licía ; asi lo confiesan Pablo Chimieleroski y Andrés Scaralichi, 
en el careo de foja 60 y lo confirma, respecto de Yici, Lucini en 
su denuncia, en la que afirma que, después de estar aquí traba- 
jando el grabador un diaque él fué á Santa Fé, Yici le dijo que 
era necesario telegrafiar á Torelli, para que mandase de Buenos 
Aires el tirador, pretendiendo que él firmase el telegrama, á lo 
que se negó, circunstanciu que concuerda con las de haber reci- 
bido dePrendoné la chapa de acero para el grabador, según éste 
lo declara, foja 69^ liabía entregado después Yici, por medio de 
sa cuñado Puggi, al capitán del Vapor c Ceres » para conducirla á 
ésta (declaración de Yici, foja 41 , y de Paggi, foja 31) y haber 
venido después á inspeccionar el trabajo de grabado, como lo 
afirman Chimieleroski, foja 47, confesando Yici haber pasado la 
noche en el coarto de este último, circunstancias que sólo se 
explican por la participación que Yici tenía en el hecho de la 
falsificación aquí. 

\^ Que respecto de Juan Puggi, los cargos justificados que 
aparecen contra él son de haber conducido á bordo del c Ceres >, 
juntamente con su cuñado Yici, el envoltorio conteniendo útiles 
para el grabado, con conocimiento de que eran destinados á los 
trabajos de falsificación, pues él mismo confiesa que estuvo pre- 
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senté en la conferencia habida en Santa Fé, entre Lacini, Vici 
j Loncini, sobre los gastos que debían hacerse para realizar la 
empresa criminal ; pero este cargo no permite considerarlo como 
antor principal, porque segan Chimieleroski y Loncini, que deben 
saberlo, Puggi no figura entre los completados ó interesados en 
el delito, ni el hecho aislado de ayudar á su cunado á llevar á 
bordo el envoltorio con útiles, es de tal importancia que lo co- 
loque en la condición de cómplice, ni siquiera en la de encubri- 
dor, porque no estaba obligado á revelar el hecho á la autoridad 
por razón de su profesión 6 empleo, como lo requiere el artículo 
42, inciso 7**, Código Penal. 

8^ Que respecto de Ricardo Bocedi existe el cargo compro- 
bado por su propia confesión de haber hecho ocultar la piedra y 
plancha grabadas, con los demás instrumentos, cuando la policía 
hacíala pesquisa. El interés que le atribuye Chimieleroski, por 
conjetura tal vez, fundado en el hecho de haberle proporcionado 
vivienda, no aparece directamente probado; su rol es, pues, 
el de simple encubridor, porque lo es, según el artículo 42 
inciso 2° d^l código citado, el que procura hacer desaparecer 
los rastros del delito, ocultando los instrumentos con que se 
cometió. 

0^ Que la intervención de José Prenduné en los procedimientos 
seguidos en Santa Fé para la falsificación, comprándola piedra 
y chapa de acero para el grabado, y la de José Lucini, capitán 
del vapor cCéres», transportando los mismos objetos á esta ciu- 
dad y suministrando dinero, está probado que fué de acuerdo con 
las autoridades, á quienes ambos denanciaron el plan criminal, 
y con el fin de descubrirlo en todo su desenvolvimiento, según 
lo declara el excomisario de policía de Colastiné, don Manuel 
Reyna, á foja 88, confirmado por el jefe de policía de Santa Fé^ 
á foja 92 vuelta, respecto de Prendoné, y el gobernador de esta 
provincia, á foja 67, en cuanto á Lucini, no pudiendo imputarse 
la intención criminal ; y si la tuvieron en un principio, desistió- 
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ron yoluntariamente y no están sujetos á pena, según el artí- 
culo 9^ del código citado. 

10^ Que la pena que corresponde aplicar al delito de falsifi- 
cación de billetes de banco de la Nación 6 garantidos por ella, 
es la que determina el artículo 62, título 10, de la lej penal, 
de 14 de Setiembre de 1863, según lo dispone el artículo 30 de 
la ley de bancos garantidos, de 3 de Noviembre de 1887, y lo 
ba consagrado la jurisprudencia de la Suprema Corte de justicia 
federal, esto es, trabajos forzados, 6 lo que es de aplicación ac- 
tual^ presidio por cuatro á siete años y multa de quinientos & 
cinco mil pesosi 

11^ Que tratándose de una simple tentativa «3n el caso pre- 
sente, esta pena debe reducirse desde la cuarta parte hasta la 
mitad, para los autores principales, que, como se deja demos- 
trado, lo son Pablo Chimieleroski, Andrés Scaralichi^ Pedro 
Yici y Francisco Loncini, siendo atendible para hacer la gradua- 
ción, la dificultad con que hubiesen llegado á emitirlos, por las 
imperfecciones del grabado. 

12° Que dada la clasificación que precede^ del delito principal, 
al que, según lo expuesto, correspondería aplicarse dos años y 
seis meses de presidio y trescientos pesos de multa, la pena del 
encubridor debe ser la de arresto, según el artículo 43 del Có- 
digo Penal. 

Por estas consideraciones declaro á Andrés Soaralichi, Pedro 
Yici, Pablo Chimieleroski y Francisco Lonoini, autores princi- 
pales de la tentativa de falsificación de billetes de bancos garan- 
tidos por la Nación, y á Bicardo Bocedi, encubridor del mismo 
delito, y condeno á los cuatro primeros á sufrir la pena de dos 
años y dos meses de presidio en el Ingar que determine el Poder 
Ejecutivo, y á pagar una multa de trescientos pesos cada uno, 
con destino al Tesoro Nacional ; y á Bicardo Bocedi, á sufrir 
diez meses de arresto, debiendo computarse en el término de la 
condena, el tiempo de prisión y detención sufrida^ en la propor- 
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cion que determina el artículo 48 del Código Penal, y al pago 
de las costas del juicio. Y declaro absueltos libremente & José 
Prendoné y Jpsé Lucini. Notifíqaese en el original y repóngase 
el papel con los sellos correspondientes. 

A/, de T. Pinto. 



VISTA DICL SEftOR PROCURADOR OENERAL 



Buenos Aires, Setiembre 29 de 1897. 
Suprema Corte: 

El proceso actual revela el plan para una falsificación de bi- 
lletes del Banco de la Nación ; plan que inicia sus procedimien- 
tos en la ciudad de Santa Fé, y los prosigue en la ciudad del 
Paraná, siendo autores principales Andrés Scaralichi, Pedro 
Vici, Pablo Chimieleroski y Francisco Loncini, y encubridor del 
mismo delito Ricardo Bocedi. No seguiré los propósitos de la 
defensa, en cuanto al examen analítico de las declaraciones del 
sumario, como prueba de cargo. Bastará recordar que se trata de 
una sucesión de hechos mantenidos en la más absoluta reserva, 
que no tienen ni pueden tener, por ello, el testimonio de perso- 
nas extrañas al delito fraguado, que son los mismos procesados 
los que suminintran en declaraciones y careos los elementos de 
apreciación de las responsabilidades respectivas acerca del de- 
lito demostrado, y en sus faces principales confesado, y que la 
prueba legal coucluyente, no resulta de las declaraciones aisla- 
das, sino del conjunto de todas las de la causa que constituyen 
la de presunciones más completas, con sujeción á las prescrip- 
lúones del artículo 358 del Código de Procedimientos en lo Cri- 
minal. La sentencia de foja 379 ha relacionado los hechos re- 
sultantes con prolija exactitud, y los considerandos de foja 306 
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adelante fundado la respectiva responsabilidad de cada uno de 
los procesados. Permítame V. E, excusar la repetición de esos 
fundamentos de la condena. Basta reproducir las exposiciones 
del 4^, 5^ y 6^ considerandos de la sentencia^ para evidenciarla 
participación de Vici, Scaralicbi, Chimieleroski y Lonci^i en el 
hecho fundamental de este proceso, basta también invocar las 
referencias del 8® considerando, para convencer de la responsa- 
bilidad que afecta al procesado Ricardo Bocedi, como encubridor 
del delito perpetrado, 

Qne no se trataba de un simple plan ó complot, del que volun- 
tariamente hubiesen desistido los autores, lo revelan los objetos 
é instrumentos de la falsificación, entre los que figuran los gra- 
bados de billetes no sólo en la piedra litográfica, sino también 
en el anverso y reverso de la plancha de acero ó zinc, grabado 
expresamente para billetes de cinco pesos. Y que no hubo desis- 
timiento voluntario^ se revela ante la tenaz insistencia de los ac- 
tores, que temerosos de haber sido sospechados en la provincia 
de Santa Fé^ trasladan sus elementos al Paraná y continúan 
allí sus procedimientos, hasta el momento de ser sorprendidos, 
secuestrados y presos por la autoridad local. No es simple plan 
el que produce hechos como los perpetrados con el propósito de 
la falsificación, era la espectativa de realizar una emisión de 
billetes falsos, lo que guiaba esos propósitos, bien manifiestos 
en actos necesariamente conducentes á tal fin. 

El propósito era la falsificación que el artículo 62 de la ley 
sobre crímenes contra la nación, castiga independientemente de 
la circulación con pena de trabajos forzados por cnatro á siete 
anos. Pero ese propósito no llegó á realizarse, puesto que la po- 
licía secuestró las planchas antes que hubiera llegado el tirador, 
qne esperaban para 'realizar la impresión. Sólo hubo entonces 
nna tentativa con todos los caracteres con que la determina es- 
plícitamente el artículo 8® del Código Penal. Y á esa tentativa, 
de que no hubo desistimiento voluntario, correspondía la pena 
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del delito consamado^ disminuido desde la coarta parte á la mí- 
tady según el artículo i% inciso 2^, del Código Penal. Con arre- 
glo á estas prescripciones legales, siendo la legislación penal 
aplicable la de la ley de 1863, como ba quedado establecido por 
jurisprudencia inquebrantable de Y. E., babría correspondido 
á los coautores, al menos la mitad del término medio de la esta- 
blecida en el articulo 62 citado. Esa pena ba sido todavía dis- 
minuida en la sentencia, sin que encuefttre razón legal que jus- 
tifique "esa disminución, ni la contradicción que se nota en el 
considerando 12, que fija la pena leg%I para el oaso« en dos años 
seis meses de presidio, y la parte dispositiva, que sólo impone 
lii de dos años y dos meses. No obstante, no habiendo sido ape- 
lada la sentencia de foja 379 en esa parte, pido á Y. E. se sirva 
confirmarla, lo mismo en cuanto á los cuatro coautores princi- 
pales, que en lo que respecta al encubridor Ricardo Bocedi. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Octubre 2Í de 1897. 

Yistos y considerando : Que como lo demuestra la sentencia 
apelada, hay en autos prueba del delito que ha motiyado este 
proceso, hallándose igualmente averiguada la responsabilidad 
de los condenados en dicha sentencia. 

Que la prisión preventiva sufrida por los encausados, debe 
computarse á razón de dos dias por uno de trabajos forzados, 
según se desprende de lo dispuesto en el artículo 92 de la ley 
penal federal, y lo tiene resuelto esta Suprema Corte en varios 
fallos, haciéndose asi la imputación no en la proporción prevé- 
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nida por el artículo 49 del Código Penal, cuando de trata de la 
pena de presidio, sino la que corresponde, según el mismo artí- 
culo, cuando se ha impuesto la pena de penitenciaría. Por esto; 
de acnerdo con lo expuesto y pedido por el señor ProcuradV)r, y 
fuodamentos concordantes de la sentencia apelada de foja 379, 
se confirma ésta, con costas, declarándose que la prisión pre- 
ventiva debe computarse con arreglo á lo expresado en el último 
considerando de esta resolución. Hágase saber con el original 
y devuélvanse. 

BEHiAHIN PAZ. — ABEL BAZAN . 
— OCTAVIO BUNGE. — JÜAW 
E. TORRENT. 



CAUSA CCCXXYI 



D^ Margarita R. de Señorans y herederos de Onrubia contra el 
gobierno de la provincia de Entre Rios, por cumplimiento de 
transacción ; sobre avaluación pericial. 

Sumario. — Debe ser aprobada la avaluación hecha por la 
mayoría de los peritos, practicada de acuerdo con las cláusulas 
y en cumplimiento de una transacción. 



Caso. — Resulta del fallo de la Suprema Corte y del 
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Falto del Jnex Federal 

Paraná, Abril 27 de 1897. 

Vistos : La tasación practicada por los peritos nombrados, 
corriente á foja..., de la oual resulta, que el perito Don José 
Amaret y el tercero don Francisco B. Maglione, nombrado por 
el juzgado en desacuerdo de las partes, han tasado el terreno 
objeto de la transacción de fojas 59 á 60, según la área y ubi- 
cación fijada en el plano de mensura corriente á foja 127, á ra- 
zón, de noventa centavos el metro cuadrado, ó sea en cuarenta 
y dos mil cincuenta y seis pesos con diez centavos de curso legal 
(42.056.10) el área total expropiada; y en treinta y cuatro mil 
seiscientos noventa y seis pesos con veinte centavos nioneda na- 
cional (34.696.20), los perjuicios ocasionados por la ocupación 
del ferrocarril, con lo ejpuesto en oposición por el representante 
de doña Margarita Bams de Señorans y herederos Onrobia, y 
la explicación dada por los peritos en mayoría, á foja..., en que 
dicen haber comprendido en los treinta y cuatro mil seiscientos 
noventa y seis pesos, no sólo el valor de los perjuicios sino tam- 
bién el de los daños ocasionados á los propietarios : el juzgado 
resuelve aprobar dicha tasación, por haberse verificado en eje- 
cución de la cláusula 3** de la transacción citada de fojas 59 á 60. 

r. Pinto. 

Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Octubre 31 de 1897. 

Vistos y considerando : Que según resulta de la transacción 
qne corre á foja cincuenta y nueve^ se convino entre las partes 
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qae el terreno cuya propiedad se reconocía á favor de la señora 
Margarita Bams de Sefiorans y herederos de Onrabía, sería ta- 
sado por peritos, los qne deberían fijar el precio de dicho terreno 
7 el valor de los daños y perjuicios causados por laocnpacion de 
la tierra. Que también se estipaló que el pago del precio y da- 
ños y perjuicios expresados^se haría por la provincia, en fondos 
públicos al cinco por ciento de interés y uno por ciento de amor- 
tización, autorizados por la ley de dos de Setiembre de mil ocho- 
cientos noventa y dos, entregados por su valor escrito. 

Que en ejecncion de esa transacción se ha llevado á efecto la 
operación pericial, habiéndose aprobado por el auto apelado las 
conclusiones de la mayoría. Que esas conclusiones, no obstante 
lo afirmado en contrario por la parte de la señora Bams de Se- 
ñorans y herederos de Onrubia, comprenden el precio del terre- 
no y el valor de los daños y perjuicios, estimados según el cri- 
terio pericial. 

Que los términos de la transacción no permiten dudar que el 
precio de la tierra y el valor de los daños y perjuicios, debe pa- 
garse en fondos públicos provinciales, de que se hace especial 
mención en dicha transacción, entregados por la provincia y re- 
cibidos por el acreedor por su valor nominal. 

Que no hay en autos prueba alguna de que se haya convenido 
entre las partes, que la tierra y los daños y perjuicios se habían 
de avaluar en proporción al valor de los fondos públicos, resal- 
tando lo contrario de los términos de la transacción. Por esto 
y sus fandamentos se confirma, con costas, el auto apelado de 
foja ciento sesenta y siete vuelta. Bepuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

BBNJAllIN PAZ. — ABEL BAZAR. 
— OCTAVIO BURGB.— JUAN B. 
TORRERT. 
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CAVSA €CC}KX¥II 



D. Luis Sesorego contra la provincia de Entre Rios, por cobro 

de pesos; sobre rescisión de rebeldía 

Sumario. — No alegándose ias causales señaladas por lalej^ 
no debe dejarse sia efecto la rebeldía decretada. 



Caso. — El señor Sesarego, argentino, demandó ¿ la provin- 
cia de Entre Ríos, la que fué citada y emplazada para que com- 
pareciese á estar á derecho. Ye'ncido el término del emplaza- 
miento y no habiéndose presentado la proyincia demandada, el 
actor pidió que se la declarara rebelde, de acuerdo con el artí- 
culo 183 de la ley de procedimientos. 

La Suprema Corte proyeyó de conformidad. Posteriormente 
se presentó el apoderado de la provincia pidiendo se deje sin 
efecto la rebeldía^ pues ella había sido acusada pendiente un 
arreglo administrativo, según resulta del documento que acom- 
pañaba, en el que el actor ofrecía arreglar el asunto mediante 
las bases que indica. 



Fallo de la Suprema €?orte 

fiuenos Aires, Octubre 21 de 1897. 

Autos y vistos : Y teniendo en consideración que el documen- 
to de foja trece no revela que se haya llegado á un acuerdo de 
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Yolnntades para la Buspension del juicio, mediante la acepta- 
ción de las bases propuestas en el mismo. 

Que por consiguiente, el contenido del expresado documento 
ha quedado reducido á una oferta, que ha podido ser retirada, 
con tanta mayor ra'zon cuanto que ha transcurrido más de siete 
meses desde que ella se hizo, sin que la parte de la provincia se 
haya ligado aceptándola (articulo mil cien del Código Civil). 

Que, por otra parte, no se han alegado las causales proscriptas 
por los artículos ciento ochenta y uno y ciento ochenta y ocho 
de la ley de procedimientos, para dejar sin efecto la rebeldía 
acusada. 

Por estos fundamentos no se hace lugar, con costas, á lo pe- 
dido en el escrito de foja quince y corran los autos según su es- 
tado. Hágase saber con el original. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BDÑGE. — JUAN E. 
TORRENT. 



CAUSA CCCXXYIIl 



D, Ernesto Barr¿%; sobrecarta de ciudadanía 

Sumario, — No puede pedir la carta de ciudadanía el extran- 
jero menor de 18 años. 
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Caso. — D, Teófilo Barres se presentó al jazgado pidiendo 
carta de ciudadanía para su hijo Ernesto, de 15 años de edad, 
y con 9 de residencia en el país. 



VISTA FISCAL 



Buenos Aires, Agosto 19 de 1897. 
Señor Juez : 

El suscrito nove inconveniente en que el juzgado acceda á lo 
solicitado, porque las leyes que tiendan á favorecer el aumento 
déla población y la naturalización de extranjeros, deben ser in- 
terpretadas líber almente. 

G. G. Vieyra. 



Fallo del Juea Federal 



La Plata, Agosto 31 de 1897. 

Siendo requisito indispensable el tener diez y ocho años de 
edad para solicitar carta de ciudadanía argentina, por los ex- 
tranjeros que deseen voluntariamente obtenerla ; no obstante lo 
dictaminado por el señor procurador fiscal en este expediente 
y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 2*^, inciso 1^, 
de la ley de 1^ de Octubre de 1869, no ha lugar á lo que se so- 
licita y archívese. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 
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TISTA DEL SBftOa PROCIIRADOR GENERAL 



Buenos Aires, Octubre 4 de 1897. 

Suprema Corte: 

Estando la resolaoion recurrida estrictamente ajustada á los 
términos restrictivos del artículo 2^, inciso 1«, de la ley de 1869, 
sobre ciudadanía argentina, pido á Y. E. se sirva confirmarla 
por sus fundamentos. , 

Sabiniano Kier. 



Falto de la Suprema Oorte 

Buenos Aires, Octubre 23 de 1897. 

Vistos : De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor Pro- 
cnrador general, pues que el artículo primero de la materia re- 
quiere, en efecto, ser mayor de diez y ocho años el extranjero 
qne pide para sí mismo la natnralizacion ; que no concurre en el 
caso, ese doble requisito : se confirma el auto apelado de foja 
tres. Devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUN6E. — JUAN E. 
TORRENT. 
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CAUSA CCCXXIX 



El Fisco Nacional contra D. Francisco DiaZj por etopropiacion; 

sobre excusación 



Sumario, — La amistad qae no reúna los oaraoteres expresa- 
dos en el articulo 43, inciso 4^, de la ley de procedimientos, no 
es causa legal de excusación. 



Caso. — Lo explica la 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Abril 30 de 1897. 
Suprema Corte : 

La excusación del señor juez federal en esta causa se funda, 
según lo expresa ¿ foja 23, por ser amigo personal del deman- 
dado. 

La amistad sólo es causa legal de recusación , según el artículo 
43, inciso 4^, de la ley sobre procedimientos de la justicia na- 
cional, cuando se manifieste por una gran familiaridad. 

El juzgado no ha manifestado esta circunstancia, pero es de 
suponerse su existencia, cuando con conocimiento de la ley se ha 
creido legalmente obligado á excusarse. 

En este concepto, qne Y. E. podría afirmar con el informe 
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del juez a quo, si en sa ilustrado criterio lo creyere indispensa- 
ble, pídole se sirva confirmar la excusación recurrida. 

Sabiniano Kier. 



niFORHB DEL JUEZ FEDERAL 



La PlaU, Octubre 11 de 1897. 
Excmo. Señor : 

Eyacnando el informe ordenado, debo decir á Y. £. que la 
amistad que me liga con don Francisco Diaz no es propiamente 
de las muy íntimas ; pero la verdadera causa de la excusación 
ha sido por razón de delicadeza personal. 

Dios guarde á Y. E. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



Fallo de la ttnprema Carie 

Buenos Aires, Octubre 23 de 1897. 

Yistos : Resultando del informe del juez de sección, que la 
causal de excusación que ha invocado para separarse del cono- 
cimiento de la causa^ no se encuentra comprendida en el artí- 
culo cuarenta y tres de la ley de procedimientos, se revoca la 
resolución apelada que corre en el acta de foja veinte. Devuél- 
vanse. 

benjamín paz. —ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGB. — JUAN 
E. TORRENT. 
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CAVSA CCCXXX 



El Banco Nacional Inmobiliario contra D. Federico Mariton, 

sobre escrituración 

Sumario. — El otorgante de un instrumento privado sobre 
compra de un inmueble, está obligado á redaeírlo á escritura 
pública. 



Caso. — Resulta del 



Fallo del Juea Vederal 



Buenos Aires, Setiembre 30 de 1897. 

Y vistos : Estos autos seguidos por el Banco Nacional Inmo- 
biliario contra don Federico Mariton sobre escrituración, de los 
cuales resulta : Que don Pedro Odena, en representación del 
Banco Inmobiliario, se presenta demandandaá don Federico 
Mariton, exponiendo qn^ éste se había obligado, según el docu- 
mento acompañado de fojas 1 y 2, ¿ comprar al banco un terreno 
con todos sus edificios y plantíos, etc., situado en esta Capital, 
por el precio de ochenta y cinco mil trescientos setenta y tres 
pesos con setenta y cinco centavos moneda nacional, y qne, no 
habiendo cumplido el señor Mariton con la obligación contraída, 
reduciendo á escritura pública aquella compra, no obstante ha- 
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ber sido iavitado á ello varias Teces, venía á pedir que, de acuer- 
do con los artículos 505, 508 y 576 del Código Civil, se le con- 
dene á extender aquella escritura dentro del término de diez 
dias, más las costas del juicio. Que corrido traslado de la de- 
manda y contestando el mismo Mariton, á foja 52, reconoce la 
existencia de la obligación contraída en el documento de fojas 
i 7 2 ; pero sostiene que por su parte ha requerido con insis- 
tencia, la escrituración de este negocio, sin haberlo obtenido, 
durante el tiempo tranecurrido desde la celebración de aquel 
conyenio. 

Que abierta la causa á prueba, á foja 64, se produce la de tes- 
tigos que corre agregada de foja 66 á foja 67. 

Y considerando : Que el demandado ha reconocido el contrato 
en que se funda la demanda, aduciendo solamente como defensa 
la circunstancia de haber urgido la escrituración sin haberla po- 
dido obtener, lo cual no ha justificado en la estación oportuna 
del juicio. 

Que, por lo tanto, y siendo las convenciones hechas en los con- 
tratos, una regla á la cual deben ajustarse las partes como á la 
ley misma, las obligaciones resultantes del boleto de fojas 1 y 
2, deben llevarse é efecto, de conformidad con lo determinado 
en los artículos 1185 y il87 del Código Civil. 

Por estos fundamentos, fallo declarando que don Federico 
Mariton está obligado á reducir á escritura pública el boleto de 
fojas 1 y 2, dentro de diez días, bajo pena de resolverse la obli- 
gación en el pago de daños y perjuicios, las costas del juicio se- 
rán á cargo del demandado. Notif íquese con el original y repón- 
ganse las fojas. 

J. V. Lalanne» 
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Fallo de te Suprema Carie 

Buenos Aires, Octubre 23 de 1897. 

Tistos y considerando : Qae la contestación á la demanda au- 
toriza á dar por reconocido que el demandante estaba en aptitud 
de escriturar el contrato de foja primera, por haberse realizado 
á su favor la enajenación previa á que se refiere el mencionado 
contrato. 

Que por consiguiente no puede decirse que el actor estaba en 
el deber de producir prueba para hacer constar el mencionado 
hecho. 

Por esto y por sus fundamentos, se confirma, con costas, la 
sentencia apelada de foja ochenta y una. Repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

benjamín paz. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN B. TORRENT. 



CAVSA CCCXXXI 



D. Pedro L. Zaballa^ cónsul de la República Oriental del 
Uruguay, contra D^ Sofía Barruti, por divorcio ; sobre com- 
petencia. 

Sumario. — Corresponde á la justicia federal la causa de 
divorcio en que es parte un cónsul extranjero. 
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Caso. — Resolta de la 



. VISTA nSCAL 

Señor Juez : 

El señor cóasul oriental don Pedro L. Zaballa, promaeve 
oaestion de competencia por inhibitoria, alegando que el juicio 
de divorcio iniciado contra él por sa señora esposa, doña Sofía 
Barruti, ante ano de los juzgados de i* instancia provinciales 
de esta ciudad, en virtud del artículo 2^» inciso 3^, de la ley so- 
bre jurisdicción j competencia de los tribunales nacionales, de 
44 de Setiembre de 1863, corresponde á Y. S. entender en él 
7 no al juzgado de provincia. Dicha disposición, en efecto, esta- 
blece un privilegio en favor de los cónsules, acordándoles el de- 
recho de ocurrir á la justicia nacional^ en las causas que versen 
sobre negocios particulares de ellos* pero la ley no se ha refe- 
rido á las cuestiones sobre el estado civil, ó de divorcio, por 
ejemplo, sino simplemente á las de orden comercial ó pecuniario. 
De lo contrario no hubiera dicho, negocios particulares, sino 
todo asunto 6 cuestión en que sea parte un cónsul ó vicecónsul. 
Por otra parte, en la época en que se sancionaron la Constitución 
Nacional, en cuyo artículo 100 se ha establecido el privilegio á 
favor de los señores cónsules, y la ley del 14 de Setiembre de 
1863, las cuestiones de divorcio estaban y han estado bajo la 
jurisdicción eclesiástica, hasta la sanción de la ley sobre el ma- 
trimonio civil, lo que hace suponer que la intención de los cons- 
tituyentes y legisladores no fué la de incluir estas cuestiones en 
los casos de jurisdicción nacional previstos en el artículo Z'', in- 
ciso 3^, citado. Opino, pues, que Y. S. no es competente para 
conocer en el juicio de divorcio de la referencia. Salvo el más 
ilustrado criterio de Y. S. 

R. G. Parera. 



I 
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Falto del Summ federal 

Rosario, Noviembre 18 de 1896. 

Siendo de excepción la jorisdiccion de los tribunales federa- 
les, deben interpretarse en sentido restriotiTo, los casos de sn 
competencia estableciólos en la ley de la materia, no podiendo 
prorrogarse sobr« personas 6 cosas ajenas á ella, aan cuando las 
partes litigantes conrengan en la prorrogación ; que la ley de 
jurisdicción de los tribunales nacionales, interpretando y regla- 
mentando el artículo 100 de la Constitución Nacional, establece 
en el inciso S"" del articulo 2^, que corresponde ¿ los jueces de 
sección las cansas que versen sobre negocios particulares de un 
cónsul ó vicecónsul extranjero ; que el presente caso no puede 
estar comprendido en esta prescripción y no existen anteceden- 
tes repetidos en nuestra jurisprudencia que autorice declarar 
la competencia de este juzgado en las causas de divorcios. 

Por estas consideraciones y de acuerdo con el dictamen del 
señor Procurador fiscal, no se hace lugar á la contienda de com- 
petencia por inhibitoria, en virtud de no tener jurisdicción el 
juez federal para entender en esta causa. Repóngase. 

Daniel Goytia . 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

fiuenos Aires» Junio 28 de 1897. 
Suprema Corte : 

La Constitución nacional, hadado al Poder Ejecutivo la atri- 
bución y los medios de mantener las relaciones internacionales 
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• 

y ha colocado por ello á sos agentes, bajo las garantías 4^1 fuero 
federal. So artícnlo 100 ha consignado expresamente, que co- 
rresponde á la Corte Suprema y á los tribunales inferiores de la 
Nación, el conocimiento de las causas concernientes á embaja- 
dores, ministros públicos, y cónsules extranjeros. Tratándose 
de una garantía constitucional, la ley no ha podido modificarla 
en su parte fundamental. Cuando la ley de 1863, sobre compe- 
tencia de los tribunales nacionales, se ha referido en su artículo 
2®, inciso 3^, á las que versen sobre negocios particulares de un 
cónsul ó vicecónsul extranjero, no ha podido, ni querido limitar 
el ejercicio de aquella jurisdicción, sino establecer la diferencia 
entre los negocios públicos sujetos á la jurisdicción de la Supre- 
ma Corte, y los negocios particulares ó derechos privados de la 
persona que ejercita el cargo de cónsul ; V. E. ha declarado á 
este respecto en su fallo de la serie 2', tomo 10, página 187, c que 
en los términos generales y sin distinciones del inciso S^ del ar- 
tículos^ de la ley de competencia, deben entenderse comprendi- 
dos tanto los asuntos criminales como los civiles ». No existiendo 
mérito legal, según aquellas prescripciones, para la distinción en- 
tre causas ó negocios civiles ó criminales ; ni para la limitación 
del ejercicio del fuero federal que implica la inhibitoria diotada 
en el auto de foja 5^ pienso que siendo ajustadas á derecho las 
observaciones de foja 6, procede la revocación de aquel auto ; y 

asilo solicito de Y. E. 

Sabiniano Kier. 



Wmllm de la Suprem» C^rto 

Buenos Aires, Octubre 23 de 1897. 

Vistos y considerando : Que con arreglo al artículo cien de la 
Constitución nacional, las causas concernientes á cónsules ex- 
tranjeros son de la competencia de la justicia federal. 



\ 
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Que hallándose esa disposición concebida en términos gene- 
rales 7 absolutos, general é indistintamente debe ser entendida 
y aplicada. 

Que, en consecuencia, cuando el inciso tres del articulo dos 
de la ley. de jurisdicción y competencia, atribuye á los jueces 
nacionales de sección el conocimiento de las causas que versen 
sobre negocios particulares de un cónsul ó vicecónsul eitran- 
jero» ha comprendido todas las particulares á que hace referencia, 
ya que las que versen sobre los privilegios 6 exenciones de los 
cónsules y vicecónsules extranjeros en su carácter público* son 
de la competencia originaria de esta Suprema Corte, según el 
artículo primero, inciso cuarto, de la citada ley. 

Que no cabe duda que el asunto de que se trata es una causa 
sobre intereses particulares de un cónsul extranjero y de natu- 
raleza contenciosa. 

Por esto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
procurador general y la jurisprudencia de esta Suprema Corte 
se revoca el auto apelado de foja cinco, declarándose que el in- 
ferior es competente para conocer en la causa á que se refiere el 
artículo de foja una y que, en consecuencia, debe reasumir la 
jurisdicción de que se ha desprendido y proceder con arreglo á 
derecho. Notifíquese con el original y repuestos los sellos^ de- 
vuélvanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGC. — JUAN 
E. TORRENT. 
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CAUSA CCCXXXII 



Contra A lejandro López, por infracción d la ley de movilización 

de la guardia nacional 

Sumario, — La infracción á la ley de moyilizacion de la guar- 
dia nacional, es castigada con la pena de dos años de servicio 
en el ejército permanente. 



Caso. — Resulta del 



Pullo úei Snmm Federal 



Rosario, Agosto 21 de 1897. 

T vistos : La causa seguida á Alejandro López, de i 7 años de 
edad, soltero, jornalero, nacido en San Nicolás, provincia de 
Buenos Aires, vecino del mismo pueblo, no tiene apodo ni ha 
sido procesado antes de ahora, acusado de infracción á la ley 
de movilización. 

T considerando : 1** Que prestada la indagatoria á foja 33, el 
procesado manifiesta no tener fe de bautismo, por no haber sido 
bautizado ; que en la papeleta se hizo poner 20 años de edad, 
porque así se lo hizo hacer don Luis Mutis, de San Nicolás : que 
no presentó testigos ni fe de bautismo. 
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2^ Que formulada la acusación fiscal solicitándose le condene 
á dos años de servicio en el ejército permanente de la Nación, 
de conformidad con el artículo 14 de la ley n"" 3318, por no ha- 
ber cumplido con la convocatoria á ejercicios de los ciudadanos 
de 20 años, el defensor del procesado dice que su defendido no 
es acreedor á la pena, pues no es infractor : que si bien en su 
papeleta resulta tener la edad de 20 años, se ba consignado así 
por una equivocación que probará en tiempo, y que por lo tanto 
debe absolverle. 

3^ Que abierta la causa á prueba, el acusado 6 su defensor no 
ha probado en manera alguna la causa eximente invocada, y por 
lo tanto queda subsistente la acusación fundada en la prueba 
emanada de la Inspección general de armas, y en la confesión 
del procesado, que se ha enrolado con la edad de 20 años y no 
ha concurrido al llamamiento de ejercicios de los conscriptos. 

Por estas consideraciones, en esta Sala de Audiencias, fallo: 
condenando al procesado Alejandro López, á la pena de dos años 
de servicios en el ejército permanente de la Nación, con des- 
cuento del tiempo de prisión sufrida. Ejecutoriada esta senten- 
cia, póngase al procesado á disposición del Ministerio de la Gue- 
rra, por intermedio de la oficina de reclutamiento de esta ciu- 
dad. 

Daniel Goytia. 

VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Octubre 4 del897. 
Suprema Corte : 

Considero que la resolución recurrida de foja 29 se ajusta á 
las constancias de autos y á las prescripciones legales que rigen 
la movilización, y pido á Y. E. se sirva confirmarla por sus fun- 
damentos. 



V 
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Wmíí^ de lü Supremn Corte 

Buenos Aires, Octubre 26 de 1897. 

Vistos : De conformidad con lo expuesto y pedido por el señor 
ProouradoT general y por sus fundamentos, se confirma, con 
costas, la sentencia apelada de foja yeintinneve. DevuélTanse. 

» 

BBRiAllIN PAZ. — ABEL BáZAN. 
— OCTAVIO BOHGB. — JUAN 
E. TORRBNT. 



CAUSA CCtJXXXIII 



D. Modesto Rodríguez Freiré contra D. Santiago Fox, sobre 

cumplimiento de contrato 

Sumario. — No puede pedirse el cumplimiento de un contra- 
to estipulado bajo condición, si ésta no se ha cumplido, y no se 
Terifica ninguno de los casos previstos en los artículos 537 y 5S8 
del Código Civil. 



Caso. — Resulta del 

T. LXX 20 
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Fiíllo del JÍUMi Ifedenil 



La Plata, Octubre 30 de 1896. 

Y vistos : Resulta : i^ Qae don Modesto Rodríguez Freiré de- 
mandó á don Santiago Fox, por falta de cumplimiento de un con- 
trato de compra-venta, pidiendo en su defecto, la indemnización 
de todos los daños y perjuicios que sean consecuencia de la ine- 
jecución de ese contrato, con las costas del juicio. 

2^ La demanda se funda en que don Juan Fox, como apode- 
rado de don Santiago Fox, autorizó en documento prÍTado á don 
Jacobo Rodríguez, para vender un campo en el partido Coronel 
Pringles, por la suma de 92.000 pesos efectivo incluso el valor 
corriente del gravamen que reconocía á favor del Banco Hipo- 
tecario de la Provincia y siempre que el mencionado estableci- 
miento acuerde la transferencia de la hipoteca cuya condición 
se hará saber al comprador, Y en yirtud de esta autorización, 
don Jacobo Rodríguez vendió el campo en Coronel Pringles, 
compuesto de 8000 hectáreas y por el precio de 95.000 pesos, 
al demandante don Modesto Rodríguez Freiré. 

3^ Que el demandado, contestando el traslado á foja 39, sos- 
tiene que la demanda debe ser rechazada, con costas: 1^ porque 
el boleto simple de compra-venta de bienes inmuebles, no da 
derecho á pedir su cumplimiento, sino !a reducción á escritura 
pública (artículo 1185 del Código Civil) ; S"" porque habiéndose 
subordinado la eficiencia del convenio, á la condición expresa 
de que el Banco Hipotecario de \a Provincia admitiese la trans- 
ferencia del gravamen á favor del comprador, lo que ha negado 
aquel establecimiento, es de toda evidencia que el boleto de 
renta ha caducado; y 3^ porque el supuesto contrato entre don 
Modesto Rodríguez Freiré y don Jacobo Rodríguez, es una si- 
mulación ad hoc para fines ilícitos. 
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4^ Que agregadas las pruebas producidas en la estación opor- 
tuna, con los alegatos presentados por las partes, quedarán los 
autos para sentencia. 

Y considerando : 1® Que, en el presente caso, es indudable 
que se trata de un contrato, cuya ejecución está subordinada 
á una condición impuesta expresamente por las partes, la de que 
el Banco Hipotecario de la Provincia aceptara la transferencia 
á favor del comprador. Los contrayentes sometieron la resolu- 
ción del contrato de compra-venta á esa condición. Si esa con- 
dición se cumplía, quedarían obligados irrevocablemente; si no 
se cumplía^ no había contrato. Esto es lo verosímil (artículo 
533 del Código Civil), desd^ que no cabe otra explicación razo- 
nable en presencia de aquella cláusula: c Y siempre que el men- 
cionado establecimiento acuerde la transferencia de la hipo- 
teca » ; de manera que, si el banco la niega, se sigue, es lógico, 
no hay contrato. 

2^ Que el Banco Hipotecario de la Provincia ha negado en 
dos distintas ocasiones, la transferencia solicitada al señor Mo- 
desto Rodríguez Freiré, como consta por los documentos agre- 
gados á fojas 80 y 81 y 83 y 84, exigiéndose por aqnel estable- 
cimiento que se pusieran al dia previamente, y para resolver, 
los servicios atrasados del crédito hipotecario de don Santiago 
Fox. 

3^ Que sobre este último punto el demandante sostiene que 
don Santiago Fox estaba obligado á poner al dia los servicios 
de su deuda, siendo por omisión suya que el Banco Hipotecario 
no ha concedido la transferencia del crédito, pero esta obliga- 
ción no resulta del boleto de venta referido y se torna inconci- 
liable con los términos en que está concebida la condición, el 
Banco Hipotecario acuerde la transferencia, que es así pura y 
simple, sin que se imponga al vendedor ninguna obligación al 
respecto. 

4^ Que, por otra parte, si se tiene presente la situación del 
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demandado, inhibido y preso, par más qae los actos del man- 
datario deban reputarse como realizados personalmente, las 
contestaciones no categóricas, 6 de ignorancia, producidas por 
el demandado en la absolución de posiciones á foja 72, no serían 
bastantes, en presencia de los demás antecedentes expuestos, á 
fundar una sentencia. 

Por estos fundamentos, fallo : absolviendo de la demanda á 
don Santiago Fox, con costas al demandante. Hágase saber en 
el original, inscríbase en el libro de sentencias j si no fuese 
apelada, repuesto los sellos, archívese. 

Mariano S. de Áurrecóechea, 



Pullo de lii Suprenm Corte 

Buenos Aires, Octabre 26 de 1887. 

Vistos y considerando : Que la escritura de foja primera con- 
tiene una obligación condicional, lo que está fuera de cuestión, 
pues que ambas partes, apreciando los términos de esa escritu- 
ra, así lo reconocen. 

Que consistiendo esa condición en la previa transferencia, 
autorizada por el Banco Hipotecario de la Provincia, del crédito 
á favor de ese establecimiento, para cuya seguridad estaba 
gravado el inmueble á que el contrato se refiere, es indudable 
que la condición no se cumplió, desde que consta que el Direc- 
torio del citado bapco negó la autorización para la transferencia, 
lo que también se reconoce por las partes. 

Que las constancias de autos no permiten dar por averiguado 
que el presente caso entra en alguno de los reglados por los ar- 
tículos quinientos treinta y siete y quinientos treinta y ocho 
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del Código Civil, para haber por cumplida la condición en re- 
lación al demandado, podiendo obserrarse en contrario los actos 
subsiguientes de las partes^ comprobados de fojas ochenta á 
ochenta y cuatro. 

Que no obstante las precedentes consideraciones, la condena- 
ción en costas impuesta al demandante no es bastantemente 
fundada, porque ha tenido razón probable para litigar. 

Por estos fundamentos, se confirma la sentencia apelada de 
foja ciento quince, con declaración de que las costas de ambas 
instancias se pagarán en el orden causado, sobreseyéndose en 
el incidente á que stf refiere el auto de foja ciento cincuenta y 
cuatro vuelta, en mérito de la presente resolución. Notifíquese 
con el original y repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
B. TORRENT. 



CAUSA CCi)\X\l\ * 



Benry Py yC'' contra D. Eduardo Retienne, por cobro de pesos; 

sobre apelación denegada 

Sumario. — En las causas de menor cuantía las sentencias de 
los jueces de sección son inapelables. 



310 PALLO» D£ LA SUPHEMA CORT£ 

Caso. — Besulta del 



INFOHMB DEL JUEZ FEDERAL 



BueDOs Aires, Octubre 27 de 1897. 
Suprema Corte : 

Evacuando el informe ordenado en el recurso de hecho dedu- 
cido por Henry Py y compañía, de una resolución del juzgado 
en los autos con don Eduardo Betienne, tengo el honor de ma- 
nifestar á y. £.: que habiéndose iniciado demanda, con fecha 7 
de Junio del corriente año, por don Eduardo Retienne contra 
el recurrente por cobro de la cantidad de 56 pesos oro sellado, 
importe de un barril con 200 kilos de jabón negro, venido de 
Europa á la consignación del actor, y fallado en definitiva el 
pleito, condenando á los demandados á pagar la cantidad recla- 
mada, estos interpusieron recurso de apelación contra esa sen- 
tencia, al que no hizo lugar el juzgado, por tratarse de un asunto 
de menor cuantía, en que, según la jurisprudencia de esa Supre- 
ma Corte, no procede el recurso denegado. 

Con lo manifestado, doy por evacuado el informe ordenado 
por y. E., á qiñen Dios guarde. 

P. Olaechea y Alcor la. 



Wmiím de la» Suprenm Corto 

Buenos Aires, Octubre 28 de 1897. 

Autos y vistos : Atento lo informado por el juez de sección, y 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo coarto, de la ley de 
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jurisdicción y competencia, se declara bien denegado el recurso. 
Repóngase el papel y remítanse estas actuaciones al juez de 
la causa para que se agregue á sus antecedentes. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BDNGE. — JUAN 
E. TORRENT . 



CAUSA eecxxx-w 



Amelong y C^ contra D. José María Bouquet, sobre rescisión de 

contrato y darlos y perjuicios 

Sumario. — 1^ La convención de remitir inmediatamente la 
cosa vendida significa, no que el vendedor deba entregarla á la 
mayor brevedad, sino una vez transcurrido el tiempo preciso 
para su transporte al lugar de la entrega previsto en el contrato. 

2^ Todo vendedor debe tener la cosa vendida dentro de las 24 
horas siguientes al contrato, al objeto de su cumplimiento. 

3® Los casos fortuitos producidos después no le eximen de su 
obligación. 

A9 La falta de entrega en el tiempo convenido, cuando éste 
ha sido un motivo determinante por parte del comprador, da 
derecho á pedir la resolución del contrato, y la indemnización 
de perjuicios. 
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Caso. — Lo explica el 



rullo úei Jtie» Peden»! 



Rosario, Setiembre 25 de 1896. 

T vistos: Los presentes autos seguidos por los señores Ame- 
long 7 compañía contra don José Mafia Bouquet, sobre rescisión 
de un contrato ; de los que resulta: 

i"" Que el actor celebró en 24 de Febrero de 1892, con don 
José María Bouquet, por intermedio de los corredores Glusellas 
hermanos, el contrato que corre á foja i , consistente en la venta 
de un mil doscientos á un mil trescientos quintales de cien kilos 
de trigo de la clase contenida en la muestra depositada en poder 
de los corredores. 

Que el trigo debía remitirse por el demandado inmediata-- 
mente de firmado el contrato, recibiendo éste, á cuenta del pre- 
cio total de la partida contratada, la suma de diez milpesos mo- 
neda nacional, en la forma y condiciones que se establecen en el 
Contrato referido. El actor sostiene que el demandado quebrantó 
las estipulaciones convenidas, desde que retardó las últimas re- 
mesas ; que sólo las verificadas en 27 y 28 de Febrero y 10 de 
Marzo, fueron entregadas como lo prescribe el contrato ; y que 
las demás, consignadas con fecha 14 y 18 de Marzo, 22 y 28 de 
Abril, y 4 y O de Mayo, violaron abiertamente las cláusulas del 
convenio con grave perjuicio de sus intereses. 

Además, dice, sólo las primeras y oportunas remesas fueron 
de la clase contratada y no las últimas remitidas fuera de tiempo, 
y ser de calidad inferior á la muestra. 

Que el demandado no se cuidó de mandar apoderado ó concu- 
rrir él al momento de la entrega, como es de práctica en artíou- 
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los de esa naturaleza, nendose el actor obligado á examinar las 
bolsas para verificar la calidad de los trigos, cada vez qoe reci- 
bía ariso de la empresa c Graneros del Rosario ». 

Que esta empresa, al hacer ia descarga, examinaba j clasificaba 
dicho artículo^ aceptando solamente los treinta y ocho mil seis- 
cientos treinta j tres kilos délas primeras remesas, rechazando 
las últioáas por no ser de la calidad convenida, y dejándolos en 
depósito á cargo y riesgo del vendedor. 

Que por medio del telegrama de foja 2 y de las cartas de fecha 
24 y 28 de Junio, se dio aviso por el actor á la parte demandada 
de los hechos ocurridos, exigiéndole la devolución del saldo á su 
favor, por falta de cumpliniiento del contrato, y por la consi- 
guiente rescisión de él. 

Que este saldo asciende á la cantidad de seis mil novecientos 
noventa y cuatro pesos con diez y seis centavos moneda nació* 
nal de curso legal, y es formado por las partidas que se detallan 
en la caenta adjunta bajo el número cuatro. 

Pide el actor, en definitiva, se declare la rescisión del contrato 
de foja i y la entrega del saldo que arroja la cuenta número cua- 
tro, con mád los daños y perjuicios y costas, fundándose en la 
falta de cumplimiento, por parte del vendedor, del mencionado 
contrato. 

2® Que corrido traslado de la demanda el demandado basa su 
contestación, estableciendo que el hecho orfgeu de la demanda 
es la baja que sufrió el precio del trigo, que no hay tal falta de 
cumplimiento del contrato por parte del señor Bouquet, pues el 
contrato no expresa un término fijo para la entrega del trigo ; 
que al expresar que se hará inmediatamente, vale decir á la ma^ 
yor brevedad posible, que las entregas de Abril á Mayo, no son 
estemporáneas, según el espíritu del contrato, tanto más qoe 
habiendo surgido un hecho de fuerza mayor, como la ruptura de 
la trilladora, impidióle continuar la remesa del trigo, como le 
consta á un empleado del actor, recomendando que luego que se 
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salvasen los impedimentos surgidos, continuase el envío de las 
partidas que faltaban ; que con este motivo, el retardo en la 
remesa del trigo, fué on hecbo 'accidental, y no imputable á él ; 
que si el actor ha recibido las remesas del 27 y 28 de Febrero y 
la de 10 de Marzo, deben considerarse en las mismas condicio- 
nes las de 14 y 18 del mismo mes ; y aún las de Abril y Mayo 
deben reputarse remitidas en oportunidad, puesto que no las ha 
rechazado. Lejos de ser deudor, alega el demandado, se considera 
acreedor de los señores Amelong y compañía, por los perjuicios 
recibidos con la venta del trigo deteriorado por culpa de los de- 
mandantes ; y en virtud de los antecedentes mencionados, pide 
se rechazo la demanda interpuesta, por la reconvención que de- 
duce, se condene al actor al pago del saldo de tres mil doscientos 
veintidós pesos con trece centavos moneda nacional legal, coa 
más sus intereses y costas. 

3^ Que corrido traslado de la reconvención, los señores Ame- 
long amplían los fundamentos de su demanda, estableciendo : 
que cuando s^ estipuló que el trigo sería remitido inmediata' 
mente, se entendió por las partes que la entrega debió hacerse 
rápida y urgente, desde que esa mercadería estaba destinada á 
ser embarrada y puesta en manos del comprador sin más demo- 
ra que el tiempo disponible para so transporte; que la palabra 
inmediatamente no tiene la significación que el demandado quie- 
re atribuirle; que la brevedad se presume cuando se usa el tér- 
mino c inmediatamente », y la entrega sólo podía retardar el 
tiempo indispensable que requiere la carga y la conducción de la 
mercadería, según lo expresa con claridad el contrato ; que el 
accidente de la ruptura de la trilladora no es excusa legal qne 
puede invocar el demandado, porque los señores Amelong nada 
tienen que ver con las operaciones de trilla, etc., y por otra par- 
te, ellas también estaban excluidas del espíritu del contrato, y 
por consiguiente, la responsabilidad por la demora no puede 
impntarse sino al señor Bouquet ; que los artículos 513 y 514 
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del Código Civil, explican y determinan el sentido jurídico del 
caso fortuito j de la fuerza mayor, y qne ellos no son aplicables 
al presente ; que el demandado ba reconocido esos perjuicios al 
confesar que los trigos bajaron enormemente de precio, circuns- 
tancia en la que, no sin razón, tra ta de encontrar la causa y 
móvil de este pleito, siendo en el concepto del actor una causa 
razonable y ajustada á derecho ; qne la afirmación hecha por el 
señor Bonquet, de que Amelong aceptó las remesas de trigo sin 
protesta ni por su clase ni por lo tardío de la entrega, no es 
tampoco exacto ; que el actor reclamó oportunamente á los seño- 
res Clusellas hermanos como únicos intermediarios, relativa- 
mente á la calidad de los trigos, reproduciendo ese reclamo al 
demandado y á sus encargados en Bell Ville, Sastre y Salmor ; 
que el demandado al argumentar la inconsecuencia en el actor 
en cuanto á clasificación de entregas inmediatas, sosteniendo 
que tan tardía puede ser la de Febrero como la del 10, del 14, 
y la del 18 de Marzo ; no tiene en cuenta que también considera 
tardías las primeras, y que si las recibió no ha hecho sino uso de 
la facultad que le permite renunciar derechos adquiridos; y, por 
fin, que la remesa del 10 de Marzo no adolecía de los defectos 
en la calidad, como las otras del 14 y 18, como las de Abril y 
Mayo, que le obligaron á rechazarla ; que el empleado de Ame- 
long no hizo su viaje con el objeto que el demandado le atribuye 
y que solamente por accidente pudo llegar donde el demandado 
tenía sus parvas, y si pudo informar al actor no llevó facultades 
para prolongar los términos del contrato ; que, por fio, se rechace 
la reconvención deducida, y resuelva en todo de conformidad á 
lo pedido en la demanda de foja 12, con expresa condenación en 
costas. 

4^ Que abierta la causa á prueba, el actor prodoce á foja 70 
la declaración que don José Clusellas, como intermediario en el 
contrato con el demandado depone, que efectivamente el señor 
Bouquet manifestó personalmente al declarante que los trigos 
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estaban listos y pronto para expedirlos, y que recomendó á sus 
encargados que lo remitiesen en seguida á los señores Amelong 
y compañía, y que indicó al declarante que aceptase el encargo 
de consignarlo á la sociedad de que forma parte, á cuyo efecto 
le presentó las personas comisionadas para. remitírselo ; que en 
la cláusula de inmediata entrega no se determinó el tiempo fijo 
en que debía verificarse, porque el señor Bonquet dijo en su pre- 
sencia y la del actor, que tenía precisión de irse, puesto que los 
trigos estaban limpios y consideraba innecesaria dicha cláusula ; 
que después de firmada la boleta de foja 1 , el señor Bouquet dio 
orden á sus encargados, en presencia del declarante, para que re- 
mitieran los trigos ; que los conocimientos vinieron dirigidos á 
Clusellas hermanos, que esos conocimientos faeron endosados 
á favor de los señores Amelong y compañía, y que éstos avisaron 
al declarante que rechazaban los trigos malos, y los depositaban 
en los graneros del señor Eloae ; que el aviso de rechazo se dio 
por Amelong y compañía á Clusellas hermanos, y poco después 
que recibieron los conocimientos ; que la sociedad de que forma 
parte el declarante dio aviso á los encargados del señor Bou- 
quet, en Belle Yille, señores Sastre y Zamora, y viendo el si- 
lencio de estos señores, se dirigieron en 18 y 25 de Marzo y 6 
de Mayo, directamente al señor Bonquet, por intermedio del se- 
ñor Mariano Marull, para recibir instrucciones de aquel, no ob- 
teniendo contestación alguna ; que el rechazo de los trigos fué 
motivado por ser de calidad inferior á la muestra y por venir 
húmedo y sucio. 

Que Clusellas hermanos reconocieron la justicia del reclamo, 
razón por la cual lo comunicaron á Bonquet y sus encargados, 
y que ellos pidieron á los señores Amelong y compañía que man- 
tuvieran en depósito los trigos, á nombre de éstos, hasta que 
Bouquet contestara. 

Que del informe pedido al Centro Comercial, se desprende 
que es costumbre comercial en esta plaza, que en las operaoio- 
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nesde cereales el endosatario de los conocimientos de ona carga 
es el qae abona tos fletes de ferrocarril, aun antes de que haya 
examinado esa carga y manifestado al remitente que la admite 
ó que la rechaza, que es también de uso en los depósitos y gra- 
neros de cereales, que las cargas en ellos depositados perma* 
nezcan á la orden del endosatario de los conocimientos, aún en 
los casos en que éste baya manifestado al remitente qne rechaza 
la consignación, y que la transferencia de los conocimientos no 
significa aceptación de la carga por el endosatario, usándose este 
procedimiento para comodidad de los vendedores 6 endosantes, 
quienes si no quieren 6 no pueden, no necesitan concluir de efec- 
tuar la entrega de los cereales ni presenciar su clasificación, 
obteniendo más tarde de los mismos compradores el resultado y 
peso de lo recibido y de lo rechazado. 

Que á fojas 66 y 67 se encuentra un telegrama y una carta 
del actor, intimando al demandado la devolución del saldo del 
dinero que aquel anticipó á este último, y la cuenta de ese saldo 
que ascendía á la suma de seis mil novecientos cincuenta y cua- 
tro pesos con diez y seis centavos moneda nacional de curso 
legal. 

Que el demandado produce á so vez, á foja 56, la declaración 
del testigo Carlos Ortiz, quien contestó á la única pregunta re- 
ferente al asunto de si el trigo que el tribunal le encargó vender 
era igual á la muestra que se le presentó : que en el trigo depo- 
sitado en los graneros del señor Elose había una cierta cantidad 
de clase inferior, producida por humedad, el que hubo qne ven- 
tilarlo, no recordando si era igual ó no á la muestra que se le 
exhibía. 

Que de la información del señor juez federal de Córdoba, re- 
sulta : de la declaración de los testigos Luis MicheU Isolino 
Franzini y Adrián Trilett, que corren de fojas 88 vuelta á d3, 
el primero de éstos dijo que trabajó como maquinista de la tri- 
lladora del demandado y que esta máquina se rompió y descom- 
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puso, por cuya razón se demoró la trilla saapendiendo el trabajo* 
y que este accidente oree que dur6 de doce á catorce dias ; qM 
el segoirdo sólo trabajó dos 6 tres dias con el demandado, qoe en 
este tiempo la máquina se encontraba en completo estado de 
de&truccion y qae no podía precisar la época de su raptara ; qne 
en fin, el tercero manifestó que cnando dejó el trabajo que pres- 
taba a^ demandado, la trilladora se encontraba en estado regu- 
lar de servicio, siendo el trabajo algo discontinuo por la escasa 
presión del motor. 

Que del informe solicitado por el juzgado al Centro Comercial, 
se expide éste á foja 95, manifestando que el precio del trigo el 
dia 5 de Noviembre de 1892^ fué el de 7 pesos con Teinticínco 
centavos nacionales los cien kilos, y que en los uso» comerciales 
el becho de aceptar el endoso, sin protestar, no habiendo dado 
aviso al endosante ó al remitente, importa darse por recibido 
del trigo. 

Y considerando : 1® Que por los términos expresos del contrato 
que á foja 1 celebraron las partes, aparece el demandado obli- 
gado á la inmediata entrega de la cantidad de trigo estipulada. 

2^ Que está plenamente comprobada por el actor la negligen- 
cia del demandado, en cuanto á las remesas de trigo, y de nom- 
brar representante que verificase el becho de la entrega y calidad 
del trigo. 

3^ Qoe no existe la conformidad tácita atribuida por el de- 
mandado al actor, con respecto alas remesas de trigo^ tanto re- 
ferente al plazo ó tiempo en que debía entregarse la mercadería, 
cuanto á su calida'^, pueb consta. por los telegramas, cartas y 
declaración del endosante y corredor señor Clusellas, qne el 
comprador hizo los reclamos oportunos por las faltas en el cnm- 
plimiento del contrato. 

4^ Que la calificación del caso fortuito hecha por la parte de- 
mandada, es de todo punto insubsistente, desde que no se en* 
tiende por tal sino los hechos que no han podido proveerse, ó 
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que previsto no han podido resistirse ó evitatse, y en el caso 
sub-judice la roptora de la trilladora, ni lo caracteriza, ana 
vez que pudo obviarse ese inconveniente, ni puede por consi- 
guiente, eximirlo de la responsabilidad de los perjuicios sufri- 
dos por el actor, y originados por la demora en la remisión del 
trigo ; así también lo ha establecido la doctrina de nuestro Có- 
digo Civil en su articulo 514, y la jurisprudencia de la Suprema 
Corte de justicia nacional, en el fallo que se rt^gistra en la serie 
2% tomo 14, página 113. 

5^ Que el demandado es responsable al actor de los perjuicios 
é intereses por falta de las diligencias necesarias para la entre- 
ga del trigo, en el logar y tiempo estipulado en el contrato ; es 
decir, á la época inmediata á la celebración de la convención, 
debiendo ontenderse por término inmediato el razonablemente 
necesario para el transporte del trigo desde el lugar en que debie- 
ra ser levantado y conducido á esta ciudad. No habieado el de- 
mandado cumplido con esta obligación, porque ha dejado vencer 
ese plazo inmediato, no obstante el requerimiento extra-judicial 
hecho por el acreedor, el deudor ha incurrido en mora, y debe 
soportar los efectos, según lo dispuesto en los artículos 509 y 
676 del Código Civil. 

6® Considerando que los artículos 316 y 467 del Código de 
Comercio, autorizan á una de las partes en los contratos bilate-. 
rales ó sinalagmáticos, á pedir la resolución del contrato con 
daños y perjuicios, cuando la otra parte no ha cumplido su com* 
premiso en el plazo estipulado. 

La rescisión es procedente en este caso, porque es de la natu- 
raleza del contrato de compra-venta de trigo que debe entregar- 
se en el plazo estipulado ; porque las variantes continuas en su 
precio, por la oferta y demanda diaria en el comercio, hace pre- 
sumir lógicamente que la intención de ambos contratantes ba 
sido que el cumplimiento de los compromisos no sufra prorro- 
gación bajo ningún concepto. 
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£1 artícalo 216 es semejante al 1184 del Código Civil francés, 
y su estadio sirye para corregir el error de impresión deslizado 
en el primero^ y también para la recta aplicación de sos princi- 
pios. La condición resolntoria es siempre subentendida en los 
contratos sinalagmáticos, para el caso que una de las partes no 
satisfaciera so compromiso. En este caso, el contrato no se re- 
suelve de pleno derecho. La parte para la cual no ha sido cam* 
plida la obligación, tiene la elección ó de forzar á la otra á la 
ejecución de la convención, cuando es posible, ó demandar la re- 
solíicion con daños é intereses. La resolución debe ser deman- 
dada ante el juez, y él puede acordar al demandado un plazo 
según las circunstancias. 

Demolombe, estudiando la aplicación de este artículo en el 
tomo XXY , página 454 y siguientes de su obra de derecho civil, 
dice: < La condición resolutoria, que el articulo 1184 decreta, 
es muy importante, y juega un rol muy interesante en las re- 
laciones de la vida civil. (Con razón más fundamental en las re- 
laciones de orden comercial.) 

c Buenas razones no faltan para justificar este principio. Es 
claro, desde luego, que la misma consideración de equidad y de 
utilidad práctica que le hizo admitir en el derecho antiguo, lo 
recomienda aún en el derecho moderno. 

« Pero nos parece que puede ser justificado además, de una ma» 
ñera satisfactoria, bajo el punto de vista científico. 

«En efecto, en los contratos sinalagmáticos, la obligación de 
una de las partes siendo la causa la obligación de la otra, resulta 
que si una de ellas no cumple su obligación, la obligación de la 
otra cesade tener una causa, por aquella razón, de suerte que la 
condición resolutoria tácita se vuelve una consecuencia lógica 
de los principios relativos á la catisa en las obligaciones conven- 
cionales ; y es bajo este aspecto que los mismos jurisconsultos 
romanos la hablan considerado establecida en ios contratos in- 
nominados, acordando á la parte, para la cual el pacto no se ha- 
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bÍA ejecutado, ana conditio ai causam dali causa non secuta. 

cPor otra parte, interrogando la común intenoion de las par- 
tes, ¿no es verdad que ellas no han querido obligarse recíproca- 
mente 8in6 bajo la condición, en efecto, que las obligaciones re- 
ciprocas serian ejecutadas ? 

€ Es en los términos los más generales que el artículo 1 184 
dispone que la condición resolutoria es siempre subentendida 
en los contratos sinalagmáticos, para el caso en que uaa de las 
partes no satisfaciera su compromiso. No hay que distinguir de 
dónde procede esta inejecución; ya sea por negligencia imputa- 
ble día otra parte, ó por caso fortuito, ó de fuerza mayor, 

€ Desde que, en efecto, la condición resolutoria procede por 
falta de causa, la obligación de la parte, para la cual el contrato 
no se ha ejecutado, por cualquier motivo que sea, falta desde 
luego uno de los elementos esenciales á su existencia. 

< Es necesario agregar, sin embargo, que si la resolución puede 
ser demandada, aún en el caso en que la inejecución por una de 
las partes no le es imputable, pertenece á los jueces tomar en 
consideración las circunstancias por las cuales la inejecución 
se encuentra retardada ó impedida. 

cYemos, en efecto, que los jueces tienen en la aplicación de 
esta condición resolutoria, un poder de apreciación discrecional, 
en virtud del. cual proceden, si hay logar, á suspender el efecto 
de la resolución y acordar un plazo al demandado. 

«Es muy justamente que se dice que la rescisión en este oaso 
es judicial. 

< Este principio es notable, y del que resulta, que en tanto que 
la decisión judicial no se pronuncie por la rescisión, la conren- 
oion continúa existiendo ; luego, si la convención existe aún, 
ella puede producir sus efectos; y por consiguiente el deman- 
dado puede, en tanto que dure la instancia, conjurar la resolu- 
ción ejecutando su obligación.» (Yéase'pág. 468 y 482.) 

7° Considerando en cnanto á la reconvención : que el deman- 

T. LXX 21 
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dado ao faa justificado en forma legal los hechos en que ha basa- 
do sn contrademanda. £1 informe corriente á foja 95, expedido 
por el Centro comercial, no favorece al señor Bouquet en el pre- 
sente caso, porque, como se ha expresado en los anteriores con- 
siderandos, el actor hadado los avisos álos endosantes, corredo- 
res y al mismo demandado, que no aceptaba las últimas partidas 
de trigo, por ser éste de mala calidad y estempor¿nea sn remi- 
sión. Con este procedimiento, queda justificado el actor de los 
cargos que le hace el demandado en su reconvención. 

Por estas consideraciones, y haciendo uso del poder discre- 
cional que confiere la ley al juez, y tomando en consideración 
las circunstancias del caso, fallo definitivamente en esta sala de 
audiencias, declarando rescindido el contrato de foja 1, y con- 
denando al demandado á devolver la cantidad demandada, con 
costas, pérdidas é intereses. 

En consecuencia de la presente resolución, absuelvo al actor 
de la reconvención deducida por el demandado. 

Notifíquese con el original y repóngase. 

Daniel Goylia. 



Fallo 4e la Suprema Corte 

Buenos Aires, Octubre 28 de 1897. 

Vistos y considerando : Que según se expresa en el contrato 
de foja primera, el vendedor debía hacer entrega inmediata del 
trigo objeto de la convención. 

Que además del significado propio de la palabra inmediata* 
mente, empleada á los fines de la expresada entrega, que basta á 
demostrar que ésta debía hacerse tan pronto como lo permitiere 
las necesidades del transporte desde Bell Yille al Rosario, ósea 
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ona vez transonrrido el tiempo preciso para ese transporte, que 
debía hacerse segan el mencionado contrato, es de derecho que 
el vendedor, salvo estipulación en contrario, debe tener la cosa 
vendida, dentro de las veinticuatro horas siguientes al ountrato, 
al objeto de su cumplimiento (artículo cuatrocientos sesenta y 
cuatro del Código de Comercio). 

Que la rotura de la máquina trilladora, que hace valer el de- 
mandado» no puede ser invocada con provecho, porque aun ad- 
mitiendo en hipótesis que ese hecho pudiera clasificarse de caso 
fortuito, él se habría producido después que todo el trigo con- 
tratado ha debido estar en condiciones de ser entregado (arti- 
culo quinientos trece del Código Civil). 

Que no sólo no hay prueba de que el comprador haya consen- 
tido en recibir las partidas de trigo tardíamente remitidas, sino 
que lo contrario resulta de la declaración de foja setenta y dos, 
prestada por don José R. Clusellas, uno de los socios de la so- 
ciedad Clusellashermauos, que han obrado en calidad de inter- 
mediarios para el cumplimiento de las obligaciones del vende- 
dor para con el comprador. 

Por estos fundamentos y concordantes de la sentencia apelada 
de foja ciento treinta y seis, se confirma ésta, con costas. 

Notifíqnese con el original, y repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE, — JUAN 
£. TORRENT. 
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CAUSA CCCXXXVI 



Criminal contra Antonio Sarazini y otros^ por falsificación 

de billetes de banco de curso legal 

Sumario. — No existiendo presunciones bastantes para pro- 
bar la culpabilidad de los procesados en el delito acusado, pro- 
cede su absolución. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 



VISTA FISCAL 



Buenos Aires, Abril de 1896. 
Señor Juez : 

Según las constancias de este expediente y diligencias prac- 
ticadas por la policía, resulta haberse descubierto en la calle 
de Belgrano, número 4012, un taller en el cual, según los indi- 
cios vehementes recogidos allí mismo y de los datos obtenidos 
deles diversos interrogatorios, se practicaba la falsificación de 
billetes de banco de veinte j de cincuenta pesos de la nueva 
emisión. 

Detenidos en la Dársena, al puuto de embarcarse, los herma- 
nos Antonio y Luis Cayetano Sarazini, así como el carrero Ca- 
milo Migliarini (a) Barchussa, quien conducía los muebles de 
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aquellos para ser embarcados, se les sometió á los interrogato- 
rios que corren de autos ; tanto Antonio como Lnis Cayetano 
Sarazini, al contestar las preguntas que le fueron dirigidas en 
el sumario, empezaron por dar nombres falsos é informaciones 
maliciosamente erróneas, para desviar sin duda la acción de la 
justicia. 

Después de tomar los nombres respectivamente de Baldi y 
Terra, y de afirmar que sóJo se conocieron al ser arrestados, y 
después de afirmar que no habían concurrido á la calle Belgra- 
no, donde se practicaba la falsificación, acaban por declarar que 
los nombres de Baldi y Terra son falsos, que son hermanos, y 
que su verdadero apellido es Sarazini, confesión que vino á 
continuación de la declaración de Elena Bigonini, querida de 
uno de ellos, y que han concurrido y han vivido en la calle de 
Belgrano, número 4012, dando como explicación de esta rectifi- 
cación, por parte al menos de Antonio Sarazini, que si había 
vivido en esa casa, era por las relaciones que mantenía can Ele- 
na Bigonini, mujer de un individuo llamado Calderary, según 
afirma. 

El resultado, pues, de estas diligencias, y despejada la con- 
fusión que pretendieron introducir con sus falsas respuestas, y 
teniendo en cuenta, por otra parte, las informaciones de la 
policía y vecinos que han depuesto, establece que los hermanos 
Sarazini vivían en la calle de Belgrano, número 4012, en com- 
pañía de la mujer Elena Bigonini. 

Por el registro practicado en la mencionada casa por la poli- 
cía, así como por los objetos allí encontrados, y las huellas que 
se hacen notar de lo que allí se hacía, es fuera de cuestión que 
en esa casa se practicaba una falsificación de billetes, cuyo 
cuerpo de delito está en los billetes encontrados, así como en 
las maquinarias, piedras y otros objetos que fueran secuestrados 
y que se constató que las primeras habían sido sacadas con an- 
terioridad. 



n 
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Ahora bien^ siendo los hermanos Sarazini los que habitaban 
esa casa, siendo ellos los que allí trabajaban, oomo se dednce 
de las declaraciones de los Tecinos, y teniendo en cnenta, por 
otra parte, los antecedentes de ambos, así oomo el empeño en 
desTiar la acción de la justicia, considero que ellos son los 
autores de la falsificación de que se trata, debiendo aplicarse, 
como lo pido, á Antonio y á Luis Cayetano Sarazini, la pena 
establecida en la primera parte del articulo 285 del Código 
Penal . 

En cuanto al carrero Camilo Migliarini (a) Barchussa, debe 
ser considerado como cómplice en el hecho, ó más bien dicho 
como encubridor, dadas las respuestas evasiras que al ser de- 
tenido dio á la justicia, que le interrogaba sobre datos relativos 
al hecho. 

Como tal, debe aplicarse la pena que establece el artículo 43 
del Código Penal, en relación á la pena que tengo pedida para 
los autores principales del hecho. 

/• Botet. 



Fallo del Juex Federal 



En esta ciudad de Buenos Aires, á los siete dias del mes de 
Agosto de 1897, estudiada la presenta causa criminal, seguida 
de oficio á Antonio Sarazini, sin sobrenombre, ni apodo, italia- 
no, soltero, de treinta y cinco años de edad, zapatero, domici- 
liado en la calle de Belgrano, númoro 4012 ; y contra Camilo 
Migliarini (a) Barchussa, italiano, casado, de treinta y un años 
de edad, carrero, domiciliado calle de Anchorena, número 1265, 
procesados, el primero, por sospechas de falsificación de bille- 
tes de banco autorizados, y el segundo, como encubridor del 
mismo delito ; de sus antecedentes resulta : 

Que á mérito de la denuncia de foja 2, traída por el auxiliar 
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José Gregorio Bossí, á la comisaría de la seccioaS* de la poli- 
cía de la Capital, se procedió á la detención de los acusados por 
suponérseles tener participación en una falsiñoacion de billetes 
de banco autorizados, Talor de veinte y de cincuenta pesos de 
la nueva emisión, ordenándose, con tal motivo, por auto de foja 
25, la instrucción del sumario respectivo. 

Que llamado Sarazini á prestar declaración indagatoria, lo 
hace á foja 28, bajo el nombre de Luis Baldi, dando, á foja 43 
7 siguientes, la tazón por lo que á ello así procedió, j negando 
en absoluto la participación delictuosa atribuida en el delito 
porque se le procesa. Migliarini (a) Barchussa, declarando á 
foja 38, niega igualmente haber tenido conocimiento, ni parti- 
cipación en el delito incriminado. 

Que el procurador fiscal, á foja 93, promueve su acusación 
contra los detenidos, sosteniendo que las constancias del proce- 
so comprueban la delincuencia de Antonio Sarazini, como uno 
de los autores de la falsificación, j la de Migliarini (a) Bar- 
chussa, como encubridor del hecho, razón por la que pide para 
el primero la pena determinada por el articulo 285 del Código 
Penal, y para el segundo la que marca el artículo 43 del 
mismo. 

Que á foja.108 el defensor de Sarazini presenta su defensa, 
sosteniendo la ausencia en e¡ proceso de toda prueba de cargo 
que justifique que su defendido haya cometido el delito atribui- 
do, pero que ni aún existe lo que comprueba la existencia del 
cuerpo del delito, motivo por el que solicita se le absuelva de 
culpa y cargo. A foja 116 presenta el defensor de Migliarini 
la suya, alegando la insubsistencia de la acusación por faltada 
antecedentes que constaten su criminalidad, y lo que corres- 
poude es sobreseer la causa definitivamente en pro de su defen- 
dido^ y en último caso, debe ordenarse su inmediata libertad, 
por encontrarse agotada la pena que pudiera corresponderle con 
la prisión sufrida. 
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Que recibida la causa á prueba, fué renunciado por las partes 
ese trámite del juicio, así como todo acto del procedimiento, 
habiéndose llamado en su consecuencia autos para sentencia, 
con lo que el expediente quedó en estado de este pronuncia- 
miento : 

Y considerando : V Que negado por la defensa la existencia 
del cuerpo del delito en esta oausa^ ante omniay es deber pri- 
mordial del juzgado inquirir el mérito de tal defensa, desde 
que su justificación excusaría de todo ulterior pronunciamiento, 
por razón de que sin él no podría legalmente prosperar la 
acción criminal instaurada por el ministerio público, por así 
requerirlo la ley, la rason y la jurisprudencia constante del alto 
Poder Judicial de la Nación. (Art. 207 del Gód. de Inst. Crim.; 
Mittermaier, Tratado de la prueba en materia criminal, pág. 
138 ; Lógica de las pruebas en materia criminal j por Nicolás 
Tramarino dei Malatesta, t. 2^ pág. 304 y 396 ; y fallo de la 
Suprema Corte de fecha 29 de Diciembre de 1896, en la causa 
seguida á Máximo Castro por homicidio cometido en la persona 
de Francisco Várela.) 

2^ Que examinados^ con sereno espíritu, los elementos de 
juicio que arroja la causa, se llega á la conclusión de que ellos 
no convencen sobre la existencia del extremo que nos ocupa, no 
comprueban en manera alguna que existe el cuerpo del delito, 
desde que el billete falsificado, que lo constituiría y que ha 
sido objeto y fundamento de la acusación fiscal, no se encuen- 
tra agregado á la causa, no existe razón, por lo que procede la 
absolución de los acusados de toda culpa y cargo. 

3*^ Que el delito porque se procesa á Saraziní y á Migliarini 
es el de la falsificación de billetes de banco erigido con autori- 
zación del gobierno nacional, legislado especialmente por el 
artículo 62 de la ley nacional de 14 de Setiembre de 1863, y no 
por el artículo 285 del Código Penal, desde que esta prescrip- 
ción fué derogada por la ley de 14 de Noviembre de 1887. La 
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prueba del delito, desde luego, debe ser el propio billete de 
banco que con el sello de falso puesto por la caja de Conversión 
corre á foja 1 de autos. Pero, ¿quién es el autor de la falsifica- 
ción? ¿Ese billete de banco, es el mismo que el que el auxiliar 
Bossi manifiesta en su nota de foja 10 Tuelta, haber sido en- 
contrado por don Aurelio Fernandez, detrás del ropero, en cir- 
cunstancia que aquel practicaba, por mandato judicial, un re- 
gistro en el domicilio de Antonio Sarazini? ¿Hay verdadera 
identidad entre ambos billetes? £1 juzgado, después de deteni- 
do estudio y examen de las constancias del proceso, se pronuncia 
por la negativa, desde que esas mismas constancias establecen 
entre ellos absolutas diferencias. Basta, para comprobar esta 
afirmación, observar que el billete de foja 1 es nuevo, con su 
numeración propia : AO Í82.692-E, y el descripto á foja 11 
vuelta es un billete nuevo de veinte pesos, falso, al que aún le 
falta la numeración, y el recorte de los bordes que son como de 
dos centímetros en la parte inferior y en la derecha, mirado el 
billete de frente. 

Robustece una vez más esta creencia, la circunstancia espe- 
cialísima de que habiéndose hecho cargo del proceso el señor 
juez del crimen, doctor Lalanne, con fecha 3 de Febrero de 4896 
(véase diligencia de foja 8 vuelta), se hace constar en ella, por 
la misma autoridad, que los antecedentes constan de ocho fojas 
útiles, la primera de las caíales contiene e^ billete falso de 
veinte pesos. Esta circunstancia demuestra con toda evidencia 
la disparidad absoluta que existe entre ambos billetes, puesto 
que el de foja 1, no puede ser el mismo jamás que se indica 
encontró Fernandez en el registro de la casa de Sarazini, y que 
ni siquiera figura agregado á la causa, siendo asi que ese re- 
gistro se efectuó el dia cuatro de Febrero del mismo año, y el 
señor juez recibió el proceso el dia tres del mismo mes y año! 

4^ Que, por consecuencia, no resultando de la causa prueba 
bastante á justificar la existencia del cuerpo del delito, no obs- 
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tante las vehementes y graves presunciones qoe contra los 
acusados puedan existir, desde que la lej y la jurisprudencia 
constante de la Suprema Corte, requieren pruebas directas é 
indubitables, y no meras presunciones (ino. I"* del art. 358 
del Cód. de Proc. Crim.), necesariamente se impone la absolu- 
ción de los acusados de toda culpa y cargo, por ser más ajustado 
á la razón y á la ley; así se procede antes qae condenarlos, 
pndiendo ser inocentes, y porque es elemental que en la duda 
debe siempre estarse á lo que les sea más favorable (art. 13 y 
497, cód. cit. ; ser. 2% 1. 13, pág. 236 de los Fallos de la Supre- 
ma Corte ; y leyes 2% tít. 15, Part. 3% y 7% tít. 31. Part. 7»). 

5® Que, finalmente, no resulta de la causa antecedente que 
haga siquiera presumir verosímilmente que los acusados sean 
los autores de la falsificación del billete de banco agregado á 
foja 1, supuesto que es el oficial de policía, señor Bossi^ qoe lo 
presentó, ni afirma que aquellos lo sean, pero ni siquiera indica 
la persona á quien le fué secuestrado dicho billete (véase foja 7 
vuelta), y desde luego no hay motivo razonable para exigirles 
responsabilidades legales por hechos que no han cometido; 
tanto más si se observa que en el registro hecho de sus perso- 
nas, en el momento en que fueron aprehendidos, se ha constatado 
por la propia autoridad policial (f. 4) no habérseles encontrado 
billetes falsos, ni elementos de falsificación. 

G'^Que á idéntica conclusión y análogas razones debe llegarse 
con los seiscientos sesenta y dos billetes de cien mil reis de la 
Ee pública del Brasil, secuestrados por la autoridad, en poder de 
doña Elena Calderari de Bigonini, que se dicen falsificados, 
pero cuyo extremo no se encuentra comprobado, desde que no 
se ha acreditado que los acusados sean los autores, aparte de 
que la ley penal nacional de 14 de Setiembre del 63 no le com- 
prende, por referirse ella exclusivamente á los que fabrican ó 
expenden moneda falsa de especie que tenga curso legal en la 
nación, y la que nos ocupa no se encuentra en esas condiciones. 
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Por estos fundamentos^ y demás concordantes adnoidos en el 
escrito de foja 108, definitivamente juzgando, fallo: 1^ absolvien- 
do de cnlpa y cargo á Antonio Sarazini y á Cayetano Magliarini 
(a) Barchassa, del delito porque se les acnsa de falsificación jie 
billetes de banco, erigido con autorización del gobierno na- 
cional, disponiendo en su consecuencia sean puestos en libertad 
tan pronto como esta resolución se encuentre ejecutoriada, pa- 
ra lo que se oficiará al director de la penitenciaría, y al jefe de 
policía, para su anotación respectiva ; y 2° dispongo que la pre- 
sente causa criminal quede abierta hasta tanto el procesado 
prófugo Luis Cayetano Sarazini se presente 6 sea habido. Noti- 
f íquese con el original . 

Agustín Urdinarrain. 



VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Octubre 7 de 1897. 
Suprema Corte : 

La sentencia recurrida por el señor Procurador fiscal, apre- 
cia con exactitud los hechos, y deduce legalmente sns conse- 
cuencias . 

Esas apreciaciones se refieren al cuerpo del delito, y á la 
imputada criminalidad de los procesados. No se ha establecido, 
en efecto^ que el billete falso de foja i* fuera el mismo que la 
diligencia de foja 11 vuelta afirma haber encontrado en la 
casa calle Belgrano. Pero aún admitiéndolo, y aún aceptando 
que la presencia de un billete falso basta para comprobar el 
cuerpo del delito de falsificación, las presunciones de la culpa- 
bilidad atribuida á los procesados Sarazini y Magliarini, no al- 
canza á establecer la prueba necesaria en derecho para conde- 
narlos. 
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Las plapcfaas litográficas y demás enseres hallados en la casa 
de la calle Belgrano, no le son impotables, porque ni ellos eran 
inquilinos principales de ia casa* ni se ha hecho constar que 
fueran propietarios, ó hicieran uso de esos objetos. 

Ha habido contradicciones en las declaraciones de los proce- 
sados, pero esas contradicciones han sido explicadas después, y 
en ningún caso reñsien los caracteres proscriptos, para su efi- 
cacia como prueba legal, por los artículos 357 y 358 del Código 
de Procedimientos. 

Por estas consideraciones, no obstante el recurso interpuesto 
por el señor Procurador fiscal, á foja 131, pido á Y. E. se sirva 
confirmar la sentencia absolutoria de foja l^&. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Octubre 30 de 1897. 

Yistos: De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor Pro- 
curador general, y por los fundamentos de la sentencia apelada 
de foja ciento Teintiuno, en lo que se refiere á falsificación de 
billetes de banco, autorizados por el gobierno nacional, único 
punto que comprende la acusación, se confirma dicha sentencia 
en la parte recurrida. Devuélvanse. 

BEKJAHiN PAZ. " ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JOAN 
E. TORRENT. 
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CAV8A CCCXXX¥II 



Don José S. Guyot contra el Banco Nacional; sobre cobro 

de pesos 

Sumario. — La liqaidaoion de intereses qae el Banco baja 
hecho, con arreglo á la tasa establecida para los depósitos par- 
ticulares, no da derecho á cobrarlos, si el depósito á qae se 
refieren ha sido declarado jadicial, y el Banco rectificó la liqni* 
dación acreditando los correspondientes á los depósitos jndi- 
ciales. 



Caso. — Lo explica el 



rallo 4el Jíura Federal 



Gatamarca, Febrero 29 de 1896. 

Vistos los autos seguidos por el doctor Santiago Santa Colo- 
nia, en representación de don José A. Gnyot, contra el Banco 
Nacional en liquidación, cobrándole la cantidad de tres mil 
ciento ochenta y ocho pesos con 64 centavos nacionales, de los 
que resulta : 

El demandante expone que su representado tenía en la sucur- 
sal del Banco Nacional de esta ciudad, un depósito en cuenta 
corriente. 
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Que á mérito de un juioio que el Grobierno de la Provincia 
promovió al señor Gayot, cobrándole ana fuerte suma de pesos, 
el juez de esa cansa embargó dicho depósito, en poder del 
Banco. 

Que al fundarse el Banco de la Nación Argentina» su lej 
orgánica dispuso que todos los depósitos judiciales que existie- 
sen en el Banco Nacional y sucursales, pasen á las respectivas 
sucursales de aquel, y que este juzgado, á petición del señor 
Ouyot, así lo resolvió ; debiendo verificarse esa transferencia el 
dia 31 de Julio de 1898, lo cual no ha sucesido sino recien el 21 
de Julio del 94. 

Que levantado el embargo del depósito, por resolución de la 
Suprema Corte, al señor Guyot le han sido entregados, por la 
sucursal del Banco de la Nación, como producto líquido del de- 
pósito transferido, la suma de sesenta mil seiscientos noventa y 
ocho pesos doce centavos moneda nacional^ quedando entonces 
en el Banco Nacional, sin transferirse la suma de dos mil tres- 
cientos cuarenta y siete pesos noventa y tres centavos moneda 
nacional^ diferencia entre lo recibido por el señor Guyot y lo 
que arroja la misma libreta del Banco Nacional, al 30 de Julio 
del 93. 

Que de lo expuesto resulta, que el Banco Nacional es deudor 
de esa diferencia, procedente de intereses á razón del 4 Vo» 
como abonaba en cuenta corriente, que debe á más doscientos 
pesos diecisiete centavos nacionales de intereses del 30 de Junio 
del 93 al 31 de Julio del mismo año, fecha en que debió hacerse 
la transferencia, y seiscientos veintitrés pesos cincuenta y seis 
centavos nacionales de intereses al 1 7o, que debió ganar el señor 
Guyot en el tiempo transcurrido desde el 31 de Julio del 93 al 21 
del mismo mes del año 94, en que recien se pasó el depósito al 
Banco de la Nación. 

Que en mérito de todo lo expuesto, entabla formal demanda 
por la cantidad expresada y costas. 
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Corrido traslado, el demandado contesta solicitando el recha- 
zo de la demanda, con costas, apoyándose en las razones que 
consigna en el memorial de fojas 10 á 11. 

Abierta la causa á praeba, el Banco Nacional ha producido la 
documental de fojas 13 á 15. Pasados los autos á la Oñcina para 
hacer mérito de la prueba, el apoderado del Banco Nacional pre- 
senta el escrito de fojas i8 á 21 , en que se ratifica lo que ya tiene 
dicho y hace otros argumentos que tienden á corroborar lo que 
él sostiene. Habiendo llamado los autos para sentencia, las 
partes no informaron in voce. 

Y considerando : Que según lo dispuesto por el articulo 37 
de la ley nacional del 16 de Octubre de 1891, todos los depósi- 
tos judiciales existentes en el Banco Nacional, quedaban á car- 
go del Banco de la Nación Argentina. 

Que el depósito del señor Guyot, embargado por orden de los 
jueces de provincia en el Banco Nacional, fué declarado judi- 
cial por sentencia de este juzgado, de fecha 14 de Julio del año 
1893, según las constancias de autos de fojas 14 á 16, y quedó 
comprendido en la disposición legal citada, incluyéndose en él, 
naturalmente, los intereses devengados, pues lo accesorio sigue 
á lo principal. 

Que siendo esto asi, el Banco en liquidación no puede ser de- 
mandado por un depósito que la ley ha declarado á cargo de 
otro establecimiento, y ha quedado, por lo mismo, exento de 
las responsabilidades consiguientes para con el depositante, y 
así lo reconoce implícitamente el demandante. 

Que la cuestión de averiguar si el Banco Nacional hizo ó no 
bien la liquidación de los intereses, al verificarse el traspaso 
del depósito del señor Guyot al Banco de la Nación se refiere 
únicamente á las relaciones internas entre ambos estableci- 
mientos. Que tratándose de una institución de derecho público, 
como lo es el Banco en liquidación, la circunstancia de que su 
representante no haya alegado la excepción á que se refiere el 
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artículo 37 de la citada ley, no puede importar la renuncia de 
derecho que no tiene, de aquello que no está comprendido en 
los límites de sus atribuciones, pues es un axioma que nadie 
da lo que no posee : mucho menos, cuando hay de por medio 
una ley de carácter prohibitorio. 

Que estando demostrada la ineficacia de la acción contra el 
Banco demandado, no hay objeto en ocuparse de las demás cues- 
tiones que surgen de la demanda y contestación. 

Por tanto, y teniendo en cuenta que la misión del juez es 
aplicar la ley en los casos que se presenten, fallo : declarando 
improcedente la demanda entablada, sin costas. Hágase saber, 
y si no foese apelada, archívese, previa reposición. 

JoséM. Valdez. 

Ante mí : 

Pedro Acuña. 



Auto de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Octubre 30 de 1897. 

Vistos y considerando : Que en la liquidación de intereses 
contenida en la libreta presentada por el demandante se ha 
procedido en el concepto de tratarse de un depósito particular 
y abonádose 6 acreditádose, en consecuencia, el tanto por cien- 
to establecido como tasa para esa clase de crédito. 

Que la sentencia ejecutoriada, que en testimonio corre á foja 
trece, que se pronunció á instancias del demandante, y de 
acuerdo con sus resoluciones, declaró que el mencionado depó- 
sito era y debía reputarse judicial, á consecuencia de haber es- 
tado embargado por orden del juez, desde el ocho de Junio de 
mil ochocientos ochenta y ocho. 



DE JUSTICIA NACIONAL 337 

Qae por tanto, declarado el error en que había incarrido el 
Banco en el arreglo de sus operaciones^ ese establecimiente ha 
debido enmendarlo y regularizar sus relaciones con el deposi- 
tante, acreditando á éste el interés correspondiente, con arreglo 
áia tasa relativa á los depósitos jndiciales. 

Que resaltando que la diferencia entre el saldo déla libreta 
ya mencionada, y de la cuenta, de foja veintidós, procede de la 
diferente taza de interés para los depósitos particulares, y para 
los depósitos judiciales respectivamente, según se ve á foja 
veintitrés vuelta, esa diferencia está debidamente justificada 
por razón de los antecedentes recordados. 

Por esto y por sus fundamentos concordantes, se confirma, 
con costas, la sentencia apelada de foja veinticuatro vnelta. 
Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BBNiAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGB. — JOAN 
E. TORRENT. 



CAUSA C€;C.\XXYIII 



Criminal contra Pedro Osiring, por circulación de billetes 

falsos; sobre excarcelación 

Sumario, — El juez apelado tiene jurisdicción para resolver 
en la solicitud de excarcelación, si la sentencia recurrida es 
absolutoria. 

T. LXX 22 



i 
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Caso. — Diotada sentencia absolutoria, el procesado pidió, 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 504 del Código de 
Procedimientos en lo Criminal, su excarcelación, bajo la fianza 
de don Adolfo Vidal. 



Fallo del Jívem rederai 



La Plata, Octubre 4 de 1897. 

Estando la causa principal en apelación ante la Suprema 
Corte, no ha lugar. Repóngase la foja. 

Aurrecoechea. 



Auto del Jíuea Federal 



La Plata, Octubre 8 de 1897. 

Autos 7 Tistes el escrito presentado por el defenspr de Osi- 
ring, en el cnal pide rcTocatoria del auto de foja 6 Tuelta: 

Y considerando : 1^ Que si bien es cierto que el pedido de 
excarcelación fué presentado antes de concederse la apelación 
interpuesta en lo principal por el señor procurador fiscal, lo 
es también que los trámites seguidos para acreditar el arraigo 
del fiador propuesto no pudieron nunca entorpecer la marcha 
de la apelación, j una vez concedida ésta debían elevarse los 
autos en el término del artículo 596 in fine. 

^ Que como lo tiene resuelto la Suprema Corte, pendiente 
una apelación, el juez apelado no pnede conocer en lo que es 
materia del juicio, ni en sus incidentes (t. 16, pág. 417). 



J 
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Por esto se mantiene el auto recurrido, y se concede en rela- 
ción los recursos entablados en subsidio, elevándose este inci- 
dente á la Suprema Corte, en la forma de estilo. Repónganse 
las fojas, y notifíquese con el original. 

JIf . S. de A urrecoechea. 



VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Octubre 25 de J897. 
Suprema Corte : 

Considero bien fundado el auto de foja 9 vuelta, sobre todo 
en cuanto declara en el segundo considerando, que pendiente la 
apelación, el juez apelado no puede conocer en lo que es mate- 
ria del juicio, ni en sus incidentes. 

La jurisdicción de primera instancia queda, en efecto, sus- 
pendida pendiente la remisión de los autos y la resolución del 
. saperioi. 

Por ello pido á Y. E. la confirmación del auto recurrido de 
foja 6 vuelta, y del referido de foja 9 vuelta. 

Sabiniano Kier. 



Falle de la Suprema Carte 



Buenos Aires, Noviembre 2 de 1897. 

Yístos y considerando : Que según resulta de estas aetuacio< 
Bes, el procesado Pedro Osiring ha sido absuelto en la senten- 
cia definitiva pronunciada en primera instancia. 



n 
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Que con arreglo á la disposición expresa del artícnlo qni- 
ni(^ntos cuatro del Código de Procedimientos en lo criminal, 
< si la sentencia recaída en el proceso fuera absojatoria, el 
jnez, sin perjuicio del recurso, concederá la libertad, bajo 
caución, con audiencia fiscal >. 

Que dada esa terminante prescripción, (Jue contiene una regla 
especia], no pueden invocarse las reglas generales del procedi- 
miento, para establecer que el juez carece, por haber concedido 
la apelación, de una jurisdicción que le está atribuida por el 
citado artículo, precisamente para el caso, y que debe ejercitarse 
sin perjuicio del recurso^ 

Por estos fundamentos, se revoca el auto apelado de foja 
seis vuelta, declarándose que el inferior debe sustanciar y re- 
solver la solicitud de foja primera. Devuélvanse. Notifíquese 
con el original . 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN . 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 
TORRENT. 



)AIJS.4 CCCXXXIX 



Doña Francisca Maguin^ contra el doctor don Manuel L 
Moreno, por rendición de cuentas; sobre costas 

Sumario. — No procede la condenación en costas, si de las 
constancias de auto resulta que el vencido en el juicio no ha pro- 
cedido con temeridad. 



1 
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Caso, — Resalta del 



Fallo del Jíves Federal 



. Buenos Aires, 15 de Marzo de 1897. 

t 
Y vistos estos autos promovidos por dona FrancisoaMaguin, 

contra el señor don Manuel I. Moreno, sobre rendición de 

cuentas ; resulta : 

1^ La demandante manifiesta que con fecha 30 de Octubre 
del año 1891 otorgó poder especial al señor Manuel I. Moreno, 
para que cobrara del Banco de Londres y Bio de la Plata, an- 
tes Banco Carabassa y C% la suma de 4971 pesos, que lo adeu- 
daba el referido establecimiento, según documentos que se le 
habían extraviado. 

Que pocos diah después de e>a fecha, recibió el doctor More- 
no la precitada suma, que la demandante no ha recibido aún. 

Qne según el doctor Moreno^ esa suma le fué entregada bajo 
su garantía, circunstancia que él invocó para conservar ese di- 
nero en su poder, bajo las condiciones y por el término que se 
relaciona en el documento que acompaña. 

Que aun cuando creía y oree la demandante que la propuesta 
que en el documento citado le hacía el doctor Moreno, afecta* 
ba manifiestamente su derecho, manifestó su conformidad bajo 
la precisa condición de que su ex apoderado le diera garantías á 
su entera sati>faccion. 

Que ante la negativa del doctor Moreno á esa exigencia, soli- 
citó el concurso del abogado que lapatiocina, el cual, interesado 
en evitar ese litigio, propuso á aquél : ó que se constituyera el 
depósito de esa suma en poder de un tercero, nombrado de co- 
mún acuerdo, ó que la suma antes expresada volviera al Banco, 
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7 qae en uno ú otro caso el depósito dararía hasta la expiración 
del término para la prescripción. 

Qne habiendo sido rechazados esos temperamentos, vese la 
actora obligada á ocurrir á los tribunales. Qae como mandante 
tiene el derecho de exigir que su mandatario le rinda cuenta de 
su gestión, ó le entregue cuanto haya recibido, en virtud del 
mandato, con más los intereses (art. 1909 y 1913 del C6d. 
Civ.), sin que le sea lícito retener en su poder sino lo necesario 
para el pago de los gastos que hubiese hecho, y de su retribu- 
ción y comisión (art. 1956, Cód. Ciy.), cuyo monto ignora, pero 
que está dispuesta á pagar y á librar á su mandatario de las 
responsabilidades contraídas al constituirse en fiador (art. 
12(H y 1231, Cód. Civ.), á cuyo objeto está dispuesta áque 
vuelva la suma reclamada al Banco de que fué extraída, y per- 
manezca allí hasta que se prescriba el documento extraviado, ó 
que éste sea presentado, cuyo depósito se hará de modo qne 
quede el doctor Moreno libre de toda responsabilidad ; termina 
la demandante pidiendo queden oportunidad sea condenado el 
doctor Moreno á la rendición de cuentas, con costas. 

2^ Justificada la competencia del juzgado, y después de un 
incidente sobre la personería del apoderado de la actora, el de- 
mandado evacuó á foja 34 el traslado de la acción deducida, 
expresando qne los hechos pasaron de la manera siguiente : que 
la demandante se presentó en su estudio, manifestándole qae 
había perdido dos certificados de depósito que tenía en el Banco 
de Londres, antes Carabassa y C*, importando ambos certifica- 
dos la cantidad de 4961 pesos moneda nacional legal ; que se 
había presentado ni Banco, en vista de estar ya vencido el 
plazo porque hizo el depósito, reclamando la entrega de dicha 
cantidad, á lo que el Banco se había negado, por estar dichos 
certificados extendidos á la orden de la reclamante, y que para 
devolver el dinero, el Banco exigía ó la devolución de los dos 
certificados, ó una garantía á satisfacción de éste. Que le ma- 
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nifestó igualmente que sa empeño en retirar el depósito era 
porque éste no pagaba interés ya, pues, el plazo por el oual lo 
habla depositado estaba yencido hacía más de 6 meses, lo cual 
le ocasionaba grares perjnieios. 

Que después de manifestarle á la interesada y á su esposo, 
que no se ocupaba de esa clase de asuntos, ante ia insistencia 
de aquellos, que sólo tenían dos caminos á seguir : ó esperar 
que se cumpla la prescripción, ó dar al Banco las garantías que 
le exigiese. 

Que posteriormente lo vieron y le dijeron que habían estado 
con el gerente del Banco de Londres, quien les había dicho que 
con la garantía del demandado, no tendría incouTeniente en 
entregar los dos depósitos ; que á fin de edtar que el dinero 
estuviere sin ganar interés, le hacían la siguiente proposición : 
que el demandado, con su garantía, sacara del Banco los dos 
depósitos ; que en giarantía de la garantía que él daba al Banco 
estaba conforme en que mientras se cumpliera la prescripción, 
dicha cantidad, importe de los depósitos quedara en su poder; 
que durante el tiempo que el dinero quedara en su poder, él les 
pagaría el 8 Yo anual, y que por todas las consultas que le 
habían hecho y las gestiones que aún tendría que hacer, le pa- 
garía 300 pesos. 

En el interés de prestarle un servicio á la demandante, hizo 
diversas gestiones en su favor, hasta que, llevándola al Banco 
y en presencia del gerente, señor Tennessy, previa ratificación 
de la proposición que aquella le había hecho, quedó convenido 
que el Banco, bajo su garantía, le entregaría el dinero, el que 
quedaría en su poder, en calidad de préstamo y de garantía de 
la garantía que el demandado daría al Banco. 

Que en 31 de Octubre del año 1891 , la demandante le otorgó el 
poder á que se refiere la demanda, y con fecha 7 de Noviembre 
del mismo año, el Banco, previa entrega del poder y de firmado 
por el demandado la garantía exigida, ¡e entregó el dinero. 
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Que el mismo dia rindió cnenta de su mandato, anticipándole 
á la demandante, para pago de honorarios al escribano, señor 
López 7 otros gastos, la cantidad de 70 pesos moneda nacional, 
á cuenta de intereses ; termina el señor Moreno negando la 
afirmación hecba en la demanda, de que, para conseryar el di- 
nero, había iuTOcado tan sólo la circunstancia de haber dado 
sn garantía, que ese dinero está en sn poder en calidad de prés- 
tamo, ganando interés y también en garantía de la firma que 
tiene dada al Banco, y no tiene cuentas que rendir, pues las 
rindió ja en la fecha que ha mencionado. Que á su vez, solicita 
del juzgado que se le haga pagar los 300 pesos que la deman- 
dante le adeuda por consultas y gestiones, pues sólo le cobró 
200 pesos de esa suma que aquella le había ofrecido, y al mismo 
tiempo reconviene á la demandante para que en un térmiua 
perentorio se la obligue á otorgar á su favor el documento de 
foja 2, bajo pena de resolver la obligación en el pago de daños 
y perjuicios, con costas. 

3^ Sustanciada la reconvención deducida, la demandante, 
por los fundamentos de "su escrito de foja 52, pide el rechazo, 
con costas, y que estando confesada la deuda por el doctor Mo- 
reno, debe éste consignar la suma que retiene en el Banco de la 
Nación, hasta la prescripción de los documentos que dieron 
origen al mandato conferido. 

4° Eecibida la cansa á prueba, para la justificación de los 
hechos alegados y no consentidos por las partes, se ha produ- 
cido la que expresa el certificado del actuario, corriente á foja 
132, y los respeotivos alegatos. 

T considerando : i^ Que confesado el mandato y su ejercicio 
por el doctor Manuel I. Moreno, á él le correspondía la prueba 
de la defensa intentada. Desde luego, examinando la pioducida 
con ese objeto, resulta : 

i^ Los testigos Roberto C. Mango y Pedro Suarez Cruz, con- 
testando la segunda pregunta del interrogatorio de foja 76, 
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afirman que doña Francisca Maguin de Chera/o, dio en présta- 
mo al doctor Moreno, con el interés de 8 V» anual, la suma de 
4061 pesos moneda nacional* que importaban dos depósitos que 
dicha señora tenía en ei Banco de Londres y Bío de La Plata, 
y cnyos recibos ella había perdido; 

2^ Los mismos testigos, contestando ia 3* y 4* pregunta, agrin- 
gan : Que el préstamo á que se refiere ia pre¿;unta anterior fué 
hecho al doctor Moreno, como garantía de la gaiantía que éste 
había dado al Banco cuando extrajo el diaoro, y que el término 
de dicho préstamo era hasta que se cumpliere la prescripción 
que rige el caso. Que la demandante fué á consultar con los 
declarantes, antes de hacerle el préstamo al doctor Moreno, y 
de inquirirle también sobre los antecedentes y modo do proce- 
der del mismo para su seguridad ; 

3^ El primero «le diohos testigos afirma igualmente, que en 
sn preseticia dio el doctor Moreno á la demandante varias su- 
mas de dinero á cuenta de intereses, después del 7 de Noviem- 
bre de 1891, después de haber el demandado oxtraido la suma 
depositada en el banco ; 

4° £1 testigo Suarez d- clara de acuerdo con Mango sobre 
los mismos puntos, pero al contestar la 10** pregunta, difieren 
sobre la suma que la demandante ofreció pagar al doctor More- 
no, por sus trabajos en la i-xtraccion d».*l dinero. 

2® Que esa prueba, apaiie íI- «iuedar desvirtuada por la con- 
fesión del testigo Rob»' to C. Mar.go, de tenur juicio pendiente 
con el esposo de la dernandante, y dt» consiguiente, reducida á 
la singular del testig • Suarez Cruz, no pued ser tenida en 
cuenta, ante la prescripción te. ininaní- del artículo 2246 del 
Código Civil, que establt-ce qu. c el mútno puede ser contrata- 
do verbalmente, pero no podrá pr. barse por iUüt.uuunto públi- 
co ó por instrumento privado, de lecha cierta si el empréstito 
pasa del valor de 200 peso> ». 

3° Qae de la absolución d( posiciones de foja 121 no resulta 
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tampoco probado el hecho primordial de que la demandante re* 
conociere la existencia del contrato alegado. 

ií" Que desde luego^ no habiendo el demandado justificado 
Hus defensas, la cuestión queda reducida & los siguientes térmi- 
nos : ¿ha podido el doctor Manuel I. Moreno retener en su 
poder la suma extraída del Banco de Londres y Bío de la Plata, 
perteneciente á su mandante, contra la voluntad de ésta? 

La cuestién es clara ; se trata del ejercicio de un man- 
dato» 

El doctor Moreno estaba en el deber de dar cuenta de sus 
operaciones y entregar á su mandante cuanto hubiese recibido 
en ?irtud del mandato, desde que se le relevaba de las respon- 
sabilidades contraidas en gestiones para la extracción de los 
depósitos^ ya fuere ?ol?iendo al Bancola suma percibida, donde 
permanecería hasta que se operara la prescripción del documento 
extraviado, ó depositándola en poder de un tercero, nombrado 
de común acuerdo. 

No habiéndolo verificado^ en cumplimiento de lo dispuesto en 
el artículo 1909 del Código Civil, ha incurrido en las responsa- 
bilidades que estatuye el artículo 1919 del mismo código, sio 
que le fuera lícito retener en su poder, sino lo necesario para el 
pago de los gastos que hubiere hecho ó de comisión ó retribu- 
ción, según lo dispuesto en el artículo 1256 del mismo. 

5^ Considerando que la reconvención tiene por objeto el que 
se compela á doña Francisca Maguin de Cherazo, á entregar, 
dentro de un término que señalará el juzgado, el documento de 
foja 2 ; y desde que ha sido demostrado de una manera evidente 
la ineficacia de la prueba producida por el demandado, para es- 
tablecer la existencia del contrato de préstamo, habiéndose 
reconocido, por otra parte, que en el caso sub'-judicej las fnn-* 
cienes del doctor Manuel L Moreno, han sido simplemente las 
de un mandatario, la reconvención es improcedente. 

Por estos fundamentos y concordantes de los escritos de fo- 
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ja 6 7 foja 52, definitivamente juzgando, fallo : No haciendo 
lugar á In recon?encion deducida por la parte del doctor Manuel 
I. Moreno, y se condena & éste á que rinda á doña Francisca 
Maguin de Cherazo, cuenta del mandato conferido, en el térmi- 
no de 40 dias, con interés á eatilo de Banco, de acuerdo con el 
artículo 1013 del Código Civil, y con declaración de que las 
costas sean á su cargo. Notifíquese original y repónganse las 
fojas. 

Agustín ür diñar rain. 



WmHo Ú9 la Suprein» Corte 



Buenos Aires, Noviembre 2 de 1897. 

Vistos y considerando : Que aun cuando la prueba producida 
por el demandado no sea suficiente para justificar la excepción 
alegada por su parte, las constancias de autos demuestran qu^ 
no ha procedido con temeridad 6 malicia para hacerle pasible 
de la condenación con costas, que le impone la sentencia ape- 
lada. 

Por esto se revoca dicha sentencia, corriente á foja doscientos 
diez y ocho, en la parte recorrida, declarándose que las costas 
deben pagarse en el orden causado. Bepuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
B. TORRENT. 



I 
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CAUSA VCVXIé 



El Dr. 1). Santiago Santa Coloma y D. Amadeo Barros contra el 
Banco Nacional en liquidación, sobre cobro de honorarios 

» 

Sumario* — El abogado y procurador que han convenido en 
desempeñar v han desempeñado sus f unciones con sólo la re- 
muneración de los honorarios regulados á cargo de la parte con- 
traria, no tienen derecho para cobrar á su cliente honorarios de 
otra clase. 



Caso. — Resulta del 



Fallo del Juez Federal 



Catamarca, Octubre 5 de 1895. 

Y vistos: En la demanda interpuesta por los señores doctor 
Santiago Santa Coloma y Amadeo Barros contra el Banco Na- 
cional en liquidación, cobrando la cantidad de mil ochocientos 
pesos nacionales, como importe de sueldos mensuales, por sus 
servicios profesionales de abogado y procurador, durante seis 
meses, resulta : Los demandantes exponen : que ellos fueron 
nombrados en sus respectivos roles de abogado y procurador, por 
el gerente y consejo de esta sucursal del Banco Nacional en li- 
quidación, paralas gestiones judiciales de este establecimiento, 
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con la sola retnuneracio7i de los honorarios que se regulen con 
motivo de la condenación en costas á los deudores del banco, y 
que en tales condiciones, han desempeñado su cometido, el pro- 
curador desde fines del año mil ochocientos noventa y tres y el 
abogado desde principio del noventa y cuatro ; que en Agosto 
doce de este mismo año, el gerente de la sucuisal recibió aviso 
de la comisión liquidadora de la casa central, haberse asignado 
al abogado doscientos pesos y al procurador cien pesos, como 
sueldo ni>3nsnal, aparte de la remuneración que tenían desde un 
principio ; que en la misma comunicación se le pedía al gerente 
una nómina de los abogados y procuradores que pudieran aspi- 
rar esos puestos, á quienes debía hacérseles saber la asignación. 

Que la gerencia asilo hizo, mandando esa nómina^ sin quede 
la casa central viniese un- nuevo nombramiento ; pero que en Fe- 
brero del año pasado la gerencia recibió otra nota, en que le 
comunicaba que la dirección del Banco Nacional había resuelto 
suprimir ese sueldo que ganaban el abogado y procurador. 

Que habiendo los demandantes, con posterioridad á dichafe- 
cha, sido reemplazados, han reclamado sus sueldos por los seis 
meses transcurridos, desde que ellos se asignaron hasta que se 
suprimieron, sin haber podido conseguir el pago; que por la 
comunicación aludida, de once de Agosto de mil ochocientos no- 
venta y tres, se comunicó la a^if/nacion, no la promesa de asig- 
nación del sueldo de que se trata. 

Que si después de la nota de esta gerencia en que remitió la 
lista de abogados y procuradores, que podrían desempeñar las 
gestiones del banco, hubiese venido un nuevo nombramiento sin 
sueldo ó con él para otra persona, nada hubiéramos tenido que 
reclamar, pero que como ese nombramiento no se revocó, se 
deduce que la comisión se conformó con el personal existente j 
que tan cierto es esto que en la nota de Febrero del año pasado 
se habla de sueldos que ganan y no de sueldos que se prometie- 
ron^ para el caso de nuevo nombramiento; que existen, pues, 
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todos los elementos necesarios para la perfección de nn contrato 
entre ellos 7 el banco : nombramiento, asignación de la remu- 
neración y desempeño de su cometido, 7 también ha7 la confe- 
sión del presidente de la misma comisión, de que se encontraban 
en el goce de sus sueldos. Terminan solicitando la condenación 
del Banco al pagode la soma de mil ochocientos pesos 7 las cos- 
tas del juicio. Corrido el traslado de esta demanda, el apoderado 
del Banco Kacional en liquidación, contestando* dice : que la de- 
manda debe ser rechazada porque carece de fundamento, cuya 
injusticia no sólo se» comprueba por los documentos que acom- 
paña bajo los números 1,2, 3, 47 5, sino por las manifestacio- 
nes de los mismos demandantes ; que el abogado 7 procurador 
del banco, entraron á servir en los asuntos judiciales sin más 
remuneración que la que obtuyieran én los juicios que el banco 
Hoyara contra sus deudores, todo lo que se ha confesado. 

Que la cuestión á resolverse queda reducida á averiguar si con 
la declaración del directorio, de que pagaría sueldos al abogado 
7 procurador, se acuerda el derecho de cobrarlos á los que se en- 
contraban desempeñando esas funciones ; que el documento en 
que consta esa promesa no tiene otro alcance que pedir á la su- 
cursal la lista de personas idóneas para extenderles los nom- 
bramientos, bajo la condición de pagos de sueldo, según el do- 
cumento n^ 3. 

Que la simple manifestación del directorio, sin hacer nombra* 
iniento 7 sin que conste aceptación, no constitu7e obligación 
entre ambas partes. 

Que aunque el gerente mandó la lista referida á la casa ma- 
triz, los nombramientos, bajo las bases propuestas, no fueron 
hechos 7 que los demandantes no lo probaron; que la razón por 
qué no se hicieron no hav que averiguarla, 7 que lo cierto es 
que dichos nombramientos no se hicieron, 7 que á los señores 
doctor Santa Coloma 7 Barros, nada se les propuso 7 que nada 
podían contestar para establecer obligaciones ; que no ha7 el 
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consentimiento de los contratos ; que no hay promesa á persona 
determinada, y que no hay aceptación en los términos de los ar- 
tíCQlos 1148, 1149, ilSOy 1151 del Código Civil. £1 demandado 
se extiende en otro género de demostraciones, tendentes á des- 
virtuar la demanda, y que se encuentran en el memorial de con- 
testación de fojas 22 á 24, y termina pidiendo el rechazo de la 
acción deducida, con costas. Estando conformes las partes res- 
pecto de los hechos alegados^ no se creyó necesario abrir la causa 
á prueba y se llamaron los autos para sentencia. 

Y considerando : Que es un principio indiscutible, que así 
como un contrato, para su perfección, requiere el consentimien- 
to de los contratantes, para introducir cu. el mismo cualquiera 
modificación , ya sea restringiendo ó ampliando sus naturales con- 
secuencias, se necesita el mismo acuerdo de Toluntades (argu- 
mento del artículo 1152 del Código Civil). 

Que lo estipulado en las convenciones prima para las partes 
y son una regla á la que deben ajustarse como á la ley misma 
(artículo 1107 del código citado). 

Que todo convenio debe cumplirse según la intención de las 
partes, y toda interpretación de sus cláusulas debe ser de acuer- 
do con este principio. Que de autos consta que los demandantes 
entraron á prestar sus servicios profesionales á la sucursal de 
esta provincia, por nombramiento ó proposición que les hizo la 
gerencia y consejo y aceptación de aquellos, 6 sea en virtud de 
un contrato autorizado de antemano por el directorio de Buenos 
Aires; que por tal contrato, los señores doctor Santa Coloma y 
Barros, no disfrutaban de ningún sueldo y solamente se les acor' 
daba el derecho d percibir las costas, en caso de ser condenados 
los deudores del banco, y que, de conformidad á dicho convenio, 
han desempeñado su cometido hasta que cesaron en sus respec- 
tivos cargos. 

Que la nota circular de fecha 12 de Agosto del año 1803, á 
que la parte demandante se refiere, y que invoca como funda- 
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mentó de sus pretensiones, á juicio del juzgado, no puede tener 
el alcance que se le atribuye, porque ella se limita á solicitar de 
los gerentes una nómina de per^^ona» idóneas que puedan ocupar, 
los puestos de abogado y apoderado, para confiarles el nombra- 
miento con ciertas condiciones, como la deque ganarían sueldos 
de que antes no gozaban. 

Que el no haber verificado el directorio el nombramiento de 
abogado y procurador, en las cundiciones determinadas en la 
circular met^ionada, no obstante de que la lista pedida la remi- 
tí') el gerente, no indica la conformidad de aquel de acordarles 
sueldos; sino sólo demuestra que el mandato antes conferido, 
no se había revocado,,porque no estaba obligado á verificar tales: 
nombramientos, ni menos á efectuarlos en este ó aqoel tiempo, 
ni en determinadas personas, y por consiguieute, al proceder 
como lo ha hecho el banco ha usado de un derecho y se encon- 
traba en los límites de su-« atribuciones. En efecto: el banco 
como persona, contrata y hace sus nombramientos^ bascando la 
conveniencia de sus intereses, y no se encuentra obligado por lo 
mismo, á aceptar estos ó aqueMos individuos, para que desem- 
p<'ñen los puestos de abogado y procurador. Los motivos que ha- 
bla tenido ^n vista para no verificar nuevos nombramientos en 
los demandantes, no hay necesidad de averiguarlos, y nos basta 
saber que el banco, en tal ca^o, es arbitro de sus intereses. Así 
se concibe p^.rfectamente, que mientras en unas sucursales los 
abogados y procuradores ganaban sueldos, en otras sucediera 
lo contrario, porque todo íiependía du la voluntad del directorio, 
según la mayor ó nv ñor conveniencia a' respecto. 

Que aun suponiendo qne el nombra uiii nto de que se trata se 
hubiera hecho, mientras no haya sido aceptado, el banco pudo 
retractarse con derecho, según !o dispuesto por el artículo H50 
del Código Civil. 

Que el nombvamií^nto de abogado y procurador con sueldo, á 
que se refiere hi nota circular citada de doce de Agosto, corres- 
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pondía ^oclusivamente al direoturio del Banco Nacional ; y como 
tal nombramiento consta no haberse verificado en persona de los 
señores doctor Santa Coloma y Barros, ni de nna manera expre- 
sa ni tácitamente, se dedoce : que no habiendo existido pro- 
puesta, tampoco ha podido haber aceptación (artículo 1144 y 
1148 del Código Civil). De todo lo que se desprende, que no ha 
existido el consentimiento, elemento esencial de los contratos; 
luego no hay ni puede haber contrato, luegu falta el título que 
invocan los demandantes para exigir el abono de sueldos men- 
suales, ó lo que es igual, la acción entablada carece de funda- 
mento legal. 

Que el contrato verificado entre Santa Coloma y Barros y el 
Banco no ha recibido ninguna modificación ni en su forma, ni en 
la extensión de sus consecuencias, ó efectos naturales y todo con- 
trato, como se ha dicho, ha de cumplirse de buena fé y según la 
intención de las partes, y no estando estipulado el sueldo men- 
sual, no se puede aducii^ como prueba de la demanda, sin con* 
trariar los principios inconcusos sentados anteriormente. 

Que en cuanto á la circular de fecha tres de Febrero del año 
noventa y cuatro, aducida como prueba de la demanda, no puede, 
en concepto del juez, significar otra cosa que un aviso general 
dado á las sucursales de toda la República para que, á so vez, 
comuniquen á los abogados y procuradores que gocen de sueldos, 
que en adelante ya no lo tendrán : y que la circunstancia de ha- 
ber venido la circular á una sucursal que no tenía abogado y 
procurador con sueldos, se la explica perfectamente por su mis- 
mo carácter de circular. 

Que á mayor abundamiento, de autos aparece que los deman- 
dantes no han tenido conocimiento de la determinación del di- 
rectorio en fijar sueldos á los abogados y procuradores, sino con 
posterioridad al hecho de haber cesado en sus respectivos pues- 
tos, lo que demuestra que no han podido tener intención de ganar 
dichos sueldos, puesto que nada se quiere sin que antes seacon- 

T. LXX 23 
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Tenido : Nihil volitum nisiqui prius pregognitum. Qae de todo 
lo que se ha expuesto, se deduce que los actores no han justifi- 
cado los fundamentos dé la demanda entablada, como era de sa 
obligación, y que en tal caso, corresponde en justicia rechazarla. 
(Fallos de la Corte, serie 1*, tomo O, página 447 ; serie 2", tomo 5, 
página 76 y tomo 10, página 441.) 

Por tanto, y los fundamentos concordantes del memorial de 
fojas 22 á 24, juzgando definitiyamente : declaro improcedente 
la demanda entablada contra el Banco Nacional en liquidación. 
Hágase saber original y si no fuere apelada, arehí?ese, previa 
reposición. 

José M. Valdéz. 

Ante mí : 

Pedro Acuna. 



FaIIo Ú9 la Suprema Corte 

Buenos Aires, Noviembre 2 de 1897. 

Yistos : Por sus fundamentos se confirma, con costas, la sen* 
tencia apelada de foja veintiséis. Devuélvanse, debiendo repo- 
nerse los sellos ante el inferior. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E. TORRENT. 
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CAUüA €c:c 1:1.1 



üon Juan E* Masón, contra el Ferrocarril Central Córdoba; 

. sobre daños y perjuicios 

Sumario. — 1® Se prescribe por un año la acción para la re- 
paración de daños cansados por cnasi delito. 

2^ El silencio opuesto á ios avisos^ y aun á las protestas del 
damnificado, no importa reconocimiento alguno. 

3^ Constando el daño, la culpa y responsabilidad del de- 
mandado, debe aceptarse la estimación discrecional del importe 
de los perjuicios que baya practicado el juzgado. 



Caso. — Resulta del 



Fallo del Juem Federal 



Córdoba, Agosto 23 de 1895. 

Vistos : el presente juicio deducido por el doctor Juan £. 
Masco, contra la Empresa del Ferrocarril Central Norte, ó Cen- 
tral Córdoba, por daños y perjuicios producidos en el estable- 
cimiento € La Virginia », departamento Totoral, por incendios, 
y resultando ; 

1® Que el demandado dice : que á fines de i888, el doctor 
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Masón conferenció con el administrador y gerente de la em- 
presa sobre los incendios qne con mncha frecnencia se venían 
produciendo. Que este último prometió poner los medios á su 
alcance para evitar las quemazones ; promesa de cuyo campli- 
miinto entró á dudar el demandante, viéndose confirmada esta 
sospecha poco tiempo despnes, pues en Febrero de 1889, un 
maquinista causó el incendio de nna chacra de alfalfa de consi- 
siderable extensión, que tenía el demandante, y al dia siguien* 
te, le incendiaron otra de pasto, destinada á, invernar las ha- 
ciendas. 

Que así se sucedieron diez y siete quemazones en el referido 
establecimiento, durante el año 1889, no obstante las protestas 
formuladas cada vez qne se producía un nuevo incendio. 

Qne en 1890, el doctor Masón sufrió tantos ó mayores perjui- 
cios que en los años anteriores, debido á los fuegos de las má- 
quinas del Ferrocarril Central Córdoba : destrucción de pastos 
y bosques, pérdida de animales fínos, muías, etc. 

Que en la mañana del dia ocho de Agosto del noventa, se 
produjo el mayor de los incendios, por el hecho de arrojarse 
tizones encendidos desde la máquina en viaje. El fuego duró dos 
dias con sus noches, en los campos del demandante, comuni- 
cándose á selvas vecinas, sin que el esfuerzo de cuarenta ó 
cincuenta peones, mandados por aquél, hubiera sido eficaz para 
dominarlo. 

Que en el año 1891 el demandante dirigió, sin resultado, 
varias cartas al señor administrador de la empresa, con el fin 
de ponerse de acuerdo para dar contra fuego al campo. 

Que por tal decidia de ta empresa, en sólo el mes de Mayo 
de ese año se produjeron seis incendios más. 

Que de los hechos relacionados resulta evidente la culpabili- 
dad ó negligencia de la empresa, á la que debe responsabili- 
zarse, de acuerdo con las disposiciones pertinentes á la ley 
nacional de 18 de Setiembre de 1872 y Código Civil, pide se 
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condene á la empresa á pagar la indemnización de doscientos 
ochenta 7 seis mil seiscientos setenta pesos moneda nacional, 
con costas. 

2® Contestando, la empresa dice: Qne niega por completo 6 
en absoluto la verdad de los hechos que se le imputa, rechazan- 
do los términos de la demanda, por inexactos y temerarios, pide 
se desestime en definitiva la acción instaurada, con especial 
condenación en costas. 

3° Abierta la can^ á prueba, se produce la confesional de 
foja.*., la testimonial de foja..., la documental de foja..., j la 
pericial de foja. . . 

4® Alegando de bien probado, la parte^demandada invoca la 
prescripción de la acción, diciendo : Que el doctor Masón no ha 
tenido derecho para molestar á la empresa, por carecer de toda 
acción ; pues los incendios á que se refiere la demanda, se han 
producido en los años 1888, 80 y 90, contra lo sostenido por el 
actor, que aun producidos el 90, la acción estaría prescripta^ 
por haberse entablado recien el 19 de Setiembre de 1891. 

Y considerando : 1^ Que la acción deducida es de perjuicios 
causados al doctor Masón , en su establecimiento < La Virginia » , 
por incendios producidos con las máquinas del Ferrocarril Cen- 
tral Córdoba, ó por los empleados de las mismas ; y atribuye res- 
ponsabilidad ala empresa demandada, por culpa ó. imprudencia, 
en permitir que sus máquinas viajen, arrojando brazas sobre la 
vía, que esparce el viento; 6 porque sus empleados arrojen ti- 
zones encendidos (escrito de demanda, fojas 20 y siguientes). 
Es decir, que se demanda por hechos y perjuicios producidos 
por cnasi delitos, y que á ellos le son aplicables las disposiciones 
de los artículos 1109, 1113, 1119, 1133 del Código Civil. 

2^ Que de la cuenta de perjuicios que corre á foja 2 de los 
autos, y de la demanda de foja 10, aparece que los incendios 
que se atribuyen á la empresa demandada, se han producido en 
los años 1889, 90 y 91. 
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3® Qoe la empresa demandada ha alegado la presotipcioa de 
la acción entablada^ y que esta excepción, que se funda en el ar- 
tículo 4037 del Código Civil^ puede oponerse en cualquier estado 
del juicio (art. 062, Cód. cit.). Ahora bien, el artículo citado 
dice que se prescribe por un año la acción para exigir la repa- 
ración civil por daños causados por animales, 6 por delitos, 6 
cuasi-delitos, y no obstante alguna opinión del legislador, 
expresada en las notas del Código, los tratadistas afirman que 
esta es la disposición que rige la prescripción de estas acciones 
(Llerena, t. 7^, pág. 407). Es también indudable que este tér- 
mino debe contarse desde que se tuvo conocimiento del hecho 
que se demanda, y que en el caso sub-judice debe ser desde la 
fecha de cada incendio, puesto que hanse producido en la mis- 
ma casa del demandado, y 61 afirma que inmediatamente de 
producidos procedió á apagarlos. (SegoTia, nota 49 á su artí* 
culo 4039.) 

4® Que en virtud de lo dicho, resulta que la accioo para co- 
brar por los incendios de 1889 y i 890 está proscripta, desde 
que los incendios del último año 1890, tuvieron lugar desde 
Enero hasta Agosto, y la demanda ha sido presentada el 16 de 
Setiembre de 1891, es decir, á los tres meses y dias del último 
incendio de 1890. 

5^ Que las reclamaciones y aun protestas que el demandante 
dice haber hecho, con motivo de estos hechos, no interrumpen 
la prescripción, supnestos probados, y la empresa en ninguna 
parte ha reconocido, por medio de su representado, que las má- 
quinas ó sus empleados hayan producido esos incendios, y al 
contrario lo ha siempre negado (Llerena, t. 7*, pág. 409). Es 
verdad que el ingeniero Wittes, á foja..., parece reconocer es- 
tos incendios, pero en todo caso él no era Administrador de la 
Empresa, y como lo afirma M. Munrro, no tenía facultades 
para tal reconocimiento. 

6® Que los únicos incendios que pueden cobrarse á la Em- 
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presa, supuesta su responsabilidad, son los del ano 1891, año 
de la demanda, y qne los perjuicios que estos cansaron, según 
se ve en aatos, consisten solamente en veinticinco cuadras de 
pasto y bosques, que son las que se cobran (foja 147 vuelta, in- 
terrogatorio de foja 139 vuelta, copia de foja 102 vuelta, plani- 
lla de foja 2 vuelta, enmendada en esa parte). 

Este campo se quemó realmente en varias ocasiones por las 
máquinas, y lo comprueba la declaración de varios testigos, 
habiendo entre ellos personas honorables, como don Dermidio 
del Prado, foja 124 vuelta, que dice, contestando el contenido de 
la primera pregunta del interrogatorio de foja 120 : que vio sa- 
lir el fuego de la máquina; Wenceslao Jaime, foja 126 vuelta, 
que fué quien mandó dar el aviso ; Bernardino Ortiz, foja 124, 
y Celestino Peña, foja 139; y que se perdieron en esas que- 
mazones veinticinco cuadras de pastos y bosques, lo sabe Del 
Prado, por haberlo visto, foja 134, Dámaso Ordoñez^ foja 136, 
y Jaime, foja 127; y por último, que el demandante Masón 
hizo lo posible por evitar el incendio, lo declara también Ordo- 
ñez, foja 136, Luna, foja 137, Roldan, foja 132 vuelta, y otros. 
Estos testigos ayudaron á apagar el incendio. 

7^ Estos incendios, por las máquinas del Ferrocarril, se re- 
putan probados, en mérito de la deposición de testigos oculares, 
no obstante del informe pericial del ingeniero Roque, porque 
no se ha probado que las máquinas que corrían la línea, el año 
1891, estuvieran provistas de esos aparatos, y menos que lo. 
llevaran las que quemaron el campo. El informe tiende á de- 
mostrar que las máquinas tenían á su fecha, chisperos capaces 
de evitar la salida de chispas susceptibles de incendiar campos, 
nada más. 

8' Probados los incendios por las máquinas, la responsabili- 
dad de la empresa resulta evidente : la culpa ó negligencia 
consistiría ó en el uso de combustibles no apropiados, ó en la 
falta de chisperos, ó en caso de que esto no existiera, en el solo 
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hecho de usar ó explotar ana empresa qne caasa perjuicios de 
esta naturaleza ú otros (art. 4067, 1109, 1113, 1133, Cód. 
Civ. ; Segovia, nota 17 al artículo 1120; Bauché, Transports 
par chemins de fer, n<* 120). 

9^ Los perjuicios causados por la Empresa deben regularse 
de la manera siguiente : 

a) Precio del bosque : Según la avaluación del perito señor 
Buiz, de foja..., debe avaluarse á razón de 15 pesos por hectá- 
rea, en la estancia c La Virginia », y aceptando que el incendio 
arrazase las tres cuartas partes de las veinticinco cuadras, es 
decir, cuarenta y dos hectáreas, esto importaría 472 pesos mo- 
neda nacional. 

b) Precio del pasto : £1 perito Buiz calcula el perjuicio sufri- 
do por el incendio del pasto á razón de 25 centavos por animal, 
y subiendo esta suma, por creerlo justo, á 25 centavos por mes. 
Suponiendo perdidos diez meses para invernar, lo que se acepta 
en razón de la época del incendio (Mayo), y aceptlindp que en 
razón de la excelente calidad de pasto, pueda 'invernarse un 
animal por hectárea, tendríamos la suma total de perjuicios 
fijada en 147 pesos 70 centavos. Siendo la total de ambas 629 
pesos 70 centavos moneda nacional. 

10^ Que no obstante no haberse negado en la contestación de 
la demandado un modo expreso la propiedad de c La Virginia >, 
en el demandante, ésta ha sido debidamente comprobada con 
las escrituras de foja 214, primer cuerpo, por lo que queda des- 
contado todo motivo de duda sobre el derecho del demandante 
para cobrar los perjuicios, motivo de este juicio. 

En su mérito y de otras consideraciones qne se omiten, 
definitivamente juzgado, fallo : condenando á la empresa de- 
mandada á abonar al señor doctor Juan E. Masón, en el 
término de diez dias, la suma de 629 pesos 70 centavos mo- 
neda nacional, no haciendo lugar á indemnización alguna por 
los incendios de los años anteriores al 91. Sin especial con- 
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denacion. Hágase saber original^ previa transcripción y repo- 
sición. 

C. Mariano Gacitúa. 



Pulí* ám ln Suprenm C«rte 

Buenos Aires, Noviembre 2 de 1897. 

Vistos 7 considerando : Que el actor demanda indemnización 
por daños procedentes de cuasi-delito. 

Qne es exacto, como lo sienta la sentencia apelada, de confor- 
midad con el artículo cuatro mil treinta y siete del Código Civil, 
que la acción para la reparación civil por daños causados por 
ouasi-delitos, se prescribe por un año. 

Que el silencio opuesto por los representantes de la Empresa 
demandada, á los avisos y aun protestas del demandante, rela- 
tivos á incendios que decía haberse producido por las locomoto- 
ras del ferrocarril y personal al servicio de las mismas, no im- 
porta un reconocimiento ni tácito, ni expreso, de derecho algn- 
no á favor del citado demandante, no importando ni siquiera el 
reconocimiento del hecho material de haberse producido los 
incendios. 

Que no existiendo actos interruptivos de la prescripción, se- 
gún las disposiciones legales, debe concluirse que aquella se ha 
consumado en relación á los incendios que se dicen sucedidos 
en los años mil ochocientos ochenta y nueve y mil ochocientos 
noventa, y á los daños que esos incendios hubieren ocasionado, 
desde que es cierto que la demanda se ha deducido después de 
haber transcurrido más de un año desde que el actor tuvo cono- 
cimiento de los hechos en que basa su acción. Que el mérito en 
conjunto de las constancias de autos es bastante á convencer 
que por culpa de los empleados del ferrocarril se han causado 
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los incendios de 1891, no habiendo dada posible de qne esos 
incendios se realizaran efectivamente. 

Qae en consecuencia la responsabilidad del demandado por los 
daños cansados por dichos incendios es de derecho. 

Que no hay mérito, con ignal stljecion á las constancias de 
los autos, para modificar la estimación de los perjuicios hecha 
por el inferior en la sentencia recurrida. 

Por estos fundamentos y concordantes de la sentencia apela- 
da de foja doscientos setenta y ocho, se confirma ésta, decla- 
rándose que las costas del juicio se pagarán en el orden causado, 
en atención al resultado de la causa. Repuestos los sellos, de- 
vuélvanse, notificándose con el original. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 
TORRENT. 



CAUHA CCCXK.1I 



El fisco nacional contra don Gregorio Rebasa, por eoopropia- 

piacion ; sobre apelación denegada. 

Sumario. — No son apelables los autos dictados con la cali< 
dad de «para mejor proveer >. 



Caso. — El juez, para mejor proveer, nombró dos peritos para 
que píTooedan á verificar una nueva tasación, después de produ- 
cido el informe de los peritos nombrados por las partes. El pro- 
curador fiscal apeló y no se le hizo lugar al recurso, por lo que 
recurrió de hecho. 
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PaII« de la Supremii l?orte * 

Buenos Aires, Noviembre 4 de 1897. 

A.uto3 7 vistos : Besaltando de la precedente exposición que 
el recargóse ha deducido contra un auto por el que, con cali- 
dad de para mejor proveer, el Inferior nombra peritos para el 
justiprecio de la indemnización debida por causa de la expropia- 
ción, y teniendo en consideración que autos de e^a naturaleza, 
á los fines y con la calidad expresada, no son apelables,, como lo 
tiene establecido la jurisprudencia de esta Suprema Corte, se 
declara bien denegado el recurso. Remítanse al juez de la causa 
para la agregación á sus antecedentes. 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN.— OCTAVIO BUN- 
GE. — JUANB. TORRENT. 



€AV»Jk CCCXI.III 



Contienda de competencia entre el juez federal de Entre fííos 
y el juez de 4"" instancia del Paraná, en la cama de interdicto 
de don José M. Palma contra don Ángel Arcioni. 



Sumario. — El juez que ha tenido jurisdicción para conocer 
en un asunto, la tiene al objeto de la ejecución de la sentencia 
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que lo decide, y á él corresponde conocer en las oposiciones que 
se susciten contra I^ misma. 



Caso, — Resulta de las siguientes piezas : 



Fallo del Jluec Federal (ad hoc) 

Paraná, Mayo 29 de 1897. 

De autos resulta : 1° En fecha tres del corriente mes y año se 
dictó sentencia condenando á don Ángel Arcioni á qne devol- 
viera á don José M. Palma el campo ubicado en los distritos 
Isleta y Algarrobitos^ de los departamentos de Diamante y 
Nogoyá, tomados en arrendamiento al señor Campo y á la se- 
ñora Fragueiro de Ortiz, con los útiles y productos de agricul- 
tura que se expresan en la demanda respectiva, habiéndose 
seguido el juicio en todos sus variados detalles con la persona 
del expresado señor Arcioni, hasta la resolución definitiva dic- 
tada en esta instancia, la qxJíh fué apelada, concediéndose el re- 
curso, como es de derecho, á un solo efecto. 

S*" En la demanda se alegó, justificándose en el curso del jui- 
cio, que los señores Domingo Rumiz y Virgilio De Lorenzo habían 
acompañado al señor Arcioni en los actos que éste produjo para 
desposeer á Palma, los que dieron ocasión al interdicto resuelto, 
figurando los dos como encargados de administrar bienes de 
Arcioni, y especialmente De Lorenzo como agente del mismo. 

3<* Existen en los autos principales una escritura pública 
otorgada por ante el escribano don Pedro J. Pérez y dos docu- 
mentos privados llevados por Arcioni, para demostrar que éste 
enajenó en favor de Bumiz y le hizo entrega del campo y útiles 
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de la refetenoia, resolviéndose en los autos posesorios que todos 
esos documentos no hablan sido eficaces para transferir el domi- 
nio, porque la posesión había sido simplemente convenida, sin 
que se hubieran llenado las formalidades de derecho para que 
se entendieran/ que hubo tradición efectiva por parte de Ar- 
ción i. 

4^ No solamente fueron llevados i los autos esos documentos 
por el mismo Arcioni, sioó que éste siguió el juicio en su solo 
nombre, aceptando, por consiguiente, que él era el único que 
tenía los bienes, y Bumiz, por su parte, conociendo la existen- 
cia del juicio, ya sea por la publicidad que éste tuvo, ya sea 
por haber sido citado como testigo, consintió la intervención 
directa y única de dicho Arcioni en el juicio de posesión, 

5*^ La sentencia condenando á Arcioni fué diotada, como se 
ha expresado en el resultando primero, el tres del corriente y no- 
tificada á Arcioni el mismo dia ; y el dia cuatro, según los docu- 
mentos que figuran también en autos, llevados por De Lorenzo 
y mandados quedar en copia, Rumiz transfirió el bien raíz, 
muebles, semovientes y productos que habían sido materia de 
juicio procesorio por ante el escribano señor Pérez, que era el 
mismo que había intervenido en las escrituraciones anteriores; 

* 

se acompañaron también por De Lorenzo, un documento privado 
en el que dicho señor Pérez figura como testigo para justificar 
que Bumiz dio la posesión & De Lorenzo ; en primero de Abril 
último el señor Pérez declaró en el juicio posesorio, sobre la 
intervención que había tenido éh 

6^ El señor De Lorenzo, con los documentos mencionados, se 
presentó al tribunal federal, en once del corriente, pidiendo 
qu.^ se dejara sin efecto la resolución que, á pedido de la parte 
de Palma, mandaba poner en ejecución la sentencia dictada, 
alegando que los bienes eran suyos, por haberlos comprado y 
estar el peticionante en posesión de ellos ; el pro vey ente resolvió 
que, tratándose de una nueva discusión de derecho entre dis- 
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tintas partes de los que figuraban en el juicio, no era compe- 
tente en la nueva gestión» puesto que ni siquiera se trataba de 
una tercería de dominio ó de algún recurso que pudiera producir 
el efecto de suspender la ejecución de una sentencia que, según 
las leyes, debe hacerse efectiva en el menor tiempo posible, y 
porque las funciones de juez adhoc eran limitadísimas respecto 
de cosas y de personas. 

7° La parte Be Lorenzo consintió aquella resolución, pidiendo 
que se le dcTolvieran los documentos que había pre^entado^ alo 
que se proveyó de conformidad, ordenándose que se dejaran 
copias de los mismos en autos ; el señor Arcioni había pedido 
también el desglose de los documentos que éi mismo llevó á los 
autos seguidos por él y contra él, á lo que el juzgado accedió 
bajo la condición de que quedaran las copias en el expediente ; 
pero hasta la fecha no se ha instado la entrega ordenada, raion 
por la cual continúan ios originales figurando en los obrados 
principales. 

8" Solicitada la ejecución, de la sentencia, se decretó ésta en 
seis de Mayo, proveyéndose de conformidad, comisionándose 
para que^ practicada la entrega á Palma, bajo las formalidades 
de derecho, al juez de paz de la Estación Crespo, consultando 
para ello no sólo la competencia del funcionario, sino la proxi- 
midad del lugar en que debía verificarse lo cometido ; el juez 
recibió el oficio el ocho de mayo, extendiendo en la misma fecha 
diligencia en que constaba que era el señor Atilio De Lorenzo 
quien estaba en posesión de los bienes y que se negaba á hacer 
la entrega y mucho más á dar posesión á don Juan M. Palmn, 
que era la persona á quien don José Maiía había pedido que se 
hicierala entrega en representación suya; la parte de Palma 
se quejó de la falta de cumplimiento, afirmando que había el 
propósito de burlar el fallo dictado, solicitando que la orden de 
entrega se hiciera en el dia, con el auxilio de la fuerza si se hi- 
ciera necesario, á lo que accedió» con fecha i2 del corriente, 
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previniéndoae al señor juez de paz qoe había inourrido en res- 
ponsabilidad por sa falta de camplimiento, y que se agravaría 
la falta si no daba inmediatamente ejecución á la comisión con- 
ferida, expresándose en el oficio que quedaba autorizado para 
hacer uso de la fuerza pública que necesitara. 

9^ £1 13 de Majo corriente recibió la nueva nota el señor 
juez de paz, y el 15 del mismo dictó un auto al pié de la 
misma, expresando que en el oficio no se ordenaba haoer desa- 
lojar á don Atilio De Lorenzo, al qne había que desposeer para 
hacerle entrega á don Juan M. Palma, en representación de don 
José María Palma ; y que, de acuerdo con lo dispuesto por el 
superior, señor juez de 1* instancia, doctor don José Marcó, de- 
bía abstenerse de tnrbar á De Lorenzo en su posesión y mucho 
menos desposeerlo, concluyendo en estos términos : c devuél- 
vanse estos obrados al juzgado de su procedencia, debiendo 
agregarse copia legalizada, etc. >, devolvió el oficio de comisión 
con fecha 15, expresándose en el oficio de devolución qne 
ésta: no se había practicado antes á cansa de que el señor juez 
de paz había estado enfermo en cama. 

10^ La parte de Palma se presentó nuevamente á foja 228, 
quejándose de que el señor juez de paz de Crespo buscaba pre-^ 
textos para no cumplir la comisión de entrega, añadiendo que 
había dado por razón haberse dirijido al Superior Tribunal, 
pidiéndole licencia por algún tiempo ; el juzgado resolvió que se 

« 

reiterara oficio al juez de paz, ordenándole que cumpliera la 
comisión conferida, commínándulo con las penas del artículo 19 
de la ley de 14 de Setiembre de 1873^ á lo qne el juez contestó 
con fecha dieciseis, dictando un auto al pié del oficio referido, 
ordenando qne se devolviera el oficio á causa de que el manda- 
miento no contenía una orden para desposeer á De Lorenzo y por 
las razones expresadas en su auto del dia anterior. 

11^ En fecha 15 del corriente, el proveyente recibió dos 
oficios del señor juez de 1* instancia, haciéndole conocer, en el 
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primero, que don Atilio De Lorenzo había iniciado contra don 
José M. Palma juicio de manutención en la posesión de un esta- 
blecimiento agrícola ubicado en el distrito < Isletas >, departa- 
mento de Diamante, en el cual había dispuesto librar exhorto 
para que el proveyente le informara sobre los cinoo puntos 
siguientes : 

1^ Si es cierto que en el juicio seguido por don José M. Palma 
contra Arcioni, y por vía de ejecución de la sentencia dictada 
contra Arcioni se libró oficio al juez de paz de la estación Cres- 
po, ordenándose que pusiera al dicho Palma en posesión del 
establecimiento de que él se decía despojado ; 

2^ Si es cierto que el juez de paz informó que al tratar de 
cumplir la orden, se opuso don Atilio De Lorenzo, diciéndose 
dueño y poseedor del establecimiento en cuestión, por lo cual 
no cumplió la orden ; 

3^ Si era cierto que entonces se presentó don César Blas Pérez, 
en representación de De Lorenzo, pidiendo que no se le obligase 
á entregar el establecimiento de que era dueño y poseedor por 
no haberse dictado sentencia en contra suya; 

4^ Si es cierto que el señor juez exhortado, se declaró incom- 
petente para atender este pedido ; 

5® Si es cierto que á pedido de Palma se ha reiterado la orden 
al juez de paz de Crespo, para que ponga en posesión á don Jo- 
sé M. Palma, pero sin decirle que desposea previamente i De 
Lorenzo; en el mismo juicio había pedido que se librara oficio al 
juez federal que conoce de la ejecución de la sentencia, á fin 
de que se abstuviera de ordenar actos que importaran la despo- 
sesion de De Lorenzo: estos oficios se pasaron en vista á la 
parte de Palma y al señor Procurador fiscal, expidiéndose el pri- 
mero en oposición á que se diera el informe sobre los puntos 
solicitados, y á que se conteste el segando. El señor procura- 
dor fiscal opinó que se debía acceder á todo lo solicitado. 

12"^ El señor Palma y el señor Procurador fiscal se expidieron 
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igualmente sobre la última contestación del jaez de paz á los 
autos qae se le conñrieron, sosteniendo el primero qne aquel 
funcionario ha incurrido en las penas de la ley nacional, que 
se le deben aplicar conmatándosele con penas más graves sí 
insistiera en su desobediencia, j el segando piensa que dicho 
funcionario no ba incurrido en pena, por no ser letrado, y que el 
juzgado debe cometer la entrega al secretario y oficial de jus- 
ticia del tribunal, que son elementos propios. 

Y considerando : 1° En el caso traído nuevamente sub-judice 
se trata del cumplimiento de una sentencia dictada en el juicio 
posesorio seguido por Palma contra Arcioni^ en que se manda 
ejecutar la resolución, dándose posesional primero, porque se- 
gún el artículo 235 de la ley de procedimientos civiles dictada 
páralos tribunales de la Nación, las sentencias en estas clases 
de juicios sólo son apelables en el efecto devolutivo. 

2^ Desde el momento que el juicio se trabó entre Palma y 
Arcioni, discutiéndose extensamente entre los dos hasta oir sen- 
tencia sin intervención de Bumíz que ni siquiera puede alegar 
ignorancia de lo que sucedía, las partes en el juicio no fueron 
otras que lasque en 61 figuraban : los derechos de Bumíz y que 
se dicen transferidos á De Lorenzo, fueron considerados ya en 
la sentencia y apreciados en el sentido de que este señor no ad- 
quirió derechos posesorios de Arcioni, ni éste de don Jerónimo 
M. Palma, ni éste de don José M. Palma, sin objeción de parte 
de Arcioni respecto de la simulación de la adquisición de Bu- 
míz, y hasta con su consentimiento, puesto que aun cuando él 
fué quien llevó á los autos los títulos de transferencia en favor 
de Bumíz, el mismo Arcioni, en su propio nombre, haciendo 
completamente caso omiso de su titulado comprador, siguió el 
juicio y lo continúa todavía por medio de la apelación inter- 
puesta y concedida. 

3"^ El juicio seguido y sobre todo la sentencia diotada, de ca- 
rácter ejecutivo, ha somejtido el campo y los útiles materia del 

T. LXX 24 
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juioio al faero exclusivo de este tribunal á cualquier poder que 
Tayan, suponiendo que como cosas litigiosas pudieran enaje- 
narse, y cualesquiera que sean las personas que pretendan te- 
ner derechos á los bienes, á causa de la prevension en el proce- 
dimiento posesorio ; esto es aún mucho mayor verdad en el 
presente caso en que tanto Arcioni cuanto De Lorenzo aparecen 
objetando toda clase de inconvenientes y de obstrucciones áfin 
de impedir que la sentencia se lleye á ejecución. 

Bumiz y De Lorenzo^ cómplices en la desposesion juzgada, 
son además sus dependientes y aun sus agentes colocados á sus 
servicios y con el propósito de obtener : primero, que Palma 
fuera desposeído ; después, que nuevamente no entre en la pose- 
sión, obstaculizando todas las diligencias que se ordenaron para 
la entrega. 

4^ Uno de esos recursos se creyó que sería la compra hecha des- 
pués de dictada lasentenciaquese tratado ejecutar, y sobre todo 
después de notificada á la parte de Arcioni, quien después de la 
notificación se presentó oficiosamente con el memorial de fojft 
210 denunciando recien que él no había sido dueño de los bie- 
nes que la sentencia le mandó entregar, porque los había ven- 
dido á Bumiz, según resultado los docnmentos aquellos que él 
llevó al juicio, del que no hizo mérito alguno durante la larga 
tramitación en que sólo él figuró como poseedor y aún como due- 
ño: siendo, por otra parte, inverosímil que el 8 de Mayo igno- 
raba las transferencias evolutivas que habían practicado eldía4 
sus dependientes y agentes: Bumiz y De Lorenzo, vendien- 
do y entregando el primero, comprando y recibiendo el se- 
gundo. 

5® Habiendo sido hechas esas transferencias de posesión no 
sólo cuando las cosas estaban sujetas al juicio posesorio que se 
seguía ante este tribunal^ sino cuando ya se habían dictado y 
notificado á las partes la sentencia recaída, que por su naturale- 
za es ejecutiva, los procedimientos ante cualquiera otro juez 
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que 86 lleyen y que tengan por objeto impedir la ejecución de 
la sentencia importan obstrucción manifiesta intentada sobre la 
administración de la justicia nacional, que en el caso está con- 
fiada al proTeyente ; obstrucción agregada, cuando conociéndose 
por el funcionario que la practica que las cosas han sido mate- 
ria de un juicio anterior, no sólo no se promueve juicio de com- 
petencia, que en último resultado establecería la verdad de los 
hechos que determinarían las respectivas atribuciones, sino que 
se llega basta pedir explicaciones sobre un procedimiento an- 
terior y se comunican resoluciones del juez de provincia que, 
en substancia, si se dejaran subsistentes darían por resultado la 
falta de cumplimiento de la sentencia dictada ; los términos 
imperativos con que se mandan por el señor juez de primera 
instancia de esta ciudad, en uno de los oficios aludidos, adop- 
tándose como resolución la petición de De Lorenzo, de que el 
proveyente c se abstenga de ordenar actos que importen la 
desposesion de De Lorenzo por haber éste pedido el amparo, etc. >^ 
envuelven ataque á la justicia federal, trabas á la administra- 
ción, actos de desacato que no pueden consentirse, sin exponer 
áque el procedimiento nacional quede librado á la voluntad de 
funcionarios no sólo extraños, sino que le deben respeto y 
obediencia, según se desprende del claro precepto de los artícu- 
los 13 y 19 de la ley de 14 de Setiembre de 1863 sobre juris- 
dicción y competencia. 

6^ Las pretensiones de obstrucción son manifiestas y hasta 
resultan intencionadas, puesto que, según los oficios pasados por 
el señor juez de primera instancia, su procedimiento reconoce 
como causa un interdicto de mantener la posesión entablada 
por De Lorenzo contra don José M. Palma, del campo y útiles 
de labranza que fueron materia del juicio posesorio resuel- 
to por este tribunal ; siendo evidente entonces la fecha del in- 
terdicto á que se refiere el señor juez, por las personas que in- 
tervienen y sobre todo por los casos que son materia del mismo ; 
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que los hechos que han motivado el nueyo interdicto, son los 
que este Tribunal ha ordenado de acuerdo con las leyes, para 
dar cumplimiento á la sentencia ' dictada, y es rudimental en 
derecho de forma y de fondo que ningún interdicto procede 
cuando los actos que privan y perturban las posesiones provie- 
ne de fuero competente ymuchomásde juez superior, como en el 
presente caso : ni los hechos ni el derecho pueden ser descono- 
cidos por el juez de 1* instancia, que ha dado curso á aquel in- 
terdicto, 6 que ha pasado esos oficios en oportunidad legal 
inexplicable ni según el procedimiento nacional ni según el 
provincial. 

7"* El juez de paz de la estación Crespo, del Ferrocarril de 
Entre Bios, elegido por las condiciones superiores de competen- 
cia y seriedad de que debiera estar investido para dar eficaz 
cumplimiento á la sentencia dictada, ha producido actos que son 
un desacato á la autoridad nacional que el proveyente inviste, 
alegando fútiles pretextos, para desobedecer los mandatos que se 
le comunicaban con reiteración : primeramente comunicó que 
había encontrado en posesión á De Lorenzo y que éste se había 
negado á entregar los bienes (foja 21 4); después, que el manda- 
miento no constituía orden expresa para desposeer á De Loren- 
zo (foja 232); más tarde, que tenía orden de su superior de no 
entregar mientras no recibiera mandato de juez que expresara 
que la resolución había sido dictada por juez que entendiera en 
juicio entre De Lorenzo y Palma (foja 232); expresó también 
como causa para demorar el despacho, la enfermedad que le te- 
nía en cama unas veces (foja 234), y otras, el permiso ó licen- 
cia que había solicitado al superior tribunal de la provincia 
(foja 228) ; estos eran claros pretextos para trabar los actos de 
la justicia nacional, obedeciendo aun plan manifiesto y con- 
currente de elusion, que importa una depresión inaceptable y un 
propósito punible tratándose de un funcionario que primeramente 
fué prevenido en el auto de foja 217 vuelta y después conminado 
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con las penas del artículo 19 de laley de i A de Setiembre de 1863, 
sin cumplir la comisioo; esta conducta de aquel empleado traduce 
8nvolautad[clara de desobedecer, incidiendo por consiguiente en 
las penas dé la disposición citada : debiendo entenderse que su 
culpabilidad se agravara, deacuerdoconlosartículos237, inciso 
3^ del Código Penal, y 20, inciso 2®, de la ley nacional que re- 
glamenta los crímenes y delitos de competencia nacional si in- 
siste en no dar cumplimiento á las órdenes de entrega que se le 
comunicaran. 

8° No es razón justificativa y ni siquiera atenuante de la falta 
del señor juez de paz, la de que posteriormente & las primeras 
comisiones de entrega hubiera recibido órdenes del que llama 
sn superior el señor juez de 1* instancia de esta ciudad : 
1^ porque la posterioridad de esas órdenes demuestra que ya 
había principiado á practicar la parte del plan obstruccionista 
de que se muestra autor ó era autor ; 2® porque aun siendo 
verdad, en términos generales, que los señores jueces de 1' 
instancia provinciales son sos superiores, no lo son respecto 
de los jueces de la Nación, porque según la Constitución na- 
cional, las leyes nacionales de justicia y las resoluciones de 
la Corte Suprema que hacen jurisprudencia en todo el terri- 
torio de la Bepública, la justicia que estas ofrecen es superior 
en los casos de oposición ó conflicto y más especialmente cuan- 
do se trata de la ejecución de las propias resoluciones de un 
juez federal ; porque de otra manera llegaríamos al absurdo 
de que se habría dado atribuciones á una importante rama 
del poder nacional sin acordar las facultades necesarias para 
hacerlas efectivas, y sería no tenerlas, si un juez de paz pu- 
diera negarse á cumplir un mandamiento ó una orden protes- 
tando una disposición de cualquier otra autoridad como en la 
del señor juez de 1* instancia respecto de no desposeer á De 
Lorenzo ; la resolución que debía ejecutar el juez de paz no se 
refería á De Lorenzo ni á nadie, sino que era para poner en po- 
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sesión á Palma, de bienes que se determinaban, en cualquier po- 
der que estuvieran, ó aunque artificiosamente hubieran pasado 
después de la resolución que se trataba de ejecutar ; el juez de 
paz no podía ignorar ninguno de los detalles del juicio, ya sea 
por la intervención que había tenido durante su curso, ya sea 
por las comunicaciones que se le dirigieron después de diotada 
la sentencia: la ignorancia de las leyes no justifican al que la 
infringe, según parece entenderlo el señor Procurador fiscal, y 
mucho menos tratándose entre jueces de procedimiento ó de 
funciones del orden judicial, y menos aún respecto de leyes pe- 
nales. 

Por estas consideraciones, reitérese nuevo oficio de comisión 
al juez de paz de la estación Crespo para que en el dia dé cumpli- 
miento á la entrega de la posesión á don José María Palma y á 
su agente don Juan M. Palma, de los bienes á que se refiere la 
sentencia dictada en el juicio posesorio seguido por los señores 
Palma y Arcioni ; declárase incurso á dicho funcionario en la 
pena de 50 pesos de multa, de acuerdo con el precepto del artí- 
culo 19 déla ley de jurisdicción y competencia de los tribuna- 
les nacionales, debiendo pasarse oficio al Ministerio de Hacien- 
da de la provincia para que retenga, á disposición de este juz- 
gado, la cantidad respectiva de los primeros sueldos que deban 
abonarse al mencionado juez de paz. Comuniqúese al mismo 
con las penas más graves délos artículos 227, inciso 3^, Código 
Penal, y 20, inciso 2% de la ley que determina los crímenes y de- 
litos de jurisdicción nacional, si insiste en no dar cumplimiento 
á la resolución ; oficíese al señor juez de 1*^ instancia de esta 
Capital transcribiéndosele esta resolución por toda contestación 
á los dos oficios de 15 del corriente, expresándosele además que 
este Tribunal considerará obstruida su autoridad si el señor 
juez continúa diotando providencias que impidan la ejecución 
de la sentencia pronunciada, y al señor Ministro de Gobierno, á 
fin de que se sirva disponer que el señor jefe de policía de esta 
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capital ponga á disposición del señor Jues de paz de Crespo la 
fuerza qae necesite para efectnar esa sentencia. 
Comuniqúese en copia i dicho señor juez de paz. 

Miguel M. Ruiz* 



Pulí* del Summ de t& inetoneftii 



Paraná, Junio 5 de 1897. 

Autos y vistos : Resultando : 1^ Don Atilio De Lorenzo com- 
pró el A del mes pasado á don Domingo Bnmiz, todas las exis- 
tencias del establecimiento agrícola situado en el distrito c Is- 
letas > de Diamante, campo de don Jacinto M. Camps, á más 
del arrendamiento celebrado con éste y las marcas registradas 
con las letras J M P, adquiridos en 2 de Enero de este mismo 
año, á don Ángel Arcioni, el cual las adquirió á su vez, en 26 de 
Abril del año pasado, de don Qerónimo M. Palma, por compra, 
y éste, en igual forma, de don José M.Palma, unos días antes. 
Así resulta del documento de fojas 2 y 3, en que el escribano 
ante el cual se otorgó asevera que estas transferencias constan 
de las escrituras públicas que sirven de título á la propiedad, 
autorizadas por él mismo y que tiene á la vista, pasándolas de- 
bidamente anotadas al comprador, de lo cual da fé. Resulta 
también del documento de foja 4, que en dicho dia 4 de Mayo, 
el señor Rumiz hizo entrega á aquel del establecimiento, con 
intervención del juez de paz de la estación Crespo, su secretario 
y dos testigos. 

2° Munido el comprador de estos documentos, se presenta á 
foja 8, exponiendo en lo principal : Que el 8 del mes pasado 
le hizo saber ese juez que tenía orden de poner en posesión del 
mencionado establecimiento á don José María Palma, habiendo 
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recibido la orden del doctor Miguel M. Baiz, qoe entendía eomo 
juez ad-hoc, en on jnioio de despojo seguido por el mismo Palma 
contra don Ángel Arcioni. Que habiéndose negado á entregar lo 
que poseía á título de dueño, por no haber tenido participación 
alguna en ese juicio, ni poderse aplicar 6 ejecutar contra él la 
sentencia dictada contra Arcioni, ordenando la restitución del 
bien, ni haber siquiera comprado á Arcioni; el juez de paz, que 
tenía perfecto conocimiento de todo esto, se abstuTo de cumplir 
la orden, informando de lo ocurrido al señor juez ad-hoc. Que 
con tal motivo se presentó ante el señor expresado, exponiéndote 
los hechos y el derecho que le asistía, pidiendo se dejara sin efec- 
to la orden de poner en posesión á Palma, pero que él se declaró 
incompetente para resolver este pedido. 

Que el señor Palmará pesar de esto, ha obtenido un nuevo oficio 
para el juez de paz, ordenándole que le ponga en posesión, de 
modo que sin mandársele á él (el demandante) la entrega, resul- 
taría desposeído. 

Que por las razones legales que aduce al respecto, siendo in- 
minente, además, el riesgo de ser desposeído, y estando induda- 
blemente previsto el caso en el artículo 987 del Código de Pro- 
cedimientos, que autoriza al poseedor á interponer el interdicto 
de retener, cuando es turbado por actos que manifiestan la in- 
tención de inquietarle ó despojarle, viene á deducir contra don 
José M. Palma la acción de retener la posesión del estableci- 
miento á que se refiere. 

Que las turbaciones de la posesión y el despojo pueden ser 
cometidas personalmente ó por un tercero, y aún los jueces pue- 
den cometerlas, de modo que el señor Palma no podría alegar 
falta de personalidad en él para ser demandado, pues es él quien 
exige que se le ponga en posesión, y es á su favor que se ha ex- 
pedido la resolución que pone á De Lorenzo en peligro de ser in- 
justa é ilegalmente desposeído. 

Que aunque los extremos del interdicto pueden considerarse 
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en parte probados ya, y en lo restante los acreditarán los infor- 
mes de aquellos jueces, ofrece información de testigos, que nom- 
bra, al tenor del interrogatorio preinserto, tendente á justificar 
la posesión y lo demás propio del caso. 

Pide un informe del jnex federal sobre estos hechos: si es 
cierto qne en el expresado juicio y por Tía de ejecución de la 
sentencia dictada contra Arcioní, se libró oficio al juez de paz, 
ordenándole que pusiera al señor Palma en posesión del esta- 
blecimiento ; si es cierto que este juez informó qae al tratar de 
cumplir la orden, se opuso De Lorenzo, diciéndose dueño y po- 
seedor, por lo cual no la cumplió; si es cierto que entonces se 
presentó el señor César Blas Pérez, en representación de De 
Lorenzo, pidiendo no se le obligue á entregar el establecimiento 
de que era dueño y poseedor, por no haberse dictado sentencia 
en contra suya; si es cierto que el señor juez exhortado se de- 
claró incompetente para entender en este pedido; si es cierto 
que á solicitud de Palma se ha reiterado la orden al juez de paz, 
para que ponga en posesión á don José M. Palma, pero sin de- 
cirle qne desposea preTiamente á De Lorenzo. 

Pide que se informe también este juzgado de paz sobre los 
hechos denunciados, en qne ha intervenido, y se le ordene que 
si no ha recibido orden expresa de otro juez para que obligue 
á don Atilio De Lorenzo á entregar el establecimiento, se abs- 
tenga de turbarlo en su posesión, ni menos de desposeerlo ó des- 
pojarlo, por ser regla de derecho en estos casos, que no debe 
hacerse innoTacion alguna en la posesión. 

3^ El juzgado, por auto de foja 15 vuelta, admitió sin per- 
juicio la demanda, mandando al propio tiempo recibir la infor- 
mación ofrecida, librar los despachos en la forma solicitada, 
c siempre», dícese en él literalmente, cque no se trate de la po- 
sesión que por otro concepto pueda tener don José M. Palma, ni 
de invadir en modo alguno las atribuciones del juzgado federal 
de esta Capital». 
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4° A continuación obran las declaraciones de los testigos y 
los informes solicitados, contestes con la demanda, al ignal qoe 
el dictamen del señor agente fiscal, que opina que estando pro- 
bados los extremos del interdicto, debe ser sustanciado por todos 
sus trámites, no siendo el caso de competencia de jurisdicción, 
para resolver lo cual diósele interTencion, habiendo sido traídas 
al despacho estas actuaciones, por la providencia de autos, que 
corre á foja 44 vuelta. 

Considerando : 1^ El interdicto interpuesto en estas actuacio- 
nes es la acción posesoria del artículo 2495 del Código Civil, 
la cual compete al poseedor de un inmueble turbado en la pose- 
sión, con tal que éste no sea vicioso respecto del demandado 
(artículos 987 y 988 del Código de Procedimientos). 

2° La posesión es viciosa, tratándose de inmuebles, dice el 
articulo 2364, anterior á aquél, cuando se adquiere por violen- 
cia, clandestinamente ; y siendo precaria, cuando se hubiese por 
un abuso de confianza. 

Es violenta, cuando ha sido adquirida ó tenida por vias de 
hechos, acompañadas de violencias materiales ó morales, ó por 
amenazas de fuerza, ya por el mismo que causó la violencia, ya 
por un agente, y existe cuando se ejecuta con consentimiento 
de él ó después de ejecutada la ratifica, tanto cuando emplea el 
vicio contra. el verdadero dueño de la casa, como contra el que 
la tenía á su nombre (art. 2365 y 2367). 

Es clandestina, cuando los actos por los cuales se tomó ó con- 
tinuó, fueran ocultos, ó se tomó en ausencia del poseedor, ó 
con precauciones para sustraerlos al conocimiento de los que 
tenían derecho de oponerse, y aunque pública en su origen, 
es reputada clandestina, siempre que el poseedor ha tomado 
precauciones para ocultar su continuación (art. 2369 y 
2370). 

Es ella por abuso de confianza^ cuando se ha recibido la cosa 
con obligación de restituirla (art. 2372, 2462, 2465). 
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3® T biec : De Lorenzo hállase ea la posesión del inmueble 
mencionado. 

Lo tiene bajo su poder, con ánimo de propiedad, 6 á título 
de dueño^ como reza en las escrituras de fojas 2 á 5 (resul- 
tando V). Esto por una parte. 

Ha sido, por otra^ inquietado 6 turbado en esa posesión, á 
juzgar por dichos informes, que están de acuerdo con la de- 
manda sobre el particular, y demás constancias, por todo lo 
cual este juzgado se ha visto en la imperiosa obligación de in- 
terponer su autoridad para etitar que sea él despojado, mien- 
tras no se sustancie y resuelve definitivamente este asunto. 

Y, por otra parte también, tal posesión, adquirida con arreglo 
á aquellas escrituras, que rechaza hasta la idea de abuso, no es 
violenta, ni clandestina en ninguno de los conceptos expresados 
en detalle, bien entendido que estos vicios, por nuestra ley, sólo 
puede oponerlos Atilio De Lorenzo, á quien de quien adquirió 
la cosa, es decir, el señor Domingo Rumiz(art. 2363 y 2371 del 
Cód. Civ.). 

4® De aquí los artículos 1045, 1048 y 2491 y siguientes, ci- 
tados como concordantes por el doctor Llerena, especialmente 
el último, según el cual será cómplice del despojante, quien, 
sabiendo el despojo, obtuvo el inmueble usurpado, pero no el 
tercer poseedor del inmueble, que no lo tuvo inmediatamente 
del despojante, aunque lo obtuviese de mala fé, sabiendo el 
despojo sufrido por el poseedor. 

Así, por ejemplo, dice ese profesor : c Pedro despojó á Juan 
de un inmueble ; el primero lo trasmite á Diego, que lo adquie- 
re sabiendo que Pedro ha obtenido la cosa por despojo contra 
Juan. 

c En este caso, la ley considera á Diego como cómplice del 
despojo, porque, como dice el artículo, c es cómplice del despo- 
jante, quien, sabiendo el despojo, obtuvo el inmueble usur- 
pado ». 



380 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

c Ahora bien, Diego, cómplice, como hemos dicho, trasmite 
dicho inmueble por título singular á un tercero : no compete, 
dice el artículo, la acción de despojo contra este tercero, aun- 
que sea de mala fé, porque, como dice Molitor, el fundamento 
de la acción es un delito cuyas consecuencias no puede ir hasta 
terceros. > 

En esta cuestión, el tercero puede ser el señor Rumiz, y fue- 
ra de toda cuestión, en último caso, don Atilio de Lorenzo^ 4 
quien el señor juez federal, sin embargo, reputa como cómplice 
de) despojante^ don Ángel Arcioni. 

Si bien contra tercero no procede la acción del despojo, pue- 
de demandarse la entrega del inmueble, aun de esos terceros, 
por medio de una acción de reiTindicacion. (Llerena, allí y su 
comentario al artículo 2777.) ' 

Esto prueba concluyentemente que el señor Palma ha perdi- 
do la posesión respecto de De Lorenzo^ pues que, de otra ma- 
nera, no correspondería esta acción (art. OT58del Cód. Civ.). 

5° Además, De Lorenzo, según las apariencias, ha entrado 
eú posesión del inmueble pacíficamente, á título de compra 
hecha al señor Bumiz, sucesor de Arcioni y los Palmas, que á 
su Tez, se sucedieron por igual título, desde el que entre estos, 
el primero de todos, se dice despojado; luego, este último don 
José M. Palma, no se puede decir, ni tampoco se dice, como se 
Terá mejor aún, despojado por aquél, y^ por consiguiente, si 
algo resulta en sus relaciones de derecho entre sí, es que no 
tiene otra acción, hoy por hoy, que la de nulidad ó la de simu- 
lación, resuelta de oficio por el juez ad hoc^ de esas transferen- 
cias, como previa á la de reiTindicacion, salvo, por supuesto, el 
hecho de la posesión á tratarse y decidirse en estas actua- 
ciones, verificada la audiencia del artículo 991 del Código de 
Procedimientos. (Véanse los artículos 2492 y 2494 del Código 
Civil.) 

6^ Se informa por el señor juez doctor Miguel M. Buiz 
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(considerando 6^, foja 39) : c ser rudimental en derecho de for- 
ma j fondo, qne ningún interdicto procede cuando los actos 
que priTan ó pertnrbau las posesiones, provienen de juez com- 
petente... » 

Grande j grave error, que ojalá no sea la verdadera j única 
causa de las obstrucciones de que hace mérito, que nadie^ puede 
estar seguro, lamenta más que este juzgado, cuyas atribuciones, 
en caso de seguir él adelante en sus procedimientos para cansar 
el despojo, resentiranse seriamente, debiendo, por tanto, evitar 
sus efectos á todo trance, y á la mayor brevedad. 

£1 interdicto de retener es procedente aun contra el auto que 
lo ordene judicialmente, siempre que éste se hubiese dictado 
en juicio sumario y sin audiencia del poseedor, como ha sucedi- 
do con el señor De Lorenzo, según dicho juez. (Cámara de Ape- 
laciones de la Capital, t. 2<>, pág..2l2, § 2\) 

Véase la razón en que se funda este fallo : 

Si no se le da audiencia al poseedor actual, la tradición (que 
se ordena por el auto) no puede legalmente operarse en los tér- 
minos del artículo 2383 del Código Civil, á causa de no hallarse 
el inmueble libre de toda otra posesión, por cuya causa los ac- 
tos posesorios que llegue á ejercer el^segundo poseedor (Palma, 
si llega aserio, por razón del auto) serían violatorios de los 
derechos de posesión del primero (De Lorenzo), procediendo en 
consecuencia el interdicto de retener, de conformidad con lo 
prescrito en el artículo 574 del Código de Procedimientos, 6 en 
el 988 del nuestro. (Doctor Hall, palabras subrayadas, tomo 2% 
página 263). 

Otro caso : Ei interdicto de retener es procedente aún contra 
el auto judicial que ordénala posesión, sin audiencia del posee- 
dor. (ídem, tomo 9^, página245, serie 1*). 

Yéase la argumentación : 

El artículo 274 del Código de Procedimientos (el 988 citado) 
exige dos requisitos para que proceda el interdicto de retener ; 
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el segando de ellos dice que se haya tratado de inquietarlo en la 
posesión por actos materiales. 

El hecho de ir á tomar posesión de un inmueble poseído por 
otro, es un acto material que importa la turbación del derecho. 

Que ese hecho sea por orden judicial no le quita el carácter 
de acto material contra la posesión^ desde que ene acto no es la 
ejecución de una sentencia ejecutoriada, sino un simple man- 
damiento, sin audiencia ni juicio alguno. 

La resolución mandando dar la posesión no puede invocarse 
en contra del poseedor actual que no ha sido oído^ pues no 
puede en manera alguna perjudicarlo. (Véase allí, página 265.) 

Otros casos iguales son los resueltos en el considerando 9^, 
página245, serie 1*^; tomoiO^, página 217, serie 4* ; página 332^ 
serie 3^ ; tomo I"", página 314, serie 4*^, etc. 

La teoría de esa misma Cámara en el caso del tomo 2^, página 
102, serie 4^, en que las medidas judiciales no pueden dar lu- 
gar á los interdictos, por cuanto ellas, sean cuales fueren, no 
pueden constituir despojo, por carecer del carácter de violación 
ó clandestinidad que la ley exije, no está de acuerdo con los 
principios sentados hoy por ese tribunal. 

Es cierto que se pueden citar resoluciones que consagran 
aquel principio, pero también hay sentencias que han sentado 
una teoría contraria. (Hall, tomo 5*^, página 55.) 

Hoy tan respetable tribunal ha reformado esta jurispru- 
dencia, estableciendo que el interdicto procede aún contra las 
resoluciones judiciales. (Véase tomo 5°, página 58, número 13.) 

7^ La razón que en último caso podría aducirse, ya que no por 
el juezací Aocquelimítase á simples afirmaciones sin fundamento 
legal alguno, á pesar de la gravedad del caso, sería la de que el 
interdicto de esta referencia, debiera interpretarse como un re- 
curso contra la sentencia por él dictada, de manera que le co- 
rrespondiese su conocimiento. 

Cree el juzgado, esto no obstante, que el interdicto es por su 
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materia an asunto nueTo, como qne se da a! que posee la cosa 
á título de dueño, distinto del interdicto de recobrar ó de des- 
pojo qne se da á cualquiera que tiene ó posee la misma cosa 
(Bens, página 593) ; un asunto nuevo é iniciado también, por las 
personas interesadas en uno j otro, ante el juez ad hoc j ante 
el suscrito. Y cree que, propiamente, el pedido hecho por De 
Lorenzo en un principio, ante él, importó un recurso de ese gé- 
nero, pero que rechazado desgraciadamente, como lo fué, puesto 
qne pudieron adoptarse medidas conciliatorias, en nada pudo 
obstar á que el riesgo inminente de Terse desposeído hiciese 
uso del derecho de acudir al juez ordinario, como lo efectuó en- 
segnida, á falta de otro juez, interponiendo la acción y pidien- 
do una medida urgentísima por vía telegráfica, para impedir un 
mal como éste, por todos los conceptos que se le considere, tra- 
tándose de un importante establecimiento agrícola, que está 
poblado, sembrado en buena extensión y con útiles y herramien- 
tas del valor que es de suponerse. 

8^ Claro es que procediendo el interdicto de esta referencia 
contra la resolución delJuez Federal, no está sometido ese esta- 
blecimiento á su fuero, como pretende^ sino al de este Juzgado 
de primera instancia, y que es él quien se atribuye una potes- 
tad que no tiene, la misma que desda un principio se puso en 
tela de juicio, rogándosele suspendiese la orden de despojo. 

9"^ Aquel juez, por consiguiente, se halla en el caso de abste- 
nerse inmediatamente en esto, porque, de lo contrario, invadiría 
las atribuciones del proveyente, que en modo alguno debe con- 
sentirlo. 

Por estas consideraciones, las que se deducen y las concor- 
dantes del agente fiscal, en atención también alo solicitado por 
el interesado, resuelvo : 

Contéstese al señor juez federal ad hoc que este Tribunal 
considera obstruida igualmente su autoridad por la dicha sen- 
tencia, en cuanto que para ejecutarla requiere, necesita ó exige 
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desposeer del mencionado establecimiento á don Atilio De Lo- 
renzo, desposesion que de ninguna manera consiente este mismo 
tribunal y que, dentro de la ley de la materia, se ve obligado á 
promover cuestión de competencia, é invitarlo á elevarlos an- 
tes á la Suprema Corte Federal, á fin deque se resuelva oomo el 
caso lo reclama . Contéstese también, que, puesto que esta cues* 
tion no tendrá razón alguna de ser, si llegara á producirse el 
despojo, se sirva abstenerse de llevarlo á cabo, impartiendo en 
el día las órdenes correspondientes al encargado de la ejecución, 
por vía telegráfica y habilitándose las horas, si fuere necesario, 
y que se sirva también poner en conocimiento de este juzgado 
el haberlo hecho así, inmediatamente de recibir esta comuni- 
cación: hágasele saber que la persona del proveyente rechaza 
los términos y conceptos del auto transcrito en el informe que 
se le pidió, especialmente las del considerando quinto, á foja 38 
vuelta, motivados por el exhorto que se le dirijió, que si algo 
dice en el fondo es que el propio proveyente ha faltado hasta 
cierto punto á su autoridad, pues que no ha tenido ni tiene por 
qué rogar, sino pedir y en su caso, mandar ú ordenar : pídase á 
la Suprema Corte en los términos acordados, lo que corresponde 
por ello y por el tono autoritario y descomedido que reviste el 
informe en su contexto general y otros términos, cuando se re- 
suelva la contienda, como asimismo la exoneración de la multa 
impuesta al juez de paz déla estación Crespo, por haber cum- 
plido las órdenes impartidas por este juzgado. 

Elévense estos autos á la superioridad, por intermedio de la 
Cámara de Justicia, no pudiéndose continuar sus trámites, y 
al efecto líbrense los despachos del caso, al igual que al juez 
ad hoc, con transcripción. 

Regístrese, hágase saber y repóngase los sellos. 

José Marcó. 
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fallo del Jues Federal (ad hoc) 

Paraná, Junio II de 1897. 

Y vistos : La cuestión de competencia de jurisdicción promo- 
Yida al proveyente por el juez de 1* instancia en lo civil j 
comercial de esta ciudad, doctor José Marcó, en los términos 
expresados en el juicio que corre en autos, en que se transcribe 
in extenso la resolución recaída en el que se dirigió á dicho fun- 
cionario por este juzgado, expresándole que se consideraría que 
hace obstrucción si continuaba poniendo trabas al procedimiento 
que se sigue para ejecutar la sentencia recaida en el interdicto 
ó aecion de despojo, entablada por Don José M. Palma contra 
don Ángel Arcioni, y resultando : 

1^ Se comunica por dicho funcionario que don Atilio de Lo- 
renzo se presentó ante él, con los documentos que relaciona^ y 
que son los mismos que figurtin en autos de fojas 229 y 231, 
entablando contra don José M. Palma interdicto de manuten- 
ción en la posesión, apoyándose en que dicho señor Palma, pre- 
tendiendo que se hicieran efectivas las resoluciones diotadas 
por este juzgado, en ejecución de la sentencia recaida en el mcn-* 
clonado interdicto de despojo, lo había turbado en la posesión 
que le había dado don Domingo Bumiz, comprador de Arcioni, 
de quien se afirma por el juez de 1' instancia, que también puso 
á aquel en posesión. 

2" El interdicto á que se refiere dicho funcionario es de ma- 
nutención de posesión, entablada, se dice, por De Lorenzo contra 
Palma y el juzgado, y sentenciado por el proveyente fué de des- 
pojo entablado por Palma contra Arcioni, dictándose sentencia 
deíinitiva en este último, con fecha 3 de Mayo último, la cual 
fué notificada á las partes en el mismo dia, Li que, por no ser 
apelable sino en un solo efecto, se pidió que se ejecutara, acce-* 

T. LXX 25 
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diendo por este juzgado, como es de derecho ; de todo lo cual 
se desprende que, por su naturaleza, la sentencia es ejecutiva^ 
aunque con efecto devolutivo, si el superior la revocara, circuns- 
tancia que importarla retrollevar las cosas al estado en que 
estaban al entablarse el referido interdicto de despojo. 

3® Corrida vista á la parte ejecutante del oficio en que el jaez 
de i'^ instancia se concreta á sostener el hecho falso de que el 
señor Palma turba la posesión de Lorenzo, cuando éste ni ha 
verificado acto alguno personal, ni ha pretendido verificarla, 
puesto que él se ha limitado á tratar de recibir los bienes que el 
provejente le hacia entregar, siendo, por lo tanto, los actos en 
que so ha visto una perturbación, actos de juez, que pretendía 
ejecutar una sentencia contra la cual no hay recurso legal sus- 
pensivo. 

4** £1 ejecutante sostiene que no debe aceptarse la contienda 
de competencia, apoyándose en extensas consideraoiones, entre 
otras, en la improcedencia del interdicto entablado contra él, en 
que se ampara á su contendor sin que el demandado hubiera sido 
ni oído ni citado, agregando que la competencia sólo puede 
fundarse en el derecho exclusivo para conocer en una cansa que 
haya sido llevada al conocimiento del juez federal ; que esa 
cuestión no ha sido ni siquiera planteada por el juez de provin- 
cia, no encontrándose en el oficio, ni en la resolución del juez 
de 1* instancia, los elementos para plantearla, que la causa se- 
guida ante el juez federal es por despojo, llevada por Palma 
contra Arcioni, y la que motiva los procedimientos del juez de 
provincia, es por turbación en la posesión entablada por De Lo- 
renzo contra Palma ; que entóncf^s son distintas las acciones y 
distintas las personas, y que además el demandante en un jui- 
cio es el demandado en el otro. 

5"^ Añade el ejecutante que.no habiendo aquellas identidades, 
no hay lugar á la acumulación, ni resulta inconveniente alguno 
para que se divida la continencia de la causa, y que no pudiendo 
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acamularse los autos, faltan los elementos indispensables para 
la contienda ; agrega que la competencia propuesta es un medio 
solamente para disimular la obstrucción que se hace á la auto- 
ridad del juez federal ; la prueba es que el juez de provincia no 
ha encontrado una ley, ni nacional, ni provincial para fundar 
su procedimiento, y, finalmente, que el juez de provincia, á sa- 
biendas, ha iniciado competencia sobre un juicio que ha termina- 
do por sentencia ejecutable. 

Considerando : Respecto al único punto en debate que es la 
contienda de competencia : 

1® No dando á la afirmación de la parte ejecutante, don José 
M. Palma, más importancia de la que tenga su falta de prueba, 
respecto de que en el caso no puede haber pleito de ninguna 
clase contra él, pendiente ante el señor juez de 1** instancia, por 
no haber precedido citación, ni audiencia suya en su calidad de 
demandado, hechos que son esenciales para la existencia de todo 
juicio, porque ellos importan iniciación, formación 6 traba de 
todo litigio, según el viejo principie contenido en la ley 3", 
título 10% partida 3* ; de los antecedentes mismos comunicados 
por el juez de i* instancia, se deduce que, ni las acciones, ni 
las personas, ni el demandante, ni el demandado son idénticos 
en el interdicto de que conoce aquel juez con los del que motivó 
la sentencia que se está ejecutando, siendo por esa disparidad 
improcedente toda competencia, 6 mejor dicho, ésta no existe, 
porque no basta que sea alegada ó clasificada ó expuesta por un 
interesado, cuando legalmente no exista ó no puede existir. 

2° La competencia no procede, además, aún tomando como 
baKC la identidad de acciones y personas, cuando ya un juez ha 
prevenido en el juicio, porque los litigantes han dejado pasar el 
tiempo que la ley establece para alegar la incompetencia, y mu- 
cho más, si por cualquier causa se ha dictado sentencia de la 
que resulta ejecutoria. (Serie S'', tomo 6% página 222, Fallos de 
la Suprema Corte Nacional.) 
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3° Suponiendo que el interdicto que dice se tramita ante 
aquel funcionario, lé diera la jurisdicción que pretende sobre 
la cosa, resulta que mayor y anterior la tendría este juzgado 
por haber prevenido y sentenciado, sometiendo todos aquellos 
bienes, y entonces correspondería no el x)bstruccíonismo, que á 
nada conduce fuera de impedir la correcta administración de 
justicia, que es de interés público, sino el ejercicio de nuevas 
acciones que quedan siempre á salvo á favor de la parte, los 
que hayan surgido de los derechos que pudiera haber adquirido 
De Lorenzo ; corrobora el error del procedimiento seguido por 
el juez do 1' instancia, la circunstancia de que tramitándose la 
contienda, á causa de ser distintas las partes litigantes, no 
podría cumplirse el precepto de acumulación que se contiene 
en el artículo 45 de la ley de procedimientos nacionales, como 
con verdad jurídica lo sostiene el ejecutante. 

i"" Si no mediaran las razones expresadas en el 1° y 2^ conside- 
randos, resultará siempre que la causa está en ejecución de la 
sentencia recaída en juicio en que se han cumplido todos los 
trámites legales, por consiguiente fuera de estado de suspen- 
derse sin irrogar gravísimos perjuicios^ que resultarían si no 
se entregaran los bienes al señor Palma. 

5"^ De autos consta, además, que la fuerza pública puesta al 
servicio de este juzgado, no ha cumplido las órdenes que le dio el 
oliciaIdejusticia,á quien se cometió la diligencia de entrega, ale- 
gando como causa el comisario que la ejercía, que no había recibi- 
do órdenes de su superior para hacer fuego sobre los obstruccio- 
nistas, que llegaron en sus resistencias y avances hasta aliarse, 
amotinándose para impedir la acción de la justicia nacional, se- 
gún se desprende de las actas levantadas por el oficial de justicia. 

Resuelve : i® Rechazar la contienda de competencia promo- 
vida por el juez de 1^ instancia en el juicio que ha sentenciado 
el proveyente como juez federal ad hoc, y cuya sentencia es la 
que se ejecuta. 
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2^ Qae se libre oficio al señor Ministro de justicia de la Na- 
ción para que se sirva solicitar de quien corresponda que se 
ponga á disposición de este juzgado fuerza nacional suficiente 
para la ejecución de las providencias que la requieran y que 
se dicten por el proveyente en el juicio de que conoce. Comuni- 
qúese con inserción al juez de i* instancia local, doctor José 
Marcó. 

Miguel M, ñuiz. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Boenos Aires, Setiembre 9 de 1897. 
Suprema Corte: 

Don José María Palma interpuso ante el juez de sección del 
Paraná, acción de despojo contra don Ángel Arcioni, según re- 
sulta á foja 4, seguida la causa por sus trámites legales, fué 
resuelta á foja i83, declarándose probada la posesión del deman- 
dante y el despojo por parte del demandado ; y en. consecuencia, 
el deber de restitución de lo que constituía la materia de ese 
despojo. Esto sucedía en 3 de Mayo del corriente año. 

Al ejecutarse aquella resolución, don Atilio De Lorenzo ocurre 
ante el juzgado de primera instancia de la ciudad del Paraná, 
pidiendo el amparo de su jurisdicción para el mantenimiento de 
la posesión que asegura tener de los bienes mandados entregar 
á Palma, y el juez de i*^ instancia sostiene su jurisdicción, para 
conocer en ese incidente. 

De estos antecedentes surge el conflicto de competencia entre 
el juez federal adhoc, que ha conocido y resuelto en el juicio 
de despojo promovido por Palma, y el juez de lo civil de la pro- 
vincia de Entre Bios, que intenta conocer con||el interdicto sobre 
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mantenimiento de la posesión que motira la orden de desalojo. 

Por más que se sostenga que son dos jnicios diferentes y de 
dirersa especie, es indudable qne se refieren al mismo objeto y 
que lo resuelto en uno, necesariamente repugnaría á los propó- 
sitos del otro. 

Ante esta situación, pienso que la misma jurisdicción que ha 
intervenido y resuelto por sentencia definitiya el juicio de des- 
pojo, debe conocer del incidente surgido sobre retención de lo 
mandado entregar al despojado. 

Se observa qne lo resuelto por el juez federal no puede afec- 
tar á don Atilio De Lorenzo, que no intervino en el juicio de des- 
pojo, y para quien no es, por consiguiente, obligatoria lasen- 
tencia de desalojo. 

Esto puede ser exacto respecto del cumplimiento de la senten- 
cia en sí misma, pero no desvirtúa los fundamentos de la com- 
petencia, que es el punto procedente en el actual estado del 
juicio. 

De Lorenzo resolta cesionario de los derechos controvertidos 
en el juicio de desalojo, y esa cesión, por intermedio de nn terce- 
ro, se ha producido después de iniciado el pleito contra Arcioni, 
y más todavía, cuando ya estaba dictada la sentencia de desalo* 
jo, según la escritura agregada á foja 25 del expediente sobre 
retención. 

Si como cesionario sólo representaba los derechos del cedente, 
ó si por haberlos adquirido de un tercero, qnedaba exento de las 
responsabilidades que pesaban sobre aquel, estos son hechos que 
pueden constituir excepciones contra el desalojo ; pero que deben 
hacerse valer ante el mismo juez que lo ha resuelto en el expe- 
diente principal. 

El interdicto de retener la posesión mandada dar á nn tercero, 
es nn incidente de oposición á las declaraciones de la sentencia 
en el expediente principal. 

Es regla general de procedimiento, que los incidentes contra 
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la ejecacion déla sentencia, se disoatan y resaelvan por el jnez 
qae resolvió el punto, cansa fundamental de aquellos. 

Por estas consideraciones, opino que el interdicto de retener 
la posesión mandada dar por sentencia del juez federal, debe 
solucionarse como un incidente del juicio principal, por el mis- 
mo jaez federal que dictó la sentencia de desalojo, y pido á Y. E. 
se sirva asi declararlo. 

Sabiniano Kter. 



Fallo de la Siipreimi Corte 

Buenos Aires, Noviembre 4 de 1897. 

Vistos 7 considerando : Que el juez con jurisdicción para co- 
nocer de un asunto, la tiene al objeto de la ejecución de la sen- 
tencia que decida el pleito. Que por consiguiente es indudable 
que el juez federal de sección que ha conocido de la acción po- 
sesoria deducida por don José María Palma, es competente para 
entender en el cumplimiento de la resolución que ha recaído en 
el juicio. 

Que las enajenaciones que cualquiera de las partes en el plei- 
to, haga durante el mismo, no puede alterar la jurisdicción ya 
en ejercicio. 

Que según consta de autos, don Atilio De Lorenzo hace valer 
derechos adquiridos durante el juicio seguido entre Palma y 
Aroioni aute la justicia federal, y que invoca por razón de tras- 
misiones singulares que tienen su origen en el citado Arcioni, 
y por actos realizados pendiente dicho juicio. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con lo expuesto y pedido 
por el señor Procurador general, se declara que el juez federal 
tiene jurisdicción para entender en lo relativo al cumplimiento 
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de la sentencia dictada en la causa de referencia, correspondíén- 
dolé por Jo mismo conocer y resolver sobre los derechos que De 
Lorenzo pretenda hacer valer en contrario, con exclusión de la 
jurisdicción de los jueces locales, que se declara improcedente. 
Bemítansele, en consecuencia, los autos y avísese por oficio al 
jaez de primera instancia en lo civil del Paraná. Bepóngase el 
papel y notifíquese original. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BÜN- 
GE. — JUAN e. TORRENT. 



CAUSA CCCXJLIY 



El nuevo Banco Ingles del Rio de la Plata ; contra don Telésfo- 
ro Sturla ; sobre recision de contrato y darlos y perjuicios 

Sumario. — 1^ Las compra-ventas de oro sellado son con- 
tratos mercantiles, y la parte á quien se ha faltado tiene el de- 
recho de pedir su resolución y los daños y perjuicios. 

2^ Las moratorias que, antes de vencer el contrato, haya ob- 
tenido el deudor, no impiden que el acreedor haga uso de ese 
derecho. 

3® A más de los daños y perjuicios, se deben al acreedor los 
intereses de la suma en que hayan sido estimados, á contar des- 
de el día de la demanda. 
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Caso. — Lo explica el 



Falle del jriies Federal 

Rosario, Setiembre 4 de 1896. 

Vistos estos autos seguidos por el Nuevo Banco Inglés del 
Bío de la Plata, contra don Telésforo Stnrla, por cantidad de 
pesos proveniente de falta de cumplimiento de una obligación ; 
y resultando: que á foja iO se presenta el mencionado Banco, 
demandando al señor Sturla el pago de 20.424 pesos moneda 
nacional de curso legal ; ó cuando menos á la de 18.800 pesos 
de la misma moneda, por ser la diferencia líquida existente 
entre el precio convenido en la compra del metálico, según con- 
tratos, y el fijado por la Bolsa de Buenos Aires para las opera- 
ciones con vencimiento alál de Mayo de 1894. 

Las bases de la acción consisten : Que Sturla vendió ai Banco 
40.000 pesos oro sellado al precio de 359 pesos moneda nació- 
de curso legal, por cada 100 pesos oro sellado, que se compro- 
metía entregar Sturla al Banco en la fecha indicada, según los 
boletos de fojas 3 y 4. No habiendo cnmplido Sturla coa su 
obligación de entregar la especie vendida en el plazo convenido, 
el Banco, dice, hizo protestar los documentos y adquirió de otras 
personas las mismas cantidades, habiéndolas pagado al precio 
de 410 pesos montada nacional decurso legal por cada 100 pesos 
oro sellado. Para proceder así se funda el demandante en el ar- 
tículo 216 del Código de Comercio, que establece : que los con- 
tratos sinalagmáticos ó bilaterales llevan implícitamente la 
condición resolutoria para el caso en que una de las partes no 
cumple su compromiso. La parte á quien se ha faltado puede 
optar entre forzar ala otra á la ejecución de la convención ó 
pedir la rescisión con daños y perjuicios. 
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c Esto último es lo que exige el demandaote optando por la 
segunda parte del artículo citado. > 

El demandado pide el rechazo de la demanda por falta de 
fundamento legal, aunque reconoce los hechos substanciales 
que caracterizan la demanda. Dice : < que no ha faltado á sus 
compromisos, pues como lo demuestra con la carta de foja 9, 
dirigida previa consulta de los ínteryentores de la moratoria j 
abogado, ha estado dispuesto á entregar el oro Tendido^ en las 
condiciones expresadas en esa carta, es decir, á los tres dias del 
aviso, siempre que éste sea dado dentro de seis dias de la fecha 
de la carta, ó al fin de la moratoria. Si no entregó la especie el 
día del yencimiento de la boleta, fue porque el día antes, 30 de 
Mayo, obtenía la suspensión provisoria de pagos, en virtud de 
moratoria solicitada y acordada en conformidad al Código de 
de Comercio. De consiguiente, los términos de obligaciones 
personales del demandado, están afectados por la moratoria y 
no vencen sino el 30 de Mayo de 1895, no habiendo vencido el 
término, no hay derecho para calificar de inejecutada la obli- 
gación por parte del demandado, c Sostiene igualmente el de- 
mandado, que aún en el supuesto que la moratoria no produ* 
jara la suspensión de los términos de las obligaciones, la de- 
manda por daños y perjuicios fundada en el artículo 216 del 
Código de Comercio, dando por rescindido el contrato de ven- 
ta, no es legal, porque tal artículo no pronuncia tjp^o jure la 
rescisión en caso como el presente, pues no está pactada la con- 
dición resolutoria, sino que faculta al demandante á pedir la 
restitución con daños y perjuicios. El artículo 467 también au- 
toriza á pedir la rescisión del contrato. En ambos casos habla 
la ley de pedir judicialmente la rescisión del contrato y no de- 
clarar su resolución por propia autoridad. No ha podido, por 
tanto, comprar el Banco, el oro por cuenta de Sturla sin auto- 
rización judicial en tal sentido ». 

Que abierta la causa á prueba, la parte aotora ha producido 
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el informe corriente á foja 53, del Gerente del Banco de Londres 
7 Bío déla Plata, por el qae hace saber qne este Banco compró 
para el nuevo Banco Inglés, el 81 de Mayo de 1894 en la plaza 
de Buenos Aires, la suma de 45.000 pesos moneda nacional oro 
sellado al tipo de 406, por ser ese precio la ultima cotización en 
la plaza de Buenos Aires. A foja 54, informa el presidente del 
Centro Cemercial de esta ciudad, que la cotización del oro en 
plaza el d(a 31 de Mayo, era de 406 por ciento. De fojas 57 á 63, 
están los testimonios de las actuaciones ante el juez que enten- 
día en la moratoria de Sturla, en los que consta el informe de 
la comisión interventora y contiene las ventas de oro á que se 
refieren estos autos, sacados de los libros de Sturla. Ese informe 
manifiesta que no encuentran los interventores méritos para 
denegar la moratoria solicitada, porque queda un saldo, aún 
descontando la pérdida de 51 puntos del oro vendido^ que impor- 
taría 89.760 pesos . El informe del juez de comercio expone: 
Que el auto sobre concesión de la moratoria á Sturla, como él 
mismo expresa, tuvo en consideración, entre otras cosas, dicho 
informe. De foja 72 á foja 74 está el exhorto dirigido al juez 
federal de la Capital, por el que consta que en ios libros del 
Banco Inglés del Río de la Plata se encuentra asentada laope* 
ración de compra-venta de oro á que se refieren estos autos. A 
foja 64, presenta el demandado un escrito que dice : c conse- 
cuente con la doctrina y la ley que viene sosteniendo en estos 
actuados, pone á disposición del demandante en el día, el oro 
vendido, debiendo entregarle el Banco el precio convenido en 
los boletos». De este escrito dióse vista al actor, contestando se 
rechaze la propuesta, por ser importuna la oferta. El juzgado 
decretase tenga presente lo expuesto por una y otra parte para 
resolver en la sentencia lo que corresponda. Ambas partes hacen 
"mérito de la prueba y de lo alegado en el curso del litigio, lla- 
mando á continuacion^utos para sentencia. Para mejor proveer, 
con respecto al fuero, se pide informe al juez de comercio si ha 
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cesado la moratoria concedida, contestando qne ha terminado la 
moratoria por expiración del plazo acordado. 

Y considerando: 1® Qaeen mérito del reconocimiento que ha 
hecho el demandado de la exactitud de los hechos substanciales 
en que se funda la demanda, y en virtud de la prueba producida, 
queda demostrada la existencia legal de los contratos de venta 
de oro sellado hechos por Sturla á favor del Banco, acreditados 
en los boletos de fojas 3^4; que el vendedor no ha cumplido 
con la obligación de entregar la especie vendida, en el plazo 
convenido, aunque alega la causal de la moratoria, la que se 
tomará en consideración más adelante ; qne el oro sellado tenia 
un precio mayor el día del vencimiento de las boletas citadas, 
que el pactado en los mismos contratos. Por consiguiente, que- 
da reducido el litigio, según los derechos y defensas que hace 
valer cada una de las partes, á considerar y resolver el siguiente 
cuestionario : 

o^ ¿Se ha demandado en esta causa la ejecución ó cumpli- 
miento de la obligación personal del deudor? 

6^ ¿ La moratoria en que estuviere el deudor, suspéndela 
obligación de entregar el oro vendido? 

cj ¿Se ha demandado en este proceso la resolución délos 
contratos y los daños y perjuicios, ó únicamente estos últimos? 

d) ¿Es procedente la rescisión en el presente caso* y debe 
soportar el demandado la diferencia del precio del oro, como 
compensación de los daños y perjuicios. 

2o Considerando en cuanto á hi primera cuestión : que en el 
escrito de demanda no se pide en ningún capítulo que ol señor 
Sturla cumpla con su compromiso de entregar la especie vendi- 
da, sino qne se ha optado por ejercitar la facultad que da al 
acreedor la segunda parte del artículo 216 del Código de Co- 
mercio para demandar la resolución del contrato con más los^^ 
daños y perjuicios. Por consiguiente, el «demandado no puede 
alegar en esta acción la excepción de estar en moratoria, y cuyo 
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efecto, según el articulo 1599 del citado código, es suspender to- 
da 7 cualesquiera ejecuciones y suspender igualmente la obliga- 
ción de pagar las deudas permanentes personales del que ha ob- 
tenido la moratoria. £1 hecho mismo de no haberse suspendido 
en ningún momento el procedimiento de este juicio, ni haber 
eligido el acreedor el pago ó entrega de la cosa vendida, demues- 
tra qne no es el caso de acogerse á la primera parte del articu- 
lo 1599, pues la presente acción es un litigio ordinario^ en el 
qne se pide la declaratoria de rescisión de un contrato y la con- 
denación accesoria de daños y perjuicios. La moratoria podrá 
servir en ciertos casos como causal justificable para impedir 
transitoriamente la resoluciondel contrato y absolver al deman- 
dado de los daños y perjuicios; pero la ley, ni la jurispruden- 
cia le dan el efecto que le atribuye el demandado c de suspender 
los términos de las obligaciones, de tal suerte que se realizo la 
ficción deque durante el año de moratoria no han transcurrido 
los plazos acordados en los contratos ». El artículo 1598, al 
autorizar pagos proporcionales se pone en el caso que hayan 
créditos que vencen durante la moratoria. Si la ley hubiera 
querido que se suspendan los plazos para el cumplimiento 
de las obligaciones se habría expresado claramente en esta 6 
análoga forma: c el efecto de la moratoria, es suspender los tér- 
minos para el pago ó prorrogar los plazos de las obligaciones 
personales del deudor ». No está redactado así el artículo 1599 
porque él establece que la moratoria sólo suspende las ejecu- 
ciones y pagos vencidos antes ó durante ella. 

3^ Considerando en cuanto á la segunda proposición: que 
la moratoria judicial no suspende e;2 a¿5o/¿/¿o la obligación de 
pagar los créditos meramente personales, porque, según el 
artículo 1598, el acreedor tiene derecho á exigir y el deudor 
obligado á pagar proporcionalmente los créditos que existan al 
tiempo de pedir la moratoria. 

El mismo deudor é interventores de la moratoria hanlo com- 
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prendido así al ofrecer en la carta de foja 0. entregar la canti- 
dad total de oro vendido. Si á la oferta hubiera seguido la con- 
signación efectiva de lo prometido; ó se hubiera consignado en 
la época de los vencimientos de los boletos la coota proporcio* 
nal que correspondía á estos créditos (jlel Banco, se habría ajos* 
tadp á los términos de la ley. 

En el escrito de contestación de la demanda, se desarrolla 
el principio contenido en el artículo 1598, pero incurriendo en 
el error de considerar como facoltad potestativa en el deudor 
de pagar ó no las deudas que se convenga, argumentando del 
siguiente modo: c la moratoria concedida á un comerciante, es 
un beneficio concedido en exclusivo provecho suyo. Como todo 
beneficio, puede renunciarse, y de este derecho puede usar en 
la moratoria el comerciante á quien convenga hacer un pago 
antes del vencimiento de aquella ». £1 artículo 1601, citado en 
apoyo de este razonamiento, establece qoe la moratoria es per- 
sonal al deudor, y qoe no aprovecha á los deudores ó fiadores, 
mas no dice ese artículo, ni otro del código que la obligación 
de pagar los créditos queda sujeta al resultado arbitrario de 
las conveniencias del deudor. 

4^ Considerando en cuanto á la tercera proposición : que la 
idea predominante en el escrito de demanda estú perfectamente 
manifestada y expresada : demandar la rescisión de los contra- 
tos y se condene al demandado al pago de las diferencias 
del precio del oro como indemnización de los daños y per- 
juicios. € En los parágrafos 6*^, 7** y 11* del escrito de foja 10. 
se lee con claridad la intención de optar por la segunda parte 
del artículo 216 del Código de Comercio, que es demandar la 
rescisión de los contratos y cobrar las diferencias en concepto 
de daños y perjuicios. No existiendo en el trámite de los juicios 
ante la justicia federal el procedimiento de riguroso formulis- 
mo de la antigua legislación romana y de las partidas, á cuyas 
solemnidades estaban atados jueces y litigantes, está hoy en vi- 
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gencia el principio más confarme á la razón de la ley 10, título 
17, libro 4^ de la Recopilación Castellana, según la cual las 
cansas deben resolverse sabida la verdad, sin obtener escrupu- 
losas solemnidades, aunque fuesen de las que llaman del orden 
y sustanciacion de los juicios, por lo cual enseñan los autores 
prácticos que el juez no debe ligarse á las palabras de la con- 
clusión de la demanda, que es la que generalmente determina 
la acción/ para conceder 6 negar lo que en ella se pide, antes 
debe suplirla, convirtiendo el juicio en beneficio de las partes, 
y la justicia, si de él resulta manifiesto el derecho qne corres- 
ponde al actor y no es ajeno á la materia de la demanda. Es 
esta la jurisprudencia establecida por la Suprema Corte en va- 
ríos fallos, especialmente en el muy ilustrado de la serie 4*, to- 
mo 8°, página 160. 

Los autores que han estudiado el procedimiento patrio, ense- 
ñan las mismas reglas que debe observar el juez al dictar sen- 
tencia. Entre estos jurisconsultos se encuentran Castro, que 
en la página 48 de su obra intitulada Práctica Forense, dice : 
c pero después que la ley recopilada removió la necesidad de 
observar escrupulosas solemnidades., aunque fuesen de lasque 
se llaman del orden y substancia de los juicios, dispuso que se 
determinase las causas, sabida la verdad. Por ejemplo: si la 
demanda es por Venta hecha por lesión enormísima en más de 
la mitad del justo precio, en la cual competiendo la elección al 
demandado de suplir el precio 6 volver la cosa, el demandante 
pide determinadamente la cosa, ó al contrario, estando el juez á 
la letra de la demanda, debería absolver al demandado de la 
instancia y condenar a! demandante en las costas, porque carece 
de acción eficaz en la forma que pide, pero para evitar una nueva 
demanda, nuevo juicio, nuevos gastos y dar á las partes lo que 
les corresponda por sus contratos, debe el juez atenta la ver- 
dad, suplir estos defectos y concebir su sentencia, condenando 
al demandado á que restituya la cosa 6 rezars.i el justo precio >. 
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£1 doctor Gerónimo Cortez ba sintetizado el mismo pensamiento 
con esta brillante frase : c Las formas j solemnidades en los 
juicios ban sido establecidas para descubrir la verdad y no para 
ocultarla. La mayor parte de los jurisconsultos franceses j tam- 
bién muy especialmente el sabio alemán SaTigny, nos enseña 
que la jurisprudencia moderna va caminando en su progreso á 
la idealización del derecbo ; que la forma rigurosa tiende i de- 
saparecer con la civilización ;' los procedimientos judiciales se 
simplificarán de tal manera que los que litigan no observaran 
sino aquello que es de absoluta necesidad para exteriorizar la 
cuestión que ventilan. Estas reglas y principios son de aplica- 
ción oportuna para resolver el presente caso, que la intención 
del actor, manifestada- expresamente en diversos pasajes del 
proceso, es demandar á la vez la rescisión de los contratos jun- 
tamente con la indemnización de daños y perjuicios que le ha 
ocasionado la falta de cumplimiento por parte deldemandado, y 
no únicamente esta únic» conclusión, como sostiene la defensa. 
5® Considerando en cuanto á la última tesis : que los artícu- 
los 2i6 Y 467 del Código de Comercio autorizan á una de las 
partes, en los contratos bilaterales ó sinalagmáticos, á pedir la 
resolución del contrato con daños y perjuicios, cuando la otra 
parte no ha cumplido su compromiso en el plazo estipulado ; la 
rescisión es procedente en este caso, porque es de la naturaleza 
del contrato de compra-venta de oro sellado á plazo, que debe 
entregarse el metálico el mismo día designado ; porque las va- 
riantes continuas en su precio, por la cierta y demanda diaria 
en el comercio, hace presumir lógicamente que la intención de 
ambos contratantes ba sido que el cumplimiento de los compro- 
misos no sufra prorrogación bajo ningún concepto. Esta presun- 
ción es tanto más justificada cuantió no se trata de una sola ne- 
gociación aislada, sino de una serie de operaciones llevadas á 
cabo por comerciantes que se dedican á esta ciase de negocios, 
como lo demuestran los dos juicios que se tramitan en este juz- 
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gado y el informe de lo8 acreedor es ante el juez de comercio. 

El artículo 216 es semejante al 1184 del Código Civil francés 
y su estudio sirve para corregir el error de impresión deslizado 
en el primero, y también para la recta aplicación de sas princi- 
pios. La condición resolutoria ea siempre sobrentendida en los 
contratos sinalagmáticos para el caso que una de las partes no 
satisfaciera su compromiso. En este caso, el contrato no se re- 
suelve de pleno derecho. La parte para la cual no ha sido cum- 
plida la obligación, tiene la elección ó de forzar á la otra á la 
ejecución de la convención, cuando es posible, 6 demandar la 
reso/uct'on con danos é intereses. La resolución debe ser deman- 
dada ante el juez y él puede acordar al demandado un plazo, se-» 
gun las circunstancias. 

Demolombe, estudiando la aplicación de este articulo en el 
tomo XXV, página 454 y siguientes de su obra de derecho ci- 
vil, dice : cLa condición resolutoria que el artículo 1184 decreta, 
es muy importante, y juega un rol muy importante en las rela- 
ciones de la vida civil » (con razón más fundamental en las re- 
laciones de orden comercial). 

Buenas razones no falta para justificar este principio. Es 
claro, desde luego, que la misma consideración de equidad y de 
utilidad práctica, que le hizo admitir en el derecho antiguo, lo 
recomienda aún en el derecho moderno. Pero, nos parece qne 
puede ser justificado, además, de una maner<x satisfactoria, bajo 
el punto de vista científico. 

En efecto, en los contratos sinalagmáticos, la obligación de 
una de las part3s, siendo la causa de la obligación de la otra, 
resulta que si una de ellas no cumple su obligación, la obliga- 
ción de la otra cesa de tener una causa por aquella razón ; de 
suerte que la condición resolutoria tácita se vuelve una conse- 
cuencia lógica de los principios relativos á la causa de las obli- 
gaciones comerciales ; y es bajo este aspecto que los mismos 
lurisconsultos romanos la habían considerado, estableoida en 

T. LXX 26 
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los contratos innominados, acordando á la parte para la cual 
el pacto no se había ejecutado una conditio ai causam dati causa 
non secuta. 

Por otra parte^ interrogada la común intención de las partes, 
y no es verdad que ellas no han querido obligarse recíproca- 
mente, sino bajo la condición, en efecto, que las obligaciones 
recíprocas serian ejecutadas, ¿quién snpondríaque el vendedor 
entiende entregar la cusa incomentablemente al comprador, si 
éste no paga el precio ? ¿ Y quién podría creer que el comprador 
entiende pagar incomentablemente el precio al vendedor, si éste 
no le entrega la cosa? He aquí, creemos, una explicación que 
justifica científicamente la condición resolutoria tácita (véase 
páginas 460 7 461). 

Es en los términos los más generales que el artícnlo 1184 
dispone que la condición resolutoria es siempre subentendida, en 
los contratos sinalagmáticos, para el caso en que una de lus par- 
tes no satisfaciera su compromiso. No hay que distinguir de 
dónde procede esta inejecución, ya sea por negligencia imputa- 
ble á la otra parte, ó por caso fortuito, ó de fuerza mayor. 

Desde que, en efecto, la condición resolutoria procede por 
falta de cansa, la obligación de la parte para la cual el contrato 
no se ha ejecutado, por cualquier motivo que sea, falta, desde 
luego, uno de los elementos esenciales á su existencia. Es nece- 
sario agregar, sin embargo, que si la resolución puede ser de- 
mandada, aún en el caso en que la inejecución por una de las 
partes no le es imputable, pertenece á los jueces tomar en con- 
sideración las circunstancias por las cuales la inejecución se 
encnentra retardada ó impedida. 

Vemos, en efecto, que los jueces tienen, en la aplicación de 
esta condición resolutoria, un poder de apreciación discrecional, 
en virtud del cuUl pueden, si hay lugar, suspender el efecto de 
la resolución y acordar un plazo al demandado. Es muy justa- 
mente que se dice que la rescisión es en este caso judicial. Este 
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principio es notable y del que resolta que, en tanto que la deci- 
siun judicial no se pronancie por la rescisión, la convención 
continúa existiendo; luego, si la conyencion existe aún, ella 
puede prodacir sus efectos, y por consiguiente, el deman- 
dado puede, en tanto que dure la instancia, conjurar la resolu- 
ción, ejecutando su resolución (véase : páginas 4fí8y 482). Es 
haciendo uso de este poder discrecional que confiere la ley al 
juez y tomando en consideración las circunstancias del caso 
que resuelve la rescisión de los contratos, fundado en que el 
demandado no ha manifestado con hechos positivos su voluntad 
de cumplirlos. Verdad es que ofrece reiteradas veces cumplir 
sus compromisos ; pero las ofertas no son sino simples promesas 
y con promesas no se satisfacen las necesidades económicas del 
comercio. La oferta de pagar una deuda, si no va seguida de la 
entrega ó consignación efectiva del valor debido, no modifica la 
situación jurídica del deudor. Nuestro derecho civil y comercial 
exige que se haga el depósito judicial de la cantidad debida é 
intimar judicialmente al acreedor reciba el valor depositado, 
para que el deudor pueda considerarse libre de la deuda por el 
pago por consignación. El proceso demuestra que el demandado 
no ha hecho consignación de la deuda antes del juiciu, ni du- 
rante la moratoria ha depositado la parte proporcional de su 
deuda, segan el artículo i 598 del Código de Comercio lo dispo- 
ne, ni después de la moratoria ha evitado las consecuencias de 
este litigio sobre rescisión, cumpliendo el contrato ; luego no 
corresponde, en conclusión, sino pronunciar la rescisión. Por la 
resolución del contrato, también se manifiesta acorde la comi- 
sion de acreedores de Sturla, al informar al juez de la morato- 
ria, del estado de sus negocios, puesto que cargan al pasivo la 
cantidad de ochenta y nueve mil setecientos sesenta pesos mo- 
neda nacional, que ellos consideran legítimamente debidos por 
el demandado, por efecto de la rescisión del contrato ó falta de 
cumplimiento en la época convenida ; y, habiendo aceptado el 
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demandado, sin protesta alguna, las conclusiones á que ha lle- 
gado la comisión de acreedores, á mérito de las cuales ha obte- 
nido el importantísimo beneficio de que el juez de comercio le 
concediera moratoria, es lógico presumir que se ha conformado 
lo que la comisión ha manifestado deber él. Por otra parte, el 
plazo que el juez puede conceder, autorizado por los artículos 
216 7 417, para que el deudor cumpla con su compromiso, antes 
de pronunciar la sentencia de resolución, lo ha tenido sobrada- 
mente el demandado, por razón de la moratoria y por la duración 
del presente proceso. 

6<* Considerando en cuanto á los daños y perjuicios : que es 
de rigor aplicarlos, como consecuencia forzada, de la resolución 
declarada en el anterior considerando, autorizada, además, por 
el artículo 216 del Código de Comercio. Los daños y perjuicios 
consisten en la diferencia de precio que tenía el oro el dia del 
vencimiento de la obligación, con respecto al precio acordado 
en los boletos de compra-venta. Esa diferencia, cobrada por el 
actor, es la consecuencia inmediata y necesaria de la falta de 
cumplimiento de la obligación del demandado; ya se considere 
como pérdida efectiva {damnum emergens) sufrida por el banco, 
á causa de que tuvo que adquirir de otro vendedor la misma es- 
pecie á mayor precio que el convenido con Sturla, ó ya que se 
atribuya á la utilidad legítima que había obtenido el banco ven- 
diendo el oro á mayor precio, si el deudor le hubiera cumplido 
con la promesa de entregarle el dia convenido. Por estas consi- 
deraciones y concordantes del fallo de la Suprema Corte Nacio- 
nal, contenido en la serie 2*, tomo 16, página 824, que en lo 
pertinente se incorpora á esta sentencia, fallo definitivamente: 
condenando al señor Telésforo Sturla, al pago de la diferencia 
entre el precio de trescientos cincuenta y nueve pesos moneda 
nacional por cada cien pesos oro sellado, á que se refieren, los 
contratos de fojas 3 y 5, y el de cuatrocientos seis pesos moneda 
nacional por cada cien pesos oro sellado. Ejecutoriada que sea 
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esta sentencia, hágase la liquidación por el secretario sobre la 
base de las cantidades expresadas en los contratos de venta de 
fojas 3 7 5. Con costas. Notifíquese con el original y repóngase» 

Daniel Goytia . 



Fallo de \m Üaprema Corte 

Buenos Aires, NoTÍembre 4 de 1897. 

Vistos : Resulia : Que ambas partes, según se demuestra por 
los términos de la litis contestatio, han reconocido la verdad y 
legitimidad de las dos operaciones de compra-venta de moneda 
metálica, de fojas tres y cinco, que celebraron con vencimiento 
al treinta y uno de Mayo de mil ochocientos noventa y cuatro, 
al tipo de trescientos cincuenta y nueve pesos moneda nacional, 
billetes por cien pesos oro sellado. 

Que también es un hecho reconocido por ambas partes, que el 
vendedor don Telésforo Sturla no entregó, en el dia estipulado, 
al comprador Nuevo Banco Inglés del Bio de la Plata, el oro 
vendido, por lo que este último dedujo contra el primero la de- 
manda de foja diez, en la cual, como se ve en el párrafo once de 
la misma, exigió la rescisión del contrato con los danos y per- 
juicios, pidiendo se condenase á Sturla al pago de una de las 
cantidadf3S que expresa á la conclusión del escrito de demanda, 
como diferencia que se le adeudaba entre el precio á que se co- 
tizaba el oro en la Bolsa de la Capital de la Bepública, el treinta 
y uno de Mayo de mil ochocientos noventa y cuatro, y el fijado 
en los contratos, con más los intereses desde el primero de Ju- 
nio de ese año y las costas.. 

Que, á su vez, el demandado Sturla pidió el rechazo de esta 
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demanda, con costas, alegando que no era, ni podía reconocerse 
deudor de la cantidad que se le demandaba, porque había obte- 
nido judicialmente moratorias por el término de un año, desús 
acreedores, un dia antes del plazo fijado para el cumplimiento de 
sus contratos celebrados con el banco, y en virtud de esas mo- 
ratorias habiendo quedado suspendida la obligación de pagar sus 
deudas puramente personales, según la explícita disposición del 
artículo mil quinientos noventa y nueve del Código de Comercio, 
no podía considerársele obligado á entregar al banco el oro ven- 
dido en el dia fijado al efecto, por tratarse de una obligación, 
como ésta, puramente personal. Agregó, además, que, por afectar 
las moratorias el cumplimiento de las obligaciones personales 
del deudor, el término de éstas no vence sino cuando aquellas 
concluyen, y que antes de su vencimiento no hay derecho para 
tener por inejecutada su obligación para con el banco, ni para 
dar por rescindido el contrato de venta, demandando daños y 
perjuicios, pues que la ley no declara ipsojure la rescisión sino 
que faculta para pedirla judicialmente y al juez para negarla 
también, acordando, según las circunstancias, un plazo al de- 
mandado. 

Que puesta la causa á prueba y presentados los respectivos ale- 
gatos sobre el mérito de la producida, se ha dictado la sentencia 
de foja ciento treinta, por la que se condena á Sturla á pagar al 
banco demandante la diferencia entre el precio estipulado del 
oro en los contratos de fojas tres y cinco, y el que tenía, segnn 
la cotización de la Bolsa de la Capital de la República, el dia 
treinta y uno de Mayo de mil ochocientos noventa y cuatro, con 
con costas. 

Que considerándose agraviado con esta sentenoia el deman- 
dado, lo mismo que el actor, por no haberse condenado á éste al 
pago de los intereses que solicitó en la demanda, ambos apelaron 
de ella para ante esta Suprema Corte. 

Y considerando: Que los contratos de compra -venta de oro 
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Stíilado de fojas tres y oinco, son contratos de carácter mercantil, 
según el artículo cuatrocientos cincuenta y uno del Código de 
Comercio, y se reglan, con tal motivo, por las disposiciones de 
este código. 

Que, en consecuencia, y dado el hecho comprobado en autos, 
de no haber el demandado Sturla entregado, en el plazo estipu- 
lado en dichos contratos, la cantidad de pesos oro que vendió al 
Nuevo Banco Inglés del Rio de la Plata, es indudable que éste 
ha podido en su. calidad de comprador, solicitar, como lo ha he- 
cho en la demanda de foja diez, la rescisión de esos contratos 
con los daños y perJuicios^ procedentes de la demora, siendo como 
es éste, uno de los derechos que esplícitamente acuerda al com- 
prador, para el caso de que se trata, el artículo cuatrocientos 
sesenta y siete del citado código. 

Que á la legitimidad del ejercicio de este derecho no ha po- 
dido oponer Sturla, con resultado favorable, la concesión judicial 
de moratorias que le hicieron sus acreedores, porque, aún cuan- 
do sea cierto el hecho de esa concesión tal como lo refiere el de- 
mandado, no es menos exacto también, que la moratoria no ha 
podido invocarse para otros efectos, que los muy limitados que 
le atribuye el artículo mil quinientos noventa y nueve del Có- 
digo de Comercio, y que son c suspender toda y cualesquiera eje- 
cuciones y suspender igualmente la obligación de pagarlas deu- 
das puramente personales del que ha obtenido la moratoria », lo 
que, ciertamente, no quiere decir, como lo ha pretendido Sturla, 
que el término de las obligaciones personales del deudor no venza 
durante la moratoria, aunque en ella se cumpla, ñique deje de 
haber derecho para tener por inejecutada la obligación de aquel, 
antes del vencimiento de la moratoria, cuando realmente no se 
ha ejecutado. 

Que la suspensión del pago délas obligaciones personales del 
deudor en moratoria, no implica negar al acreedor el ejercicio, 
en juicio, de las acciones que tenga para pedir y obtener el re- 
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conocimiento de los derechos que el contrato, ó la ley le acuerde 
contra sa deudor, como lo demuestra el texto mismo del artículo 
mil quinientos noventa y nueve en su último inciso, cuando fi- 
jando el alcance de las moratorias con relación al curso ordina- 
rio de las causas pendientes, ó que de nuevo se iniciasen, dispo- 
ne, que éste sólo se su^ende en cuanto i la Recudan, lo que vale 
decir, que la moratoria no obsta al más amplio ejercicio, enjui- 
cio, de todos los derechos del acreedor, ya dimanen de contrato 
ó de la ley, con tal que no se trate, por su parte, de ejecutar al 
deudor. 

Que, según esto, no siendo una ejecución la que se ha enta- 
blado contra Sturla por la demanda de foja diez, sino una acción 
dirigida á obtener judicialmente la rescisión de los contratos de 
fojas tres y cinco, con los daños y perjuicios, procedentes de la 
demora en no haber cumplido, ásu debido tiempo, la obligación 
que por ellas se impuso, es evidente, que no puede oponer la 
moratoria, al ejercicio de dicha acción, ni pedir, en sa mérito, 
el rechazo de la misma, estando fundada en el hecho incontes- 
table de haber faltado Sturla á lo estipulado en los referidos 
contratos, y en el texto expreso del artículo cuatrocientos se- 
senta y siete del código ya citado. 

Que tampoco vale alegar contra hi acción deducida, que los 
contratos á cuyo cumplimiento falta una de las partes, no se re- 
suelven ipso jure, y que los tribunales pueden, según las cir- 
cunstancias, conceder un plazo al demandado, porque, tocante 
á lo primero, el banco ha pedido^ de acuerdo con el artículo dos- 
cientos diez y seis del Código de Comercio, que el juzgado pro- 
nuncie la resolución de los contratos celebrados con Sturla, y 
que lo condene al pago de las diferencias que expresa al final de 
su demanda, como justa indemnización de los daños y perjuicios 
que le ha causado ; y porque en cuanto á lo segundo, no podrían 
los jueces hacer uso, en el presente caso, de la facultad que les 
acuerda el último inciso del referido artículo doscientos diez y 
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seis, concediendo á Sturla on plazo_ cualquiera, desde que esa 
facultad deben ejercerla según las circunstancias» lo que impor- 
ta decir, directamente, ó según la equidad y no habría discre- 
ción, ni equidad, en acordar á Sturla un plazo para que cumpla 
los contratos antes mencionados, cuando por haber bajado ya el 
precio del oro, el banco no recibiría el que había comprado con 
el mismo valor en moneda legal, que le daban las cotizaciones 
de la bolsa, el dia treinta y uno de Mayo de mil ochocientos 
noventa y cuatro, fecha en que debió entregársele, viniendo á 
resultarle un perjuicio positivo, por razón de lucro cesante, á la 
vez que para Sturla, una ganancia con daño del banco, estando 
el oro á menos precio del estipulado con éste, según se ha afir- 
mado en autos sin contradicción. 

Que respecto á los intereses que el actor ha demandado tam- 
bién, y que corresponden á la cantidad que ha pedido se le pague 
como indemnización de daños y perjuicios, justo es que se le 
abonen según la tasa fijada por el Banco de la Nación, no desde 
la fecha que los cobra aquel sino desde la notificación de la de- 
manda, como lo tiene resuelto la jurisprudencia de esta Supre- 
ma Corte entre otros casos, en el que se registra en el tomo cua- 
renta y tres, página ciento ochenta de sus fallos. 

Por estos fundamentos y concordantes de la sentencia ape- 
lada de foja ciento treinta, se confirma ésta, con costas, decla- 
rándose que el demandado debe pagar intereses sobre la canti- 
dad que se le manda abonar por dicha sentencia, desde la fecha 
de la notificación de la demanda. Repuestos los sellos, devuél- 
vanse, pudiendo notificarse con el original. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGB. — JUAN 
£. TORRENT. 
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CAUSA CCC.iCIiY 



El Fisco Nacional contra J). Juan A. Argerich, por^expropiacion; 

sobre apelación denegada 

Sumario. — No son apelables los autos dictados con calidad 
de c para mejor proveer >. 



Caso. — El juez desigaó, para mejor proveer, dos peritos para 
que practicasen una nueva estimación del terreno, en vista de 
la diferencia con que se expidieron los peritos nombrados por Jas 
partes. 

Habiéndose negado al procurador fiscal la apelación que de- 
dujo, ocurrió de hecho á la Suprema Corte. 



Fallo de la Stt|ireiiia Corte 



BuBDOs Aires, Noviembre 6 de 1897.- 

Autos y vistos: Resultando de la precedente exposición que 
el recurso se ha deducido contra un auto por el que, con la cali- 
dad de para mejor proveer, el inferior nombra peritos para el 
justiprecio de la indemnización debida por causa de la expro- 
piación, y teniendo en consideración que autos de esa naturaleza, 
á los fines y con la calidad expresada, no son apelables, como lo 
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tiene estableeido la jarispradencía de esta Suprema Corte, se 
declara bien denegado el recorso. Remítanse al jaez de la cansa 
para la agregación á sas antecedentes. 

BBNJ AMIN PAZ. — LCIS V. TA- 
KELA. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BÜNGE. 



CAUSA ceexi^ifE 



D. Dalmiro J. Hagan, solicitando la creación de un registro 

de contratos públicos en Gallegos 

Sumario. — El Poder Ejecutivo tiene facultad de crear regis- 
tros de contratos públicos en los centros de población distantes 
de la capital de la gobernación, que cuenten con no menos de 
cinco mil habitantes. 



Caso. — El escribano don Dalmiro J. Magan, se presentó al 
Poder Ejecutivo solicitando la creación de nn registro de contra- 
tos públicos, en Gallegos, capital del territorio de Santa Cruz. 
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VISTA DEL SEllOR PROGCRADOR GENERAL 



Buenos Aires, Octubre 25 de 1897. 

Suprema Corte: 

La ley sobre diTision de los territorios nacionales, de 9 de No- 
viembre de 1889, modificó la de 1884, dejando establecido el 
artículo 44, en esta forma : t Habrá un escribano secretario en- 
cargado de actuar en los juicios que se sigan ante el juez letrado, 
el que será también de registro ». 

Ante esa prescripción legal, no sería procedente la oreaciou 
del Begistro de contratos públicos, solicitada por el escribano 
Hagan, si ya existiera funcionando el registro anexo á la secre- 
taría del juzgado territorial. Pero entiendo que ese juzgado no 
se ha proveído ni se proveerá por ahora en el territorio de Santa 
Cruz, y siendo esto exacto, sería conveniente al vecindario la 
creación del registro público solicitado, sin que ello importe res- 
tringir los derechos excluyentes del secretario que fuese nom- 
brado, cuando el poder ejecutivo juzgue oportuno organizar el 
juzgado territorial. ' 

Sabiniano Kier. 



Rcfl^lttclon de ln Suprema Corte 

Buenos Aires, Noviembre 6 de 1897. 

Con lo informado por el señor Procurador general y haciéndose 
constar que, con arreglo al artículo cuarenta y cuatro de la ley 
sobre organización de los territorios nacionales, reformado por 



DE JUSTICIA NACIONAL 413 

la ley número dos mil seiscientos sesenta y dos, el Poder Ejecu- 
tivo puede crear nuevos registros en los centros de población 
que, contando con &o menos de cinco mil habitantes, se hallen 
distantes de la capital de la gobernación, lo que sirve á demos- 
trar que tiene facultad para autorizar la creación de la escriba- 
nía de que se trata, desde que no hay escribano en ejercicio, en 
el territorio de la referencia, devuélvase este expediente al Poder 
Ejecutivo con el oficio respectivo. Repóngase el papel. 

benjamín paz. — LUIS V. VÁ- 
RELA. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. 



CAUSA CC^CXI^VII 



D. Nicolás Pérez contra D. Domingo Padula, por cobro ejecutivo 

de pesos; sobre endoso en blanco 

Sumario, — En los documentos de carácter comercial, el en- 
doso en blanco constituye un endoso completo. 



Caso. — Resulta del 
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VaIIo del JítteB IPederál 



Paraná, Agosto 5 de 18d7. 

Vistos 7 considerando : Que segan el artículo 627 del Código 
de Comercio, cuando el endosante de una letra se limita á fir- 
mar, con su nombre ó el de la razón social á que pertenezca, ese 
hecho indace la presunción de que endosa á la orden del porta- 
dor y de que ha recibido el valor de la letra. Pero como según 
el artículo 626, para que el endoso sea completo, debe contener 
á más de estos requisitos, la fecha del dia en qne se verifica, 
circunstancia esencialísima para juzgar de los efectos legales 
de la trasmisión respecto de terceros, artículo 1408 del código 
citado, es evidente, según estas disposiciones combinadas, que 
aún el endoso ^n blanco debe ser fechado, ya sea por el mismo 
endosante ó por el endosatario sin antidaiarlo, como lo previene 
el artículo 633. De modo que si llega el día de su vencimiento 
sin llenar este requisito, el endoso queda imperfecto, j el endo- 
satario sólo puede exigir el pago y hacer protestar la letra, pero 
no ejercer acciones judiciales (artículo 628 del Código de Co- 
mercio). 

Que en el caso en cuestión, ninguno de los endosos de los 
tres pagarés que sirven de base á la ejecución, ha sido fechado. 

Que esta omisión pudo, sin embargo, quedar reparada en el de 
lÜ.OOO pesos, foja 20i, único que fué protestado, si él hubiese 
sido presentado al escribano en las 24 horas del dia del venci- 
miento, como lo previene el artículo 713, por el mismo señor 
Pérez; pues esa sola circunstancia habría probado cumplida- 
mente que el endoso en blanco se hizo en tiempo hábil antes del 
vencimiento y no después, lo que no se verificó, pues de los 
mismos términos de la escritura del protesto, resulta que el eje. 
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outante señor Pérez oo presentó el pagaré al escribano el dia del 
yencimiento, que era el 16 de Mayo, sino el i8 del mismo. 

Que por consiguiente los endosos de los tres pagarés con que 
se ha iniciado esta ejecución, son incompletos y no aparejan 
acción ejecutiva á favor del portador señor don Nicolás Pérez. 

Que si bien no deben recibirse contra la acción ejecutiva de 
las letras de cambio, otras excepciones que l^s enumeradas por 
el artículo GTttdel Código de Comercio, entre las que no se en<- 
cuentran las deducidas por la parte de Padula, pues la que se 
dice falsedad del endoso no debe calificarse sino de simulación, 
según la exposición de los hechos; con todo, tal prohibición pre- 
supone que la ejecución se ha despachado en virtud de una letra 
ó pagaré con fuerza ejecutiva á favor del ejecutante, y no cuando 
no la tiene, como sucede en este caso según se ha visto. 

Por estas consideraciones, sin hacer lugar á las excepciones 
propuestas, el juzgado declara que no procede la ejecución ini- 
ciada á nombre de don Nicolás Pérez, y revoca, por contrario 
imperio, el auto de solvendo de foja 25 vuelta, quedando sin 
efecto todo lo actuado en la ejecución. 

T. Pinto. 



Fullo de la Suprema Certe 



Buenos Aires, Noviembre 6 de 1897* 

Vistos y considerando : Que los documentos que en testimonio 
corren á foja primera son de carácter comercial por razón de la 
forma en que están concebidos, y por tanto, transmisibles por 
medio de endoso. 

Que los artículos seisoientos veintisiete y seiscientos ?eintio- 
cho del Código de Comercio, autorizan el endoso sometido á la 
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simple forma de la firma del endosante, estableciendo así una 
limitación á la regla general contenida en el artículo seiscientos 
Teintiseis. 

Qae el citado artículo seiscientos veintiocho, en términos cla> 
ros y precisos coloca el endoso en blanco en las mismas condi- 
ciones que el endoso completo del artículo seiscientos veintiséis, 
llamando tan sólo imperfectos á los endosos que no reúnan las 
condiciones de algunos de aquellos. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia de foja ciento 
siete, y devuélvanse para que el inferior, apreciando las excep- 
ciones opuestas por el demandado, en cuanto no se refieren á la 
forma del endoso, proceda con arreglo á derecho. Bepóngase 
el papel. 

BERJAIIIN PAZ. — LUIS V. VÁRELA.' 
— ABEL BAZAR. — OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN E. TORRBRT. 



CAUSA CCXXI.YIII 



Garda y Duffo contra Marin, Aranda, López y C, por cobro de 
pesos, y arraigo del juicio; sobre apelación de resolución de 
los tribunales de la Capital. 

Sumario. — La interpretación por los tribunales locales de la 
ley de procedimientos no autoriza el recurso para ante la Supre- 
ma Corte. 
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Caso. — Los señores García yDaffo demandaron ante el juez 
de comercio de la Capital, á los señores Marin, Aranda, Lopes 
j compañía, por cobro de pesos. Los demandados opusieron la 
excepción de arraigo, fondados en el artículo 85 del Código de 
Procedimientos de la Capital^ por ser los actores, vecinos de la 
provincia de Buenos Aires. Los actores sostuvieron que esa dis- 
posición no rige ante los tribunales de la Capital, pues que el 
citado artículo se refiere á los que no tienen domicilio enlaprO" 
vincia ; j que, en caso contrario, ella es contraria á la Consti- 
tución nacional, por lo cual no debe aplicarse. 



AUTO DEL JUEZ DE COMERCIO 



Buenos Aires, Agosto 13 de 1897. 

Y vistos estos autos, llamados á foja 53 para resolver la excep- 
ción de arraigo opuesta á foja 25. 

Y considerando : 1® Que los actores Oarcía y Daffo están es- 
tablecidos en Lobos, provincia de Buenos Aires, como lo afirman 
los mismos en el escrito de demanda que corre á foja 13, y re- 
sulta del poder que en testimonio está agregado á foja i i . 

2® Que los demandados Marin, Aranda, López y compañía, 
invocan como fundamento legal de la excepción, la disposición 
del artículo 85 del Código de Procedimientos (foja 25). 

3^ Que la jurisprudencia ha establecido que por ese precepto 
procede la excepción de arraigo del juicio, siempre que el de- 
mandante no tenga su domicilio en la capital (Fallo de la Cáma- 
ra Civil, serie 4*^, tomo 1^, página 43). Por estos fundamentos, 
resuelvo que arraiguen el juicio los demandantes, sin condena- 
ción en costas por no encontrar mérito para ello. 

José A. Viale. 

T. LXX 27 
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ACTO DE LA CJLMARA DE APELACIONES 



Buenos Aires, Setiembre 4 de 1897. 

T vistos : Por sus f andamentos y siendo equitativa la suma 
fijada para el arraigo del juicio dada su importanoia pecuniaria, 
se confirman los autos de foja 53 vuelta y 56 y devuélvanse. 
Bepóngase los sellos. 

Saavedra. — García. — Pérez. 



Ante mi: 



Luis 5. Aliaga. 



Los actores apelaron para ante la Corte, siéndoles negado el 
recurso, por lo que oonrrieron de hecho. 



VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 



Suprema Corte : 



Buenos Aires, Octubre 25 de 1897. 



£1 auto de foja 53 vuelta He Umita á establecer el arraigo 
del juicio, interpretando el artículo 85 del Código de Procedi- 
mientos para la Capital. El auto de la Excma. Cámara se limita 
á confirmar, por sus fundamentos, el del juzgado de primera 
instancia, ni se trata de sentencia definitiva que haya fenecido 
el pleito en la jurisdicción provincial, según la expresión del ar- 
tículo 14 de la ley sobre competencia federal, ni ese auto reco- 
rrido declara contra la validez de la Constitución, ó ley especial 



DE JUSTICIA NACIONAL ' 419 

del Congreso, áqae se refieren los incisos l^á S^dei artícnlo ci- 
tado. £1 reoarso directo traido ante V. E. por denegación del 
instaurado á foja 61 , no procede por ello ; y pido á Y. E. se sirva 

así declararlo. 

Sabiniano Kier. 



rullo de ln Suprema €)erte 

Buenos Aires» NoYÍembre 6 de 1897. 

Vistos en el acuerdo : De conformidad con lo expuesto y pe- 
dido por el señor Procurador general en la precedente vista: se 
declara bien denegado el recurso ; y previa reposición de sellos, 
devuélvanse los autos al tribunal de su procedencia. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E. TORHBNT. 



CA178A ecexi^ix. 



El Banco Nacional en liquidación contra D. Gerónimo J, Carrizo, 
por cobro ejecutivo de pesos; sobre prescripción 

Sumario. — Las deudas al Banco Nacional en liquidación por 
letras protestadas son puras, y el término para que queden pros- 
criptas corre desde el dia de su vencimiento. 



I 



■I 
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Caso. — Lo explica el 



rulto del Jíues Federal 



Santiago, Mayo 10 de 1897. 

Y vistos : Los ejecutivos seguidos por el Banco Nacional en 
liquidación, contra don Gerónimo J. Carrizo, por cobro de la 
cantidad de tres mil ciento diez pesos moneda nacional de curso 
legal, sus intereses y costas provenientes de las letras impagas 
de fojas 1 y 2, suscritas por el deudor, en seis de Abril de 
mil ochocientos noventa, pagaderas á los noventa diasde esa fe- 
cha y protestadas á su vencimiento por falta de pago. En trece 
de Febrero de mil ochocientos noventa y cuatro, el gerente del 
banco acreedor, se presentó á este juzgado pidiendo la inhibición 
general del deudor Carrizo, petición á que se accedió, notificán- 
dose á los escribanos el mismo dia. 

En 12 de Marzo del corriente año ocurre nuevamente el acree- 
dor, solicitando que para preparar la via ejecutiva, en razón de 
no estar los citados documentos de fojas i y 2, protestados per- 
sonalmente al deudor, se le haga comparecer á éste para que re- 
conozca sus firmas, siendo citado al efecto el 22 de Marzo último 
y reconociendo las firmas el 3 del siguiente Abril. 

El demandado opone á la ejecución la excepción de prescrip- 
ción liberatoria, fundándose en que desde la fecha del venci- 
miento de los pagarés en cuestión, hasta el trece de Febrero de 
mil ochocientos noventa y cuatro, en que se pidió la inhibición 
general, iban transcurridos tres años ocho meses y seis dias (aun 
cuando á este acto se le considerase interruptivo de la prescrip- 
ción), lo que hacía procedente la aplicación del artículo 848 del 
Código de Comercio, en su inciso 2"^. Con lo expuesto en contes- 
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tacion por el banco, sosteniendo haberse interrumpido la pres- 
cripción, mediante las leyes 2841, de diez y seis de Octubre de 
mil ochocientos noventa y uno, y 3037, de diez y ocho de Noviem- 
bre de mil ochocientos noventa y tres. 

Y considerando: Que la petición de foja 3, sobre inhibición 
general de los bienes del deador, siendo simplemente ana me- 
dida preventiva, que ni siquiera ha sido notificada al perjudi- 
cado, no importa, en los términos del artículo 3986 del Código 
Civil, el ejercicio de un acto que produzca el efecto de interrum- 
pir la prescripción. 

Que en la suposición contraria, habiendo transcurrido desde 
el trece de Febrero de mil ochocientos noventa y cuatro (época 
en que se hizo la última diligencia de inhibición), hasta el doce 
de Marzo de mil ochocientos noventa y siete (fecha en la que se 
pidió el reconocimiento de firmas), tres años y un mes, el deudor 
ha podido hacer valer la prescripción autorizada por el inciso 2^ 
del artículo 848 del Código de Comercio, sin que al ejercicio de 
esta excepción pueda oponerse la ley 3037, si se tiene en cuenta, 
como no debe menos de tenerse, que por el artículo 19 de la ci- 
tada ley, el deudor ba podido ser ejecutado por el todo del cré- 
dito, desde el momento del protesto, y luego desde la vigencia 
de dicha ley. Por estos fundamentos, fallo: no haciendo lugar á 
la ejecución, con costas al ejecutante. Notifíquese con el ori- 
ginal. 

Saturnino Salva. 



Fallo de la Suprema €)arte 

Buenos Aires, Noviembre 6 de 1897. 

Vistos y considerando : Que el artículo diez y nueve de la ley 
número tres mil treinta y siete, ha convertido en puras la8|deu- 
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das á favor del Banco Nacional en liquidación, cuando el deudor 
se dejara protestar sos letras por falta de pago^ dando acción a! 
citado banco para cobrar el importe total del crédito. 

Que por consiguiente, y una vez producido el estado de cosas 
á que se refiere el citado artículo, principia á correr el término 
para la prescripción, de conformidad al artículo ochocientos coa- 
renta y ocho del Código de Comercio, que contiene disposición 
especial aplicable al caso, y al artículo tres mil novecientos cin- 
cuenta 7 siete del Código Civil que establece la misma regla en 
general. Que, hasta la deducción de la acción y aún del pedido 
de reconocimiento de firmas, ha transcurrido mayor tiempo para 
la prescripción de la acción, según lo dispuesto por el citado ar- 
tículo ochocientos cuarenta y ocho. Por estos fundamentos y los 
concordantes de la sentencia apelada de foja veintiséis, se con- 
firma ésta con costas. Y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENIAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BDII6E. — JUAN 
E. TORRENT. 



CAUSA 4;C€l4 



Contra Luis Kratiss, acusado por falsificación de letras de cambio; 
sobre extradición pedida por el Gobierno austro- húngaro 

Sumario. — Procede la extradición á título de reciprocidad 
contra el acusado por delito de falsificación en letras de cambio; 
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pero debe conpederse con la precisa condición de que los tribu- 
nales del pais reqnirente impondrán, en caso de condena, la pena 
con que se castiga en la Bepáblica el delito acusado, si ésta fuera 
menor que la vigente en aquel. • 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 



VISTA FISCAL 



Señor Juez : 



Buenos Aires, Abril de 1897. 



Evacúo el traslado que se me tiene conferido por Y. S., del 
escrito del defensor del requerido, en este pedido de extradición 
deducido por el ministro representante del Gobierno austro- 
húngaro, contra don Luis Krauss. 

Subordinándome al sistema de oposición adoptado por el men- 
cionado defensor, examino y contesto su argumentación en la^ 
manera j forma en que la tiene deducida en el precedente escrito. 

El primer argumento que se sienta para oponerse á la extra- 
dición solicitada, consiste en sostener, que el delito por el cual 
el requerido ha sido procesado por los tribunales húngaros, á 
falta de tratado entre nuestro gobierno y la Hungría, no es de 
los comprendidos en el inciso 2® del artículo 646 del Código de 
Procedimientos penales, cuya disposición es la única que en tal 
caso debe aplicarse, de acuerdo con el artículo 648 del citado có- 
digo. 

La base de tal argumento, está en la afirmación de que el de- 
lito de falsificación de documentos privados porque se procesa á 
Eraussno es de aquellos delitos que, según el principio de reci- 
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proeídad 6 la práctica uniforme de las naciones, sea susceptible 
de motivar un pedido de eitradicion. 

A pesar de las consideraciones aducidas por el defensor de 
Krauss, á pesar de la enumeración y citas que hace con tal obje- 
to, considero que no es exacto lo que se añrma, de que tal delito 
esté excluido de la extradición, en la práctica general de las na- 
ciones y especialmente en la práctica y antecedentes legales que 
existen entre nosotros en materia de extradición. 

Si bien es cierto que en un principio, como lo hace notar 
Fiore {Derecho penal internacional)^ la extradición se limitaba 
á los autores de grandes crímenes, no es menos cierto que más 
tarde se incluyeron entre los hechos susceptibles de extradición 
los delitos en general, susceptibles de la acción pública, salvo 
las excepciones que las naciones tienen acordadas para determi- 
nados hechos, de naturaleza[^e8pecial, como ser el adulterio, el 
duelo, estupro y otros. 

Pero no es exacto|que la falsificación de documentos priva- 
dos, se encuentre comprendida dentro déla excepción, 8in6que« 
por el contrario, hay unanimidad hoy, entre las naciones, de 
oonsiderar tal hecho como perfectamente capaz de fundar un pe-^ 
dido de extradición; y la razón es obvia : la falsificación de do- 
cumentos públicos ó privados afecta necesariamente intereses 
del comercio, el|[qoe^no estando limitado por las fronteras de 
cada país, necesita la protección de la ley y de los gobiernos en 
cualquier punto en que se encuentre aquel que ha atentado con- 
tra tales intereses. 

Así, la Francia^ Italia, Alemania y la mayoría de las naciones 
europeas han comprendido este delito en todos los tratados que 
han celebrado. (Véanselas planillas contenidas en Fiore Dere- 
cho penal internacional^ página 344, edición de 1880.) 

Por otra parte, el mismo Ferri, citado por el propio defensor 
deErauss, coincidiendo con Billot y Carrara, dice: que á medida 
que las vías de comunicación se multiplican y se perfeccionan, 
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7 que las comanicaoíones entre Ihs naoiones se hacen más fáci- 
les, más intensa es la necesidad de aumentar los oasos de extra- 
dición, á fin de que los delincuentes no puedan sustraerse á la 
acción penal. 

Y así, para establecer la regla & sujetarse en los casos de ei- 
ti:adícion« hay que sujetarse á la gravedad de la pena y á los 
efectos del delito, fijándose como mínimum en los delitos que 
puedan motivar la extradición, un ano de prisión. 

Estos principios adoptados casi universalmente, son los que 
nosotros tenemos también adoptados, no sólo por disposiciones 
expresas de nuestras leyes, sino aun por jurisprudencia estable- 
cida y aceptada. 

La ley de Agosto de 1885 estableció en su artículo 2^ que se- 
ría susceptible de extradición, todo delito que según las leyes 
de la República, tuviese una pena corporal no menor de un año 
de prisión. 

Y así la falsificación de documentos privados, que está casti- 
gada por nuestro código penal con pena mayor, está incluida en 
la extradición. 

El defensor deErauss se adelanta á esa ley y comprendiendo 
lo que ella importa, se empeña en demostrar que está derogada 
en todas sus partes por las prescripciones del Código de Proce- 
dimiento penal, en vigencia y de fecha posterior. 

Nada más inconsistente que la afirmación de que la mencio- 
nada ley haya sido derogada en el punto de que se trata. 

En primer lugar, una ley no es derogada totalmente, sino 
cuando la ley posterior que le es relativa, así expresamente lo 
establece, lo que no sucede en el presente caso, pues el Código 
de Procedimiento penal, al tratar la extradición nada dice al 
respecto. 

Tampoco puede darse por derogada aquella ley en su citado 
artículo 2^, por la existeneia del inciso 2"* del artículo 646 del 
código citado; al referirse á la práctica de las naciones en ma- 
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teria de extradición, no hace sino confirmar el principio que la 
ley de i885 tiene establecido para discernir cuáles son los deli- 
tos susceptibles de extradición. 

Esa ley, por otra parte, no sólo no se opone á la prescripción 
del código procesal, sino qne le sirve de base para determinar 

« 

los delitos que son susceptibles de extradición, y por ello, como 
justamente lo hace notar el señor Procurador general en el pre- 
sente caso, hade tenerse presente su texto expreso á tal objeto; 
pues ella importa no sólo una prescripción respecto del punto 
cnestionado, de derecho positivo, sino también la consagración 
del principio universalmente aceptado á que antes me he refe- 
rido. Pero, además de esto, existe la jurisprudencia establecida 
en los tratados celebrados entre la República y diversas nacio- 
nes europeas y americanas. Los tratados con España, con 
Italia, con Chile, con Brasil, República Oriental, Bolivia, etc., 
etc., han consagrado el principio de la ley de 1885 y en ninguno 
de ellos se ha exceptuado el delito de que se trata en este asunto. 
Por ejemplo, en el tratado sancionado por el Congreso Sud- 
Americano que tuvo lugar en Montevideo en 1889^ y que fué 
sancionado por el Congreso en 1891, respecto de Bolivia, Repú- 
blica Oriental y Brasil, sólo se exceptuaron de la extradición, 
además de los delitos políticos, los siguientes : el duelo, adul- 
terio, injurias y calumnias y delitos contra los cultos, declarán- 
dose que los delitos conexos á los expresados, serían suscepti- 
bles de extradición (art. 22 del mencionado tratado). Se vé, 
pues, que ni por los principios del derecho internacional mo- 
derno, ni por los tratados de las naciones europeas, ni por nues- 
tras leyes, ni por nuestra práctica y jurisprudencia internacio- 
nal puede sostenerse que el delito imputado á Eranss está 
fuera del alcance de l& extradición, debiendo recordar, para 
terminar este punto, que nuestra Corte Suprema ha resuelto 
en el mismo sentido casos que son análogos al presente (serie 3\ 
tomo 16, página 228). Dejo, pues, este primer punto, que creo 
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haber contestado suficientemente y paso á ocuparme de los otros 
de que hace mérito el defensor para justificar su oposición. En- 
trando á examinar la forma extrínseca de los recaudos y su 
número, el defensor presenta dirersos puntos ala consideración 
de Y, S., en que hace notar deficiencias substanciales, que en su 
sentirles hace inhábiles para motiyar la extradición que se soli- 
cita. Hace notar en primer lugar, la omisión del te:>timonio literal 
del auto que decreta la extradición, segan lo preceptuado por 
el articulo 651 del Código de Procedimientos penal. 

En presencia del texto de la sentencia, dada por los tribuna- 
les de Yiena contra Luis Erauss, cuya copia literal se acom- 
paña, considero que tal omisión no existe : en efecto, en su [Pro- 
pio texto se expresa que tal diligencia se ordena, al mismo 
tiempo que el auto de prisión contra la mencionada persona. £1 
párrafo pertinente de la mencionada sentencia^ cuya traducción 
corre á foja... del expediente agregado, donde Tan traducidos 
los documentos y recaudos, es el siguiente: c Se dirige alas 
autoridadades internas y extranjeras el pedido de arrestar, si 
se presenta el caso, á dicho acusado y entregarlo á la próxima 
real autoridad judicial ó respectivamente al superior y real 
consulado austro-húngaro». Notándose al final de la mencio- 
nada sentencia este otro párrafo correlativo con el transcripto 
c . . . pero no habiendo Luis Krauss podido ser oído, por haber 
abandonado Yiena con destino desconocido, antes de iniciarse 
asta^accion y por ser aparentemente su residencia actual en 
América, República Argentina, ciudad de Buenos Aires», el 
objeto de esta resolución es : que LuisErauss por la falsificación 
cometida de documentos privados sea arrestado y c obligado á 
comparecer ». Ambos párrafos déla sentencia mencionada, en 
virtud délos cuales se ha expedido el exhorto de foja... (traduc- 
ción) en que directamente se pide la entrega del procesado, son 
bastantes en sentir de este ministerio, para llenar el requisito 
primero del artículo 651 del Código de Procedimientos penal. 
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En la sentencia citada va encerrada al par qae la orden de 
prisión contra Luis £rauss, la orden de requerir al procesado 
donde se encuentre y en Buenos Aires, como el segundo párrafo 
transcripto lo dice ; en cuanto al exhorto, sólo debe ser conside- 
rado como un acceHorio de esa sentencia y un documento que 
parece ser propio de los procedimientos, que á efecto de extra- 
dición se observa en el país requirente. Existen, pues« en sen- 
tir del que suscribe y en el documento aludido, los requisitos 
exigidos por el artículo 651 en su primera parte y en su primer 
inciso, siendo expreso en el auto de prisión la fecha precisa y 
exacta del delito que motiva la requisición. Pudiera decirse que 
por el hecho de hablar el citado artículo separadamente de los 
diversos requisitos que establece, ha de entenderse que el go- 
bierno requirente, debe acompañarlos en tal forma: no creo 
que tal consideración pueda ser atendible, primero, porque la 
ley no lo exige, y segundo porque las miras que la ley ha tenido 
al prescribir tales requisitos, cuales son la autenticidad completa 
de los actos que causen el requerimiento, la identidad de la 
persona ¡requerida, y la existencia del delito 6 de su proceso 
pueden ser perfectamente satisfechas en un solo documento que 
las contenga, tanto más cuanto que se trata de actos jurisdic- 
cionales correlativos á un mismo hecho y sobre determinada 
persona; siendo por otra parte racionalmente improcedente la 
exigencia que se fundara en que los tribunales de Viena en 
el presente caso y de cualquier otro país requirente habían de 
ajustar sus procedimientos á la ley procesal argentina para ob- 
tener una extradición. 

Basta, según los principios del derecho internacional (Fiore) 
y según nuestra jurisprudencia, qae el decreto en que se ordene 
la extradición esté virtualmente comprendido en el documento 
ó documentos que instruyen el pedido, para que se considere 
como satisfecha esta exigencia de la ley. No haré sino 
mencionar el fallo que se registra en la página 124 del tomo 9^, 
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de la 3* serie, de la Suprema Corte, paes en él ese alto tribunal 
ha ido más lejos^ sosteniendo que simplemente la nota de re- 
qaisicion de un juez puede motivar una extradición aun cuan- 
do no se acompañe el auto de prisión. Pero sí hago valer para 
el presente caso los siguientes fallos : El que corre en la página 
101, del tomo 10^, de la 3' serie, en que al denegar la Suprema 
Corte la extradiccion solicitada por el gobierno francés de los 
individnos Marios Baun y Carlos Sc&rtoris, dice, en el segundo 
considerando de su sentencia, que entre los antecedentes acompa- 
ñados por la respectiva legación no se encuentra el auto que haya 
decretado la solicitud respectiva, nisemenciona que élexistaóse 
haya pronunciado por la autoridad competente y por esta razón 
considera que la exigencia del artículo 651 no se encuentra satis- 
fecha, por lo cual rechaza el pedido ; la Corte pues considera que 
si se hubiera mencionado (en los documentos) la existencia del 
auto expresado^ seguramente hubiera procedido lo solicitado. 

El fallo que se registra en la página 228 del tomo 16^ de la 
serie 3% corrobora la precedente dednccion, cuando confirma 
en todas sus partes la sentencia del juez federal en el caso de 
la extradición de Adolfo Winckelman, solicitada por el mi- 
nistro del Imperio Alemán, aceptando el siguiente considerando 
de esa sentencia que dice textualmente : 

cQue no estando los tribunales de Alemania obligados áajus- 
tar la forma de sus procedimientos y resoluciones á los que 
rigen en la nación, deben considerarse llenadas las exigencias 
del artículo 651 del Código de Procedimientos antes citado, 
con el testimonio presentado, desde que la resolución del tribu- 
nal requirente, snbstancialmente contiene lo que dicho artículo 
exige ; esto es, que haya mandato judicial, ordenando el pedido 
de extradición». Creo qne lo expresado basta para verdad de 
lo qne dejo dicho, de que en el caso presente, se ha satisfecho 
plenamente la primera exigencia del artículo 651 del Código de 
Procedimientos penal. 
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En cnanto á los demás requisitos, cocno ser el auto de prisión, 
datos para justificar la identidad del requerido, y la copia de 
las disposiciones penales aplicables al hecho acusado, según la 
legislación respectiva, todos y cada uno de ellos viene consigna- 
do literalmente^ y no como simple referencia, en la sentencia 
del tribunal de Yiena que corre á foja . . . del expediente agre* 
gado. Si Y. S. examina la citada sentencia encontrará que son 
inconsistentes las oposiciones que se hacen á los recaudos, por 
el ilustrado defensor del requerido á este respecto. 

Antes de terminar esta vista debo hacerme cargo de dos cues- 
tiones que levanta la defensa,- y que tienden á establecer una 
vez más la pretendida improcedencia de la extradición solicita- 
da. Consiste la primera en sostener que tanto el documento de 
que he hecho mérito, cómo los demás que se acompañan al pe- 
dido en cuestión, no están legalizados con arreglo á nuestras 
leyes, pues ninguno de ellos ha sido presentado al Ministerio 
de Belaciones Exteriores para su correspondiente autenticación, 
siendo que la ley procesal, artículo 651, exige la legalización y 
autenticación para los recaudos que exige. 

Examinando el documento (foja. . . expediente agregado) en 
que según lo he dicho, considero se encuentran los requisitos 
del artículo 651 del Código de Procedimientos Penal, se notan 
á su final las autenticaciones necesarias dentro del gobierno re- 
quirente, al pie de los cuales viene la correspondiente legaliza- 
ción del Cónsul argentino. 

Falta, según se observa por la defensa, la presentación de la 
firma del mencionado cónsul al Ministerio de Belaciones Exte- 
riores para ser á su vez autenticada. ¿ Es indispensable en este 
caso este último trámite? ¿Es capaz la omisión de esta última 
diligencia por el Ministro austro-húngaro, para anular los efec- 
tos y validez de los documentos presentados ? 

Mi respuesta es negativa ; así como debe considerarse indis- 
pensable para reputar auténtico cualquier documento que ven- 
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ga del extranjero, ta legalizaoion del oóasui argentino respec- 
tiTo, como lo tiene preceptuado la Suprema Corte en su fallo 
de la serie 2*, tomo 8*, página 7 ; por cuanto es la atestación de 
verdad de un oficial público llamado á certificar segün la ley ; 
no considero que la diligencia que á su Tez importe la certifica- 
ción de su firma sea un requisito esencial sino una i^imple dili- 
gencia para mayor resguardo. Mayormente cuando se trata de 
documentos que se presentan por una legación con toda la serie- 
dad que le es propia, como sucede en el presente caso. 

La Corte Suprema ha declarado que para considerar autéuti-^ 
co un documento venido del extranjero basta que estén legali- 
zadas, las firmas que contiene, por el cónsul argentino, sin más 
diligencias (véase el fallo contenido en la serie 2*, página 463, 
tomo 16). 

La segunda y última cuestión es aquella en que la defensa 
cunsidera incompletos los recaudos acompañados, por cuanto 
no viene la copia autenticada de las disposiciones del Código 
Penal austro-húngaro sobre la prescripción del delito que moti- 
va la requisición de Luis Kranss, lo que inhibe desaber si el de- 
lito se halla realmente prescripto. según se da á entender por la 
misma defensa. 

Estando al texto expreso del inciso 3^ del artículo 651, que 
á tales recaudos se refiere, las disposiciones que requiere son 
aquellas aplicables especialmente al hecho, y no aquellas que 
afectándole indirectamente y como precepto general puedan 
determinar en ciertos casos una modificación en su penalidad y 
en sus efectos. La ley sólo requiere las disposiciones que esta- 
tuyan sobre su penalidad, para juzgar sobre la procedencia de 
su requerimiento ; pues si hubiera de requerir todas las de- 
más disposiciones legales, sería necesario en cada caso la trans- 
cripción del Código Penal íntegro del estado reqnirente. En 
efecto, si se exigieran las disposiciones relativas á la prescrip- 
ción del delito, con igual razón se exigirían las disposiciones 
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generales qae siempre afectan los delitos, cualquiera que sea 
su naturaleza. Esto al par quesearía una exigencia poco seria 
importaría traer la ley del país reqnirente y librar á nuestro 
tribunal el juzgamiento del hecho en su fondo y en su forma, lo 
que la ley misma no quiere, cuando limita el juicio de extradi- 
ción á los términos expresados en los artículos 655 y siguientes. 
Por otra parte, en el Código de Procedimientos penal, se ve cla- 
ramente que la ley ha dejado á salvo el derecho de alegar la 
prescripción (inciso 5° del artículo 655), haciendo uso para 
ello del conocimiento que se tenga de la ley del país reqniren- 
te, que bien puede presumirse en el requerido, desde que actúa 
bajo la jurisdicción de sus leyes, y no hay razón para no hacer- 
lo en la generalidad de los casos y espeeialmente en el presente* 
confiando en la ilustración de los defensores que actúen en 
los respectíTos juicios. Por estas consideraciones y otras que 
ha de levantar el criterio de Y. S., considero que la oposición 
que en este punto se funda no tiene mayor consistencia qae 
las anteriores. 

Sin dejar de reconocer la ilustración con que la defensa ha 
cumplido su misionen este juicio, dando buena prueba de inge- 
nio y sutileza, pienso que Y. S. no debe hacer lugar á las opo- 
siciones que se hacen y resolveren pro de la extradición de 
Luis Krauss, ordenando su entrega en la forma de ley. 

J. BoteL 



VtMm del Jues rederal 



Buenos Aires, Julio 30 de 18d7. 

Y vistos : estos autos seguidos á solicitud del encargado de 
negocios del Imperio de Austria-Hungría, pidiendo la extradi- 
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cion del ciudadano de Viena, Lais Erauss, por estar acusado 
ante los tribunales desü país del delito de falsificación por tres 
veces, de letras de cambio en perjuicio del Banco de Crédito de 
)a ciudad nombrada; oída la defensa y el dictamen del minis- 
terio público. 

Y considerando : Que con la petición de extradición se han 
acompañado las diligencias y documentos 1 que se refiere el 
artículo 651 del Código de Procedimientos en materia criminal, 
en presencia de los cuales el juzgado ha podido reconocerla 
identidad de la persona reclamada. 

Que no existiendo tratado de extradición entre nuestro país 
y el imperio de Austria-Hungría, este tribunal debe resolver 
la petición de acuerdo con la disposición del inciso 2®, del ar- 
tículo 646 del Código de Procedimientos antes citado. 

Que. la defensa, apoyada en la falta de tratados que se indica 
anteriormente, sostiene que no procede la extradición de su 
defendido, por cuanto el delito que á éste se le imputa no es de 
aquellos qne, según el principio de reciprocidad ó la práctica 
uniforme de las naciones, autorizan ese procedimiento. 

Que el juzgado considera inaceptable esta doctrina por ser 
contraria ala que siguen la mayoría de las naciones europeas 
que han comprendido este delito en todos los tratados que han 
celebradot como lo hace notar Fiore en las páginas 334 y 434 de 
su obra Derecho Penal Internacional. 

Que esta misma doctrina ha sido sancionada por el Congreso 
Sud Americano reunido en Montevideo en 1889, mereciendo la 
aprobación de nuestro honorable Congreso en 1891. 

Qne no obstante esto, si alguna duda pudiera surgir al res- 
pecto, quedaría desvanecida ante la clara y terminante disposi- 
ción del artículo 2^ de la ley de Agosto de 1885, que establece 
que es suceptible de extradición toda persona autora de un de- 
lito castigado por nuestras leyes con una pena corporal no me- 
nor de un año de prisión , disposición que no ha sido derogada 

T. LXX 28 
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como lo sostiene la defensa, á estar alo resuelto por la Snprema 
Corte en numerosos casos. 

Que los documentos que se han acompañado para solicitar el 
pedido de extradición reúnen las condiciones exigidas por la 
ley para que hagan fé ante este tribunal, no siendo atendible lo 
alegado por la defensa sobre el particular, dada la forma en que 
se han introducido y lo resuelto por la Suprema Corte «n casos 
análogos. . 

Que el juzgado también considera infundada la defensa, 
cuando afirma que son incompletos los recaudos que se han 
acompañado por no haberse incluido en ellos copia de las dis- 
posiciones del Código Penal austro-húngaro, sobre la prescrip- 
ción del delito que motiva la requisición de Luis Krauss, porque 
no están comprendidos dentro de los términos del inciso 3* 
del artículo 651 del código de la materia ; y menos importancia 
reviste ese argumento si se tiene presente que el defensor de 
Krauss ni ha pretendido siquiera deducir la excepción de pres- 
cripción, único caso en que pudiera alegarse que la ausencia de 
esas disposiciones le perjudicaban. 

Que en cuanto á los demás argumentos que trae á cuestión 
la validez intrínseca de los documentos producidos por el go- 
bierno requirente, el juzgado los desestima, por ser contrarios á 
la disposición de la primera parte del artículo 655 del Código 
de Procedimientos en lo criminal. 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo dictaminado 
por el señor Procurador fiscal, resuelvo : acordar, á título de re- 
ciprocidad, la extradición de don Luis Erauss solicitada por 
la legación de Austria Hungría. A este efecto, en oportunidad 
se pondrá al requerido á disposición del Ministerio de Relacio- 
nes Exteriores, con remisión de estos autos originales, dejando-^ 
dose constancia suficiente. Notifíquese con el original. 

Gervasio J. GraneL 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Baenos Aires, Setiembre 8 de 1897. 
Suprema Corte : 

El bien fundado alegato del Procurador fiscal, corriente á 
foja 77 vuelta, y los considerandos bien ajustados alas constan- 
cias de autos y á las prescripciones legales sobre extradición, 
que fundan la sentencia corriente á foja 95, defienden sus con* 
clusiones de manera tal, que nada fundamental permiten pro- 
ducir al respecto. 

Limitándome por ello á invocarlas, áñn de evitar repeticio- 
nes, pido á y. E. se sirva confirmar la sentencia recurrida. 

Sabiniano Kier. 



WmUm de la Suprema Carie 



Buenos Aires, Noviembre 6 de 1897. 

Vistos: De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor Pro- 
curador general y por sus fundamentos, se confirma la senten- 
cia recurrida de foja noventa y cinco, declarándose, de confor- 
midad á lo dispuesto por el artículo seiscientos sesenta y siete 
del Código de Procedimientos en lo criminal, que la extradi- 
ción se ha de conceder con la precisa condición de que los tri- 
bunales del país reqnirente impondrán, en caso de condena, la 
pena con que la ley déla República Argentina castiga el delito, 
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si fuere menorque la establecida en Austria- Hungría. En cuan- 
to al recurso de nulidad, no ha lugar á él, por no tener funda- 
mento en autos. Devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAR. 
— OCTAVIO 6UNGE. ^ JUAN 
E. TORRENT. 



CACHA 



Don Eugenio Daurée contra don Andrés T. Villanueva^ por cobro 
ejecutivo de crédito hipotecario ; sobre apelación denegada. 

Sumario. — No es apelable, en el procedimiento ejecutivo, 
el auto que no hace lugar á la nulidad de lo actuado, deducida 
después de consentida la sentencia de remate, y fundada en la 
irregularidad de las notificaciones. 



Caso. — Resulta del 



INFORME DEL JUEZ FEDERAL 

Buenos Aires, Octubre 5 de 1897. 

Suprema Corte: 

Don Eugenio Daurée, representado por don José A. Botón- 
daro, se presentó á este juzgado, con fecha 8 de Mayo del co- 
rriente año, entablando demanda ejecutiva contra don Andrés 
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T. Villanneya, por cobro de la sama de 112.400 pesos moneda 
nacional, procedente de ana obligación hipotecaria sobre un 
campo de propiedad de este último, adjuntando la correspon- 
diente escritura, como base de sa demanda. 

El juicio siguió sus trámites, citándose de remate al deador 
por auto dp fecha 3 de Julio, notificado á Yillanaeva, por cé- 
dula, en 7 del mismo mes. 

En 13 de Julio, la parte actora pidió y obtuvo sentencia de 
trance y remate* pues no se habían opuesto excepciones dentro 
del término de ley, dictándose aquella en 15 del mismo y noti- 
ficándose el 17. 

Con fecha 23 del mismo mes, el apoderado del actor presentó 
escrito, exponiendo : que habiendo sido consentida la sentencia 
de trance y remate, correspondía se procediera al justiprecio del 
bien embargado, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 285 
de la ley nacional de procedimientos, proponiendo al efecto, por 
soparte, un perito,y pidiendo se intimara al ejecutado proponga 
otro por la saya, dentro de 3 días, bajo apercibimiento; prove- 
yéndose en todo de conformidad. 

En este estado, Yillanueva se presenta pidiendo la nulidad de 
lo actuado, fundándose para ello, en que las notificaciones no 
han sido hechas con arreglo á lo prescrito en el artículo 63 de 
la citada ley de procedimientos nacionales. 

Evacuado el traslado que de la nulidad se corrió, se pasaron 
los autos en vista al señor Procurador fiscal, con cuyo dictamen 
se dictó la providencia de fecha 14 de Setiembre próximo pasa- 
sado, cuyo tenor es como sigue : 

c Y vistos : de acuerdo con las consideraciones en el escrito 
de foja 34, por la parte de Daurée, que este juzgado conceptúa 
arregladas á derecho; y de conformidad con lo expuesto y pedido 
por el Frocarador fiscal, en su vista de foja 49, no se hace lugar 
á la nulidad solicitada, debiendo en su mérito seguir el juicio se- 
gún su estado. Bepóngase el sello. — P. Olaechea y Alcorta. ^ 
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Interpuesto el recurso de apelación contra esta providencia, 
el actor se opuso á que se concediera, dictándose entonces, el 
auto que me permito transcribir y que ha motivado el presente 
recurso : c Buenos Aires, Setiembre 25 de 1897. — Autos j vis- 
tos : el recurso de apelación interpuesto por la parte de Villa- 
nueva del auto de foja 52, que no hace lugar á la nulidad solici- 
tada y considerando.: que en el caso sub^judicet se trata de 
actuaciones producidas en un juicio ejecutivo ; que en este jui- 
cio, según el artículo 300 de la ley de procedimientos naciona- 
les de 14 de Setiembre de 1863, sólo son apelables los autos 
declarados por la ley como tales ; que el auto de que se trata 
no está en esas condiciones ; que por tanto, no procede, á su res- 
pecto, el recurso interpuesto. Por estos fundamentos, no se hace 
lugar al recurso de apelación inierpuesto, debiendo en su méri- 
rito correr los autos, según su estado. Repóngase el sello. — 
P. Olaechea y A Icorta. > 

Es cuanto tengo que informar á Y. E., á quien Dios guarde. 

P. Olaechea y Alcorta, 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Noviembre 9 de 1897. 

Autos y vistos : Atento lo informado por el juez de sección y 
por lo que resulta de los autos traídos ad effectum videndi, se 
declara bien denegado el recurso. Agregúense estas actuaciones 
á los citados autos y, repuestos los sellos, devuélvanse al juzgado 
de su origen. Repóngase el papel. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN« 
— OCTAVIO BUNGB. — JUAN E. 
TORRENT. 
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€;ai}sa 



Crinwial contra Antonio Vizcaya, por violación 

de correspondencia 

m 

Sumario. — La oircnnstancia de ser empleado no puede con- 
siderarse como agravante, caando es calificativa del delito cava 
pena tiene que aplicarse. ' 



Caso. — Resulta del 



Fallo del Jíuez Federal 



Buenos Aires, Setiembre 14 de 1897. 

T vistos : estos autos seguidos contra Antonio Vizcaya, espa- 
ñol, de 44 años de edad, casado, cortador, domiciliado calle de 
Perú número 1089, acusado de violación de correspondencia, 
de los que resulta : 

Que á foja... comparece ante la Dirección de Correos don 
Pedro Otello denunciando el extravío del contenido de una car- 
ta que había dirigido a £uropa. 

Que á foja. . . hace una denuncia parecida don Pedro Melza- 
ni, con motivo de una carta dirigida á persona de la familia, la 
que fué devuelta de Italia por no encontrarse á su destinata- 
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rio, 7 habiéndose oomotido ambos hechos en la sucursal di de 
Setiembre >, que estuvo á cargo del ez-empleado Antonio Viz- 
caya, son remitidos los antecedentes ante este juzgado, donde 
se instruye el correspondiente sumario. 

Que detenido Vizcaya y llamado á declarar, manifiesta no re- 
cordar si él fuera el autor de las escrituras de los sobres agre- 
gados, loque bien ha podido suceder, en vista de la costumbre 
que tenían de hacerlo así, el jefe y los empleados. 

Que ratificada una de las denuncias y pasado el expediente 
en vista al señor Procurador fiscal, este funcionario se expide 
á foja. . . pidiendo se aplique á Vizcaya la pena que establece 
el artículo 52 de la ley de 14 de Setiembre de 1863. 

Que corrrido traslado de la acusación fiscal, la contesta el de- 
fensor de Vizcaya á foja. . . y pide que su defendido sea absuel- 
to de culpa y cargo en vista de no haber prueba en contra, y 
habiendo renunciado las partes al término de prueba se llaman 
autos para definitiva áfoja. . . 

T considerando : Que el hecho por el que se procesa al dete- 
nido se encuentra comprobado no sólo por el informe caligráfi- 
co de foja. . . sino también por la propia declaración del encau- 
sado, en la que no afirma categóricamente no fuera él quien 
escribiera los sobres que obran en autos, limitándose á presen- 
tar como escusa la costumbre que dice existía en la oficina de 
hacerlo los empleados. 

Que dicha escusa ha quedado desautorizada por el informe 
de la Dirección de Correos de foja 23 en el que se consigna todo 
lo contrario á aquella costumbre que invoca el procesado, ma- 
cho más cuando en manera alguna ha justificado que al proce- 
der así lo hiciera con la correspondiente autorización de la 
persona que remitió la carta de foja 8. 

Que dados estos antecedentes el juzgado no puede menos de 
considerar á Vizcaya sino como autor de la violación de la carta 
de foja 8 y por consiguiente pasible déla pena que establece el 
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artícolo 52 de la ley de 14 de Setiembre de 1863, la que debe 
aplicársele en sn máziman, atenta la circunstancia agravante 
de ser empleado de la administración de Correos en la época que 
se consumó el delito (inciso 11^, artículo 84 del Código Penal). 

Que en cuanto á la denuncia presentada por el señor Otello, 
no apareciendo justiñcadaen autos, el juzgado no debe tomurla 
en consideración. 

Por estos fundamentos, y de conformidad con lo dictaminado 
por el señor Procurador fiscal, fallo condenando al procesado 
Antonio Vizcaya á la pena de seis meses de trabajos forzados, 
más las costas del juicio ; debiendo descontársele el tiempo de 
prisión preventiva que ha sufrido en la forma que lo determina 
el artículo 49 del Código Penal. Notifíquese con el original y 
en oportunidad hágase saber al director de la Penitenciaría y 
al jefe de la policía de la Capital. 

GervcLsioF, Granel. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Boeoos Aires, Octubre 26 de 1897. 
Suprema Corte: 

La violación de correspondencia atribuida al procesado, está 
demostrada en autos. 

El procesado mismo no la niega en su declaración de foja 20. 
Reconoce lo que demuestra el sobre agregado á foja 8 ; y ese 
reconocimiento está confirmado por el informe caligráfico de 
foja 24. 

Contralla fuerza demostrativa de esos antecedentes, se ha 
objetado á foja 20 vuelta, que era costumbre en las oficinas 
postales, ponerse la dirección de los sobres por los empleados, 
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cuando el público lo pedía. Pero tal objeción no ha sido jastífi- 
oada, y, al contrario, ba quedado desautorizada por el informe 
de la administración^ foja 53. 

Ha sido bien aplicada entonces la penalidad proscripta al 
respecto por el artículo 52 de la ley de 1863, sobre crímenes 
contra la nación, aunque no en su término máximo. 

Esa ley impone al procesado trabajos forzados por dos á seis 
meses. 

No se ha demostrado la reincidencia simplemente indicada, y 
no tomada, en cuenta por la sentencia. No mediando entonces 
circunstancias agravantes ó atenuantes, y tratándose de una 
penalidad divisible por razón de tiempo 6 cantidad, ha debido 
aplicarse al procesado, el término medio, con sujeción alo pros- 
cripto en el artículo 52 del Código Penal. 

Pido por ello á Y. E. la confirmación de la sentencia recurri- 
da de foja 32 vuelta en cuanto declara al procesado Vizcaya, 
responsable de la violación de correspondencia acusada, refor- 
mándola en cuanto á la pena, que deberá ser el término medio 
en el tiempo ó oantidad, de las que prescribe el artículo 52 de 
la ley nacional antes citada. 

Sabiniano Kier. 



Falto de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Noviembre 9 de 1897. 

Vistos y considerando: Que en el caso no se puede invocar co- 
mo circunstancia agravante la de haber sido empleado el proce- 
sado cuando la comisión del delito,^ pues que el artículo cineoen* 
ta y dos de la ley penal de catorce de Setiembre de mil oehocien- 
to sesenta y tres, se refiere precisamente á empleados de la 
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administración al establecer la pena divisible de trabajos for- 
zados por dos á seis meses. 

Por esto, 7 de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procarador general y fundamentos concordantes déla sentencia 
apelada de foja cincuenta y dos, se confirma ésta en cuanto-de- 
clara la responsabilidad criminal del procesarlo y en cuanto le 
condena en costas^ y se reduce la condena á cuatro meses de 
trabajos forzados, de la que se descontará el tiempo de prisión 
sufrida á razón de dos días de ésta por uno de trabajos forzados, 
de conformidad con la doctrina que surje del artículo noventa y 
dos de la citada ley y con la jurisprudencia de esta Suprema 
Corte, quedando en estos términos modificada la mencionada 
sentencia. Devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTA VIO BUNGE.— JUAN E. 
TORRENT. 



CAVSA CCCLiIlI 



Contra don Pedro Christophersen, agente del vapor alemán 
« Heimiurg )>, por infracción i las ordenanzas de aduana ; 
sobre pruebas y apelación denegada. 

Sumario. — 1° Los autos denegatorios de diligencias de prue- 
ba son apelables. 
2® Las causas sobre infracción á las Ordenanzas de aduana pue- 
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den ser recibidas á prueba, si el juez lo considera necesario ; y 
en este caso debe darse á la proeba la amplitud que autoriza el 
Código de Procedimientos en lo criminal, reservando para la 
sentencia definitiva el juicio sobre su mérito y pertinencia. 



Caxo. — Lo expresa el 



INFORME DEL JUEZ FEDERAL 

Rosarlo, Julio 38 de 1896. 

Al señor secretario de la Suprema Corte de justicia nacionaL 

Buenos Aires. 

En cumplimiento de la resolución de la Suprema Corte, fecha 
23 del corriente, en el recurso de queja interpuesta por P. Chris- 
tophersen, en un juicio sobre infracción á las Ordenanzas de 
aduana, tengo el honor de informar á esa Suprema Corte por 
intermedio del señor secretario, que en mérito de una resolu- 
ción condenatoria de esta Administración de aduana contra el 
señor Cbristophersen, interpuso éste recurso de apelación para 
ante el juzgado federal. 

Venidos los autos á este despacho se dio vista al apelante 
para que expresara agravios, de conformidad al artículo 1070 de 
las Ordenanzas de aduana, el que fué contestado por el señor 
Fiscal llamándose autos en seguida con fecha 4 de Junio de 
1895. En 30 de Octubre del mismo año presentó el señor Chris- 
t ophersen el siguiente escrito : 

€ Que este asunto hace algún tiempo que se encuentra en 
estado de smlencia, y aunque la demora se explica por las in- 
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numerables atenciones del juzgado de Y. S. en el interés de la 
resolución de dicho asunto, vengo, de acuerdo con los artículos 
494 y 517 del Código de Procedimientos en lo criminal, á pedir 
á Y. S. se sirva fallar esta causa co mo sea de justicia. 

cp. p. P, Christopherseii . 
c J. Massa. > 



El proveyente resolvió se reservara para despacharlo á su 
turno. Después decretó, con calidad para mejor proveer, recabar 
de la administración de Aduana ciertos antecedentes. Con pos- 
terioridad á esta resolución dicté en Febrero ^ del corriente 
año el siguiente auto : 

Rosario, Febrero 20 de 1896. 

Yistos: Ábresela causa á prueba por todo el término de ley, 
para demostrar los puntos siguientes: 

1"* Que el fancionario que ha dictado el fallo de fojas 17 y 18 
carece de autoridad legal para ello ; 

2® Que el puerto del Bosarioera fin de viaje de Europa á la 
República ; 

3® Que el capitán ó consignatario del buque aún estaban en 
tiempo para hacer rectificaciones del c manifiesto > . 

Este auto fué notificado al señor fiscal con fecha 21, y al se- 
ñor Christophersen con fecha 24 de Febrero. 

Con fecha 5 de Marzo, es decir, nueve dios hábiles después 
de notificado el auío de prueba en que se determina los puntos 
sobre que debe versar ésta, presentó el señor Christophersen un 
eacrito solicitando varias diligencias de pruebas : se proveyó de 
conformidad en algunos puntos y se rechazó otros pedidos por 
no estar comprendidos en los designados en el auto de apertura 
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á prueba. De este auto se interpuso los recursos de reTocatoria 
y apelación en subsidio. Tramitando este recurso se dictó la si- 
guiente resolución : 

« Rosario, Julio 3 de 1896. 

€ Vistos : los autos llamados para resolver la revocatoria de- 
ducida á foja 70. 

c Y considerando : 1^ Que no hay disposición alguna en el Có- 
digo de Procedimientos en materia penal que prescriba son apli- 
cables sus procedimientos á las causas aduaneras por contraban- 
do, cuando éste se comete sin conexión con delito del fuero 
común . 

<í^° Que el procedimiento para las simples causas aduaneras, 
como la presente, está reglado por las Ordenanzas de aduana, 
ley especial de la materia, que dispone, en el artículo 1070, que 
en caso de apelación ante el juez de sección, sentenciará éste la 
causa con audiencia del reclamante y del Procurador fiscal, no 
admitiendo más de un alegato escrito por cada parte (véase 
fallo déla Suprema Corte en el tomo 13, serie 3", pág. 7). 

€ 3® Que en consecuencia de esta disposición, los « autos lla- 
mados á foja 45 vuelta son para sentencia, y así loba compren- 
dido la misma parte reclamante cuando ha presentado el escri- 
to de foja 54 en que pide pronto despacho de esta causa porque 
se encuentra en estado de sentencia. 

€ 4° Que las disposiciones generales consignadas en el Código 
no son derogatorias de las leyes especiales de carácter institu- 
cional, como son las ordenanzas que rigen las aduanas, aplican- 
do por analogía á este caso el fallo de la Suprema Corte conté* 
nido en el tomo S"*, serie 2"", página 286. 

€ 5^ Que el auto de foja 56 y el de foja 63 vuelta, en 
que se admiten determinadas pruebas, son en carácter para 
mejor proveer sobre la cuestión fundamental, puesto que se han 
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dictado despaes de llamados « autos » para sentenciar y en mé* 
rito del estadio heoho de la oaosa para resolver en definitiva. 
Además, los decretos dictados para mejor proveer no son sus- 
ceptibles de recursos de reposición ni apelación, según el fallo 
de la Corte en el tomo 6°, serie I**, página 35, y serie 4*, tomo 5^, 
página 395. 

< 6** Que el auto de foja 63 vuelta por el cual se abre la causa á 
prueba^ señalando los puntos sobre los que ha de versar ésta, 
eslcU>a ejecutoriado cu2Lnio se han interpuesto los recursos de 
foja 75; pues, como lo hace notar el señor Fiscal, fué notifica- 
da la parte de Christopbersen el 24 de Febrero, mientras que 
los recursos se han deducido el 14 de Marzo. Es un principio 
muy conocido en la legislación procesal, que las resoluciones 
judiciales ejecutoriadas se tienen por firmes, no siendo susoep-^ 
tibies de recurso alguno, como también las providencias poste- 
riores dictadas en consecuencia de esos autos ejecutoriados. 
(Véase los Fallos de la Suprema Corte, serie 2*, tomo 11, pági- 
na 432; serie 1^, tomo 0^ página 458; serie 4"", tomo 4'', página 
280 y 397.) 

< Por estas consideraciones, no se hace lugar, con costas, á 
los recursos de reposición, y apelación interpuestos por la par- 
te de Christopbersen en el escrito de fojas 73 y 74. Repóngase, 
notífiquese con el original. 

« Daniel Goytia. > 

Dejando cumplido el informe solicitado, saludo al señor se- 
cretario con la mayor consideración. 

Daniel Goytia. 
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Auio de la Saprema Carfe 

Buenos Aire^i Junio 10 de 1897. 

Autos y vistos : Atento el mérito de las diligencias probato- 
rias solicitadas en el escrito de foja sesentay seis aún relacionán- 
dolas conlospnntos especiales consignados en el antode foja se- 
senta y tres vnelta, y teniendo en.consideracionqueel aato de foja 
setenta trae gravamen irreparable por la definitiva y qoje lo re- 
suelto por él no se halla bajo el amparo de )a cosa juzgada, porlo 
menos en algunas de sus decisiones-, se declara mal denegado el 
recurso, y se le concede en relación. En consecuencia,vi8ta al 
señor Procurador general, señalándose los dias máttes^ jueves 
y sábados, para que los interesados comparezcan á la oficina 
del TJjier á ser notificados. Agregúense estas actuaciones al 
expediente traído para mejor proveer y repóngase el papel. 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABELBAZAN.-- OCTAVIO BDN- 
GE. — JUAN E. TORRENT. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Setiembre 13 de 1897. 
Suprema Corte : 

Las consideraciones del informe de fojas 70 y 91, se ajustan 
á las constancias de autos y á las prescripciones délas ordenan- 
zas que rigen especialmente las causas de aduana. Pido á Y. S. 
se sirva por ello confirmar, con arreglo á aquellas constancias, 

el auto de foja 70. 

Sabiniano Kier. 
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PalVo de la Suprema Corle 

Buenos Aires, Noviembre 9 de 1897. 

Vistos y considerando: Qae de conformidad con la jarispru- 
dencia de esta Soprema Corte, informada en los principios gene- 
rales de derecho, el inferior ha podido abrir á prueba la causa, 
si lo consideraba necesario, sin que haciéndolo se haya puesto 
en pugna con la disposición especial del artículo mil setenta de 
las Ordenanzas de aduana. 

Que desde que la recepción á prueba y su forma no está le* 
gislada por las citadas ordenanzas, hay motivo para que aque- 
lla, en defecto de ley especial, se ajuste á las reglas generales 
de procedimiento. 

Que, por consiguiente, el derecho de las partes para producir 
prueba debe ejercitarse con la amplitud autorizada por el Có- 
digo de procedimientos en lo criminal, supletorio de las Orde- 
nanzas de aduana, debiendo así entenderse que la fijación de 
puntos contenidos en el auto de foja sesenta y tres vuelta im* 
porta, más que una limitación, una indicación de los hechos 
cuya comprobación el juez entiende ser necesaria, pero sin que 
haya de reputarse forzosamente inútiles los demás elementos 
concurrentes que las partes traigan al juicio y que en su con- 
cepto deban tener influencia para la resolución. 

Que la impertinencia de la prueba ofrecida en el escrito de foja 
sesenta y seis no está demostrada, resultando al contrario que 
entre lo que no se admite por el auto de foja setenta, la hay 
en relación directa con el punto tercero del citado auto de foja 
sesenta y tres vuelta, no pudiendo afirmarse que otra parte de 
esa misma prueba que no se refiere al punto segundo de ese auto, 
considerada la cuestión como las partes la aprecian . 

T. LXX 39 
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Qae además, en la dnda^ es materia favorable la admisión d& 
la praeba, reservando parala sentencia el juicio sobre su mé- 
rito 7 pertinencia. 

Por estos fundamentos se revoca el auto apelado de foja se- 
tenta en la parte recurrida, declarándose que procede la admi- 
sión dé la prueba ofrecida á foja sesenta y seis, sin perjuicio 
de la apreciación que de ella se haga en la sentencia definitiva. 
Repuesto los sellos, devuélvanse. . 

* benjamín PAZ. —ABEL BAZAN. 
-r OCTAVIO BCNGE. — JUAN 
$. TOERENT. 



ERRATAS 



La firma que aparece al pié de la sentencia de la página 124, 
debe ser la de José María ValdeZy en vez de la de Jovino Yaldez 
que fignra allí. 

La de la página 3R1 corresponde al doctor C. Moyano Gacitúa. 
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Osilich, Don Juan, contra Doña Justina Saint Jours de Jolibers, por 
cobro de pesos ; sobre competencia 33 

Osiring, Pedro, criminal contra, por circulación de billetes falsos; 
sobre excarcelación 837 

Ostendorp, Don Alberto, y otros, con la empresa del ferrocarril 
al Pacífico ; sobre expropiación 189 



Padula, Don Domingo, con Don Nicolás Pérez, por cobro ejecu- 
tivo de pesos; sobre endoso en blanco 413 

Pairolat, Emilio, recurso de habeos corpus k su favor, por alista- 
miento indebido en el ejército de línea ; sobre incompetencia. 152 

Palma, Don José M., contra Don Ángel Arcioni, sobre interdicto; 
contienda de competencia entre el juez federal de Entre Rios 
y el juez de I** instancia del Paraná 363 

Pareto é Idíartborde, contra, sobre infracción á las Ordenanzas de 
aduana ." 183 
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Pfcginai 

Peres, Don Nicolás, contra Don Domingo Padula, por cobro eje- 
cutivo de pesos ; sobre endoso en blanco 413 

Pereyra, Carlos M., y otros, criminal contra ; por extravio de car- 
tas con valor declarado , 85 

Pinchetli hermanos, con Don Juan C. Hassaro ; sobre cobro de 
pesos y embargo preventivo 155 

Py y C% Henry, contra Don Eduardo Retienne, por cobro de pe- 
sos ; sobre apelación denegada 909 



R 



Ramayon, Don Benito L., con Don Daniel Gollan» por cobro de 
pesos; sobre defecto en la demanda 46 

Rauchs, Don Francisco, con Don Luis Benedetti, por desalojo; 
sobre competencia 235 

Rebasa, Don Gregorio, con el Fisco nacional, por expropiación ; so- 
bre apelación denegada 362 

Retienne, Don Eduardo, con Henry Py y C*, por cobro de pesos; 
sobre apelación denegada 309 

Riccio, Don Ernesto M., contra Don Pedro Zambrano, sobre co- 
bro ejecutivo 19 

Riccio, Don Ernesto N., centro Don Pedro Zambrano, por cobro 
ejecutivo de pesos ; sobre costas 28 

Riccio, Don Ernesto N., contra Don Pedro Zambrano, por cobro 
de alquileres ; sobre procedimiento ejecutivo 30 

Risso, Domingo, y Fermin Rubira, por circulación de billetes fal- 
sos de curso legal 160 

Rodríguez Freiré, Don Modeslo, contra Don Santiago Fox ; sobre 
cumplimiento de contrato 305 

Rubira, Fermin^ y Domingo Risso, por circulación de billetes fal- 
sos de curso legal 160 
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Pifioa* 

nal en liquidación, contra Doo Aurelio Castro; sobre tercería 

de dominio 122 

Moreno, el doctor Don Manuel I., con Doña Francisca Haguin, por 

rendición de cuentas ; sobre costas 340 

Morillo, José D., y otros, criminal contra ; sobre extravío de car- 

tas con valor declarado 85 

Hultedo, Don L&zaro, y Don Antonio Caferata, con Don Julián 

Molina ; sobre cobro ejecutivo de pesos 126 



O 



Onrubia, los herederos de, y Dona Margarita R. de Señorans, con- 
tra el gobierno de Entre Rios, por cumplimiento de transac- 
ción ; sobre avaluación pericial 287 

Osilich, Don Juan, contra Doña Justina Saint Jours de Jolibers, por 
cobro de pesos ; sobre competencia 33 

Osiring, Pedro, criminal contra, por circulación de billetes falsos; 
sobre excarcelación 337 

Ostendorp, Don Alberto, y otros, con la empresa del ferrocarril 
al Pacifico ; sobre expropiación 189 



Padula, Don Domingo, con Don Nicolás Pérez, por cobni ejecu- 
tivo de pesos; sobre endoso eñ blanco 413 

Pairolat, Emilio, recurso de habeos cwrpus á su favor, por alista- 
miento indebido en el ejército de línea ; sobre incompetencia. 152 

Palma, Don José M., contra Don Ángel Arcioni, sobre interdicto ; 
contienda de competencia entre el juez federal de Entre Rios 
y el juez de I** instancia del Paraná 363 

Pareto é Idiarlborde, contra, sobre infracción á las Ordenanzas de 
aduana ; 183 
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Piginas 

Peres, Don Nicolás, contra Don Domingo Padula, por cobro eje- 
cutivo de pesos ; sobre endoso en blanco 413 

Pereyra, Carlos M., y otros, criminal contra ; por extravio de car- 
tas con valor declarado , 85 

Pinchetli hermanos» con Don Juan C. Massaro ; sobre cobro de 
pesos y embargo preventivo 155 

Py y Cs Henry, contra Don Eduardo Retienne, por cobro de pe- 
sos ; sobre apelación denegada 909 



R 



Ramayon, Don Benito L., con Don Daniel Gollan, por cobro de 
pesos; sobre defecto en la demanda 46 

Rauchs, Don Francisco, con Don Luis Benedettí, por desalojo ; 
sobre competencia 235 

Rebasa, Don Gregorio, con el Fisco nacional, por expropiación ; so- 
bre apelación denegada 362 

Retienne, Don Eduardo, con Henry Py y C*, por cobro de pesos; 
sobre apelación denegada 309 

Riccio, Don Ernesto H., contra Don Pedro Zambrano, sobre co- 
bro ejecutivo 19 

Riccio, Don Ernesto N., contro Don Pedro Zambrano, por cobro 
ejecutivo de pesos ; sobre costas 28 

Riccio, Don Ernesto N., contra Don Pedro Zambrano, por cobro 
de alquileres ; sobre procedimiento ejecutivo 30 

Risso, Domingo, y Fermin Rubira, por circulación de billetes fal- 
sos de curso legal 160 

Rodríguez Freiré, Don Modeslo, contra Don Santiago Fox ; sobre 
cumplimiento de contrato 305 

Rubira, Fermín^ y Domingo Risso, por circulación de billetes fal- 
sos de curso legal 160 
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S 

Saint Joürs de Jolibert, Doña Jastina, con Don Juan Osílich, por 
cobro de pesos ; sobre competencia , . . . . 33 

Samiñan, Don Francisco, contra D. Carlos W. Blyth ; sobre liqui- 
dación social y sobre competencia 34 y 31 

Samson y C', Williams, con Don Carlos Skotte ; aobjre cobro, de 
pesos. .' 443 

Sánchez, Don Tomás R., con el Banco Hipotecario Nacional, por 
cobro ejecutivo de pesos 96 

Santa Coloma, el doctor Santiago, y Don Amadeo Barros, contra 
el Banco Nacional en liquidación ; sobre cobro de honorarios. 348 

Sarazini, Antonio y otros, criminal contra, por falsificación de bi- 
lletes de banco de curso legal. — ; 324 

Señorans, Doña Margarita R. de, y los herederos de Onrubía, con- 
tra el gobierno de la provincia de Entre Ríos, por cumplimiento 
de transacción ; sobre avaluación pericial 287 

Sesarego, Don Luis, contra la provincia de Entre Rios, ppr cobro 
de pesos ; sobre rescisión de rebeldía 290 

Skotte, Don Carlos, contra Willíanís Samson y C« ; sobre cobro 
de pesos 143 

Soler, Don Juan, con el Banco de Italia y Rio de la Plata, por co- 
bro de pesos ; sobre apelación de sentencia de los tribunales 
de la Capital 23 

Sottoy hermanos, Joseph, contra, sobre defraudación de derechos 
fiscales 200 

Sturla, Don Telésforo, con el nuevo Banco Inglés del Rio de la 
Plata ; sobre rescisión de contrato y daños y perjuicios 392 



U 



Union Azucarera Argentina, contra la sociedad «Union Harina», 
por abandono ; sobre jurisdicción arbitral 262 
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» 

P&ginas 

Union Marina, con la Union Azucarera Argentina, por abandono; 
sobre jurisdicción arbitral 262 



V 



* 



Yaccaro, Don Miguel, con Don Tomás Brown Petters, por levanta-* 
miento de embargo preventivo ; sobre costas 215 

Vaccafo, Don Miguel, con Don Tomás Brown Petters, por cobro 
de pesos ; sobra arraigo, defecto legal en la demanda y embargo 
preventivo ». 218 

Villanuéva, Don Benito, contra Don Juan C; Méndez, por escritu- 
ración ; sobre apelación denegada de los tribunales de^la Capital. 25 

Yilianueva, Don Andrés T., con Don Eugenio Daurée, por cobro 
ejecutivo de crédito hipotecario ; sobre apelación denegada. . • 436 

Vizcaya, Antonio, criminal contra, por violación de correspondencia 439 



Zaballa, Don Pedro L., cónsul de la República Oriental del Uru- 
gua, contra Doña Sofía Barruti, por divorcio ; sobre compe- 
tencia 298 

Zambrano, Don Pedro, con Don Ernesto N* , Riccio ; sobre cobro 
ejecutivo 19 

Zambrano, Don Pedro, con Don Ernesto N. Riccio, por cobro eje- 
cutivo de pesos ; sobre costas 28 

Zambrano, Don Pedro^ con Don Ernesto N. Riccio, por cobro de 
alquileres ; sobre procedimiento ejecutivo 30 



INDÍGE ALFiBÉTIGO 



DK LAS MATERIAS CONTENIDAS EN ESTE VOLUMEN LXX 



Abogado. — El encargo dadu á un abogado para la defensa de uno ó 
más pleitos, es, por su naturaleza, revocable. Página 243. 

Abogado, — El abogado y procurador que han convenido en desem- 
peñar y han desempeñado sus funciones con sólo la remune- 
ración de los honorarios regulados á cargo de la parte con- 
traria, no tienen derecho para cobrará su cliente, honorarios 
de otra clase. Página 348. 

Absolución. — No existiendo presunciones bastantes para probar la 
culpabilidad de los procesados en el delito acusado, procede 
su absolución. Página 324. 

Acción ejecutiva. — Véase : Ejecución. 

Alquileres. — Véase : Ejecución. 

Amistad. — Véase : Excusación. 

Ampliación. — La de costas y daños y perjuicios, pedida fuera del 
término señalado por la ley 3*, titulo 22, partida 3^, debe ser 
rechazada, máxime cuando esas condenaciones no han sido 
solicitadas oportunamente por la parte. Página 260. 

Apelable. — En las causas de menor cuantía las sentencias de los jue- 
ces de sección, no son apelables. Página 309. 

T. LXX 30 
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I 

Apelable. — No son apelables los autos dictados con la calidad de « para 
mejor proveer ». Páginas 362 j 410. 

Apelable, — No lo es en el procedimiento ejecutivo^ el auto que no 
hace lugar á la nulidad de lo actuado, deducido después de 
consentida la sentencia de remate^ y fundado en la irregula- 
ridad de notificaciones. Página 436. 

Apelable. — Los autos denegatorios de diligencias de prueba, son ape- 
lables. Página 443. 

Apelable, — Véase : Recurso. 

Apelación. — Véase : Expropiación ; Extradición. 

Arraigo. — £stando garantidas las costas del juicio, debe rechazarse 
la excepción de arraigo del juicio. Página 218*. 

Avaluación, — Debe ser aprobada la avaluación hecha por la mayoría 
de los peritos, practicada de acuerdo con las cláusulas y en 
cumplimiento de una transacción. Página 287. 

Averias, — La empresa de las Catalinas está regida por las Ordenanzas 
de Aduana, y no puede ser responsabilizada por averías que 
no se ha probado hayan sido causadas por sus empleados y 
peones. Página 16. 

B 

Banco Hipotecario Nacional. — Véase : Justicia federal. 
Banco Nacional. — Véase : Intereses. 



Caso fortuito. — Véase : Venta, 

Catalinas. — Véase : Averias. 

Camas de aduana. — Véase : Prueba. 

Circulación de billetes. — La circulación fraudulenta de billetes de 
curso legal falsos, hace pasible ai inculpado de la pe nasan- 
cionada por el articulo 62 de la ley penal nacional de 14 de 
Setiembre de 1863. Página 80. 

Circulación de billetes. — La circulación á sabiendas de billetes de 
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curso legak falsos, hace pasible á su autor de la pena de Ira- 
bajos forzados y multa (art. 6^ de la ley nacional penal). Pá- 
gina f60. 

Circulación de billetes, — El expendio de billetes de curso iegal falsos, 
después de adquiridos de Suena fé, se castiga con la multa 
del triple de su valor (art. 63, ley citada). Página 160. 

Circulación de billetes. — La circulacioD- de billetes de curso legal fal- 
sos, que se presumen adquiridos de buena fé, se castiga con 
ia multa del triple de su valor. Página 114. 

Circunstancia agravante, — La circunstancia de ser empleado no 
puede considerarse como agravante^ cuando es ealificativa 
del delito cuya pena tiene que aplicarse. Página 439. 

Ciudadanía. — No puede pedir carta de ciudadanía el extranjero me- 
nor de 18 años. Página 291. 

Competencia. — El juez federal en <:uya sección se ha cometido el de- 
lito, y que ha prevenido en la causa, es competente para se- 
guir en el conocimiento de ella. Página 1 19. 

Cotnpetencia. — Corresponde al juez ante quien se han causado las 
costas, el incidente sobre su cobro, aunque se haya declarado 
incompetente respecto del londo de la causa. Página 148. 

Competencia, — El juez que ha tenido jurisdicción para conocer en un 
asunto, la tiene al objeto de la ejecución de la sentencia que 
lo decide^ y á él corresponde conocer en las oposiciones que 
se susciten contra la misma. Página 363. 

Competencia. — Véase : Excarcelación ; Justicia federal. 

Compra venta mercantil, —Las compra-ventas de oro sellado son con 
tratos mercantiles, y la parte á quien se ha faltado tiene el 
derecho de pedir su resolución y los daños y perjuicios. Pá- 
gina 392. 

Compra-venta mercantil. — A más de los daños y perjuicios, se deben 
al acreedor los intereses de la suma en que hayan sido es- 
timados, á contar desde el dia de la demanda. Página 392. 

Compra-venta mercantil, — Véase : Moratorias. 

Conjueces. — Acuerdo nombrando conjueces de la Suprema Corte para 
el año 1899. Página 9. 

Cónsul. — Véase : Justicia federal. 
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Contestación de demanda, — Véase : Término. 

Contrabando, — Los reos de este delito, son pasibles de la pena de 
arresto. Página 166. 

Copias, — No es obligatorio dar copia de los documentos que, por no 
obrar en poder del actor, se individualizan con arreglo al ar- 
tículo 10 de la ley de procedimientos. Página 238. 

Costas, — Si á la inlimacioo de pago, el demandado ha depositado el 
dinero, y por auto consentido se han admitido los depósitos 
como surtiendo los efectos del pago, no procede la condena- 
ción en costas. Página 28. 

CoHtas. — Si el embargo preventivo se decretó con arreglo á derecho, 
el juez que lo manda levantar por haber sido declarado in- 
competente en su causa, no puede condenar en costas á la 
parte que lo solicitó. Página 215. 

Costas. — Deben ser declaradas á cargo del mandatario, las del juicio 
á que ha dado lugar su resistencia al pedido de rendición de 
cuentas. Página 227. 

Costas, — No procede la condenación en ellas, si de las constancias de 
autos resulta que el vencido en el juicio no ha procedido con 
temeridad. Pagina 340. 

Costas. — Véase : Ampliación; Competencia. 

Cuasi delito, — Véase : Prescripción ; Reconocimiento. 

Cuestiones entre socios. — Véase : Justicia federal. 

Cumplimiento de contrato. — No puede pedirse el cumplimiento de un 
contrato estipulado bajo condición, si ésta no se ha cumplido 
y no se verifica ninguno de los casos previstos en los artículos 
537 y 538 del Código Civil. Página 305. 



D 



Daños y perjuicios. — Constando el daño, la culpa y responsabilidad 
del demandado por incendio, debe aceptarse la estimación 
discrecional del importe de los perjuicios que haya practicado 
el juzgado. Página 355. 



I 
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Daños y perjuicios, •— ,Véase : Ampliación ; Compra-venta mercaíitil ; 
Prescripción ; Venta, 

Defecto legal. — El no haberse acompañado á lá demanda los docu- 
mentos justificalivos de las pretensiones de los denrandantjbs, 
no cpnstiluye defecto legal en el modo de proponerla. Pági- 
na H . ' ' 

. Defecto legal, -7 No puede ser tachada de defectuosa la demanda que 
llena los requintos exigidos por el articulo 51 de la ley de 
procedimientos. Página 46^ , • . * ' 

Defecto legal, — Apareciendo claro el pedido de la demanda, deberé- 
chazarse la excepción de defecto legal, fundada en la oscurí-. 
dad de la petición. Página 218. 

Defraudación, -^ Las defraudaciones al fisco, cometidas por medio de 
sustitución de mercaderías, someten á pena no solamente las 
mercaderías sustituidas, sino también las que sirvieron para 
sustituirlas. Página 200. 

Divorcio, — Véase : Justicia federal. 



E 



Ejecución. — No puede ponerse en duda la procedencia de la acción 
ejecutiva, estando comprobadas las relaciones de locador y 
locatario entre ejecutante y ejecutado, y el precio de la loca- 
ción. Páginas i9 y 30. 

Ejecución, — Cuando la deuda resulta de escritura pública de hipote- 
ca, y no se'niega que la venta de la cosa hipotecada no ha 
producido lo bastante para cubrirla, procede la acción ejecu- 
tiva para cobrar el saldo.*— Página 96. 

Embargo preventivo — Procede éste por la suma en que el deman- 
dado ha sido condenado por la sentencia de primera instan- 
cia. Página 155. 

Embargo preventivo. — Cuando se reclama el pago de servicios de 
asistencia á un buque, y los servicios constan de escritura 
pública, procede el embargo preventivo sobre la suma que 
resulta haber sido depositada anteriormente para sustituir el 
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embargo del buque asistido, á los efectos de la reclamación. 
Página 218. 

Embargo preventivo, *- Véase : Costas. 

Empleado. — Véase : Circunstancia agravante. 

Endoso en blanco. — En ios doouraenl</s de carácter comercial, el en- 
doso en blanco constituye no endoso compltíto. Página 413. 

Error. — Véase : Manifestación ; Pena. 

Escrituración. — El otorgante de un instrumento privado sobre com- 
pra de un inmueble, está obligado á reducirlo á escritura pú- 
blica. Página 296. 

Estado de las personas. — Véase : Justicia federal. 

Excarcelación. ^- El juez apelado tiene jurisdicción para resolver en 
la solicitud de excarcelación, si la sentencia recurrida es ab- 
solutoria. Página 337. 

Excusación. — La amistad que no reúna los caracteres expresados en 
el articulo 43, inciso A^, de la ley de procedimientos, no es 
causa legal de excusación. Página 294. 

Exhortos. — Véase : Suprema Corte. 

Expropiación. - Los únicos requisitos esenciales en el juicio de ex- 
propiación son los dictámenes periciales. La recepción de la 
causa á prueba no lo es, y no es posible decretarla en la ins- 
tancia de apelación, que sólo procede en relación. Página 99. 

Expropiación. — Debe confirmarse el precio atribuido al terreno ex- 
propiado, que resulta ajustado á los antecedentes constantes en 
autos. Página 99. 

Expropiación. — El precio y la indemnización por la expropiación 
debe fijarse según el mérito que arrojen los autos. Páginas 
189 y 240. 

Extradición. — En los juicios de extradición la apelación procede sólo 
en relación. Página 74. 

Ejotradicion. — No procede, cuando debiendo juzgarse el caso con 
arreglo á las leyes nacionales, por no existir tratado con la 
nación requirente, el hecho inculpado no resulta ser de los 
calificados como delitos por dichas leyes. Página 74. 

Extradición. — Procede ésta á titulo de reciprocidad contra el acusado 
por delito de falsificación en letras de cambio ; pero debe 
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concederse con la precisa condición de que ios tribunales del 
país requirente impondrán, en caso de condena, la pena con 
que se castiga en la República el delito acusado, si ésta fuera 
mentar que la vigente en aquel. Página 422. 



F 



Falsificación de billetes, — El delito de falsificación y circulación de 
billetes del Banco Nacional, hace pasible á los culpables de 
las penas sancionadas por los artículos 62 y 63 de la ley na- 
cional penal de ii de Setiembre de 1863. Página 49. 

Falsificación de billetes. — La tentativa de falsificación de billetes de 
banco de curso legal, puede ser castigada con la pena del 
delito consuniadó, disminuida desde la cuarta parte á la mi- 
tad. Página 265. 

Falla de personería, -r- Fundándose esta excepción en la muerte de los 
mandantes, sucedida antes de comenzar el juicio, debe ser 
recibida la prueba de este hecho, para resolver sobre ella. 
Página 11. 

Feria. — Acuerdo designando ministro y secretario para la de 1899. 
Página 8. 

Feria. — Acuerdo designando al doctor Granel para atender en la fe- 
ria de 1899, los juzgados de la Capital. Página 9. 

fiscales ad-hoc. — Acuerdo nombrando éstos y los jueces suplentes 
para el año 1899. Página 5. 



G 



Guardia Nacional. — La infracción ala ley de movilización de la 
guardia nacional, es castigada con la pena de dos años de 
servicio en el ejército permanente. Página 3Q3. 
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Babeas corpas: — El juxgado federal es incompetente para ordenar la 
libertad del menor enganchado en el ejército de línea, que se 
. encuentra sujeto á la jurisdicción militar por delito de deser- 
ción. Página 152. . 

Babeas Corpus. — Los individuos matriculados en la tripulación de un 
buque, que no hayan cumplido su contrato,' no pueden recla- 
mar contra la prisión pedida por el capitán para obligarlos á 
su cumplimiento. Página 213. 

Bechos nmvos. — Véase : Sentencia. 

Bipoteea, — Véase : Ejecución; Mandato; Tercería de dominio. 

Bonorarios. — Deferida la estimación de honorarios á la apreciación 
de peritos, el juez puede en disc<;^rdia de éstos, aceptar la he- 
cha por el tercero si la cree justa y equitativa. Página 155. 

Bonorarios. — Véase : Abogado ; Procurador. 



Incendio. — Véase : Daños y perjuicios. 

Informaciones. — Véase : Justicia federal. 

Intereses. — La liquidación de intereses que el Banco Nacional haya 
hecho, con arreglo á la tasa establecida para los depósitos 
particulares, no da derecho á cobrarlos, si el depósito á que 
se refieren ha sido declarado judicial, y el Banco rectificó la 
liquidación acreditando los correspondientes á los depósitos 
judiciales. Página 333. 

Intereses. — Véase : Compra-venta mercantil. 

Interpretación. — La convención de remitir inmediatamente la cosa 
vendida, significa no que el vendedor deba entregarla á la 
mayor brevedad, sino una vez transcurrido el tiempo preciso 
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. para su transpone al lugar de la entrega previsto en el con- 
' trato. Página 311. • . 



J 



Jtwces suplentes, — Acuerdo nombrando éstos y los fiscales ad-hoc para 
el año 1399. Página 5. 

Juicio ejecutivo. — Véase : Costas. * 

Jurisdicción prorogada. — Cuándo e) fuero federal procede sólo por 
razón de las personas, la excepción de incompetencia no de- 
ducida en tiempo ante los tribunales locales, impoí*ta la pro- 
rogación de su jurisdicción. Página 23. 

Jurisdicción arbitral. — Si no se iliega la celebración del convenio por 
el cual se somete á la jurisdicción arbitral toda cuestión que 
sobrevenga, y si, basándose en dicho convenio, las partes 
afirman y niegan respectivamente la existencia de obligacio- 
nes á su cargo, es justa \ no importa prejuzgamienlo la reso- 
lución que manda someter esta cuestión también á la juris- 
dicción arbitral.. Página 262. 

Justicia federal. — La diversa vecindad no produce fuero federal por 
razón de las personas, cuando éstas son extranjeras. Pági- 
na 33. 

Justicia federal. — El principio de que en las cuestiones entre socios, 
por razón de contrato social, la distinta vecindad ó naciona- 
lidad de las partes no produce el fuero federal, no comprende 
el caso en que se contradiga la existencia de la sociedad y no 
baya habido razón social que la caracterice como distinta de 
sus miembros. Página 37. 

Justicia federal. — Las cuestiones entre vecinos de una provincia y de 
la Capital corresponden á la justicia federal; y tratándose de 
transporte por ferrocarril, cuyas estaciones de partida y de 
llegada, se encuentran dentro de la jurisdicción de una sec- 
ción, el conocimiento déla causa corresponde al juez federal 
de dicha sección. Página 43. 



474 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

Juez federal. — No es Qompeteate en causas entre vecinos déla Capi- 
tal, que no son regidas por una ley nacional. Página 141. 

Justicia federal. — Procede ésta en cuestión de un extranjero contra 
un argentino, entre quiénes no resulta que haya existido con- 
trato de sociedad. Página 119. 

Justicia federal. — No corresponde á ella, recibir informaciones sobre 
el estado de ías personas. Página 193. 

Justicia federal. — El decreto del poder ejecutivo de provincia asu- 
miendo la administración municipal por estar la municipali- 
dad en acefalfa, no puede alterar las reglas jurisdiccionales de 
la justicia íederal y producir el fuero originario de la Supre- 
ma Corte, en los asuntos que corresponden al conocimiento 
del juez de sección. Página 22!2. 

Justicia federal. — No corresponden á ella los €asps de jurisdicción 
concurrente en que el valor disputado ño excede de 500 pe~ 
sos, y su conocimiento corresponde á la justicia de pa2. Pá- 
gina 235. 

Justicia federal' — El juicio de mensura, al cual haya sido citado el 
Banco Hipotecario Nacional, no corresponde al fuero federal, 
mientras no se produzca el caao contencioso. Página 249. 

Justicia federal. — Corresponde á ella la causa de divorcio en que es 
parte un cónsul extranjero. Página 298. 



Locación. — Véase : Ejecución. 



M 



Mandatario. — Véase : Costas. 

toándolo. — El mandatario que tiene poder para contraer deudas, no 
obliga al mandante por la deuda que contraiga en su propio 
nombre, ni puede, sin poder especial al efecto, hipotecar los 
bienes de éste en garantía de la misma. Si los ha hipotecado 
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y ios bienes han sido embargados para responder á la ejecu- 
ción de dicha deuda, procede la tercería de dominio que de- 
duzca el mándame. Página 122. 

Mandato irrevocable. — Véasq : Rendición de cuentas.^ 

Manife$íacion. — La expresión de 590 litros manifestados al pedir el 
despacho de 10 cascos de vino cun 590 litros cada uno, ó 
debe entenderse que se ha referido á cada casco, ó importa 
un error imposible de pasar desapercibido al practicarse el 
despacho. Página 183. 

Menor enganchado, — Véase : Habeos corpus. 

Menmra. -- Véase : Justicia federal. 

Moratorias — Las que, antes de vencer el contrato de compra-venta 
de oro sellado, haya obtenido el deudor, no impiden que el 
acreedor haga uso del derecho de pedir la rescisión de aquél 
y los daños y perjuicios por falta de cumplimiento del mismo. 
Página 39¿. 

Municipalidad. — Véase : Justicia federal. 



N 



Nulidad, — Es nula la sentencia que no se ajusta al caso propuesto á 

cu rAsnliirinn PáffinA 4Uf\ 



su resolución. Página 196. 



Pena, — Ro existiendo pruebas acariño de los acusados sobre la co- 
misión del delito imputado, no puede imponérseles la pena 
correspondiente á dicho delito. Página 85. 

Pena, — El error que no es evidente y puede pasar desapercibido, no 
exime de pena. Página 200. 

Pena. — Véase ; Defraudación, 

Precio. — El vendedor que ha recibido pagarés por cuenta de precio. 
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• > 

« 

no* tiene derecho de-cobrar su imporle, si no ha entregado la 

cosa vendida. Tampoco la tiene el tenedor de los pagarés, á 

• * * • 

((uien resulta que hah sido endosados después de su ven^ 

cimiento. Página 136. 

Prescripción, — JSe prescribe por un año l{i acción para la reparación 
de daños causados por cuasi delito. Página 355..* 

Preséripciofí. — Las deudas ál Banco Nacional en liquidación por te- 

, tras protestadas son puras, y el término para 'que queden 

proscriptas corre d^sdeel diade su vencimiento. Página 419: 

Prisión preventiva. — - Esta debe computarse, en la pena impuesta al reo 
de tentativa de falsificación de billetes de Banco, á razón de 
dos dias de prisión por uno de trabajos forzados. Página 265. 

Procurador., — El que ha convenido en desempeñar y ha desempeña- 
do sus funciones con solo la remuneración de los honorarios 
regulados á cargo de la parte contraría, no tiene derecho pa- 
ra cobrar á su cliente honorarios de otra clase. Página 348. 

Priieba. — Si se ha pedido una diligencia de prueba en el carácter 
de informe, el juez no puede aplicarle las reglas sóbrela 
forma en que deben recibirse las declaraciones de testigos. 
Debe mandarlo pedir, reservándose para la sentencia defini- 
tiva la apreciación de su mérito probatorio. Página 40. 

Prueba. — Las causas sobre infracción á las Ordenanzas de Aduana 
pueden ser recibidas á prueba, si el juez lo considera nece- 
sario ; y en este caso, debe darse á la prueba la amplitud que 
autoriza el Código de Procedimientos en lo criminal, reser- 
vando para la sentencia definitiva el juicio sobre su mérito 
y pertinencia. Página 443. 

Prueba. — Véase : Expropiación ; FaUa de personeria. 



R 



liebeldia. — No alegándose las causales señaladas por la ley, no debe 

dejarse sin efecto la rebeldía decretada. Página 290. 
Reconocimiento. — El silencio opuesto á los avisos y aún alas protestas 
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del damnificado,noimporta reconocimiento alguno. Página 35«S. 

Recurso. •— No es apelable para ante la Suprema Corte la sentencia dicta- 
da por los tribunales de la Capital, sin haber señalado dia para 
oir el informé in voce solicitado por el recurrente. Página 25. 

Recurso, — No es .apelable para ante la Suprema Corte la sentencia de 
la Cámara criminal de la Capital, declarando á cuál de los 
jueces de instrucción de la Capital corresponde el conoci- 
miento de un proceso. Página 94. 

Recurso. — La interpretación por los tribunales locales de la ley de 
procedimientos, no autoriza el recurso para ante la Suprema 
Corte. Página 416. 

Registro de contratos piMicos. — El Poder Ejecutivo tiene facultad 
para crearlos en los centros de población distantes de la capi- 
tal de la gobernación, que cuenten con no menos de cinco 
mil habitantes. Página 411. 

Rendición de cuentas. — El mandato conferido para vender una can- 
tidad dada de terrenos, aún conferido con la calidad de irre- 
vocable, no exime al mandatario de la obligación de rendir 
cuentas cuando el mandante lo pida, y no le autoriza á hacerlo 
solamente después de finalizado su cometido. Página 227. 

Rendición de ctientas. — Véase : Costas. 
* Rescisión. — Véase : Compraventa mercantil ; Moratorias ; Venta. 



Salarios de asistencia. — Véase : Embargo preventivo. 

Sentencia. — Los hechos nuevamente alegados después de la de- 
manda y la respuesta, no deben tomarse en consideración. 
Página 143. 

Sentencia. — Véase: Nulidad. 

Servicios. — Estando reconocido el valor pecuniario de los servicios 
prestados, no es necesario recurrir á la apreciación pericial 
para la fijación de su importe. Página 143. 

Sociedad, — Para pedir la disolución y liquidación de una sociedad no 
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es necesario acampanar á la demanda el instrumento pro- 
batorio de la misma. Página 14. 

Sociedad, — Véase : Jmticia federal. 

Suprema Corte, — No procede la jurisdicción de ella para decidir so- 
bre el cumplimiento de exhortes de distintos jueces, mien- 
tras no haya contienda trabada que le corresponda resolver, ó 
no se ocurra á ella por medio de alguno de los recursos au- 
torizados por la ley. Página 252. 

Suprema Corte. — Véase : Recurso. 

Sustitución de mercaderías. — Véase : Defraudación. 



Tentativa. -* Véase : Falsificación de billetes. 

Tercería de dominio. — Procede la que deduzca el mandante so- 
bre bienes de propiedad de éste, que ba hipotecado el man- 
datario, sin poder especial al efecto, en garantía de una deu- 
da del último, y que han sido embargados para responder á 
la ejecución de dicha deuda. Página Mi. 

Término. — El término para contestar la demanda corre á contar des- 
de el fijado para el emplazamiento. Página 238. 

Transporte. — Véase : Justicia federal. 

Tripulación. — Véase : Hateas corpus. 



Vecindad. — Véase : Justicia federal. 

Venta. — Todo vendedor debe tener la cosa vendida dentro de las 
24 horas siguientes al contrato, al objeto de su cumplimien- 
to. Los casos fortuitos producidos después, no lo eximen de 
su obligación. Página 311. 

Venta. — La taita de embargo en el tiempo convenido, cuando édte 
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ha sido un molivo determinante por prirte del comprador, da 
derecho á pedir la resolución del contrato y la indemniza- 
ción de perjuicios. Página 311. 
Venia. — Véase: Interpretación; Precio, 
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